
LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma el artículo 126-Bis de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta, a cargo de la diputada Cecilia So-
to González, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

De acuerdo con los artículos 126 y 127 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta (ISR), las personas físicas que enaje-
nen bienes inmuebles consistentes en terrenos y/o cons-
trucciones, siempre y cuando dicha actividad no se
constituya en una actividad empresarial recurrente, debe-
rán realizar el pago de su contribución sobre la ganancia
obtenida y determinada.

A partir de la entrada en vigor de las reformas realizadas a
la Ley del ISR para el año de 2003, y con base en el Con-
venio de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal
Federal vigente, las entidades federativas tienen la facultad
de recaudar, comprobar, determinar y cobrar los pagos que
realicen las personas físicas que enajenen bienes inmue-
bles.

Por lo anterior, los contribuyentes del Régimen de Enaje-
nación de Bienes Inmuebles, efectúan el pago del ISR en
las oficinas autorizadas de cada entidad federativa aplican-
do la tasa de 5 por ciento sobre la ganancia obtenida por ca-
da operación. A su vez, dicho pago es acreditable contra la
contribución provisional determinada en el artículo 126 de
la Ley del ISR.

En consecuencia, la administración de este régimen es
compartida entre las entidades federativas y la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público, a través del Servicio de
Administración Tributaria (SAT).

La administración compartida de este régimen da espacio
para estrategias de evasión y elusión fiscal por parte de los
contribuyentes ya que, bajo dicho esquema, se genera tra-
bajo adicional para los contribuyentes, quienes deben de-
clarar el cumplimiento de sus obligaciones a dos autorida-
des diferentes.

Lo anterior en virtud de que existen dos ventanillas para el
mismo contribuyente ocasionando que:

• Los contribuyentes sólo con el pago de sus obligacio-
nes fiscales al SAT.

• Los contribuyentes enteren a la federación la parte co-
rrespondiente a la entidad federativa.

Argumentación

En este sentido, en un trabajo conjunto entre el Servicio de
Administración Tributaria (SAT) y las entidades federati-
vas durante el ejercicio fiscal de 2014, se logró identificar
de acuerdo a las declaraciones hechas por los notarios, la
ubicación del bien inmueble enajenado y, con ello, los po-
sibles montos que corresponden a las entidades federativas,
con el siguiente resultado:

Cuadro I. Importe estimado del ISR por la enajenación de
bienes inmuebles que le corresponde a las entidades fede-
rativas de acuerdo al SAT

Ejercicio Recursos (mdp)

2009 142.2
2010 129.6
2011 140.5
2012 152.3
2013 224.8
Total 789.4

Cuadro II. Importe por entidad federativa estimado por el
SAT del ISR por la enajenación de bienes inmuebles

Entidad Federativa Recursos (mdp)
Aguascalientes 5
Baja California 16
Baja California Sur 11.8
Campeche 4
Coahuila 4
Colima 4.2
Chiapas 8.1
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Sin embargo, cabe señalar que en algunos casos se volvió
imposible identificar a qué orden de gobierno le corres-
ponde dicha recaudación.

Dicho problema persistirá dado que existen dos ventanillas
de cobro. De hecho, actualmente el SAT trabaja de manera
conjunta con las entidades federativas para identificar los
montos que le corresponden a los estados de los ejercicios
fiscales de 2014, 2015 y lo que va de 2016, es decir, el pro-
blema del correcto entero del impuesto ha persistido.

Por lo anterior, se considera viable y oportuno que les sean
transferidos a las entidades federativas la administración
de cien por ciento de la recaudación que genere el régimen
de enajenación de inmuebles (artículo 126 y 217 de la Ley
del ISR).

Por tanto, en un ánimo de simplificación administrativa
que permita fortalecer los ingresos de las entidades federa-
tivas y dado el comportamiento en la captación de dichos
recursos, resulta de gran importancia generar el incentivo
adecuado en materia de recaudación y control de obliga-
ciones.

En consecuencia, la presente iniciativa propone la descen-
tralización fiscal completa a favor de las entidades federa-
tivas, con el objetivo de que dichos órdenes de gobierno se-
an la única autoridad competente en materia de
recaudación, comprobación, determinación y cobro de este
ingreso coordinado, con lo cual se generan los incentivos
adecuados para que se fortalezcan sus haciendas públicas y
se brinda mayor claridad a los contribuyentes respecto de
sus obligaciones fiscales, toda vez que su administración
dependerá enteramente de los esfuerzos realizados por las
propias entidades federativas. 

Es importante resaltar que con esta potestad tributaria se
logrará el fortalecimiento de las haciendas públicas de las
entidades federativas y se posibilitará a dichos órdenes de
gobierno elevar la cantidad y calidad de sus bienes y servi-
cios públicos, de acuerdo con las necesidades de su pobla-
ción.

En virtud de lo aquí expresado, se considera viable, perti-
nente y necesario que le sea transferido a las entidades fe-
derativas la administración de cien por ciento de la recau-
dación que genere el régimen de enajenación de inmuebles
y no sólo la totalidad de 5 por ciento que se aplica al pro-
cedimiento descrito en el artículo 127 de la Ley del ISR.

Fundamento legal

Por lo antes expuesto y fundado, la suscrita Cecilia Soto
González, diputada de la LXIII Legislatura de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y los artículos 6, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a la conside-
ración del pleno la presente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforma el artículo 126-Bis de la
Ley del Impuesto sobre la Renta 

Único. Se reforma el artículo 126-Bis de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, para quedar como sigue:

Artículo 126-Bis. Las entidades federativas podrán cele-
brar con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público un
anexo derivado del Convenio de Colaboración Administra-
tiva en Materia Fiscal Federal para la coordinación de la
administración del impuesto establecido el artículo 126 de
esta ley.

Las entidades federativas que celebren el anexo a que re-
fiere el párrafo que antecede, deberán recaudar el impues-
to respectivo en las oficinas autorizadas para tal efecto,
mediante el cobro de los pagos provisionales y el cobro del
impuesto del ejercicio conforme lo establece el citado artí-
culo 126.

En el caso de operaciones consignadas en escrituras públi-
cas, a las que hace referencia el párrafo tercero del artícu-
lo 126 de esta ley, los notarios, corredores, jueces y demás
fedatarios que por disposición legal tengan funciones nota-
riales, calcularán el pago a que se refiere dicho artículo y
lo enterarán en las oficinas autorizadas por la entidad fede-
rativa de que se trate, en los plazos establecidos para tal
efecto.

Los contribuyentes que ejerzan la opción a que se refiere el
último párrafo del artículo 120 de esta ley, efectuarán los
pagos provisionales y el del impuesto del ejercicio a que se
refiere este artículo, y lo enterarán mediante declaración
que presentarán ante la entidad federativa en las mismas fe-
chas de pago establecidas en el artículo 150 de esta ley.

Las entidades federativas que firmen el anexo a que hace
referencia este artículo, recibirán como incentivo el cien



por ciento de la recaudación que obtengan del impuesto es-
tablecido en los artículos 120 y 126 de esta ley.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de octubre de 2016.— Diputada
Cecilia Soto González (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS
DE LA FEDERACIÓN

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que adiciona el artículo 4o. de la Ley de Fisca-
lización y Rendición de Cuentas de la Federación, a cargo
del diputado Alfredo Ferreiro Velazco, del Grupo Parla-
mentario del PES

El suscrito diputado, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Encuentro Social, José Alfredo Ferreiro Velaz-
co, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, 72 y 73, fracción XXX, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, pone a consideración
de esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona una fracción IX recorriéndose la numeración de
las fracciones actuales subsiguientes del artículo 4o. de la
Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federa-
ción.

Exposición de Motivos

El 27 de mayo de 2015, se publicó en el Diario Oficial de
la Federación, decreto que reforma diversos artículos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
que entre otros dan origen al sistema nacional anticorrup-
ción.

En el mismo contexto de la mencionada reforma, se modi-
ficaron los artículos 73, fracción XXIV, 74, fracciones II y

VI, 79, 109 y 113 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, a efecto de ampliar las facultades a
la Auditoría Superior de la Federación.

Aprobada el 17 de marzo de 2016 y promulgada el 27 de
abril del año en curso.

A fin de dar seguimiento a las mencionadas reformas, esta
H. Cámara de Diputados se sometió a consideración del
pleno, iniciativa a fin de expedir una nueva Ley de Fiscali-
zación y Rendición de Cuentas de la Federación, misma
que fue aprobada por las y los Diputados y ratificada por
las y los Senadores, publicándose en el Diario Oficial de la
Federación en fecha 19 de Julio del 2016. 

Con la mencionada reforma, se establecieron los princi-
pios y alcances de la fiscalización y rendición de cuentas,
además se establecieron de manera clara las atribuciones
de la Auditoría Superior de la Federación.

Una vez aprobada y publicada la referida Ley de Fiscaliza-
ción y realizando un análisis minucioso a ésta, se advierte
dentro de su articulado que en múltiples ocasiones, se hace
referencia a los conceptos de entes públicos y deuda públi-
ca.

En la parte relativa a la definición de conceptos de la referi-
da norma, sólo se establece el concepto de entes públicos,
mas no se contiene el concepto de deuda pública, concepto
que a mi ver resulta fundamental para la interpretación siste-
mática del mencionado cuerpo normativo.

En consideración a lo anterior y consientes que el referido
concepto ya se establece en legislación diversa, y dentro de
la ley de disciplina financiera de las entidades federativas
y los municipios, es que se debe atender el referido con-
cepto a fin de buscar la homologación de éste;

Por lo que se transcribe a continuación el mencionado con-
cepto:

Deuda Pública: cualquier financiamiento contratado
por los entes públicos.

Además de la importancia que tiene el integrar el concepto
de deuda pública, resulta acorde a la promulgación de la re-
ferida ley de disciplina financiera.

La importancia de incluir este concepto de deuda publica en
la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Fede-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 4 de octubre de 2016307



Año II, Primer Periodo, 4 de octubre de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados308

ración, radica en que el desarrollo económico y social de
México no puede explicarse sin la participación activa del
Estado en la producción de bienes y servicios, mediante la
utilización de los recursos de orden material o financiero
que tiene encomendados, así como a través de su planea-
ción razonada.

Para un mayor entendimiento de la pretensión legislativa,
se presenta el siguiente cuadro comparativo:

Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Fe-
deración

Texto vigente

Propuesta de modificación

Artículo 4. Para efectos de esta ley, se entenderá por:

I. a VIII. …

No existe

IX. Entes públicos: Los Poderes Legislativo y Judicial,
los órganos constitucionales autónomos, los órganos ju-
risdiccionales que no formen parte del Poder Judicial,
las dependencias, entidades de la Administración Públi-
ca Federal, y sus homólogos de las entidades federati-
vas, los municipios y alcaldías de la Ciudad de México
y sus dependencias y entidades, la Procuraduría General
de la República y las fiscalías o procuradurías locales,
las empresas productivas del Estado y sus subsidiarias,
así como cualquier otro ente sobre el que tenga control
sobre sus decisiones o acciones cualquiera de los pode-
res y órganos públicos citados;

X. Entidades federativas: los estados de la República
Mexicana y la Ciudad de México;

XI. Entidades fiscalizadas: los entes públicos; las enti-
dades de interés público distintas a los partidos políti-
cos; los mandantes, mandatarios, fideicomitentes, fidu-
ciarios, fideicomisarios o cualquier otra figura jurídica
análoga, así como los mandatos, fondos o fideicomisos,
públicos o privados, cuando hayan recibido por cual-
quier título, recursos públicos federales o las participa-
ciones federales, no obstante que sean o no considera-
dos entidades paraestatales por la Ley Federal de las
Entidades Paraestatales y aun cuando pertenezcan al
sector privado o social y, en general, cualquier entidad,

persona física o moral, pública o privada, que haya cap-
tado, recaudado, administrado, manejado, ejercido, co-
brado o recibido en pago directo o indirectamente re-
cursos públicos federales o participaciones federales,
incluidas aquellas personas morales de derecho privado
que tengan autorización para expedir recibos deducibles
de impuestos por donaciones destinadas para el cumpli-
miento de sus fines;

XII. Entidades fiscalizadoras locales: las que están pre-
vistas en el artículo 116, fracción II, párrafo sexto, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

XIII. Faltas administrativas graves: las así señaladas en
la Ley General de Responsabilidades Administrativas;

XIV. Financiamiento y otras obligaciones: toda opera-
ción constitutiva de un pasivo, directo o contingente, de
corto, mediano o largo plazo, derivada de un crédito,
empréstito o préstamo, incluyendo arrendamientos y
factorajes financieros o cadenas productivas, indepen-
dientemente de la forma mediante la que se instrumen-
te, u obligación de pago, en los términos de la Ley Fe-
deral de Deuda Pública y de la Ley de Disciplina
Financiera de las Entidades Federativas y los Munici-
pios;

XV. Fiscalía Especializada: Fiscalía Especializada en
Materia de Combate a la Corrupción;

XVI. Fiscalización superior: la revisión que realiza la
Auditoría Superior de la Federación, en los términos
constitucionales y de esta ley;

XVII. Gestión Financiera: las acciones, tareas y proce-
sos que, en la ejecución de los programas, realizan las
entidades fiscalizadas para captar, recaudar u obtener re-
cursos públicos conforme a la Ley de Ingresos y el pre-
supuesto de egresos, así como las demás disposiciones
aplicables, para administrar, manejar, custodiar, ejercer
y aplicar los mismos y demás fondos, patrimonio y re-
cursos, en términos del Presupuesto de Egresos y las
demás disposiciones aplicables;

XVIII. Hacienda Pública Federal: conjunto de bienes y
derechos de titularidad de la Federación;

XIX. Informe de Avance de Gestión Financiera: el in-
forme que rinden los poderes de la unión y los entes pú-
blicos federales de manera consolidada a través del Eje-



cutivo Federal, a la Cámara sobre los avances físicos y
financieros de los programas federales aprobados para
el análisis correspondiente de dicha Cámara, presentado
como un apartado específico del segundo informe tri-
mestral del ejercicio correspondiente al que se refiere el
artículo 107 de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria;

XX. Informe General: el Informe General Ejecutivo del
Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pú-
blica;

XXI. Informe específico: el informe derivado de denun-
cias a que se refiere el último párrafo de la fracción I del
artículo 79 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos;

XXII. Informes Individuales: los informes de cada una
de las auditorías practicadas a las entidades fiscalizadas;

XXIII. Ley de Ingresos: la Ley de Ingresos de la Fede-
ración del ejercicio fiscal en revisión;

XXIV. Órgano constitucional autónomo: son los órga-
nos creados inmediata y fundamentalmente en la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos o en
las constituciones de las entidades federativas y que no
se adscriben a los poderes del Estado, y que cuentan con
autonomía e independencia funcional y financiera;

XXV. Órgano interno de control: las unidades administra-
tivas a cargo de promover, evaluar y fortalecer el buen
funcionamiento del control interno en los entes públicos,
así como de la investigación, substanciación y, en su caso,
de sancionar las faltas administrativas que le competan en
los términos previstos en la Ley General de Responsabili-
dades Administrativas;

XXVI. Presupuesto de Egresos: el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación del ejercicio fiscal correspondien-
te;

XXVII. Procesos concluidos: cualquier acción que se
haya realizado durante el año fiscal en curso que deba
registrarse como pagado conforme a la Ley General de
Contabilidad Gubernamental;

XXVIII. Programas: los señalados en la Ley de Planea-
ción, en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria y los contenidos en el Presupuesto de

Egresos, con base en los cuales las entidades fiscaliza-
das realizan sus actividades en cumplimiento de sus
atribuciones y se presupuesta el gasto público federal;

XXIX. Secretaría: la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público;

XXX. Servidores públicos: los señalados en la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la
Ley General de Responsabilidades Administrativas;

XXXI. Tribunal: el Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa;

XXXII. Unidad: la Unidad de Evaluación y Control de
la Comisión, y

XXXIII. Unidad de Medida y Actualización: el valor
establecido por el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía, en términos del artículo 26, apartado B, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y la ley federal en la materia, para determinar la cuantía
del pago de las obligaciones y supuestos previstos en las
leyes.

Las definiciones previstas en los artículos 2 de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria;
2 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades
Federativas y los Municipios y 4 de la Ley General de
Contabilidad Gubernamental, serán aplicables a la pre-
sente Ley.

Propuesta de modificación

Artículo 4. …

I. a VIII. …

IX. Deuda Pública: cualquier financiamiento contra-
tado por los entes públicos.

X. Entes Públicos: Los Poderes Legislativo y Judicial,
los órganos constitucionales autónomos, los órganos ju-
risdiccionales que no formen parte del Poder Judicial,
las dependencias, entidades de la Administración Públi-
ca Federal, y sus homólogos de las entidades federati-
vas, los municipios y alcaldías de la Ciudad de México
y sus dependencias y entidades, la Procuraduría General
de la República y las fiscalías o procuradurías locales,
las empresas productivas del Estado y sus subsidiarias,
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así como cualquier otro ente sobre el que tenga control
sobre sus decisiones o acciones cualquiera de los pode-
res y órganos públicos citados;

XI. Entidades Federativas: los Estados de la República
Mexicana y la Ciudad de México;

XII. Entidades fiscalizadas: los entes públicos; las enti-
dades de interés público distintas a los partidos políti-
cos; los mandantes, mandatarios, fideicomitentes, fidu-
ciarios, fideicomisarios o cualquier otra figura jurídica
análoga, así como los mandatos, fondos o fideicomisos,
públicos o privados, cuando hayan recibido por cual-
quier título, recursos públicos federales o las participa-
ciones federales, no obstante que sean o no considera-
dos entidades paraestatales por la Ley Federal de las
Entidades Paraestatales y aun cuando pertenezcan al
sector privado o social y, en general, cualquier entidad,
persona física o moral, pública o privada, que haya cap-
tado, recaudado, administrado, manejado, ejercido, co-
brado o recibido en pago directo o indirectamente re-
cursos públicos federales o participaciones federales,
incluidas aquellas personas morales de derecho privado
que tengan autorización para expedir recibos deducibles
de impuestos por donaciones destinadas para el cumpli-
miento de sus fines;

XIII. Entidades fiscalizadoras locales: las que están pre-
vistas en el artículo 116, fracción II, párrafo sexto, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

XIV. Faltas administrativas graves: las así señaladas en
la Ley General de Responsabilidades Administrativas;

XV. Financiamiento y otras obligaciones: toda operación
constitutiva de un pasivo, directo o contingente, de corto,
mediano o largo plazo, derivada de un crédito, emprésti-
to o préstamo, incluyendo arrendamientos y factorajes fi-
nancieros o cadenas productivas, independientemente de
la forma mediante la que se instrumente, u obligación de
pago, en los términos de la Ley Federal de Deuda Públi-
ca y de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades
Federativas y los Municipios;

XVI. Fiscalía Especializada: Fiscalía Especializada en
Materia de Combate a la Corrupción;

XVII. Fiscalización superior: la revisión que realiza la
Auditoría Superior de la Federación, en los términos
constitucionales y de esta ley;

XVIII. Gestión Financiera: las acciones, tareas y proce-
sos que, en la ejecución de los programas, realizan las
entidades fiscalizadas para captar, recaudar u obtener re-
cursos públicos conforme a la Ley de Ingresos y el pre-
supuesto de egresos, así como las demás disposiciones
aplicables, para administrar, manejar, custodiar, ejercer
y aplicar los mismos y demás fondos, patrimonio y re-
cursos, en términos del Presupuesto de Egresos y las de-
más disposiciones aplicables;

XIX. Hacienda Pública Federal: conjunto de bienes y
derechos de titularidad de la Federación;

XX. Informe de Avance de Gestión Financiera: el infor-
me que rinden los poderes de la unión y los entes públi-
cos federales de manera consolidada a través del Ejecu-
tivo Federal, a la Cámara sobre los avances físicos y
financieros de los programas federales aprobados para
el análisis correspondiente de dicha Cámara, presentado
como un apartado específico del segundo informe tri-
mestral del ejercicio correspondiente al que se refiere el
artículo 107 de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria;

XXI. Informe General: el Informe General Ejecutivo
del Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta
Pública;

XXII. Informe específico: el informe derivado de de-
nuncias a que se refiere el último párrafo de la fracción
I del artículo 79 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos;

XXIII. Informes Individuales: los informes de cada una
de las auditorías practicadas a las entidades fiscalizadas;

XXIV. Ley de Ingresos: la Ley de Ingresos de la Fede-
ración del ejercicio fiscal en revisión;

XXV. Órgano constitucional autónomo: son los órganos
creados inmediata y fundamentalmente en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos o en las
constituciones de las entidades federativas y que no se
adscriben a los poderes del Estado, y que cuentan con
autonomía e independencia funcional y financiera;

XXVI. Órgano interno de control: las unidades admi-
nistrativas a cargo de promover, evaluar y fortalecer el
buen funcionamiento del control interno en los entes pú-
blicos, así como de la investigación, substanciación y,



en su caso, de sancionar las faltas administrativas que le
competan en los términos previstos en la Ley General de
Responsabilidades Administrativas;

XXVII. Presupuesto de Egresos: el Presupuesto de
Egresos de la Federación del ejercicio fiscal correspon-
diente;

XXVIII. Procesos concluidos: cualquier acción que se
haya realizado durante el año fiscal en curso que deba
registrarse como pagado conforme a la Ley General de
Contabilidad Gubernamental;

XXIX. Programas: los señalados en la Ley de Planea-
ción, en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria y los contenidos en el Presupuesto de
Egresos, con base en los cuales las entidades fiscaliza-
das realizan sus actividades en cumplimiento de sus
atribuciones y se presupuesta el gasto público federal;

XXX. Secretaría: la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público;

XXXI. Servidores públicos: los señalados en la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la
Ley General de Responsabilidades Administrativas;

XXXII. Tribunal: el Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa;

XXXIII. Unidad: la Unidad de Evaluación y Control de
la Comisión, y

XXXIV. Unidad de Medida y Actualización: el valor es-
tablecido por el Instituto Nacional de Estadística y Ge-
ografía, en términos del artículo 26, apartado B, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y la ley federal en la materia, para determinar la cuantía
del pago de las obligaciones y supuestos previstos en las
leyes.

…

Derivado de lo anterior es que presento esta iniciativa de
reforma y adición con proyecto de decreto a efecto de
incluir el referido concepto en el artículo 4o. de la ley
de fiscalización y rendición de cuentas de la federa-
ción.

Y a fin de respetar el orden alfabético de la disposi-
ción del referido precepto legal, es que resulta con-
veniente establecer la fracción viii bis.

Por lo expuesto y fundado en lo señalado en el presente
proyecto de decreto someto a esta soberanía la siguiente
iniciativa por la que adiciona una fracción viii bis al artí-
culo 4º de la ley de fiscalización y rendición de cuentas de
la federación.

Proyecto de Decreto por el que adiciona una fracción
IX recorriéndose la numeración de las fracciones ac-
tuales subsiguientes del artículo 4o. de la Ley de Fisca-
lización y Rendición de Cuentas de la Federación

Artículo Único. Se adiciona: Una fracción IX del artículo
4o., recorriéndose la numeración de las fracciones actuales
subsiguientes, de la Ley de Fiscalización y Rendición de
Cuentas de la Federación.

Artículo 4o. …

I. a VIII. …

IX. Deuda Pública: cualquier Financiamiento con-
tratado por los Entes Públicos.

X. Entes Públicos: Los Poderes Legislativo y Judicial,
los órganos constitucionales autónomos, los órganos ju-
risdiccionales que no formen parte del Poder Judicial,
las dependencias, entidades de la Administración Públi-
ca Federal, y sus homólogos de las entidades federati-
vas, los municipios y alcaldías de la Ciudad de México
y sus dependencias y entidades, la Procuraduría General
de la República y las fiscalías o procuradurías locales,
las empresas productivas del Estado y sus subsidiarias,
así como cualquier otro ente sobre el que tenga control
sobre sus decisiones o acciones cualquiera de los pode-
res y órganos públicos citados;

XI. Entidades Federativas: los Estados de la República
Mexicana y la Ciudad de México;

XII. Entidades fiscalizadas: los entes públicos; las enti-
dades de interés público distintas a los partidos políti-
cos; los mandantes, mandatarios, fideicomitentes, fidu-
ciarios, fideicomisarios o cualquier otra figura jurídica
análoga, así como los mandatos, fondos o fideicomisos,
públicos o privados, cuando hayan recibido por cual-
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quier título, recursos públicos federales o las participa-
ciones federales, no obstante que sean o no considera-
dos entidades paraestatales por la Ley Federal de las En-
tidades Paraestatales y aun cuando pertenezcan al sector
privado o social y, en general, cualquier entidad, perso-
na física o moral, pública o privada, que haya captado,
recaudado, administrado, manejado, ejercido, cobrado o
recibido en pago directo o indirectamente recursos pú-
blicos federales o participaciones federales, incluidas
aquellas personas morales de derecho privado que ten-
gan autorización para expedir recibos deducibles de im-
puestos por donaciones destinadas para el cumplimien-
to de sus fines;

XIII. Entidades fiscalizadoras locales: las que están
previstas en el artículo 116, fracción II, párrafo sexto, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos;

XIV. Faltas administrativas graves: las así señaladas en
la Ley General de Responsabilidades Administrativas;

XV. Financiamiento y otras obligaciones: toda opera-
ción constitutiva de un pasivo, directo o contingente, de
corto, mediano o largo plazo, derivada de un crédito,
empréstito o préstamo, incluyendo arrendamientos y
factorajes financieros o cadenas productivas, indepen-
dientemente de la forma mediante la que se instrumen-
te, u obligación de pago, en los términos de la Ley Fe-
deral de Deuda Pública y de la Ley de Disciplina
Financiera de las Entidades Federativas y los Munici-
pios;

XVI. Fiscalía Especializada: Fiscalía Especializada en
Materia de Combate a la Corrupción;

XVII. Fiscalización superior: la revisión que realiza la
Auditoría Superior de la Federación, en los términos
constitucionales y de esta ley;

XVIII. Gestión Financiera: las acciones, tareas y proce-
sos que, en la ejecución de los programas, realizan las
entidades fiscalizadas para captar, recaudar u obtener re-
cursos públicos conforme a la Ley de Ingresos y el pre-
supuesto de egresos, así como las demás disposiciones
aplicables, para administrar, manejar, custodiar, ejercer
y aplicar los mismos y demás fondos, patrimonio y re-
cursos, en términos del Presupuesto de Egresos y las de-
más disposiciones aplicables;

XIX. Hacienda Pública Federal: conjunto de bienes y
derechos de titularidad de la Federación;

XX. Informe de Avance de Gestión Financiera: el infor-
me que rinden los poderes de la unión y los entes públi-
cos federales de manera consolidada a través del Ejecu-
tivo Federal, a la Cámara sobre los avances físicos y
financieros de los programas federales aprobados para
el análisis correspondiente de dicha Cámara, presentado
como un apartado específico del segundo informe tri-
mestral del ejercicio correspondiente al que se refiere el
artículo 107 de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria;

XXI. Informe General: el Informe General Ejecutivo
del Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta
Pública;

XXII. Informe específico: el informe derivado de de-
nuncias a que se refiere el último párrafo de la fracción
I del artículo 79 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos;

XXIII. Informes Individuales: los informes de cada una
de las auditorías practicadas a las entidades fiscalizadas;

XXIV. Ley de Ingresos: la Ley de Ingresos de la Fede-
ración del ejercicio fiscal en revisión;

XXV. Órgano constitucional autónomo: son los órganos
creados inmediata y fundamentalmente en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos o en las
constituciones de las entidades federativas y que no se
adscriben a los poderes del Estado, y que cuentan con
autonomía e independencia funcional y financiera;

XXVI. Órgano interno de control: las unidades admi-
nistrativas a cargo de promover, evaluar y fortalecer el
buen funcionamiento del control interno en los entes pú-
blicos, así como de la investigación, substanciación y,
en su caso, de sancionar las faltas administrativas que le
competan en los términos previstos en la Ley General de
Responsabilidades Administrativas;

XXVII. Presupuesto de Egresos: el Presupuesto de
Egresos de la Federación del Ejercicio Fiscal corres-
pondiente;

XXVIII. Procesos concluidos: cualquier acción que se
haya realizado durante el año fiscal en curso que deba



registrarse como pagado conforme a la Ley General de
Contabilidad Gubernamental;

XXIX. Programas: los señalados en la Ley de Planea-
ción, en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria y los contenidos en el Presupuesto de
Egresos, con base en los cuales las entidades fiscaliza-
das realizan sus actividades en cumplimiento de sus
atribuciones y se presupuesta el gasto público federal;

XXX. Secretaría: la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público;

XXXI. Servidores públicos: los señalados en la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la
Ley General de Responsabilidades Administrativas;

XXXII. Tribunal: el Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa;

XXXIII. Unidad: la Unidad de Evaluación y Control de
la Comisión, y

XXXIV. Unidad de Medida y Actualización: el valor es-
tablecido por el Instituto Nacional de Estadística y Ge-
ografía, en términos del artículo 26, apartado B, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y la ley federal en la materia, para determinar la cuantía
del pago de las obligaciones y supuestos previstos en las
leyes.

Las definiciones previstas en los artículos 2 de la Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 2 de
la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federati-
vas y los Municipios y 4 de la Ley General de Contabilidad
Gubernamental, serán aplicables a la presente Ley.

Disposiciones transitorias

Única. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de octubre de
2016.— Diputado José Alfredo Ferreiro Velazco (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Túrnese a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.

LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma el artículo 142 de la Ley de Insti-
tuciones de Crédito, a cargo del diputado Waldo Fernández
González, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del Problema

Dentro de las atribuciones que en materia fiscal tienen en
el ámbito de sus respectivas competencias tanto la Federa-
ción como las Entidades Federativas están la de recaudar,
cobrar y administrar los impuestos, derechos, contribucio-
nes de mejoras, productos y aprovechamientos que tengan
derecho a recibir tanto de naturaleza federal como estatal o
local, cuya finalidad es la de sufragar los gastos públicos,
y tratándose de la Ciudad de México incluyen los Impues-
tos de Adquisición de Inmuebles, Nóminas, Impuesto Pre-
dial, Espectáculos Públicos, Loterías Rifas, Sorteos y Con-
cursos entre otros.  

No obstante lo anterior, para garantizar la recaudación que
la hacienda requiere para cubrir los gastos públicos, la au-
toridad fiscal haciendo uso de la facultad fiscalizadora, ini-
cia procedimientos de auditoría a contribuyentes que han
omitido el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, cuya
premisa principal se sustenta entre otras, en las garantías
de seguridad jurídica y legalidad que prevén los artículos
14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, relativas a que nadie podrá ser privado de la li-
bertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino
mediante juicio seguido ante los tribunales previamente es-
tablecidos, en el que se cumplan las formalidades esencia-
les del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con
anterioridad al hecho; ni molestado en su persona, familia,
domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de manda-
miento escrito de la autoridad competente, que funde y mo-
tive la causa legal del procedimiento.

En ese sentido, las autoridades fiscales federales ya sea el
Servicio de Administración o las entidades federativas en
materia de impuestos federales coordinados cuentan en sus
procedimientos de auditoría por disposición de la Ley de
Instituciones de Crédito con 2 importantes Auxiliares, que
son las Instituciones de Crédito y la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores.

Dicho auxilio consiste en proporcionar a la autoridad fis-
cal como una excepción al carácter confidencial la infor-
mación y documentación relativa a las operaciones que los
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particulares efectúan ante las instituciones de crédito, ha-
ciendo entrega en el caso de auditorías federales de los do-
cumentos o informes correspondientes a los ingresos que
en el ejercicio fiscal revisado obtuvieron los contribuyen-
tes y que presuntivamente debieron servir como bases para
determinar las contribuciones relacionadas con los ingre-
sos a su cargo, o bien, para asegurar precautoriamente sus
bienes (cuentas bancarias) como una medida de apremio
aplicable una vez agotadas las que contempla el artículo 40
fracciones I y II del Código Fiscal de la Federación para
aquellos contribuyentes a los que no pueda iniciarse o des-
arrollarse las facultades de comprobación por no encon-
trarse localizados o por haber desocupado o abandonado el
domicilio sin presentar aviso ante la autoridad fiscal, entre
otros supuestos no menos importantes.

El aseguramiento de bienes y negociaciones de los contri-
buyentes que se materializa principalmente a través de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, se establecen en
los artículos 40 y 40- A del Código Fiscal de la Federación
y la obligación tanto de dicho Órgano Desconcentrado, co-
mo de las Instituciones de Crédito de proporcionar infor-
mación y documentación relativa a las operaciones y servi-
cios de sus clientes se prevé en el artículo 142 fracción IV
de la multicitada Ley de Instituciones de Crédito.

Por tal motivo, las entidades Federativas que tienen sus-
critos Convenios de Colaboración Administrativa en Mate-
ria de Impuestos federales Coordinados cuentan con la ex-
periencia en el manejo de la información proveniente de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores y de las Institu-
ciones de Crédito, misma que ha sido de utilidad para ase-
gurar y obtener la recaudación de impuestos federales co-
ordinados, sea este Impuesto sobre la Renta, Impuesto al
Valor Agregado, Impuesto sobre Automóviles Nuevos en-
tre otros, siendo la información proporcionada por dichos
Entes una herramienta de la cual carecen las Entidades Fe-
derativas en materia de impuestos estatales llámese im-
puesto Sobre Nóminas, Loterías Rifas Sorteos y Concursos
por mencionar algunos y que los limita en la búsqueda de
mayores recursos que beneficien a sus hacienda públicas.

Argumentación:

En este orden de ideas, la iniciativa que se presenta busca
que la atribución que actualmente ejercen las entidades fe-
derativas como autoridad fiscal en materia de impuestos fe-
derales coordinados, sea aplicable a los impuestos estata-
les o locales en beneficio del erario público de la Ciudad
de México y de los 31 Estados lo que permitirá solicitar in-

formación y documentación a la Comisión Nacional ban-
caria y de Valores y a las Instituciones de Crédito para ga-
rantizar la recuperación de todos los impuestos que se re-
caudan y no solo de los federales, con lo que sin duda, se
verán beneficiados los gobernados de cada entidad federa-
tiva.

Lo anterior, es así, ya que la excepción al carácter confi-
dencial de la información que permite a la referida Comi-
sión Nacional bancaria y de Valores y a las Instituciones
de Crédito proporcionar información, se convierte en un
mecanismo legal que se justifica en razón del bien mayor
que se protege y que consiste en asegurar la obtención de
los recursos necesarios para sufragar los gastos públicos de
la Federación, de la Ciudad de México, de los Estados, o de
sus municipios a los que hace referencia la fracción IV del
artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. La referida atribución está prevista  ac-
tualmente para las autoridades fiscales federales, por lo que
partiendo del Principio de Derecho que prevé que “Donde
existe la misma razón debe existir igual disposición” se
propone modificar el artículo 142 de la Ley de Institucio-
nes de Crédito.

Fundamento Legal

Por lo antes expuesto y fundado, el suscrito, Waldo Fer-
nández González, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática de la LXIII Legisla-
tura del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y de conformidad con lo
dispuesto en los artículos 6, fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, presenta a considera-
ción de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto
de:

Decreto que reforma el artículo 142 de la Ley de Insti-
tuciones de Crédito

Único. Se reforma el artículo 142, de la Ley de Institucio-
nes de Crédito para quedar como sigue

Artículo 142. …

...

Las instituciones de crédito también estarán exceptuadas
de la prohibición prevista en el primer párrafo de este artí-
culo y, por tanto, obligadas a dar las noticias o información



mencionadas, en los casos en que sean solicitadas por las
siguientes autoridades:

I. a III. …

IV. Las autoridades hacendarias federales y de las enti-
dades federativas, para fines fiscales;

V a IX…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de octubre de 2016.— Diputado
Waldo Fernández González (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

EXPIDE EL REGLAMENTO DE TRANSPARENCIA Y
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTEC-
CIÓN DE DATOS PERSONALES DE LA CÁMARA DE
DIPUTADOS

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que expide el Reglamento de Transparencia y
Acceso a la Información Pública y Protección de Datos
Personales de la Cámara de Diputados, a cargo de la dipu-
tada Marisol Vargas Bárcena y suscrita por integrantes del
Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita Diputada Marisol Vargas Bárcena, así como
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional de la Cámara de Diputados de la LXIII
Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, conforme
a lo dispuesto por los artículos 6, 71 fracción II y 77 frac-
ciones I y III de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, someto a la consideración de esta sobera-
nía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se expide el Reglamento de Transparencia y Acceso a la
Información Pública y Protección de Datos Personales
de la Cámara de Diputados, con objeto de que, dada la

urgencia de contar con este instrumento normativo, se tur-
ne de inmediato a comisiones, exhortando a sus integrantes
a que agilicen su estudio y produzcan en término perento-
rio el dictamen correspondiente, de conformidad con la si-
guiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Reglamento que se propone busca dotar a la Cámara de
Diputados de un ordenamiento que posibilite el cabal cum-
plimiento de sus obligaciones en materia de transparencia,
acceso a la información pública y protección de datos per-
sonales, tras la reforma constitucional en la materia y la
promulgación de las Leyes General y Federal de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública.

ANTECEDENTES

A continuación se exponen en orden cronológico, aconte-
cimientos relevantes en la evolución del derecho de acceso
a la información, transparencia y protección de datos per-
sonales, con focalización en lo aplicable a la Cámara de
Diputados:

- El 6 de diciembre de 1977, se reconoce por primera
vez el derecho a la información como una garantía del
Estado mediante la inclusión del texto “el derecho a la
información será garantizado por el Estado”, en el artí-
culo 6o constitucional.

·El 3 de septiembre de 1999, Se publica en el Diario Ofi-
cial de la Federación (en adelante DOF), la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos y establece en el artículo 29, la obligación
para la Cámara de incluir en su Cuenta Pública las sub-
venciones que se asignen a los Grupos Parlamentarios y
en el artículo 113, la obligación de los Grupos de pre-
sentar a la Contraloría un informe semestral con la de-
bida justificación del uso y destino de los recursos que
la Cámara les otorgó.

· El 11 de junio de 2002, se publicó en el DOF la Ley
Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental, que obliga a todas la depen-
dencias y entidades de los tres poderes federales con
mención expresa; la Cámara de Diputados se establece
como sujeto obligado a garantizar al público la disponi-
bilidad y medios de acceso a la información del gobier-
no.
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El artículo 7 de la Ley en comento, estableció la obligación
de publicar y mantener actualizada, entre otra, la informa-
ción relativa a 17 temas, de los que destacan: Estructura or-
gánica, facultades, directorio, remuneraciones, domicilio y
dirección electrónica para recibir solicitudes de informa-
ción, metas y objetivos, servicios, trámites y requisitos,
presupuesto asignado, informe de ejecución, resultados de
auditorías, subsidios, concesiones y permisos especifican-
do sus titulares, contrataciones con información detallada,
marco normativo, informes, mecanismos de participación
ciudadana y cualquier otro información de utilidad o rele-
vante, que responda a las preguntas hechas con más fre-
cuencia por el público.

El artículo 61 de la Ley, incluyó al poder legislativo dentro
de los sujetos obligados a establecer normas en materia de
acceso a la información y el artículo cuarto transitorio le
estableció la obligación de publicar las disposiciones re-
glamentarias correspondientes a más tardar un año después
de la entrada en vigor de la Ley.

· El 12 de mayo de 2003, en cumplimiento a la obliga-
ción antes referida, fue publicado en el Diario Oficial de
la Federación el Reglamento para la Transparencia y
el Acceso a la Información Pública, aprobado por la
Cámara de Diputados.

·  El 21 de abril de 2006, se publica en la Gaceta Parla-
mentaria de la Cámara de Diputados la Norma para
Regular la Transferencia y Control de los Recursos
Financieros Asignados a los Grupos Parlamentarios
de la Cámara de Diputados y establece en un Capítu-
lo V bajo el título De la Rendición de Cuentas, que com-
prende los artículos 21, 22 y 23, la obligación de los
Grupos de presentar un informe cuatrimestral de uso y
destino de las subvenciones que les sean asignadas y su
publicación en la Gaceta Parlamentaria y la página elec-
trónica de la Cámara.

· El 20 de julio de 2007, se publica en el DOF el decre-
to por el que se añade un segundo párrafo con siete frac-
ciones al articulo 6º de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos para establecer principios y
bases para el ejercicio del derecho de acceso a la infor-
mación en los siguientes términos:

Artículo 6o.- ...

Para el ejercicio del derecho de acceso a la infor-
mación, la Federación, los Estados y el Distrito Fe-

deral, en el ámbito de sus respectivas competencias,
se regirán por los siguientes principios y bases:

I. Toda la información en posesión de cualquier
autoridad, entidad, órgano y organismo federal, es-
tatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reser-
vada temporalmente por razones de interés público
en los términos que fijen las leyes. En la interpreta-
ción de este derecho deberá prevalecer el principio
de máxima publicidad.

II. La información que se refiere a la vida privada
y los datos personales será protegida en los térmi-
nos y con las excepciones que fijen las leyes.

III. Toda persona, sin necesidad de acreditar inte-
rés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso
gratuito a la información pública, a sus datos per-
sonales o a la rectificación de éstos.

IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la in-
formación y procedimientos de revisión expeditos.
Estos procedimientos se sustanciarán ante órganos
u organismos especializados e imparciales, y con
autonomía operativa, de gestión y de decisión.

V. Los sujetos obligados deberán preservar sus do-
cumentos en archivos administrativos actualizados y
publicarán a través de los medios electrónicos dis-
ponibles, la información completa y actualizada
sobre sus indicadores de gestión y el ejercicio de los
recursos públicos.

VI. Las leyes determinarán la manera en que los su-
jetos obligados deberán hacer pública la informa-
ción relativa a los recursos públicos que entreguen a
personas físicas o morales.

VII. La inobservancia a las disposiciones en mate-
ria de acceso a la información pública será sancio-
nada en los términos que dispongan las leyes.

• El 30 de abril de 2009, se faculta al Congreso de la
Unión para legislar en material de protección de datos
personales en posesión de particulares, mediante un adi-
ción de la fracción XXIX, inciso O, del art. 73 constitu-
cional.

•  El 1 de junio de 2009, se elevó a garantía constitu-
cional el derecho de protección de datos personales, así



como el acceso, rectificación y cancelación de los mis-
mos y a manifestar su oposición a determinado trata-
miento, mediante reforma al artículo 16 constitucional.

•  El 6 de abril de 2009, se aprobó el Reglamento de
Transparencia, Acceso a la Información Pública y
Protección de Datos Personales de la Cámara de
Diputados.

•  En el artículo 46 del Reglamento en cita se estableció
en 17 fracciones la obligación de la Cámara de divulgar
información relativa a diversos temas, entre ellos, la es-
tructura orgánica, facultades, directorio, remuneracio-
nes, presupuestos e informes de ejecución, resultados de
auditorías, licitaciones y contrataciones, informes, me-
canismos de participación ciudadana y cualquier otra in-
formación útil o relevante y relativa a preguntas fre-
cuentes del público.

En el artículo 49 se asignaron a los órganos administrativos
obligaciones de transparencia relacionadas con la Gaceta
Parlamentaria, el Diario de los Debates, bitácoras de asis-
tencias, dictámenes, iniciativas o puntos de acuerdo, agen-
da legislativa, viajes oficiales y los informes correspon-
dientes y resultados de estudios o investigaciones que
realicen los centros de estudios.

En el artículo 50 se estableció la obligación de la Secreta-
ría General de publicar la información descrita en el artí-
culo 46, relacionada con la Mesa Directiva, La Junta, La
Conferencia, los Diputados sin partido, las Comisiones y
Comités.

En el artículo 52, la obligación de la Secretaría General de
publicar información relativa a convocatorias, actas de se-
siones y listas de asistencia, acuerdos que se adopten y sen-
tido del voto de los diputados, asignación y custodia de ve-
hículos, espacios y bienes y la relativa a la aplicación y
destino final de los recursos económicos asignados por la
Cámara.

Por virtud del artículo 51, se establece la obligación de los
Coordinadores de los Grupos Parlamentarios de publicar la
información a que se refiere el artículo 46, relacionada con
los Grupos Parlamentarios.

• El 7 de febrero del año 2014, se publica en el DOF re-
forma a diversos artículos constitucionales para fortale-
cer los mecanismos de rendición de cuentas a través de
la transparencia y rendición de cuentas.

La lista de sujetos obligados abarcan ahora a cualquier au-
toridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecu-
tivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos
políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como a cual-
quier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza
recursos públicos o realice actos de autoridad.

Establece también la obligación de documentar todo ac-
to que derive del ejercicio de sus facultades y la preva-
lencia del principio de máxima publicidad.

Establece las bases para la creación de un organismo ga-
rante federal, hoy Instituto Nacional de Transparencia,
Acceso a la Información y Protección de Datos Perso-
nales (en lo sucesivo INAI) y organismos garantes en los
estados y el entonces Distrito Federal.

Se faculta al Congreso para expedir las leyes generales en
materia de transparencia gubernamental, acceso a la infor-
mación, protección de datos personales y archivos y se le
delega la atención de atender los temas en materia de pro-
tección de datos personales en tanto se determina una ins-
tancia responsable diversa.

•  El 4 de mayo de 2015, se publica en el DOF la Ley
General de Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica.

En ella, se establecen los principios, bases generales y pro-
cedimientos para garantizar el derecho humano de acceso a
la información, que se encuentre en posesión de cualquier
autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes Le-
gislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autónomos, parti-
dos políticos, fideicomisos y fondos públicos, persona físi-
ca, moral o sindicato que reciba recursos públicos o realice
actos de autoridad en cualquiera de los 3 órdenes de go-
bierno.

Dispone en el artículo 70, que las leyes federales y de las
Entidades Federativas contemplarán que los sujetos obliga-
dos deben publicar, según corresponda a sus facultades,
atribuciones y funciones, en sus respectivos medios electró-
nicos información completa, oportuna y veraz de los temas
comprendidos en 48 fracciones.

En el artículo 72, establece en 15 fracciones, obligaciones
de transparencia adicionales y específicas para los Poderes
Legislativos Federal y de las Entidades Federativas.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 4 de octubre de 2016317



Año II, Primer Periodo, 4 de octubre de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados318

En resumen, la Cámara de Diputados está obligada a pu-
blicar y mantener actualizada en su portal de internet y en
la Plataforma Nacional de Transparencia, como mínimo, la
información que le resulte aplicable de la comprendida en
el artículo 70 y toda la contemplada en el artículo 72 por
ser específicamente diseñada para el Poder Legislativo.

En el marco de la transparencia proactiva, se establece que
lo sujetos obligados deberán publicar información adicio-
nal que sea considerada de interés público.

Establece las reglas y plazos máximos para los procedi-
mientos de acceso a la información.

Restringe los casos en que puede clasificarse, acota el pla-
zo de reserva a 5 años y 5 más sujetándola a la prueba de
daño y privilegiando el principio de máxima publicidad.

Establece también los procedimientos de impugnación y
los casos en que deban sancionarse conductas que restrin-
jan indebidamente el derecho de acceso a la información de
cualquier persona.

En materia de Protección de Datos Personales se establece
la prueba de interés público para acotar la apertura discre-
cional de información confidencial.

Respecto del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a
la Información y Protección de Datos Personales, se esta-
blece en el artículo 28 entre sus fines, el de establecer e im-
plementar criterios y lineamientos de conformidad con lo
señalado en la propia Ley y demás normatividad aplicable
y en el artículo 31, funciones amplias para la emisión de li-
neamientos y criterios, que una vez aprobados, resultan
obligatorios para todos los sujetos obligados.

En su artículo Décimo Tercero Transitorio establece lite-
ralmente:

Décimo Tercero. Para el efecto del cumplimiento de
las obligaciones genéricas y específicas a las que se re-
fiere la presente Ley, cada Cámara del Congreso de la
Unión aprobará, a más tardar el 30 de agosto de 2015,
un programa de reorganización administrativa que de-
berá, comprender, al menos, las normas y criterios pa-
ra la homologación programática, presupuestal, conta-
ble y organizacional de los grupos parlamentarios; las
obligaciones de las Cámaras y de los grupos parla-
mentarios en cuanto sujetos obligados respecto a los
recursos que a través de éstos se asigna a los legisla-

dores; el tratamiento fiscal y presupuestal de los ingre-
sos, prestaciones, apoyos y recursos, en dinero o espe-
cie, que reciban los legisladores para realizar la fun-
ción legislativa y de gestión; el régimen laboral del
personal adscrito a los grupos parlamentarios, las co-
misiones y los legisladores, así como las reglas relati-
vas al uso, custodia, administración y disposición de
los recursos públicos que no tengan la condición de
dietas o contraprestaciones laborales, incluidas las re-
lativas a las modalidades de acceso. Las obligaciones
genéricas y específicas que corresponden a las Cáma-
ras del Congreso de la Unión se harán efectivas con-
forme se implementen los programas de reorganización
administrativa.

• El 9 de mayo de 2016, se publica en el DOF la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica

Siendo el aterrizaje de la reforma constitucional en la ma-
teria y la Ley General al ámbito federal, establece como su
objeto, garantizar el derecho de acceso a la información
pública en posesión de cualquier autoridad, entidad, órga-
no y organismo de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Ju-
dicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos
y fondos públicos o cualquier persona física o moral que
ejerza recursos públicos federales o realice actos de autori-
dad.

Remite al Título V de la Ley General las obligaciones de
transparencia y la información que los sujetos obligados
deben mantener actualizada en sus respectivos medios
electrónicos.

Faculta al INAI para que pueda señalar a los sujetos obli-
gados que alguna información que deban proporcionar sea
considerada como obligación de transparencia, atendiendo
a la relevancia de la información, la incidencia de las soli-
citudes sobre la misma y el sentido reiterativo de las reso-
luciones.

En el artículo 70, transcribe las 15 obligaciones de trans-
parencia especiales para el Poder Legislativo contenidas en
el artículo 72 de la Ley General.

En el artículo TERCERO Transitorio dispone que los suje-
tos obligados deberán tramitar, expedir o modificar su nor-
matividad interna a más tardar dentro de los doce meses si-
guientes a la entrada en vigor de esta Ley Federal, es decir,
habiéndose publicado el día 9 de mayo de 2016, entró en



vigor el día 10 del mismo mes y año, por lo tanto, el plazo
antes referido abarca hasta el día 10 de mayo de 2017.

En atención a la evolución legislativa relatada, a continua-
ción se explican diversos puntos que aborda el proyecto:

El Reglamento busca hacer efectiva la reforma constitucio-
nal en materia de transparencia y del ejercicio del derecho
de acceso a la información y protección de datos persona-
les en lo que respecta a la información que posee y genera
la Cámara de Diputados y los órganos y unidades adminis-
trativas que la componen.

Se propone no dejar de observar principio o alcance algu-
no que se encuentre ordenado en las Leyes General y Fe-
deral de Transparencia, se adecua a sus principios y bases,
incluso detalla la forma de actualizarlos en los casos que se
presenten frente a los ciudadanos

Su redacción se ha concebido para facilitar la lectura al ciu-
dadano que pretenda obtener información en posesión de la
Cámara. 

Inicia con Disposiciones Generales en un primer Capítulo,
se expone el objeto, objetivos y el glosario; en el siguiente
Capítulo, recoge en el artículo 4 la obligación de interpre-
tar sus disposiciones en absoluta congruencia con la Cons-
titución y las leyes General y Federal; así como la aplica-
ción supletoria de las mismas y de la Ley Federal de
Procedimiento Administrativo. En el artículo 5 mediante
quince fracciones, se recogen todos los principios que en la
materia deben observarse por devenir de los ordenamientos
superiores.

En el Título Segundo, en el artículo 6, se establece la obli-
gatoriedad del Reglamento para todos los órganos, unida-
des administrativas y servidores públicos de la Cámara
existentes y los que se creen en lo sucesivo, de modo que
no exista exclusión implícita alguna en la materia.

En el artículo 7 se detallan los órganos, unidades adminis-
trativas y otros sujetos obligados de la Cámara, los sindi-
catos y personas físicas y morales que en su caso ejerzan
recursos de la Cámara inclusive, a fin de abarcar no sólo la
totalidad de las atribuciones de la Cámara, sino también, el
cien por ciento de los recursos asignados a la misma.

En el mismo artículo 7, se hace mención adicional de los
Grupos Parlamentarios, no para restarles obligación algu-

na, sino para adicionarles las que por virtud de sus reglas
internas de operación y de la normatividad del partido al
que pertenezcan, les resulten aplicables.

En el artículo 8 se adecuan las obligaciones generales que
se encuentran contenidas en el artículo 24 de la Ley Gene-
ral y 11 de la Ley Federal, a la Cámara.

En el artículo 9 se detalla la información que debe publi-
carse en el portal electrónico de la Cámara y en la Plata-
forma Nacional de Transparencia, sin que medie petición
de parte y que resultan aplicables a la Cámara conforme a
los artículos 70 y 72 de la Ley General y 68 y 70 de la Ley
Federal. Se ha seguido el mismo orden que estos dos orde-
namientos superiores tienen, a fin de facilitar la compulsa
y verificación. 

Se han establecido los períodos de actualización aten-
diendo a los Lineamientos Técnicos Generales para la
publicación y verificación en los portales de Internet y en
la Plataforma Nacional de Transparencia de las obliga-
ciones de transparencia establecidas en el Título Quinto
de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública, aprobados por el Sistema Nacional de
Transparencia y publicados en el Diario Oficial de la Fe-
deración el día 4 de mayo de 2016. 

Al mismo artículo 9, se ha adicionado la obligación de pu-
blicar una Tabla de Aplicabilidad en la que se expone cuá-
les órganos, unidades administrativas y otros obligados,
participan en la generación de información requerida para
abarcar cada una de las obligaciones de transparencia y el
cien por ciento de los recursos asignados a la Cámara de
Diputados.

En el párrafo 4 del artículo 9, se expresa el mecanismo ba-
se para la concentración de la información en la Secretaría
General, la que deberá recibir la información de los órga-
nos y áreas que corresponda, en los formatos aprobados
por el Sistema, revisar que la misma sea completa, esto es,
que la información no deje de abarcar obligaciones y el to-
tal de los recursos asignados a la Cámara y enviar a la Uni-
dad de Transparencia para que coloque la información en
el Portal de la Cámara y en la Plataforma Nacional, al tiem-
po que, en su caso, detectados los faltantes realice gestión
para su obtención.

En el artículo 11 se ha decidido no establecer límite al
tiempo en que la información de transparencia estará dis-
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ponible, de forma tal que, se constituya el archivo históri-
co mediante la acumulación indexada de los datos y sea po-
sible consultar en el futuro la información de años anterio-
res.

Se establece en el artículo 12 para la Unidad de Transpa-
rencia, la responsabilidad sobre el apartado de transparen-
cia de la Cámara y la verificación del cumplimiento de
obligaciones en el mismo.

En el artículo 13 se han previsto medidas de accesibilidad
en la Unidad de Transparencia para garantizar el acceso de
toda persona a la información pública de la Cámara.

En el Título Tercero, en los artículos 14 y 15 se define la
información de interés público que debe ser publicada y los
criterios para identificarla.

En el artículo 16 se recoge lo dispuesto por el artículo 144
de la Ley Federal, estableciendo la obligación de hacer pú-
blicas las solicitudes de información que la Cámara reciba,
contando dicha información con los medios técnicos para
localizarla por tema, estatus y tipo de respuesta, entre otros
criterios que sean útiles para que los solicitantes pueden ac-
ceder a consultas recurrentes y sus respectivas respuestas.

Entendido el Parlamento Abierto como aquél que se carac-
teriza por una amplia transparencia mediante la puesta a
disposición del público de datos abiertos y que en su orga-
nización permite además, la participación de la ciudadanía
y su colaboración; se disponen diversas acciones para pro-
piciarlo en la Cámara, considerando incluso, la posibilidad
de adoptar las mejores prácticas que en lo sucesivo se co-
nozcan a nivel internacional.

Para los casos en que la información buscada no se locali-
ce dentro del cúmulo ya publicado, se expone en el Título
Cuarto, el Procedimiento de Acceso a la Información por
vía de una solicitud que puede presentarse en múltiples
formatos, sus plazos y procedimientos internos, respetando
los plazos máximos establecidos en los artículos 132 de la
Ley General y 135 de la Ley Federal.

Una vez expuestas todas las vías de acceso a la informa-
ción, se aborda la forma de actualizar el derecho humano
de Protección de Datos Personales, en el Título Quinto. Se
explican los principios y obligaciones que debe atender la
Cámara para proteger los datos personales; en el artículo
26 se contempla que hasta en tanto no se publique una ley

en la materia se deberán emitir lineamientos para permitir
a los titulares de datos personales en posesión de la Cáma-
ra, acceder, rectificar, cancelar u oponerse a determinado
tratamiento.

De igual modo, se establece el contenido mínimo del Avi-
so de Privacidad que debe la Cámara dar a conocer a los ti-
tulares de los datos personales que recabe y la forma y ca-
sos en que la Cámara puede permitir acceso a los mismos.

A continuación, en concordancia con las normas superio-
res, se disponen las excepciones al acceso a la información
que derivan de la clasificación de información en reserva-
da y confidencial.

En un siguiente Título se definen los mecanismos para la
integración, funciones y pormenores, de la Unidad y el Co-
mité de Transparencia. Se ha previsto que sea la Conferen-
cia la que proponga al Pleno y éste vote las correspondien-
tes designaciones, previo proceso de convocatoria pública
en el caso de los integrantes del Comité, de modo que se
asegure que las personas que sean consideradas, cuenten
con la mejor preparación posible en materia de transparen-
cia y protección de datos personales y que puedan garanti-
zar objetividad en sus decisiones para favorecer la máxima
transparencia de la Cámara y evitar en lo posible, recursos
de Revisión ante el órgano garante nacional, INAI.

Con objeto de dar a conocer a los ciudadanos solicitantes
de acceso a información de la Cámara, la existencia y po-
sibilidad de interponer el Recurso de Revisión se incluye
un Título Octavo en el que se hace exposición de su proce-
dencia, con remisión a los artículos aplicables de la Ley
General.

En el Título Noveno, denominado De las Responsabilida-
des y Sanciones Administrativas, se hace remisión a las Le-
yes General y Federal, toda vez que en las mismas se re-
gulan los procedimientos administrativos correspondientes
con independencia de los que resulten en el orden civil, pe-
nal o cualquier otro tipo que se puedan derivar de los mis-
mos hechos. Esas responsabilidades se determinarán de
acuerdo a los procedimientos previstos en las leyes que re-
sulten aplicables.

En la redacción, siguiendo las prácticas más modernas, se
ha numerado cada párrafo de cada artículo a fin de ubicar-
los fácilmente.



Por lo expuesto y fundado anteriormente, someto a consi-
deración de esta Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión, el siguiente 

Proyecto de Decreto por el que se expide el Reglamento
de Transparencia y Acceso a la Información Pública y
Protección de Datos Personales de la Cámara de Dipu-
tados al tenor del siguiente:

ARTICULO ÚNICO.- Se expide Reglamento de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública y Protec-
ción de Datos Personales de la Cámara de Diputados.

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPI-
DE EL REGLAMENTO DE TRANSPARENCIA Y
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PRO-
TECCIÓN DE DATOS PERSONALES 

DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS.

TÍTULO PRIMERO
DISPOSICIONES GENERALES

Capítulo I.
Disposiciones Generales

Artículo 1. Objeto.

1. El presente reglamento es de orden público y observan-
cia general en el ámbito de la Cámara de Diputados del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y tie-
ne por objeto:

I  Establecer los órganos, criterios y procedimientos
institucionales para garantizar a las personas el derecho
de acceso a la información pública y la protección de
sus datos personales en posesión de la Cámara, en tér-
minos de lo previsto en la Constitución y los tratados in-
ternacionales sobre la materia de los que el Estado Me-
xicano sea parte, la Ley General y la Ley Federal.

II. Establecer los procedimientos para garantizar la
transparencia y la rendición de cuentas para fortalecer el
escrutinio ciudadano sobre las funciones y el ejercicio
de recursos públicos de la Cámara.

III. Fijar las bases para la implementación de prácticas
de parlamento abierto y transparencia proactiva en la
Cámara.

Artículo 2. Objetivos.

1. Son objetivos del presente Reglamento:

I.  Establecer los criterios, mecanismos y procedimien-
tos para la difusión oficiosa y proactiva de datos abier-
tos respecto de las funciones y el ejercicio de recursos
públicos de la Cámara en su portal y en la Plataforma
Nacional de Transparencia.

II. Fijar las bases, mecanismos y procedimientos para el
desarrollo de un Parlamento Abierto, mediante la parti-
cipación y colaboración ciudadana en la toma de deci-
siones públicas.

III. Establecer un procedimiento sencillo y expedito pa-
ra que toda persona pueda tener acceso a la información
pública en posesión de la Cámara.

IV. Establecer los mecanismos de protección y trata-
miento que deberán de darse a los datos personales en
posesión de la Cámara.

V.  Delimitar la procedencia y el procedimiento de
clasificación y desclasificación de la información re-
servada y confidencial.

VI. Establecer los principios rectores, mecanismos pa-
ra la elección de los integrantes, atribuciones y funcio-
nes del Comité y la Unidad de Transparencia de la Cá-
mara.

VII. Indicar a los solicitantes la procedencia del Recur-
so de Revisión ante el Instituto cuando las respuestas
otorgadas por la Cámara no cumplan con los requisitos
legales.

VIII. Fijar las competencias, sujetos obligados y res-
ponsables en materia de transparencia y rendición de
cuentas en la Cámara y el régimen de responsabilidades
y sanciones administrativas aplicables a incumplimien-
tos de obligaciones en materia de transparencia.

Artículo 3. Glosario.

1. Además de las definiciones establecidas en el artículo 3
de la Ley General y 4 de la Ley Federal, para los efectos de
este Reglamento se entiende por: 
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I. Actas: Documento que contiene la relatoría de la reu-
niones y acuerdos adoptados por los Órganos Legislati-
vos y Administrativos.

II. Ajustes Razonables: modificaciones y adaptaciones
necesarias y adecuadas que no impongan una carga des-
proporcionada o indebida, cuando se requieran en un ca-
so particular, para garantizar a las personas con discapa-
cidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones de
los derechos humanos.

III. Áreas: Instancias de la Cámara que cuentan o pue-
den contar con la información, previstas en la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, el Reglamento de la Cámara de Diputados y la
Normatividad Administrativa de la Cámara de Dipu-
tados.

IV. Archivo: Los expedientes y documentos legislativos
y administrativos que contienen información inherente
al funcionamiento de la Cámara y sus Órganos, con in-
dependencia de su forma de presentación.

V.  Cámara: La Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión.

VI. Clasificación: El acto administrativo de dar a la in-
formación el carácter de reservada o confidencial en los
supuestos previstos en la Ley General.

VII. Comisiones: Las comisiones de la Cámara de Dipu-
tados a que se refiere el Artículo 39 de la Ley Orgánica.

VIII. Comité de Transparencia: Órgano técnico especia-
lizado independiente e imparcial, responsable de garan-
tizar el derecho de acceso a la información y la protec-
ción de datos personales de la Cámara.

IX. Comités: Los comités de la Cámara a que se refiere
el artículo 46 de la Ley Orgánica, incluidos los comités
de los centros de estudios y excluido el de Administra-
ción.

X. Comité de Administración: El Comité de Adminis-
tración de la Cámara, que se crea en cada legislatura por
la Junta, y se refiere en el artículo 46, numeral 3 de la
Ley Orgánica y se rige por su acuerdo de creación.

XI. Conferencia: La Conferencia para la Dirección y
Programación de los Trabajos Legislativos a que se re-
fiere el artículo 37 de la Ley Orgánica

XII. Constitución: Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

XIII. Consulta Directa: La prerrogativa que tiene toda
persona de acceder a la información en el espacio habi-
litado para tal efecto.

XIV. Datos Abiertos: Los datos digitales de carácter pú-
blico que son accesibles en línea que pueden ser usados,
reutilizados y redistribuidos por cualquier interesado y
que tienen las siguientes características:

a) Accesibles: Los datos están disponibles para la
gama más amplia de usuarios, para cualquier propó-
sito;

b) Integrales: Contienen el tema que describen a de-
talle y con los metadatos necesarios;

c) Gratuitos: Se obtienen sin entregar a cambio con-
traprestación alguna;

d) No discriminatorios: Los datos están disponibles
para cualquier persona, sin necesidad de registro;

e) Oportunos: Son actualizados, periódicamente,
conforme se generen;

f) Permanentes: Se conservan en el tiempo, para lo
cual, las versiones históricas relevantes para uso pú-
blico se mantendrán disponibles con identificadores
adecuados al efecto;

g) Primarios: Provienen de la fuente de origen con el
máximo nivel de desagregación posible;

h) Legibles por máquinas: Deberán estar estructura-
dos, total o parcialmente, para ser procesados e in-
terpretados por equipos electrónicos de manera au-
tomática;

i) En formatos abiertos: Los datos estarán disponi-
bles con el conjunto de características técnicas y de
presentación que corresponden a la estructura lógica
usada para almacenar datos en un archivo digital,
cuyas especificaciones técnicas están disponibles



públicamente, que no suponen una dificultad de ac-
ceso y que su aplicación y reproducción no estén
condicionadas a contraprestación alguna;

j) De libre uso: Citan la fuente de origen como úni-
co requerimiento para ser utilizados libremente;

XV Datos personales: Cualquier información concer-
niente a una persona física identificada o identificable. 

XVI Datos personales sensibles: Aquellos datos perso-
nales que afecten a la esfera más intima de su titular, o
cuya utilización indebida pueda dar origen a discrimi-
nación o conlleve un riesgo grave para este. En particu-
lar, se consideran sensibles aquellos que puedan revelar
aspectos como origen racial o étnico, estado de salud
presente y futuro, información genética, creencias reli-
giosas, filosóficas y morales, afiliación sindical, opinio-
nes políticas, preferencia sexual.

XVII Diario de los Debates: Es el órgano oficial de la
Cámara que contiene la memoria de debates parlamen-
tarios, así? como el desarrollo de las sesiones.

XVIII. Días Hábiles: Todos los días a excepción de los
sábados y domingo, así como los no laborables en tér-
minos de la Ley.

XIX. Documento: Los expedientes, reportes, estudios,
actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos,
directivas, directrices, circulares, contratos, convenios,
instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien,
cualquier otro registro que documente el ejercicio de las
facultades, funciones y competencias de la Cámara de
sus sujetos obligados, sus Servidores Públicos e inte-
grantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración.
Los documentos podrán estar en cualquier medio, sea
escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informáti-
co u holográfico;

XX. Estrados Electrónicos: mecanismo mediante el cual
se publican los avisos de las resoluciones en el portal de
la Cámara con lo que se notifica legalmente al solici-
tante 

XXI. Estrados: sitio en el que se colocan los avisos de
las resoluciones con lo que se notifica legalmente al so-
licitante. Cada órgano responsable de dar respuesta tie-
ne los suyos.

XXII. Expediente: Unidad documental constituida por
uno o varios documentos de archivo, ordenados y rela-
cionados por un mismo asunto, actividad o trámite de
los sujetos obligados;

XXIII. Gaceta Parlamentaria: Es la publicación a través
de la cual se difunden las actividades, comunicaciones,
documentos o acuerdos que tienen que ver con la Cá-
mara.

XXIV. Grupos: Los Grupos Parlamentario representa-
dos en la Cámara de Diputados a que se refiere el artí-
culo 26 de la Ley Orgánica.

XXV. Información de interés público: Se refiere a la in-
formación que resulta relevante o beneficiosa para la so-
ciedad y no simplemente de interés individual, cuya di-
vulgación resulta útil para que el público comprenda las
actividades que llevan a cabo los sujetos obligados;

XXVI. Instituto: El Instituto Nacional de Transparencia,
Acceso a la Información y Protección de Datos Perso-
nales.

XXVII. Junta: La Junta de Coordinación Política de la
Cámara de Diputados a que se refiere el artículo 31 de
la Ley Orgánica.

XXVIII. Ley Federal: Ley Federal de Transparencia de
Acceso a la Información Pública.

XXIX. Ley General: Ley General de Transparencia y
Acceso a la Información Pública.

XXX.  Ley Orgánica: Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos.

XXXI. Mesa Directiva: La Mesa Directiva de la Cáma-
ra de Diputados a que se refiere el artículo 17 de la Ley
Orgánica.

XXXII. Plataforma Nacional: La Plataforma Nacional
de Transparencia a que hace referencia el artículo 49 de
la Ley General;

XXXIII. Pleno: Es la Asamblea General de la Cámara.

XXXIV. Prueba de Daño: Acreditación con elementos
objetivos de que en la divulgación de alguna informa-
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ción podría perjudicar el interés público o la seguridad
nacional en términos del artículo 104 de la Ley General.

XXXV. Publicación: La divulgación difusión y sociali-
zación de la información por cualquier medio

XXXVI. Secretario o Secretaria General: Es el Secreta-
rio o Secretaria General de la Cámara a que se refiere el
artículo 48 de la Ley Orgánica.

XXXVII. Servidores Públicos: Los mencionados en el
párrafo primero del artículo 108 de la Constitución.

XXXVIII. Sistema Nacional: El Sistema Nacional de
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Pro-
tección de Datos Personales, a que se refiere el artículo
28 de la Ley General.

XXXIX.  Unidad de Transparencia: es la instancia en-
cargada de garantizar el cumplimiento de las obligacio-
nes de transparencia y el ejercicio del derecho de acce-
so a la información en los términos de este reglamento.

XL. Versiones Estenográficas: es la transcripción escri-
ta de cuanto se dice en una reunión o sesión.

XLI. Versión Pública: Documento o Expediente en el
que se da acceso a información eliminando u omitiendo
las partes o secciones clasificadas.

Capítulo II.
Principios Generales

Artículo 4. Interpretación.

1. El presente Reglamento se interpretará armónicamente
con la Ley General y Ley Federal, atendiendo a los princi-
pios establecidos en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, los tratados internacionales de los que
el Estado Mexicano sea parte, así como en las resoluciones
y sentencias vinculantes que emitan los órganos nacionales
e internacionales especializados, favoreciendo a las perso-
nas en todo tiempo la protección más amplia.

2. A falta de disposición expresa se aplicará de manera su-
pletoria y en el siguiente orden de prelación, las disposi-
ciones de la Ley General, la Ley Federal y la Ley Federal
de Procedimiento Administrativo.

Artículo 5. Principios en materia de Transparencia y
Acceso a la Información.

1. El ejercicio del derecho humano de acceso a la informa-
ción generada, obtenida, adquirida, transformada o en po-
sesión de la Cámara se sujetará a los siguientes principios:

I. Toda información generada, obtenida, adquirida,
transformada o en posesión de la Cámara es pública, ac-
cesible a cualquier persona, salvo que se clasifique co-
mo reservada de forma temporal por razones de interés
público o seguridad nacional o bien, como confidencial
en los casos estrictamente necesarios y previstos en la
Ley;

II. No podrá clasificarse como reservada, aquélla in-
formación que esté relacionada con violaciones graves a
derechos humanos o delitos de lesa humanidad, de con-
formidad con el derecho nacional o los tratados interna-
cionales de los que el Estado mexicano sea parte.

III.  En la generación, publicación y entrega de infor-
mación, la Cámara garantizará que la misma sea accesi-
ble, confiable, verificable, veraz, oportuna y que atien-
da a las necesidades del derecho de acceso a la
información de cualquier persona; 

IV.  La Cámara tomará todas las medidas necesarias y
habilitará los medios, acciones y esfuerzos disponibles
para asegurar el acceso a la información de todas las
personas en igualdad de condiciones con las demás;

V. Está prohibida toda discriminación, por mo-
tivo alguno, que menoscabe o anule la transparencia o el
derecho de acceso a la información pública de cualquier
persona;

VI. Ninguna persona será objeto de inquisición judicial
o administrativa por el ejercicio del derecho de acceso a
la información, ni podrá restringirse este derecho por ví-
as o medios directos o indirectos.

VII. La información de interés público que se genere
tendrá un lenguaje sencillo para cualquier persona y se
procurará, en la medida de lo posible, su accesibilidad y
traducción a lenguas indígenas;

VIII. El ejercicio del derecho de acceso a la información
no estará condicionado a que el solicitante acredite inte-



rés alguno o justifique su utilización, ni podrá condicio-
narse el mismo por motivos de discapacidad;

IX El ejercicio del derecho de acceso a la información
es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspon-
diente a la modalidad de reproducción y entrega solici-
tada; y

X. En ningún caso los ajustes razonables que se rea-
licen para el acceso de la información de solicitantes
con discapacidad, será con costo a los mismos. 

XI. Todo acto que se encuentre dentro de las faculta-
des, competencia o funciones de la Cámara y de sus in-
tegrantes y órganos se debe documentar, incluyendo el
ejercicio de recursos públicos.

XII. Se presume que la información solicitada debe
existir cuando se refiera a facultades, competencias y
funciones de la Cámara, sus órganos e integrantes, pre-
vistas en los ordenamientos jurídicos aplicables.

XIII.  La negativa o inexistencia de la información obli-
ga a la Cámara a demostrar que la información solicita-
da está prevista en alguna de las excepciones contenidas
en la Ley General; que no se refiere a alguna de sus fa-
cultades, competencias o funciones o bien, motivar su
respuesta con las causas por las cuales ciertas faculta-
des, competencias o funciones no se hayan ejercido.

XIV. Todo procedimiento de acceso a la información
pública en posesión de la Cámara debe sustanciarse de
manera sencilla y expedita.

XV. La Cámara suplirá cualquier deficiencia para ga-
rantizar el ejercicio del derecho de acceso a la informa-
ción.

TÍTULO SEGUNDO
OBLIGACIONES DE TRANSPARENCIA Y PLATA-

FORMA NACIONAL

Capítulo Único.
De las Obligaciones de la 

Cámara como Sujeto Obligado

Artículo 6. Ámbito y Observancia Obligatoria.

1. El presente Reglamento es de observancia obligatoria
para todos los órganos y unidades administrativas y servi-

dores públicos que integran la Cámara de Diputados, los
contemplados en el Manual General de Organización de la
Cámara de Diputados y los que se creen al interior de la
misma en ejercicio de sus atribuciones.

Artículo 7. Órganos, Áreas Administrativas y Otros
Obligados.

1. Están obligados a documentar todos los actos que se en-
cuentren dentro de sus facultades, competencia o funcio-
nes, incluyendo el ejercicio y destino final de los recursos
públicos; transparentar y permitir el acceso a su informa-
ción y proteger los datos personales que obren en su poder,
los órganos y unidades administrativas y otros obligados
que a continuación se detallan:

Órganos:

I. La Mesa Directiva;

II. La Junta;

III. La Conferencia;

IV. Los Grupos Parlamentarios;

V Los Diputados;

VI. Los Diputados independientes o sin partido;

VII. Las Comisiones;

VIII. Los Comités;

IX.  El Comité de Administración

Unidades Administrativas:

X  La Secretaría General;

XI. La Secretaría de Servicios Parlamentarios; las di-
recciones generales que la integran y los Centros de Es-
tudios adscritos a la misma;

XII.  La Secretaría de Servicios Administrativos y Fi-
nancieros y las direcciones generales que la integran;

XIII. La Contraloría Interna y las direcciones generales
que la integran;
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XIV La Coordinación General de Comunicación Social
y las direcciones generales que la integran; 

XV. Toda otra área administrativa que se encuentre den-
tro de la estructura orgánica de la Cámara, contemplada
en el Manual General de Organización de la Cámara de
Diputados.

Otros:

XVI. Los sindicatos;

XVII. Toda persona física o moral que reciba y ejerza
recursos públicos de la Cámara.

2. Los Grupos Parlamentarios deberán documentar todo
acto que derive de sus facultades, funciones o competen-
cias en la Cámara, y las que deriven de sus reglas internas
de operación y uso de los recursos públicos que les hayan
sido asignados, así como de la normatividad del partido po-
lítico al que pertenezcan que incida en la función legislati-
va.

Artículo 8. Obligaciones Generales.

1. La Cámara para el cumplimiento de las obligaciones de-
rivadas de la Ley General, deberá:

I. Constituir el Comité de Transparencia designando por
el voto de la mayoría calificada del Pleno de la Cámara
a sus integrantes; 

II. La Conferencia propondrá y el Pleno nombrará por la
mayoría calificada al titular de la Unidad de Transpa-
rencia; 

III. Proporcionar capacitación continua y especializada
al personal que forme parte del Comité y de la Unidad;

IV.  Constituir y mantener actualizados sus sistemas de
archivo y gestión documental, conforme a la normativi-
dad aplicable;

V Promover la generación, documentación y publica-
ción de la información en formatos abiertos y accesi-
bles;

VI. Proteger y resguardar la información clasificada co-
mo reservada o confidencial;

VII.  Reportar al Instituto sobre las acciones de imple-
mentación de la normatividad en materia de Transpa-
rencia en los términos que el Instituto determine;

VIII. Atender las recomendaciones, criterios y observa-
ciones que en materia de transparencia y acceso a la in-
formación le realicen el Instituto y el Sistema Nacional
de Transparencia;

IX. Fomentar el uso de las tecnologías de la información
para garantizar la transparencia, el derecho de acceso a
la información y la accesibilidad a estos;

X. Cumplir las resoluciones emitidas por el Instituto y
atender sus recomendaciones;

XI. Publicar y mantener actualizada la información re-
lativa a las obligaciones de transparencia;

XII. Difundir proactivamente información de interés pú-
blico, atendiendo las políticas que al efecto emita el Sis-
tema Nacional, y

XIII. Las demás que resulten de la normatividad aplica-
ble.

Artículo 9. Obligaciones de Transparencia.

1. La información que la Cámara de Diputados, de confor-
midad con la Ley General y la Ley Federal, debe poner a
disposición del público gratuitamente y mantener actuali-
zada en la página electrónica de la Cámara y a través de la
Plataforma Nacional, sin que medie petición de parte, debe
ser al menos, la siguiente:

APARTADO A. Obligaciones especiales del Poder Le-
gislativo.

I. Agenda legislativa.

La que corresponda a cada uno de los Grupos Parla-
mentarios o en su caso, la Agenda común a varios.

Actualización: Para cada periodo ordinario de sesiones.

II. Gaceta Parlamentaria.

Actualización: A más tardar, a las 22:00 horas del
día anterior a cada Sesión, y a partir de las 8:00 ho-
ras, cuando no hubiera Sesión y ésta se emitiera.



III.  Orden del Día.

Actualización: A más tardar a las 22:00 horas del día
anterior de cada Sesión.

IV. El Diario de Debates.

Actualización: A más tardar 5 días posteriores a la
realización de la sesión de que se trate. 

V.  Las versiones estenográficas.

Actualización: Conforme avanza cada sesión de la
Cámara.

VI La asistencia de cada una de sus sesiones del Ple-
no y de las Comisiones y Comités.

Actualización: Por cada sesión del Pleno y de Co-
misiones y Comités, a más tardar al día seguiente de
que la sesión haya tenido lugar.

VII. Las iniciativas de ley o decretos, puntos de
acuerdo, la fecha en que se recibió, las Comisiones a
las que se turnaron, y los dictámenes que, en su caso,
recaigan sobre las mismas.

Actualización: Por cada Sesión.

VIII.  Las leyes, decretos y acuerdos aprobados por el
órgano legislativo;

Actualización: Por cada Sesión.

IX. Las convocatorias, actas, acuerdos, listas de asisten-
cia y votación de las comisiones y comités y de las se-
siones del Pleno, identificando el sentido del voto, en
votación económica, y por cada legislador, en la vota-
ción nominal y el resultado de la votación por cédula,
así como votos particulares y reservas de los dictámenes
y acuerdos sometidos a consideración;

Actualización: Por cada Sesión.

X.  Las resoluciones definitivas sobre juicios políticos y
declaratorias de procedencia;

Actualización: Trimestral.

XI  Las versiones públicas de la información entregada
en las audiencias públicas, comparecencias y en los pro-
cedimientos de designación, ratificación, elección, ree-
lección o cualquier otro.

Actualización: En un plazo no mayor a 5 días en los
casos de procedimientos de designación, ratifica-
ción, elección o reelección y trimestral en los demás.

XII.  Las contrataciones de servicios personales seña-
lando el nombre del prestador del servicio, objeto, mon-
to y vigencia del contrato de los órganos de gobierno,
Comisiones, Comités, Grupos Parlamentarios y centros
de estudio u órganos de investigación.

Actualización: Trimestral.

XIII. El informe semestral del ejercicio presupuestal del
uso y destino de los recursos financieros de los órganos
de gobierno, Comisiones, Comités, Grupos Parlamenta-
rios y centros de estudio u órganos de investigación;

Actualización: Semestral.

XIV Los resultados de los estudios o investigaciones de
naturaleza económica, política y social que realicen los
centros de estudio o investigación legislativa, y

Actualización: Trimestral.

XV. El padrón de cabilderos, de acuerdo a la normativi-
dad aplicable.

Actualización: Semestral.

2. En todos los casos relacionados en el presente aparta-
do, deben incluirse hipervínculos que conduzcan a los
documentos específicos de que se trate.

APARTADO B. Obligaciones comunes.

I. Marco Normativo.

Catálogo por tipo de norma que contenga las leyes, có-
digos, reglamentos, decretos, manuales, criterios, políti-
cas, acuerdos, lineamientos, y cualquier otro instrumen-
to normativo que regule las funciones, atribuciones y
procedimientos de los órganos de la Cámara.
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Cada norma deberá estar categorizada e incluir un hi-
pervínculo al documento correspondiente.

Actualización: Trimestral y cuando existan modifi-
caciones, en un plazo no mayor a diez días hábiles a
partir del inicio de vigencia.

II. Estructura Orgánica.

La estructura orgánica completa, en un formato que per-
mita vincular cada parte de la estructura, las atribucio-
nes y responsabilidades que le corresponden a cada ór-
gano y unidad administrativa, servidor público,
prestador de servicios profesionales o miembro de los
sujetos obligados de conformidad con las disposiciones
aplicables

Actualización: Trimestral.

III. Facultades de cada Órgano.

Deberá encontrarse ligada a la información señalada
en la fracción anterior, con hipervínculos que permi-
tan desplegar las facultades de cada órgano y unidad
administrativa, establecidas en la normatividad co-
rrespondiente, incluidos los reglamentos y manuales
de organización.

Actualización: Trimestral.

IV. Metas y Objetivos.

Las metas y objetivos de cada órgano y unidad adminis-
trativa de conformidad con sus planes de trabajo o pro-
gramas operativos.

Actualización: Semestral. 

V. Indicadores de interés público o trascendencia
social.

Los indicadores de interés público relacionados con las
funciones legislativas y administrativas para medir lo-
gros y costo de efectividad.

Actualización: Semestral. 

VI Indicadores de Gestión.

La información relativa a los indicadores de resultados
que están relacionados con los objetivos institucionales
de cada órgano, en cuanto a las dimensiones de Eficacia
(resultados y productos) y Gestión (eficiencia y calidad)
en la Cámara de Diputados.

Actualización: Anual.

VII. Directorio.

El directorio de todos los servidores públicos, a partir
del nivel de jefe de departamento o su equivalente, o de
menor nivel, cuando se brinde atención al público; ma-
nejen o apliquen recursos públicos; realicen actos de au-
toridad, o presten servicios profesionales bajo el régi-
men de confianza u honorarios y personal de base. El
directorio deberá incluir al menos el nombre, cargo o
nombramiento asignado, nivel del puesto en la estructu-
ra orgánica, fecha de alta en el cargo, número telefóni-
co, domicilio para recibir correspondencia y dirección
de correo electrónico oficiales.

Actualización: Trimestral.

VIII. Remuneraciones.

La remuneración bruta y neta de los Diputados, consi-
derado el pago por concepto de dietas, asistencia legis-
lativa, atención ciudadana y demás apoyos económicos,
así como los sistemas de compensación, señalando la
periodicidad de dicha remuneración.

La remuneración bruta y neta de los demás Servidores
Públicos de base o de confianza que laboren en la Cá-
mara, de todas las percepciones, incluyendo sueldos,
prestaciones, gratificaciones, primas, comisiones, bo-
nos, estímulos, ingresos y sistemas de compensación,
señalando la periodicidad de dicha remuneración.

Actualización: Trimestral.

IX. Los gastos de representación y viáticos, así como
el objeto e informe de comisión correspondiente.

Todas las asignaciones destinadas a cubrir los servicios
de traslado, instalación y viáticos de los diputados y per-
sonal autorizado o prestador de servicios profesionales
en una comisión fuera de las intalaciones de la Cámara
de Diputados, con hipervínculo al informe correspon-
diente.



Actualización: Trimestral, con datos mensuales.

X. El número total de las plazas y del personal de
base y confianza, especificando el total de las vacan-
tes, por nivel de puesto, para cada órgano de la Cá-
mara.

Actualización: Trimestral.

XI. Las contrataciones de servicios profesionales por
honorarios, señalando los nombres de los prestado-
res de servicios, los servicios contratados, el monto
de los honorarios y el periodo de contratación.

Actualización: Trimestral.

XII. La información en Versión Pública de las de-
claraciones patrimoniales, de los Servidores Pú-
blicos que así lo determinen, en los sistemas habi-
litados para ello de acuerdo a la normatividad
aplicable.

Actualización: Trimestral.

XIII. El domicilio de la Unidad de Transparencia,
además de la dirección electrónica donde podrán re-
cibirse las solicitudes para obtener la información.

Actualización: Mensual o 15 días hábiles posterio-
res a que haya sufrido una modificación.

XIV. Las convocatorias a concursos para ocupar
cargos públicos y los resultados de los mismos.

Actualización: Mensual.

XV. La información de los programas de subsidios,
estímulos y apoyos, en el que se deberá informar res-
pecto de los programas de transferencia, de servi-
cios, de infraestructura social y de subsidio.

Actualización: Trimestral.

XVI.  Las condiciones generales de trabajo, contra-
tos o convenios que regulen las relaciones laborales
del personal de base o de confianza, así como los re-
cursos públicos económicos, en especie o donativos,
que sean entregados a los sindicatos y ejerzan como
recursos públicos.

Actualización: Trimestral o 15 días hábiles poste-
riores a que se modifiquen, a partir de su publicación
y/o aprobación.

XVII. La información curricular desde el nivel de
jefe de departamento o equivalente hasta Presidente
de la Cámara, así como, en su caso, las sanciones ad-
ministrativas de que hayan sido objeto.

La información que dispone la presente fracción debe
estar ligada y desplegarse mediante hipervínculo desde
cada registro contenido en la estructura orgánica y el di-
rectorio a que se refieren las fracciones II y VII del pre-
sente artículo.

Actualización: Trimestral o 15 días hábiles poste-
riores a que se modifiquen.

XVIII. El listado de servidores públicos con sancio-
nes administrativas definitivas, especificando la cau-
sa de sanción y la disposición.

Actualización: Trimestral.

XIX. Los servicios que ofrecen señalando los requisi-
tos para acceder a ellos.

Entre otros, deberán considerarse:

a) Programa Diputada Amiga, Diputado Amigo.

b) Biblioteca

c) Museo Legislativo

d) Visitas guiadas 

e) Los servicios en las materias de acceso a la infor-
mación pública y datos personales, tales como la
orientación y asesoría para ejercer los derechos de
acceso a la información y de acceso, rectificación,
cancelación y oposición de datos personales.

Cada servicio debe estar vinculado al catálogo, ma-
nual o sistema electrónico que les permita presentar
las solicitudes correspondientes.

Actualización: Trimestral.

XX. Los trámites, requisitos y formatos que ofrecen.
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Los trámites, requisitos y formatos necesarios para ac-
ceder a los servicios que ofrece la Cámara.

Actualización: Trimestral.

XXI. La información financiera sobre el presupuesto
asignado, así como los informes del ejercicio trimes-
tral del gasto, en términos de la Ley General de Con-
tabilidad Gubernamental y demás normatividad
aplicable.

Deberá encontrarse organizado conforme a lo siguientes
tres rubros:

a) Presupuesto Asignado Anual por Unidad Respon-
sable de Gasto.

b) Informes trimestrales del gasto, detallando los
montos ejercidos, comprometidos y disponibles, res-
pecto del presupuesto asignado.

c) Cuenta pública

Actualización: Trimestral.

XXII.  Los montos destinados a gastos relativos a co-
municación social y publicidad oficial desglosada
por tipo de medio, proveedores, número de contrato
y concepto o campaña.

La información se organizará en dos categorías: 

a) Erogación de recursos por contratación de servi-
cios de impresión, difusión y publicidad

b) Utilización de los Tiempos Oficiales: tiempo de
Estado y tiempo fiscal.

Actualización: Trimestral.

XXIII. Los informes de resultados de las auditorías
al ejercicio presupuestal que se realice a cada órgano
o unidad administrativa, y, en su caso, las aclaracio-
nes que correspondan.

La información deberá organizarse por rubro en inter-
nas y externas y por tipo de auditoría.

Actualización: Trimestral.

XXIV El resultado de la dictaminación de los estados
financieros.

Actualización: Trimestral.

XXV. Los montos, criterios, convocatorias y listado
de personas físicas o morales a quienes, por cual-
quier motivo, se les asigne o permita usar recursos
públicos o en los términos de las disposiciones apli-
cables, realicen actos de autoridad. Asimismo, los in-
formes que dichas personas les entreguen sobre el
uso y destino de dichos recursos.

La información debe incluir, ente otros casos, los que
corresponden a sindicatos.

Actualización: Trimestral.

XXVI. Las concesiones, contratos, convenios, permi-
sos, licencias o autorizaciones otorgados, especifican-
do los titulares de aquéllos, debiendo publicarse su
objeto, nombre o razón social del titular, vigencia, ti-
po, términos, condiciones, monto y modificaciones,
así como si el procedimiento involucra el aprovecha-
miento de bienes, servicios y/o recursos públicos.

La información debe incluir, lo que corresponde a ban-
cos, restaurantes, cafeterías, agencias de viajes, líneas
aéreas, Comisión Federal de Electricidad, entre otros.

Actualización: Trimestral.

XXVII. La información sobre los resultados sobre
procedimientos de adjudicación directa, invitación
restringida y licitación de cualquier naturaleza, in-
cluyendo la Versión Pública del Expediente respecti-
vo y de los contratos celebrados, que deberá conte-
ner por lo menos lo siguiente:

a) De licitaciones públicas o procedimientos de invi-
tación restringida: 

1. La convocatoria o invitación emitida, así como los
fundamentos legales aplicados para llevarla a cabo; 

2. Los nombres de los participantes o invitados;

3. El nombre del ganador y las razones que lo justi-
fican; 



4. El área solicitante y la responsable de su ejecu-
ción; 

5. Las convocatorias e invitaciones emitidas; 

6. Los dictámenes y fallo de adjudicación; 

7. El contrato y, en su caso, sus anexos; 

8. Los mecanismos de vigilancia y supervisión, in-
cluyendo, en su caso, los estudios de impacto urba-
no y ambiental, según corresponda; 

9. La partida presupuestal de conformidad con el
clasificador por objeto del gasto, en el caso de ser
aplicable; 

10. Origen de los recursos especificando si son fe-
derales, estatales o municipales, así como el tipo de
fondo de participación o aportación respectiva; 

11. Los convenios modificatorios que, en su caso,
sean firmados, precisando el objeto y la fecha de ce-
lebración; 

12. Los informes de avance físico y financiero sobre
las obras o servicios contratados; 

13. El convenio de terminación; y 

14. El finiquito. 

b) De las adjudicaciones directas: 

1. La propuesta enviada por el participante; 

2. Los motivos y fundamentos legales aplicados pa-
ra llevarla a cabo; 

3. La autorización del ejercicio de la opción; 

4. En su caso, las cotizaciones consideradas, especi-
ficando los nombres de los proveedores y los mon-
tos; 

5. El nombre de la persona física o moral adjudica-
da; 

6. La unidad administrativa solicitante y la respon-
sable de su ejecución; 

7. El número, fecha, el monto del contrato y el pla-
zo de entrega o de ejecución de los servicios u obra; 

8. Los mecanismos de vigilancia y supervisión, in-
cluyendo, en su caso, los estudios de impacto urba-
no y ambiental, según corresponda; 

9. Los informes de avance sobre las obras o servi-
cios contratados; 

10. El convenio de terminación; y 

11. El finiquito. 

Actualización: Trimestral.

XVIII. Los informes que por disposición legal gene-
ren los sujetos obligados.

La información debe incluir una relación de todos los
informes que los órganos y unidades administrativas
deben rendir conforme a la normatividad aplicable y un
hipervínculo a cada documento.

Actualización: Trimestral.

XXVIII. Las estadísticas que generen los órganos y
unidades administrativas en cumplimiento de sus fa-
cultades, competencias o funciones con la mayor des-
agregación posible.

Actualización: Trimestral.

XXIX.  Informe de avances programáticos o presu-
puestales, balances generales y su estado financiero.

La información debe contener los avances programáti-
cos, presupuestales, balances generales y estados finan-
cieros, en términos de la Ley General de Contabilidad
Gubernamental.

Actualización: Trimestral.

XXX. Padrón de proveedores y contratistas.

Actualización: Trimestral.

XXXI. Los convenios de coordinación de concerta-
ción con los sectores social y privado.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 4 de octubre de 2016331



Año II, Primer Periodo, 4 de octubre de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados332

Deben incluirse los celebrados con instituciones educa-
tivas, de investigación y comerciales, entre otros.

Actualización: Trimestral.

XXXII. El inventario de bienes muebles e inmuebles
en posesión y propiedad.

Actualización: Semestral o 30 días hábiles después
de adquirir o dar de baja algún bien.

XXXIII. Las recomendaciones emitidas por los órga-
nos públicos del Estado Mexicano u organismos in-
ternacionales garantes de los derechos humanos, así
como las acciones que han llevado a cabo para su
atención.

Actualización: Trimestral.

XXXIV. Las resoluciones y laudos que se emitan en
procesos o procedimientos seguidos en forma de jui-
cio.

Actualización: Trimestral.

XXXV. Los mecanismos de participación ciudadana.

La información debe incluir listado y calendario de ac-
ciones, informes, concursos, sesiones, encuestas, con-
sultas, eventos, foros y demás mecanismos de participa-
ción ciudadana que se programen y las formas de
acceder a ellos mediante propuestas, opiniones o parti-
cipación presencial, así como los resultados de los ya
acontecidos.

Actualización: Trimestral.

XXXVI. Los programas que ofrecen, incluyendo
información sobre la población, objetivo y destino,
así como los trámites, tiempos de respuesta, requi-
sitos y formatos para acceder a los mismos.

Actualización: Trimestral.

XXXVII. Las actas y resoluciones del Comité de
Transparencia.

Actualización: Trimestral.

XXXVIII.Todas las evaluaciones, y encuestas que se
realicen a programas financiados con recursos pú-
blicos.

Deben incluirse listado de las realizadas por los Centros
de Estudios y cualquier otro órgano obligado de la Cá-
mara.

Actualización: Anual.

XXXIX. Los estudios financiados con recursos públi-
cos.

Debe incluir un catálogo de todos los estudios, investi-
gaciones o análisis que hayan sido financiados total o
parcialmente con recursos públicos asignados a la Cá-
mara.

Actualización: Trimestral.

XL. El listado de jubilados y pensionados y el monto
que reciben.

Actualización: Trimestral.

XLI. Los ingresos recibidos por cualquier concepto
señalando el nombre de los responsables de recibir-
los, administrarlos y ejercerlos, así como su destino,
indicando el destino de cada uno de ellos.

Se incluye en el presente apartado los etiquetados en el
Presupuesto de Egresos de la Federación bajo conceptos
diversos, productos financieros, los resultantes de venta
de bases, venta de bienes muebles, entre otros.

Actualización: Trimestral.

XLII. Donaciones hechas a terceros en dinero o en
especie.

Actualización: Trimestral.

XLIII. El catálogo de disposición y guía de archivo
documental.

Actualización: Trimestral.

XLIV. El índice de los Expedientes clasificados como
reservados, a que se refiere el artículo 35 del presente
Reglamento.}



XLV. Cualquier otra información que sea de utilidad
o se considere relevante, además de la que con base
en la información estadística, responda a las pregun-
tas hechas con más frecuencia por el público.

Deberán incluir tres tipos de información: Información
relevante; Preguntas frecuentes e Información proacti-
va.

XLVI  Un hipervínculo a la tabla de aplicabilidad
que corresponde a la Cámara de Diputados, sus órganos,
unidades administrativas y otros obligados respecto de
las obligaciones de transparencia contenidas en los artí-
culos 70 y 72 de la Ley General.

XLVII. Los vínculos y espacio para que los sindica-
tos de la Cámara de Diputados cumplan a su vez con
las obligaciones de transparencia que se refiere el ar-
tículo 79 de la Ley General. En todo momento, cada
sindicato será responsable de la publicación, actualiza-
ción y accesibilidad de esta información.

3. La información debe ser veraz, confiable, oportuna, con-
gruente, integral, actualizada, accesible, comprensible y ve-
rificable y deberá de publicarse atendiendo a los lineamien-
tos y formatos que al efecto emita el Sistema Nacional. 

4. La Secretaría General será la encargada de recibir y en su
caso, recabar de todos los órganos, áreas y otros obligados,
la información que será publicada conforme al presente ar-
tículo, en los formatos previamente establecidos para dicho
fin. Una vez recabada la información que corresponda a ca-
da obligación de transparencia y revisada su completitud,
será turnada a la Unidad de Transparencia para que se pro-
ceda a su colocación en el Portal de la Cámara y en la Pla-
taforma Nacional.

Artículo 10. Actualización de la información.

1. Las áreas responsables de generar la información, ten-
drán la obligación de actualizarla con la periodicidad que
indica cada una de las fracciones del artículo anterior y re-
mitirla a la Secretaría General, la que una vez integrada y
verificada su completitud, la enviará a la Unidad de Trans-
parencia para que la publique en el apartado de transparen-
cia del portal de la Cámara y a la Plataforma Nacional.

2. La publicación de la información indicará la fecha de su
última actualización, así como el área responsable de ge-
nerarla.

Artículo 11. Disponibilidad de la información.

1. La información correspondiente a las obligaciones de
transparencia a que se refiere el artículo 9 que antecede, de-
berá encontrarse permanentemente disponible y accesible
en el portal de internet de la Cámara y en la Plataforma Na-
cional, con independencia de que periódicamente se agre-
guen las actualizaciones correspondientes.

2. La página de inicio del portal de internet de la Cámara
contará con los requerimientos técnicos e informáticos que
faciliten el acceso y la búsqueda de la información a toda
persona.

3. Las solicitudes de acceso a la información pública de la
Cámara, se tendrán por atendidas cuando se proporcione
por el medio requerido por el solicitante, la fuente, el lugar
y la forma en la que puede consultar la información, siem-
pre que la misma se encuentre efectivamente disponible.

Artículo 12. Verificación del cumplimiento.

1. La Unidad de Transparencia será responsable del aparta-
do Transparencia del portal de Internet de la Cámara y de-
berá verificar que en el mismo, se cumpla y contenga lo si-
guiente:

I. Las obligaciones de transparencia a que se refiere el
artículo 9 de este Reglamento;

II.  Que la información se encuentre actualizada con la
periodicidad que le es aplicable conforme la artículo 9
del presente Reglamento;

III. Exista un vínculo de acceso directo al sitio donde se
encuentre la información pública; 

IV Un buscador que cumpla los requisitos técnicos que
al efecto se aprueben; 

V. La información se encuentre publicada con perspec-
tiva de género, cuando así corresponda por su naturale-
za, y 

VI  La información sea accesible a personas con disca-
pacidad y de manera focalizada a personas que hablen
alguna lengua indígena en atención a solicitud expresa.
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Artículo 13. Medidas de accesibilidad.

1. La Unidad de Transparencia deberá garantizar las medi-
das y condiciones de accesibilidad para que toda persona
pueda ejercer el derecho de acceso a la información. 

2. En la oficina de la Unidad de Transparencia se ubicará
un módulo de atención al público que contará con equipo
de cómputo con acceso a internet, que permita a las perso-
nas interesadas consultar la información o utilizar el siste-
ma de acceso a la información. 

3. La Unidad de Transparencia pondrá a disposición los
formatos de las solicitudes de información y, en su caso,
deberá apoyar al solicitante en la elaboración de las mis-
mas. 

4. Además deberá de brindar asistencia especializada a
aquellas personas que por condiciones de origen étnico,
edad, discapacidad o cualquier otra, les impida ejercer li-
bremente este derecho. 

TÍTULO TERCERO
DE LA TRANSPARENCIA PROACTIVA Y EL PAR-

LAMENTO ABIERTO

Capítulo Único.
De la Transparencia Proactiva 

y el Parlamento Abierto

Artículo 14. De la Transparencia Proactiva.

1. En materia de transparencia proactiva, la Cámara publi-
cará información de interés público adicional a la que esta-
blece el artículo 9 del presente Reglamento observando que
cumpla con las siguientes características:

I. Que resulte relevante o beneficiosa para la so-
ciedad, es decir, que en posesión de particulares sirva
para fortalecer el ejercicio pleno de sus derechos y con-
tribuya a mejorar su calidad de vida.

II. Que su divulgación resulte útil para que los parti-
culares conozcan y comprendan las actividades que se
llevan a cabo en la Cámara, y

III. Que fomente la cultura de la transparencia, propi-
cie la rendición de cuentas a la sociedad y contribuya al
combate a la corrupción.

Artículo 15. Información de interés público.

1. Para identificar la información que pueda considerarse
de interés público se podrá tomar en consideración, de ma-
nera enunciativa más no limitativa, lo siguiente:

I. Aquella información que por disposición legal publi-
que la Cámara, es decir que la legislación o la normati-
vidad interna obliga a difundir y que está relacionada
con sus atribuciones y funciones;

II. Aquella información que ya ha sido publicada y que
reviste las características de utilidad y relevancia;

III. Aquella información que sea requerida de forma fre-
cuente, es decir, los asuntos relacionados con las solici-
tudes de acceso a la información pública realizadas
constantemente por los particulares a la Cámara;

IV. La información relevante no solicitada por parti-
culares, pero que la Cámara considere su importancia
acorde a lo dispuesto en el artículo anterior.

2. La Secretaría General elaborará un listado de la infor-
mación identificada conforme a los dos artículos anterio-
res, el cual se enviará al INAI para los efectos establecidos
en el artículo 80 de la Ley General.

Artículo 16. Publicación de Solicitudes de Acceso a la
Información.

1. A fin de dar cumplimiento a lo establecido por el artícu-
lo 144 de la Ley Federal, la Cámara por conducto de la
Unidad de Transparencia, incluirá en su portal de internet
un apartado que permita visualizar todas las solicitudes de
acceso a la información pública realizadas a la misma y las
respuestas que se les den.

2. Dicha apartado deberá contar con un resumen estadísti-
co de las solicitudes presentadas, así como un motor de
búsqueda que permita identificarlas acorde al tipo de infor-
mación solicitada, a su estatus y tipo de respuesta. 

Artículo 17. Prácticas de Parlamento Abierto 

1. A fin de propiciar el establecimiento de las mejores prác-
ticas de parlamento abierto a la participación y colabora-
ción ciudadana, la Cámara llevará a cabo las siguientes ac-
ciones:



I. Establecer las políticas internas necesarias para con-
ducirse de forma transparente; 

II. Crear mecanismos para rendir cuentas de sus accio-
nes;

III. Promover la eficacia tanto en la organización de su
trabajo como en su propio desempeño. 

IV. Adoptará mecanismos de consulta, participación y
colaboración de la ciudadanía y grupos de interés en el
proceso legislativo, por conducto de las comisiones le-
gislativas; 

V. Publicará activamente información legislativa en lí-
nea que permita a las personas interesadas conocer las
responsabilidades, tareas y funciones de los diputados y
de la Cámara;

VI. Publicará información relevante sobre el proceso de
consulta, investigación y deliberación llevado a cabo
para formular iniciativas de Ley o Dictámenes;

VII. Facilitará la formación de alianzas con grupos ex-
ternos para reforzar la participación ciudadana en la Cá-
mara;

VIII. Permitirá que la ciudadanía tenga información más
comprensible a través de múltiples canales;

IX. Publicará la información legislativa con formatos
abiertos;

X. Utilizará, implementará y en su caso desarrollará pla-
taformas digitales y otras herramientas que permitan la
interacción ciudadana con la Cámara;

XI. Publicará explicaciones claras y sencillas sobre los
principales contenidos de las leyes aprobadas;

XII. Desarrollará programas divulgativos dirigidos a
jóvenes y comunidades históricamente marginadas;

XIII. Tomará las medidas necesarias para garantizar que
la apertura parlamentaria adopte las mejores prácticas
internacionales.

XIV. Publicará la explicación sobre los principales ru-
bros del gastos aprobado en la Ley del Presupuesto Ge-
neral de Egresos;

XV.  Publicará explicaciones sobre la creación de nue-
vos impuestos, derechos o aprovechamientos aprobados
en la Ley de Ingresos de la Federación;

XVI. Propiciará que los Grupos Parlamentarios publi-
quen las razones que motivan su Agenda Legislativa;

XVII. Reforzará la participación ciudadana en el ejerci-
cio de sus funciones a través de los mecanismos que
apruebe el Pleno, y

XVIII. Publicará la información que reciba de los gru-
pos de interés, organizaciones de la sociedad civil, ins-
tituciones gubernamentales y cabilderos registrados,
que sea relevante como insumo para la deliberación y el
proceso legislativo.

XIX. Las demás que acorde a los avances tecnológicos
y las mejores prácticas internacionales resulten útiles
para mejorar la participación y colaboración ciudadana
en las funciones de la Cámara.

TÍTULO CUARTO
DEL PROCEDIMIENTO 

DE ACCESO A LA INFORMACIÓN

Capítulo Único.
Del Procedimiento de Acceso a la Información

Artículo 18. Procedimiento de Acceso a la Información

1. El procedimiento de acceso a la información se sujetará
a lo siguiente:

I. Solicitante. Cualquier persona por sí misma o a tra-
vés de su representante, podrá presentar solicitud de ac-
ceso a información.

II. Presentación de la solicitud. Puede presentarse an-
te la Unidad de Transparencia o a través de la Platafor-
ma Nacional, en la oficina u oficinas designadas para
ello, vía correo electrónico, correo postal, mensajería,
telégrafo, verbalmente o cualquier medio aprobado por
el Sistema Nacional.

III. Identificación por folio. A las solicitudes formula-
das mediante la Plataforma Nacional, se asignará auto-
máticamente un número de folio, con el que los solici-
tantes podrán dar seguimiento a sus requerimientos.
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IV. Acuse de recibo. En los casos, en que la solicitud se
presente ante la Unidad de Transparencia, esta tendrá
que registrar y capturar la solicitud de acceso en la Pla-
taforma Nacional, el mismo día de su recepción, y de-
berá enviar el acuse de recibo al solicitante, en el que se
indique la fecha de recepción, el folio que corresponda
y los plazos de respuesta aplicables.

V. Requisitos de la solicitud. Para presentar una soli-
citud, no se podrán exigir mayores requisitos que los si-
guientes:

a) Nombre o, en su caso, los datos generales de su
representante;

b) Domicilio o medio para recibir notificaciones;

c) La descripción de la información solicitada;

d) Cualquier otro dato que facilite su búsqueda y
eventual localización, y

e) La modalidad en la que prefiere se otorgue el ac-
ceso a la información, la cual podrá ser verbal,
siempre y cuando sea para fines de orientación, me-
diante consulta directa, mediante la expedición de
copias simples o certificadas o la reproducción en
cualquier otro medio, incluidos los electrónicos.

En su caso, el solicitante señalará el formato accesi-
ble o la lengua indígena en la que se requiera la in-
formación. 

La información de los incisos a) y d) será proporcio-
nada por el solicitante de manera opcional y, en nin-
gún caso podrá ser un requisito indispensable para la
procedencia de la solicitud, salvo cuando se trate de
las solicitudes en materia de datos personales, en cu-
yo caso deberá acreditarse la titularidad de los mis-
mos o la representación respectiva.

VI. Notificaciones. Cuando el particular presente su so-
licitud por medios electrónicos a través de la Plataforma
Nacional, se entenderá que acepta que las notificaciones
le sean efectuadas por dicho sistema, salvo que señale
un medio distinto para efectos de las notificaciones. En
el caso de solicitudes recibidas en otros medios, en las
que los solicitantes no proporcionen un domicilio o me-
dio para recibir la información, o, en su defecto, no ha-
ya sido posible practicar la notificación, se notificará

por estrados en la oficina de la Unidad de Transparen-
cia.

VII. Plazos. La respuesta a la solicitud deberá ser noti-
ficada al interesado en el menor tiempo posible, que no
podrá exceder de veinte días, contados a partir del día
siguiente a la presentación de aquélla.

Excepcionalmente, el plazo referido en el párrafo an-
terior podrá ampliarse hasta por diez días más, siem-
pre y cuando existan razones fundadas y motivadas,
las cuales deberán ser aprobadas por el Comité de
Transparencia, mediante la emisión de una resolución
que deberá notificarse al solicitante, antes de su venci-
miento.

Los plazos empezarán a correr al día siguiente en que se
practiquen las notificaciones. Cuando los plazos fijados
sean en días, éstos se entenderán como hábiles.

VIII. Consulta directa. De manera excepcional, en
aquellos casos en que la información solicitada impli-
que análisis, estudio o procesamiento de Documentos
cuya entrega o reproducción sobrepase las capacidades
técnicas de la Cámara para cumplir con la solicitud, en
los plazos establecidos para dichos efectos, de forma
fundada y motivada se podrán poner a disposición del
solicitante los Documentos en consulta directa, salvo la
información clasificada. 

En todo caso se facilitará su copia simple o certificada,
así como su reproducción por cualquier medio disponi-
ble en las instalaciones de la Cámara o que, en su caso,
aporte el solicitante.

IX. Trámite. Para dar respuesta a las solicitudes de in-
formación se seguirá el siguiente trámite:

a) Competencia. La Unidad de Transparencia, revi-
sará el contenido de la solicitud a efecto de verificar
si la información solicitada es competencia de la
Cámara; en caso de que sea notoriamente incompe-
tente deberá notificar al solicitante, dentro de los
tres días siguientes a la recepción y orientarlo so-
bre el sujeto obligado que pudiera tener la informa-
ción.

Si la Cámara es competente para atender parcial-
mente la solicitud de acceso a la información, debe-
rá dar respuesta respecto de dicha parte. Respecto de



la información sobre la cual es incompetente se pro-
cederá conforme lo señala el párrafo anterior.

b) Turno. La Unidad de Transparencia turnará la so-
licitud al día siguiente a aquél en que se haya recibi-
do, a todos los órganos, unidades administrativas u
otro obligado, competentes que deban tener la infor-
mación, de acuerdo a sus facultades, competencias y
funciones.

c) Requerimiento. En el caso de que los detalles
proporcionados para localizar los documentos resul-
ten insuficientes, incompletos o sean erróneos, la
Unidad de Transparencia requerirá al solicitante, por
una sola vez y dentro de un plazo de cinco días, con-
tados a partir de la presentación de la solicitud, para
que, en un término de hasta diez días, indique otros
elementos o corrija los datos proporcionados o bien,
precise uno o varios requerimientos de información.
En este supuesto se interrumpirá el plazo de respues-
ta, por lo que empezará a computarse nuevamente al
día siguiente de su desahogo por el particular.

En este supuesto, la Unidad de Transparencia dará
un plazo de tres días al órgano, área administrativa u
otro obligado, para que señale si con los datos pro-
porcionados por el solicitante se puede localizar la
información, a efecto de poder proceder en los tér-
minos del párrafo anterior.

La solicitud se tendrá por no presentada cuando el
solicitante no de cumplimiento al requerimiento. En
el caso de requerimientos parciales no desahogados,
se tendrá por presentada la solicitud por lo que res-
pecta a los contenidos de información que no forma-
ron parte del requerimiento.

d) Análisis de la solicitud. El órgano, unidad ad-
ministrativa u otro obligado al que le haya sido tur-
nada la solicitud, deberá:

1) Analizar si es de su competencia, en caso de que
no lo sea, al día siguiente a que le fue turnada, de-
berá comunicarlo a la Unidad de Transparencia y,
en su caso, sugerir el órgano que puede ser compe-
tente;

2) Cuando la información requerida por el solici-
tante ya esté disponible al público en medios im-

presos, tales como libros, compendios, trípticos, re-
gistros públicos, en formatos electrónicos disponi-
bles en Internet o en cualquier otro medio, a más
tardar en dos días enviará a la Unidad de Transpa-
rencia la contestación que contenga la fuente, el lu-
gar y la forma en que se puede consultar, reprodu-
cir o adquirir dicha información para que ésta lo
haga saber al solicitante, por el medio requerido, en
un plazo no mayor a cinco días, contados a partir
de la recepción de la solicitud.

3) Si cuenta con los elementos necesarios para iden-
tificar la información y se trata de información pú-
blica, procederá a realizar una búsqueda exhaustiva
y razonable en sus archivos para remitir la informa-
ción a la Unidad de Transparencia dentro de los
nueve días siguientes a que le fue turnada la solici-
tud, o bien, indicará la modalidad en que se en-
cuentra disponible o la fuente, lugar y forma en que
se puede consultar. La Unidad de Transparencia no-
tificará al solicitante la respuesta a su solicitud.

En caso contrario, dentro de los tres días siguientes
a que le fue turnada procederá en los términos del
inciso c) de este artículo. Si requiere una amplia-
ción del plazo para procesar la información, dentro
de los tres días siguientes a que le fue turnada de-
berá solicitar al Comité de Transparencia la amplia-
ción del plazo, indicando las razones que motiven
la misma.

El Comité de Transparencia deberá resolver sobre la
procedencia de la ampliación del plazo dentro de los
tres días siguientes a la recepción de la solicitud de
ampliación. En caso de concederse, el órgano, uni-
dad administrativa u otro obligado contará con seis
días adicionales para entregar la respuesta corres-
pondiente a la Unidad de Transparencia, agregados a
los nueve días a que se refiere el numeral 3) del pre-
sente inciso o, en su caso, a más tardar tres días
antes de que se venza el plazo de treinta días globa-
les a que se refiere al artículo 132 de la Ley General.

En caso de que no conceda la misma, la Unidad de
Transparencia deberá de comunicar a la brevedad al
órgano, unidad administrativa u otro obligado para
que continúe con el trámite de la solicitud. En el su-
puesto de que se conceda la prorroga se deberá noti-
ficar al solicitante la ampliación del plazo de res-
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puesta, dos días antes del vencimiento del plazo de
veinte días a que se refiere el artículo 132 de la Ley
General.

e) Clasificación de la Información. Si el órgano,
unidad administrativo u otro obligado al que le fue
turnada la solicitud, determina que la información es
reservada o confidencial, dentro de los tres días si-
guientes a su recepción, deberá comunicar al Comi-
té de Transparencia con copia a la Unidad de Trans-
parencia, de forma fundada y motivada la
clasificación de la información y el plazo de reserva.

El Comité de Transparencia deberá resolver si con-
firma, modifica o revoca la clasificación de la infor-
mación, dentro de los cinco días siguientes a que le
haya sido remitida la solicitud por el órgano, área
administrativa u otro obligado. En caso de que no
cuente con los elementos suficientes para resolver
podrá ampliar el plazo de respuesta de la solicitud.

Cuando el Comité de Transparencia revoque la cla-
sificación y concede acceso a la información, o bien,
modifique parcialmente la clasificación, deberá or-
denar al órgano, área administrativa u otro obligado
que entregue la información, para que la Unidad de
Transparencia de respuesta a la solicitud en el plazo
de veinte días.

En el supuesto de que el Comité de Transparencia
confirme la clasificación, la Unidad de Transpa-
rencia notificará la determinación al solicitante.

El Comité de Transparencia podrá tener acceso a la
información que esté en poder del área administrati-
va, de la cual se haya solicitado su clasificación.

f) Inexistencia de la Información. El órgano obli-
gado, dentro de los tres días siguientes a que le fue
turnada la solicitud, deberá de comunicar al Comité
de Transparencia que la información solicitada no se
encuentra dentro de sus archivos, o bien, exponer de
manera fundada y motivada por qué no ejerció las
facultades o funciones para generar la información.

El Comité de Transparencia, dentro de los cinco dí-
as siguientes a la recepción de la comunicación del
órgano, área administrativa u otro obligado, analiza-
rá el caso y, de ser procedente, dictará las medidas

para localizar la información e instruirá a la Unidad
de Transparencia a fin de que realice las gestiones
ante los órganos obligados para localizar la informa-
ción. O bien, si es posible, ordenará que la informa-
ción se genere o se reponga si se encuentra dentro de
las facultades y funciones del órgano obligado. 

Realizado lo anterior, en su caso, el Comité de
Transparencia expedirá una resolución que confirme
la inexistencia del Documento, misma que conten-
drá la relación de los actos realizados para localizar
la información, a efecto de dar certeza al solicitante
de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo,
además de señalar las circunstancias de tiempo, mo-
do y lugar que generaron la inexistencia en cuestión
y señalará al servidor público responsable de contar
con la misma.

El Comité de Transparencia, notificará a la Contra-
loría Interna quien, en su caso, deberá iniciar el pro-
cedimiento de responsabilidad administrativa que
corresponda.

Artículo 19. Acceso a documentos.

1. Los órganos y unidades administrativas deberán otorgar
acceso a los Documentos que se encuentren en sus archi-
vos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus
facultades, competencias o funciones en el formato en que
el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos exis-
tentes, conforme a las características físicas de la informa-
ción o el lugar donde se encuentre así lo permita.

2. En el caso de que la información solicitada consista en
bases de datos se deberá privilegiar la entrega de la misma
en Formatos Abiertos.

Artículo 20. Modalidad de entrega alternativa a la soli-
citada.

1. El acceso se dará en la modalidad de entrega y, en su ca-
so, de envío elegidos por el solicitante. Cuando la informa-
ción no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegi-
da, la Unidad de Transparencia deberá ofrecer otra u otras
modalidades de entrega.

2. En cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesi-
dad de ofrecer otras modalidades.



Artículo 21. Costo de la Modalidad de Entrega.

1. Cualquier respuesta a solicitud de acceso a la informa-
ción, cuya modalidad de entrega, reproducción o envío ten-
ga un costo, procederá una vez que se acredite el pago res-
pectivo.

2. Ante la falta de respuesta a una solicitud en el plazo pre-
visto y en caso de que proceda el acceso, los costos de re-
producción y envío correrán a cargo de la Cámara.

Artículo 22. Plazo en que se tendrá disponible la infor-
mación solicitada.

1. La Unidad de Transparencia tendrá disponible la infor-
mación solicitada durante un plazo de al menos sesenta dí-
as, contado a partir de que la información se hubiere pues-
to a disposición del solicitante cuando no tuviere costo, o
bien, a partir de que el solicitante hubiere realizado el pa-
go respectivo, el cual deberá efectuarse en un plazo no ma-
yor a treinta días, contados a partir del día siguiente en
que reciba la notificación por la que se le comunique la ne-
cesidad del pago.

2. Transcurridos dichos plazos, la Unidad de Transparencia
dará por concluida la solicitud y procederá, de ser el caso,
a la destrucción del material en el que se reprodujo la in-
formación.

Artículo 23. Cuotas de Acceso.

1. En caso de existir costos para obtener la información,
deberán cubrirse de manera previa a la elaboración y no
podrán ser superiores a la suma de:

I. El costo de los materiales utilizados en la reproduc-
ción de la información;

II. El costo de envío, en su caso, y

III. El pago de la certificación de los Documentos, cuan-
do proceda.

2. La Unidad de Transparencia deberá comunicar al solici-
tante la cuenta bancaria donde deberá realizar el pago y, en
su caso, los medios alternativos para obtener la informa-
ción que no tengan costo o tengan un costo menor al que
tendría la modalidad inicialmente elegida por el solicitan-
te.

3. En este supuesto se interrumpirá el plazo de entrega, por
lo que empezará a computarse nuevamente al día siguiente
de que se acredite el pago correspondiente por el particu-
lar, o bien, que el particular opte por una forma alternativa
de elaboración o entrega que no implique costo o tengan un
costo menor al que tendría la modalidad inicialmente ele-
gida por el solicitante.

4. La información deberá ser entregada sin costo, cuando
implique la entrega de no más de veinte hojas simples. La
Unidad de Transparencia podrá exceptuar el pago de re-
producción y envío atendiendo a las circunstancias socioe-
conómicas del solicitante.

TÍTULO QUINTO
DE LA PROTECCIÓN 

DE DATOS PERSONALES

Capítulo Único.
De la Protección de Datos Personales

Artículo 24. Principios. 

1. En el tratamiento de los datos personales en posesión de
la Cámara se observarán los principios de licitud, consenti-
miento del titular, calidad de los datos, información al titu-
lar, seguridad, proporcionalidad, confidencialidad y finali-
dad para la que fueron recabados.

Artículo 25. Obligaciones de la Cámara respecto de los
datos personales.

1. La Cámara, sus órganos, áreas administrativos y otros
obligados, respecto de los datos personales en su posesión,
deberán:

I.  Tratar datos personales sólo cuando éstos sean ade-
cuados, pertinentes y no excesivos en relación con los
propósitos para los cuales se hayan obtenido o dicho tra-
tamiento se haga en ejercicio de las atribuciones confe-
ridas por ley;

II. Adoptar medidas de seguridad administrativas, técni-
cas y físicas para garantizar la protección, integridad,
disponibilidad y confidencialidad de los datos persona-
les en su posesión y evitar su alteración, pérdida, trans-
misión y acceso no autorizado;

III. Contar con el consentimiento de los titulares para la
obtención, uso, divulgación transmisión o almacena-
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miento de datos personales, salvo en las excepciones
que señala la Ley;

IV. Abstenerse de divulgar, difundir, distribuir, transmi-
tir, procesar o permitir el acceso a los datos personales
contenidos en los sistemas de información, desarrolla-
dos en el ejercicio de sus funciones, salvo por disposi-
ción legal, orden judicial o cuando medie el consenti-
miento expreso de los titulares por escrito o por un
medio de autentificación similar, incluyendo los electró-
nicos;

V. Procurar que los datos personales sean exactos y ac-
tualizados.

VI. Sustituir, rectificar o completar, de oficio, los datos
personales que fueren inexactos, ya sea total o parcial-
mente, o incompletos, en el momento en que tengan co-
nocimiento de esta situación;

VII. Abstenerse de crear bases de datos que contengan
datos personales sensibles, sin que exista una disposi-
ción legal que expresamente lo autorice

VIII. Usar los datos personales sólo para las finalidades
para las que fueron recolectados. 

2. El Comité y la Unidad deberán velar por el manejo con-
fidencial de los datos personales.

Artículo 26. De los Derechos de Acceso, Rectificación,
Cancelación y Oposición en materia de Datos Persona-
les.

1. Hasta en tanto se expidan leyes en la materia, la Cáma-
ra deberá emitir lineamientos que deberán contener proce-
dimientos sencillos y expeditos para que todo titular pueda
ejercer por si o a través de su representante legal, los dere-
chos de acceso, rectificación y cancelación de sus datos
personales, así como manifestar su oposición a determi-
nado tratamiento, en los que se contemple:

I. Permitir a los titulares acceder a sus datos personales
que obren en poder de la Cámara, así como a tener ac-
ceso al aviso de privacidad al que está sujeto el trata-
miento, en los términos que señalen los lineamientos;

II.  Atender las solicitudes de rectificación de datos per-
sonales cuando sean inexactos o incompletos, para tal
efecto los titulares, deberán indicar las modificaciones a

realizarse y aportar la información que sustente su peti-
ción;

III. Realizar la cancelación de datos personales de los ti-
tulares que lo soliciten, cuando:

a. No se hayan observado los principios rectores en
el tratamiento de los datos personales; y

b. Los datos personales hayan dejado de ser necesa-
rios para el cumplimiento de la finalidad para la que
fueron recabados por la Cámara;

IV. Atender y cumplir las solicitudes por las cuales los
titulares se opongan a determinado tratamiento de sus
datos personales, si tal tratamiento no deriva de causa
legal debidamente fundada y motivada.

2. El ejercicio de cualquiera de ellos no es requisito previo
ni impide el ejercicio de otro. Los datos personales deben
ser resguardados de tal manera que permitan el ejercicio
sin dilación de estos derechos.

Artículo 27. Aviso de Privacidad.

1. La Cámara de Diputados deberá informar a los titulares,
los datos personales que se recaban de ellos y con qué fi-
nes, a través del Aviso de Privacidad.

2. El aviso de privacidad de la Cámara deberá contener, al
menos:

I.  La denominación de la Cámara como responsable de
recabar datos personales, así como su domicilio;

II.  La finalidad del tratamiento de datos personales;

III. Las opciones y medios con que cuenten los titulares
de datos personales para limitar el uso o divulgación de
sus datos;

IV. La posibilidad de que estos datos sean difundidos, en
cuyo caso se debe hacer constar el consentimiento ex-
preso de la persona;

V. La posibilidad de que estos datos sean procesados; 

VI. Los medios para ejercer los derechos de acceso, rec-
tificación, cancelación u oposición de conformidad con
los lineamientos que al efecto emita la Cámara;



VII. En su caso, las transferencias de datos que se efec-
túen, y

VIII. El procedimiento y medio por el cual la Cámara
comunicará a los titulares los cambios que se realicen en
el aviso de privacidad.

Artículo 28. Acceso a Datos Personales.

1. Para que la Cámara pueda permitir el acceso o trata-
miento de datos personales requiere obtener el consenti-
miento de los particulares titulares de la información.

2. No se requerirá el consentimiento del titular de los datos
personales cuando:

I. Los datos se encuentren en registros públicos o
fuentes de acceso público; 

II. Esté previsto en una Ley; 

III. Exista una orden judicial o resolución de autoridad
competente;

IV. Por razones de seguridad nacional y salubridad ge-
neral, o para proteger los derechos de terceros, se re-
quiera su publicación;

V. Cuando se transmita entre sujetos obligados y en-
tre éstos y los sujetos de derecho internacional, en tér-
minos de los tratados y los acuerdos interinstitucionales,
siempre y cuando la información se utilice para el ejer-
cicio de facultades propias de los mismos;

VI. Los datos personales se sometan a un procedi-
miento previo de disociación; 

VII. Tenga el propósito de cumplir obligaciones deriva-
das de una relación jurídica entre el titular y el respon-
sable; 

VIII. Exista una situación de emergencia que potencial-
mente pueda dañar a un individuo en su persona o en sus
bienes; 

IX. Sean indispensables para la atención médica, la pre-
vención, diagnóstico, la prestación de asistencia sanita-
ria, tratamientos médicos o la gestión de servicios sani-
tarios, mientras el titular no este? en condiciones de

otorgar el consentimiento, en los términos que establece
la Ley General de Salud y demás disposiciones jurídicas
aplicables y que dicho tratamiento de datos se realice por
una persona sujeta al secreto profesional u obligación
equivalente.

3. Para efectos de la fracción IV del presente artículo, el
Comité deberá aplicar la prueba de interés público. Ade-
más, se deberá corroborar una conexión patente entre la in-
formación confidencial y un tema de interés público, así
como la proporcionalidad entre la invasión a la intimidad
ocasionada por la divulgación de la información confiden-
cial y el interés público de la información.

TÍTULO SEXTO
INFORMACIÓN CLASIFICADA

Capítulo I.
Disposiciones Generales de la Clasificación 

y Desclasificación de la Información

Artículo 29. De la clasificación.

1. La clasificación es el proceso por el cual la Cámara de-
termina que alguna información en su poder actualiza al-
guno de los supuestos de reserva o confidencialidad, la
cual se realizará siguiendo el procedimiento establecido en
el Título Cuarto del presente Reglamento y atendiendo a
los Lineamientos que para dicho efecto emita el Sistema
Nacional de Transparencia.

Artículo 30. Momento en que se realiza la clasificación.

1. La clasificación de la información se llevará a cabo por
los áreas responsables de generar la información de que se
trate, en el momento en que:

I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;

II. Se determine mediante resolución de autoridad com-
petente, o

III. Se generen versiones públicas para dar cumplimien-
to a las obligaciones de transparencia previstas en esta
Ley.

2. En ningún caso se podrán clasificar Documentos antes
de que se genere la información.
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3. Los Coordinadores de los Grupos Parlamentarios desig-
narán dentro de su estructura interna, al titular responsable
de clasificar la información.

Capítulo II.
De la Información Reservada

Artículo 31. De la información reservada.

1. En términos de la Ley General, la Cámara sólo puede
clasificar como Reservada, aquella información cuya pu-
blicación:

I. Comprometa la seguridad nacional, la seguridad pú-
blica o la defensa nacional, y cuente conun propósito
genuino y un efecto demostrable; 

II. Pueda menoscabar la conducción de las negociacio-
nes y relaciones internacionales; 

III. Se entregue al Estado mexicano expresamente con
ese carácter o el de confidencial por otro u otros sujetos
de derecho internacional, excepto cuando se trate de
violaciones graves de derechos humanos o delitos de le-
sa humanidad de conformidad con el derecho interna-
cional; 

IV. Pueda afectar la efectividad de las medidas adopta-
das en relación con las políticas en materia monetaria,
cambiaria o del sistema financiero del país; pueda poner
en riesgo la estabilidad de las instituciones financieras
susceptibles de ser consideradas de riesgo sistémico o
del sistema financiero del país, pueda comprometer la
seguridad en la provisión de moneda nacional al país, o
pueda incrementar el costo de operaciones financieras
que realicen los sujetos obligados del sector público fe-
deral; 

V. Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de
una persona física; 

VI. Obstruya las actividades de verificación, inspección
y auditoría relativas al cumplimiento de las leyes o afec-
te la recaudación de contribuciones; 

VII. Obstruya la prevención o persecución de los deli-
tos; 

VIII. La que contenga las opiniones, recomendaciones o
puntos de vista que formen parte del proceso deliberati-

vo de los servidores públicos, hasta en tanto no sea
adoptada la decisión definitiva, la cual deberá estar do-
cumentada; 

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsa-
bilidad a los Servidores Públicos, en tanto no se haya
dictado la resolución administrativa; 

X. Afecte los derechos del debido proceso; 

XI. Vulnere la conducción de los Expedientes judiciales
o de los procedimientos administrativos seguidos en
forma de juicio, en tanto no hayan causado estado; 

XII. Se encuentre contenida dentro de las investigacio-
nes de hechos que la ley señale como delitos y se trami-
ten ante el Ministerio Público, y 

XIII. Las que por disposición expresa de una ley tengan
tal carácter, siempre que sean acordes con las bases,
principios y disposiciones establecidos en esta Ley y no
la contravengan; así como las previstas en tratados in-
ternacionales. 

2. La Cámara deberá aplicar, de manera restrictiva y limi-
tada, las excepciones al derecho de acceso a la informa-
ción.

Artículo 32. Requisitos para Reservar.

1. Para reservar la información y la ampliación del plazo de
reserva, el órgano obligado que corresponda deberá: 

I. Fundar y motivar la reserva, para ello, se deben seña-
lar las razones, motivos o circunstancias especiales que
sustentan que el caso particular se ajusta al supuesto de
reserva previsto en la Ley General;

II.  Aplicar la prueba de daño a que se refiere el artícu-
lo siguiente; 

III. Señalar el plazo a que estará sujeta la reserva, e 

IV. Incluir en los documentos clasificados parcial o to-
talmente, una leyenda que indique tal carácter, la fecha
de clasificación, el fundamento legal y, el periodo de re-
serva.

2. El Comité de Transparencia emitirá un acta de resolu-
ción a efecto de confirmar, modificar o revocar la decisión



de reserva cuando se niegue el acceso a la información por
actualizarse alguno de los supuestos de clasificación.

3. Los documentos clasificados como reservados o parcial-
mente reservados deben ser debidamente custodiados y
conservados por los responsables de su clasificación, con-
forme a las disposiciones legales aplicables y, en su caso,
los lineamientos que emita el Sistema Nacional de Trans-
parencia.

Artículo 33. Prueba de daño.

1. En la aplicación de la prueba de daño, se deberá justifi-
car que:

I. La divulgación de la información representa un riesgo
real, demostrable e identificable de perjuicio significati-
vo al interés público o a la seguridad nacional;

II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación
supera el interés público general de que se difunda, y

III. La limitación se adecua al principio de proporciona-
lidad y representa el medio menos restrictivo disponible
para evitar el perjuicio.

Artículo 34. Periodo de Reserva.

1. La información clasificada como reservada podrá per-
manecer con tal carácter hasta por un periodo de cinco
años. El periodo de reserva correrá a partir de la fecha en
que se clasifica el documento.

2. El Comité de Transparencia, podrá ampliar el periodo de
reserva hasta por un plazo de cinco años adicionales,
siempre y cuando se justifique que subsisten las causas que
dieron origen a su clasificación, mediante la aplicación de
una prueba de daño.

Artículo 35. Índice de Expedientes Reservados.

1. Los órganos, áreas administrativas y otros obligados que
cuenten con información reservada, elaborarán un índice
de los Expedientes clasificados como reservados, señalan-
do el tema y al responsable de la información. 

2. El índice deberá elaborarse semestralmente y publicarse
en Formatos Abiertos al día siguiente de su elaboración.
Dicho índice deberá indicar el órgano, área administrativa
u otro obligado que generó la información, el nombre del

Documento, si se trata de una reserva completa o parcial,
la fecha en que inicia y finaliza la reserva, su justificación,
el plazo de reserva y, en su caso, las partes del Documento
que se reservan y si se encuentra en prórroga.

3. En ningún caso el índice será considerado como infor-
mación reservada.

Artículo 36. De la Desclasificación.

1. Los Documentos clasificados como reservados serán pú-
blicos cuando:

I. Se extingan las causas que dieron origen a su clasi-
ficación;

II. Expire el plazo de clasificación;

III. Exista resolución de una autoridad competente que
determine que existe una causa de interés público que
prevalece sobre la reserva de la información, o

IV. El Comité de Transparencia considere pertinente la
desclasificación, de conformidad con lo señalado en es-
te Reglamento.

Capítulo III.
De la Información Confidencial

Artículo 37. De la Información Confidencial.

1. Se considera información confidencial la que contiene
datos personales concernientes a una persona identificada
o identificable.

2. La información confidencial no estará sujeta a tempora-
lidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares
de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos
facultados para ello.

3. Se considera como información confidencial: los secre-
tos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursá-
til y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, su-
jetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando
no involucren el ejercicio de recursos públicos.

4. Asimismo, será información confidencial aquella que
presenten los particulares a los sujetos obligados, siempre
que tengan el derecho a ello, de conformidad con lo dis-
puesto por las leyes o los tratados internacionales.
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5. Los documentos recibidos con el carácter de confiden-
ciales, deben manejarse con discreción y mantenerse res-
guardados. Se debe anotar al pie de página, el fundamento
jurídico y el nombre del órgano, área administrativa u otro
obligado que resguarda el documento.

Artículo 38. Inaplicabilidad de los secretos fiduciario,
bancario y fiscal.

1. Cuando se involucren recursos públicos de la Cámara ya
sea en Fideicomisos, o como usuarios de instituciones ban-
carias o como contribuyente, no podrán invocarse los se-
cretos fiduciario, bancario o fiscal para reservar la infor-
mación relativa a su ejercicio.

Capítulo IV.
De las Versiones Públicas

Artículo 39. Versión pública.

1. Los responsables de clasificar la información como re-
servada, en el caso de que un Documento contenga partes
o secciones reservadas o confidenciales, para efectos de
atender una solicitud de información, deberán elaborar una
Versión Pública en la que se testen las partes o secciones
clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y
fundando y motivando su clasificación.

2. Se deberá procurar que los sistemas o medios empleados
para eliminar la información en las versiones públicas, no
permitan la recuperación o visualización de la misma.

3. La información contenida en las obligaciones de trans-
parencia no podrá omitirse en las versiones públicas.

TÍTULO SÉPTIMO
DEL COMITÉ Y LA UNIDAD 

DE TRANSPARENCIA.

Capítulo I.
Del Comité de Transparencia

Artículo 40. Comité de Transparencia.

1. El Comité de Transparencia es el órgano técnico, espe-
cializado, independiente e imparcial de la Cámara, respon-
sable de garantizar, el ejercicio de los derechos de acceso
a la información y la protección de datos personales, con-
forme a los principios y bases establecidos en el artículo 6º

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en la Ley General y la Ley Federal.

2. Las sesiones del Comité serán públicas, salvo aquéllas
en las que se trate de la clasificación de información como
reservada o confidencial.

Artículo 41. Principios rectores del Comité de Transpa-
rencia.

1. El Comité de Transparencia regirá su funcionamiento de
acuerdo a los principios de certeza, eficacia, imparcialidad,
independencia, legalidad, máxima publicidad, objetividad,
profesionalismo y transparencia en los términos previstos en
la Ley General para los organismos garantes del derecho de
acceso a la información. 

Artículo 42. Integración del Comité.

1. El Comité de Transparencia se integrará por tres espe-
cialistas nombrados por mayoría calificada de los integran-
tes del Pleno de la Cámara, de las propuestas presentadas
por la Conferencia, previa convocatoria pública en la que
participe toda persona que cumpla con los requisitos que
marca el presente Reglamento para integrar el Comité. 

2. El Titular de la Unidad de Transparencia fungirá como
Secretario Técnico del Comité, con voz pero sin voto.

Artículo 43. De las propuestas.

1. La elección de las personas propuesta por la Junta, de-
berá de sujetarse al siguiente procedimiento:

I. Convocatoria: convocaran a los interesados en parti-
cipar, dando la más amplia difusión;

II. Examen: los interesados que cumplan los requisitos,
participarán en un examen especializado para evaluar
sus conocimientos, tanto técnicos como prácticos sobre
la materia;

III. Entrevista: la Conferencia realizará entrevistas pú-
blicas a los aspirantes que hayan aprobado el examen;
y

IV.  Las personas propuestas serán los aspirantes que ha-
yan sido considerados mejor evaluados. 



Artículo 44. Duración en el cargo.

1. Los especialistas durarán en el cargo cinco años, serán
nombrados de manera escalonada y podrán ser reelectos
por un periodo más. 

2. El cargo de especialista es remunerado. Los especialistas
durante el ejercicio de su cargo no podrán tener otro em-
pleo, cargo o comisión con excepción de los docentes en
instituciones académicas, o bien los honorarios en institu-
ciones científicas o de beneficencia.

Artículo 45. Requisitos.

1. Para ser especialista se requiere:

I. Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus de-
rechos políticos y civiles;

II. Tener 30 años de edad cumplidos al día de la desig-
nación;

III. Poseer al día de la designación, título profesional de
nivel de licenciatura preferentemente en el área de cien-
cias sociales, y contar con los conocimientos y expe-
riencia en la materia, que le permitan el desempeño de
sus funciones; 

IV. Gozar de buena reputación y no haber sido conde-
nado por delito que amerite pena corporal de más de un
año de prisión, pero si se tratare de robo, fraude, falsifi-
cación, abuso de confianza, peculado o cualquier otro
que lastime seriamente la buena fama en el concepto pú-
blico, inhabilitará para el cargo, cualquiera que fuera la
pena; y

V. No haber sido diputado un año antes de la designa-
ción.

Artículo 46. Presidente del Comité.

1. La Conferencia designará como presidente del Comité a
uno de los especialistas propuestos y aprobados por el Ple-
no, quien durará en el cargo tres años y podrá ser reelecto
por un periodo más.

2. El especialista Presidente presidirá las sesiones del Co-
mité y convocará a las mismas. El Comité adoptará sus re-
soluciones por mayoría de votos. En caso de empate, el
Presidente tendrá voto de calidad. A sus sesiones podrán

asistir como invitados aquellos que sus integrantes consi-
deren necesarios, quienes tendrán voz pero no voto.

3. Corresponde al Presidente verificar el cumplimiento de
las resoluciones del Comité, para ello contará con el apoyo
del Secretario Técnico.

Artículo 47. Funciones del Comité.

1. El Comité de Transparencia tendrá las siguientes funcio-
nes:

I. Instituir, coordinar y supervisar, en los términos de es-
te reglamento, las acciones y los procedimientos para
asegurar la mayor eficacia en la gestión de las solicitu-
des en materia de acceso a la información;

II. Confirmar, modificar o revocar las determinaciones
que en materia de ampliación del plazo de respuesta,
clasificación de la información y declaración de inexis-
tencia o de incompetencia realicen los titulares de los
órganos, áreas administrativas u otros obligados;

III. Ordenar, en su caso, a los órganos, áreas adminis-
trativas u otros obligados competentes que generen la
información que derivado de sus facultades, competen-
cias y funciones deban tener en posesión o que previa
acreditación de la imposibilidad de su generación, ex-
pongan, de forma fundada y motivada, las razones por
las cuales, en el caso particular, no ejercieron dichas fa-
cultades, competencias o funciones;

IV. Emitir los lineamientos y establecer políticas para
facilitar la obtención de la información y garantizar el
derecho de acceso a la información y la protección de
datos personales en los términos de la Ley General y de
los lineamientos que emita el Instituto;

V. Promover la capacitación y actualización de los Ser-
vidores Públicos o integrantes adscritos al Comité y a la
Unidad de Transparencia;

VI.  Establecer programas de capacitación en materia de
transparencia, acceso a la información, accesibilidad y
protección de datos personales, para todos los Servido-
res Públicos de la Cámara;

VII. Recabar y enviar al Instituto, de conformidad con
los lineamientos que este expida, los datos necesarios
para la elaboración del informe anual;
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VIII. Autorizar la ampliación del plazo de reserva de la
información;

IX. Interpretar, en el ámbito de su competencia, la Ley
General, la Ley Federal y este Reglamento;

X. Promover y difundir el ejercicio del derecho de ac-
ceso a la información;

XI. Promover la cultura de la transparencia;

XII. Garantizar la protección de datos personales en po-
sesión de la Cámara;

XIII. Fomentar los principios de parlamento abierto, la
transparencia, la rendición de cuentas, la participación
ciudadana, la accesibilidad y la innovación tecnológica;

XIV. Establecer políticas de transparencia proactiva pa-
ra difundir la información legislativa y la información
generada por la estructura administrativa, así como di-
señar, implementar y evaluar acciones de apertura par-
lamentaria que permitan orientar las políticas internas
en la materia; 

XV Colaborar con el Instituto y con el Sistema Nacio-
nal de Transparencia para el cumplimiento de sus atri-
buciones y promover mejores prácticas en la materia;

XVI. Instituir acciones para que en los procedimientos
de acceso a la información, se contemple contar con la
información necesaria en lenguas indígenas y formatos
accesibles, para que sean sustanciados y atendidos en la
misma lengua y, en su caso, se promuevan los ajustes
razonables necesarios si se tratara de personas con dis-
capacidad;

XVII. Garantizar condiciones de accesibilidad para que
los grupos vulnerables puedan ejercer, en igualdad de
circunstancias, su derecho de acceso a la información;

XVIII. Participar, en su caso, como invitado en el Siste-
ma Nacional de Transparencia;

XIX. Elaborar y publicar estudios e investigaciones pa-
ra difundir y ampliar el conocimiento sobre la materia
de acceso a la información;

XX. Hacer del conocimiento de la Contraloría el in-
cumplimiento de las obligaciones previstas en la Ley

General y en este Reglamento y en las demás disposi-
ciones aplicables;

XXI. Establecerá las medidas necesarias para imple-
mentar, en el ámbito de competencia de la Cámara, los
sistemas que conforman la Plataforma Nacional de
Transparencia, atendiendo a las necesidades de accesi-
bilidad de los usuarios;

XXII. El Comité llevará a cabo las acciones necesarias
para que la Cámara adopte las políticas y lineamientos
aprobados por el Instituto;

XXIII. Las demás que se desprendan de la normatividad
aplicable.

Artículo 48. Atribuciones del Presidente.

1. El Presidente del Comité:

I. Convoca y conduce las sesiones;

II. Presenta a la consideración del Comité el orden del
día y las propuestas de acuerdo y resolución de los asun-
tos de su competencia;

III. Formula el proyecto de Programa de Trabajo, para
su aprobación por el Comité;

IV. Proponer personal habilitado necesario para auxiliar
al Comité en el ejercicio de sus funciones;

V. Las demás que deriven de este Reglamento.

Artículo 49. Atribuciones del Secretario Técnico.

1. El titular de la Unidad de Transparencia, como secreta-
rio técnico del Comité:

I. Auxiliar al Presidente en el desarrollo de sus funcio-
nes;

II.  Programar las sesiones;

III. Elaborar las convocatorias a sesión;

IV. Registrar la asistencia;

V. Corroborar el quórum en cada sesión;



VI. Realizar la propuesta del acta de la sesión anterior;

VII. Llevar el registro y seguimiento de los acuerdos del
Comité, y

VIII. Las demás que deriven de este Reglamento.

Artículo 50. Funcionamiento del Comité.

1. El Comité de Transparencia excepcionalmente podrá se-
sionar con la mayoría de sus integrantes cuando haya cau-
sa fundada y motivada de la ausencia de alguno.

2. En caso de que la ausencia recaiga en el Presidente, pre-
sidirá el especialista de mayor antigüedad.

3. Podrá realizarse la asistencia de carácter virtual o remo-
ta, a través de las tecnologías de la información y comuni-
cación, para que sin contar con la presencia de alguno de
los especialistas, se pueda transmitir su voz e imagen cuan-
do en los casos urgentes lo considere necesario el Presi-
dente.

4. El Comité aprobará su reglamento interno para normar
su funcionamiento.

Capítulo II.
De la Unidad de Transparencia

Artículo 51. Nombramiento y requisitos del Titular.

1. El responsable de la Unidad de Transparencia será pro-
puesto por la Conferencia y nombrado por la mayoría cali-
ficada de los integrantes del Pleno de la Cámara. 

2. Deberá reunir los mismos requisitos que para ser inte-
grante del Comité de Transparencia.

3. El titular desempeñará las funciones de Secretario Téc-
nico del Comité y auxiliará al Presidente en la verificación
del cumplimiento de las resoluciones del Comité.

Artículo 52. Funciones de la Unidad de Transparencia.

1. Las funciones que competen a la Unidad, son:

I. Recibir de la Secretaría General y publicar en el por-
tal de internet de la Cámara y en la Plataforma Nacio-
nal, la información para dar cumplimiento de las obli-
gaciones a que se refiere el artículo 7 de este

Reglamento y propiciar que los órganos, áreas adminis-
trativas y otros obligados la actualicen en los plazos co-
rrespondientes;

II. Recibir y dar trámite a las solicitudes de acceso a la
información y protección de datos;

III.  Llevar un registro de las solicitudes de acceso a la
información, respuestas, resultados, costos de reproduc-
ción y envío;

IV. Mantener actualizada y publicar la información rela-
tiva a las solicitudes de acceso a la información que se
reciban en la Cámara.

V. Auxiliar a los particulares en la elaboración de solici-
tudes de acceso a la información y, en su caso, orientar-
los sobre los sujetos obligados competentes conforme a
la normatividad aplicable;

VI. Realizar los trámites internos para la atención de las
solicitudes de acceso a la información y protección de
datos;

VII. Efectuar las notificaciones a los solicitantes;

VIII. Proponer al Comité de Transparencia los procedi-
mientos internos que aseguren la mayor eficiencia en la
gestión de las solicitudes de acceso a la información,
conforme a la normatividad aplicable;

IX. Proponer personal habilitado que sea necesario para
recibir y dar trámite a las solicitudes de acceso a la in-
formación;

X. Implementar políticas de transparencia proactiva
procurando su accesibilidad;

XI.  Fomentar la transparencia y accesibilidad al interior
de la Cámara;

XII. Implementar la emisión de repuestas a solicitudes
de información, en la lengua indígena, braille o cual-
quier formato accesible que apruebe el Sistema Nacio-
nal de Transparencia;

XIII. Orientar a los responsables de clasificar la infor-
mación sobre los criterios y lineamientos emitidos por
el Sistema Nacional y el Comité de Transparencia;
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XIV. Establecer la coordinación correspondiente con el
titular del área de archivos para la debida gestión docu-
mental;

XV Coordinar junto con las Secretarías de Servicios
Parlamentarios y Servicios Administrativos y Financie-
ros, las acciones inherentes a la materia de archivos que
se deben de implementar en la Cámara, de conformidad
con la Ley de la materia;

XVI. Elaborar y presentar informes semestrales al Co-
mité de Transparencia sobre el cumplimiento de las
obligaciones de transparencia, y

XVII. Las demás que se desprendan de la normatividad
aplicable.

Artículo 53. Obligación de colaborar con la Unidad.

1. Cuando alguna Área de la Cámara se negara a colaborar
con la Unidad de Transparencia, ésta dará aviso al superior
jerárquico para que le ordene realizar sin demora las accio-
nes conducentes.

TÍTULO OCTAVO
DEL RECURSO DE REVISIÓN

Capítulo Único.
Del Recurso de Revisión

Artículo 54. Del Recurso de Revisión

1. Cuando el solicitante considere que la respuesta otorga-
da por la Cámara no es congruente con lo solicitado podrá
interponer, por sí o por medio de su representante legal de-
bidamente acreditado, de forma directa o por medios elec-
trónicos el Recurso de Revisión, mismo que podrá presen-
tarse ante la Unidad de Transparencia de la Cámara o bien
ante el Instituto dentro de los 15 días siguientes a la fecha
de notificación de la respuesta o del vencimiento del plazo
para su notificación.

2. La Unidad de Transparencia al recibir un Recurso de Re-
visión, lo remitirá sin dilación alguna al Instituto a más tar-
dar al día siguiente de haberlo recibido.

Artículo 55. De la Procedencia

1. En términos de lo dispuesto por el artículo 143 de la Ley
General, el Recurso de Revisión procederá en contra de:

I. La clasificación de la información;

II. La declaración de inexistencia de información;

III. La declaración de incompetencia por la Cámara;

IV La entrega de información incompleta;

V.  La entrega de información que no corresponda con
lo solicitado;

VI. La falta de respuesta a una solicitud de acceso a la
información dentro de los plazos establecidos en la ley;

VII. La notificación, entrega o puesta a disposición de
información en una modalidad o formato distinto al so-
licitado;

VIII. La entrega o puesta a disposición de información
en un formato incomprensible y/o no accesible para el
solicitante;

IX. Los costos o tiempos de entrega de la información;

X. La falta de trámite a una solicitud;

XI. La negativa a permitir la consulta directa de la in-
formación;

XII. La falta, deficiencia o insuficiencia de la funda-
mentación y/o motivación en la respuesta, o

XIII. La orientación a un trámite específico.

2. La respuesta que de la Cámara derivada de la resolución
a un recurso de revisión que proceda por las causales seña-
ladas en las fracciones III, VI, VIII, IX, X y XI es suscep-
tible de ser impugnada de nueva cuenta ante el Instituto,
mediante recurso de revisión.

Artículo 56. Del Trámite, Substanciación y Resolución

1. Respecto al procedimiento y resolución del Recurso de
Revisión se estará a lo dispuesto en el Título Octavo, Ca-
pítulo I, artículos del 144 al 158 de la Ley General de
Transparencia y Acceso a la Información.



TÍTULO NOVENO
DE LAS RESPONSABILIDADES Y
SANCIONES ADMINISTRATIVAS

Capítulo Único.
De las Responsabilidades 

y Sanciones Administrativas

Artículo 57. Infracciones administrativas.

1. Los órganos, áreas administrativas u otros obligados de
la Cámara, serán responsables por el incumplimiento de las
obligaciones de transparencia previstas en la Ley General,
la Ley Federal y este reglamento. 

Artículo 58. De las responsabilidades.

1. Cuando el Comité tenga conocimiento o determine que
algún servidor público de la Cámara pudo haber incurrido
en responsabilidad, por incumplir alguna de las obligacio-
nes de transparencia, pondrá a la Contraloría Interna en co-
nocimiento de los hechos para que inicie el procedimiento
administrativo sancionador que corresponda.

TRANSITORIOS

Primero. El presente Reglamento iniciará su vigencia al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Se deroga el Reglamento de Transparencia, Ac-
ceso a la Información Pública y Protección de Datos Per-
sonales de la Cámara de Diputados, publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 6 de abril de 2009, sin perjuicio
de lo siguiente:

I. Las disposiciones relativas a las obligaciones de
transparencia continuarán vigentes hasta en tanto se im-
plemente el Programa de Reorganización Administrati-
va en los términos del Artículo Transitorio Décimo Ter-
cero de la Ley General.

II. El Comité de Transparencia podrá acordar las obli-
gaciones de transparencia que se harán efectivas antes
de la implementación del programa a que se refiere la
fracción anterior.

Tercero. La Junta deberá emitir la convocatoria para el
nombramiento de los especialistas integrantes del Comité
de Transparencia, dentro de los quince días siguientes a la

publicación de este Reglamento y el nombramiento deberá
realizarse dentro de los siguientes cuarenta y cinco días. A
efecto de que los nombramientos sean escalonados, deberá
definir cuáles tendrán un primer encargo de 3, 4 y 5 años,
con posibilidad todos de reelección por un periodo adicio-
nal de 5 años.

Cuarto. La obligación de la Cámara de incorporarse a la
Plataforma Nacional de Transparencia se hará efectiva en
los términos que señalen los lineamientos emitidos por el
Sistema Nacional de Transparencia, de conformidad con el
Artículo Transitorio Octavo de la Ley General.

Quinto. El Comité de Administración autorizará los recur-
sos humanos, materiales, financieros y tecnológicos e in-
formáticos necesarios para que el Comité de Transparencia
y la Unidad de Transparencia puedan cumplir con las obli-
gaciones establecidas en el presente Reglamento.

Sexto. La Secretaría General, por conducto de las Secreta-
rías a su cargo, brindará a la Unidad de Transparencia la
asistencia técnica y el apoyo necesario para incorporar
oportunamente la información pública correspondiente al
portal de internet de la Cámara y a la Plataforma Nacional.

Palacio Legislativo de San Lázaro, septiembre 29, de 2016.— Diputa-
das: Marisol Vargas Bárcena, María Guadalupe Murguía Gutiérrez
(rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Túrnese a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen y a la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.

LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERE-
CHOS HUMANOS Y LEY FEDERAL PARA PREVENIR
Y ELIMINAR LA DISCRIMINACIÓN

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de las leyes
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y Fe-
deral para prevenir y eliminar la Discriminación, a cargo
del diputado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Par-
lamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
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cional de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral
1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversos artículos de la Ley de la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos y de la Ley Fede-
ral para Prevenir y Eliminar la Discriminación, conforme a
la siguiente,

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación,1 la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo Capital
de los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de
la Unión, pero con cambios fundamentales en su naturale-
za.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El Artículo Décimo Cuarto Transitorio señala que a partir
de la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de su-
premacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía
si finalmente su origen no se supedita al Estado de derecho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones -escribe von
Wright- presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite le-
gislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los sa-
larios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos debe-
rán permanecer en tanto se expide la legislación derivada de
la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el Diario
Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la Unidad



de Medida y Actualización a efecto de desvincular al sala-
rio mínimo del pago de diversas obligaciones.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
y de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discri-
minación

Artículo Primero. Se reforman los artículos: 6, fracción
XV; 9, fracción V, y 15, fracción XI, de la Ley de la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 6o. …

I. a XIV Bis. …

XV. Investigar hechos que constituyan violaciones gra-
ves de derechos humanos, cuando así lo juzgue conve-
niente o lo pidiere el Ejecutivo Federal, alguna de las
Cámaras del Congreso de la Unión, el Gobernador de un
Estado, el Jefe de Gobierno de la Ciudad de México o
las legislaturas de las entidades federativas, y

XVI. …

Artículo 9o. …

I. a IV. …

V. No desempeñar ni haber desempeñado cargo de Se-
cretario o Subsecretario de Estado, Procurador General
de la República, Gobernador o procurador general de
justicia de alguna entidad federativa o jefe de gobierno
de la Ciudad de México, en el año anterior a su elec-
ción;

VI. a VII. …

Artículo 15. …

I. a X. …

XI. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en
contra de leyes de carácter federal, estatal y de la Ciu-
dad de México, así como de tratados internacionales
celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el

Senado de la República, que vulneren los derechos hu-
manos reconocidos en la Constitución y en los tratados
internacionales de los que México sea parte, y

XII. …

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 18 y la fracción
XLVIII del artículo 20 de la Ley Federal para Prevenir y
Eliminar la Discriminación, para quedar como sigue:

Artículo 18. El domicilio del Consejo es la Ciudad de
México, pero podrá establecer delegaciones y oficinas en
otros lugares de la República Mexicana.

Artículo 20. …

I. a XLVII. …

XLVIII. Celebrar convenios de colaboración con los
Poderes Públicos Federales, estatales y municipales,
con la Ciudad de México, con particulares, con orga-
nismos internacionales u organizaciones de la sociedad
civil;

XLIX. a LVI. …

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-

cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio de San Lázaro, en la Ciudad de México, a 4 de octubre de
2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»   

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Se remite a la Comisión del Distrito Federal, para dic-
tamen.
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LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL PARA EL DESA-
RROLLO DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS Y LEY
GENERAL DE DERECHOS LINGÜÍSTICOS DE LOS
PUEBLOS INDÍGENAS

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de las leyes
de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos
Indígenas, y General de Derechos Lingüísticos de los Pue-
blos Indígenas, a cargo del diputado José Hernán Cortés
Berumen, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral
1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman el artículo 1º de la Ley de la Comisión Na-
cional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas y los ar-
tículos 7 y 15 de la Ley General de Derechos Lingüísticos
de los Pueblos Indígenas, conforme a la siguiente:

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación,1 la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo Capital de
los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de la
Unión, pero con cambios fundamentales en su naturaleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar el
lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la se-
guridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier estado
de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro siste-
ma, tiene una ratio fundamental para el estado de derecho,
pues busca que el gobernado tenga plena certeza de los ac-
tos de autoridad y de las reglas con que debe conducirse en
relación a los demás. Es pues, un principio que fragua, de-
limita, o perfecciona a otros de su misma especie o rango
constitucional, pero que por su categoría, goza de suprema-
cía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía si fi-
nalmente su origen no se supedita al Estado de derecho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones -escribe von
Wright- presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.



Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite le-
gislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los sa-
larios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos debe-
rán permanecer en tanto se expide la legislación derivada de
la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el Diario
Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la Unidad
de Medida y Actualización a efecto de desvincular al sala-
rio mínimo del pago de diversas obligaciones.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman la Ley de la Comisión
Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas y
Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos
Indígenas

Artículo Primero. Se reforma el artículo primero de la
Ley de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los
Pueblos Indígenas, para quedar como sigue:

Artículo 1. La Comisión Nacional para el Desarrollo de
los Pueblos Indígenas, es un organismo descentralizado de
la Administración Pública Federal, no sectorizado, con per-
sonalidad jurídica, con patrimonio propio, con autonomía
operativa, técnica, presupuestal y administrativa, con sede
en la Ciudad de México.

Artículo Segundo. Se reforma el inciso a) del primer pá-
rrafo del artículo 7 y el artículo 15 de la Ley General de
Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, para que-
dar como sigue:

Artículo 7. …

a) En la Ciudad de México y las demás entidades fe-
derativas con municipios o comunidades que hablen
lenguas indígenas, los Gobiernos correspondientes, en
consulta con las comunidades indígenas originarias y
migrantes, determinarán cuáles de sus dependencias ad-
ministrativas adoptarán e instrumentarán las medidas
para que las instancias requeridas puedan atender y re-

solver los asuntos que se les planteen en lenguas indí-
genas.

b) …

…

Artículo 15. La administración del Instituto Nacional de
Lenguas Indígenas estará a cargo de un Consejo Nacional,
como órgano colectivo de gobierno, y un Director General
responsable del funcionamiento del propio Instituto. El do-
micilio legal del Instituto será la Ciudad de México.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fe-
cha=29/01/2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-

cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio de San Lázaro, en la Ciudad de México, a 4 de octubre de
2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men.
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CÓDIGO DE COMERCIO, LEY DE ADQUISICIONES,
ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR 
PÚBLICO, LEY DE CÁMARAS EMPRESARIALES Y
SUS CONFEDERACIONES, LEY FEDERAL DE COM-
PETENCIA ECONÓMICA, LEY FEDERAL DE 
PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR, LEY ORGÁNICA
DE NACIONAL FINANCIERAY LEY ORGÁNICA DEL
BANCO NACIONAL DE OBRAS Y SERVICIOS 
PÚBLICOS

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma diversas disposiciones del Código
de Comercio; y de las leyes de Adquisiciones, Arrenda-
mientos y Servicios del Sector Público, de Cámaras Em-
presariales y sus Confederaciones, Federal de Competencia
Económica, Federal de Protección al Consumidor, Orgáni-
ca de Nacional Financiera, y Orgánica del Banco Nacional
de Obras y Servicios Públicos, a cargo del diputado José
Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral
1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversos artículos del Código de Comer-
cio, Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del
Sector Público, Ley de Cámaras Empresariales y sus Con-
federaciones, Ley Federal de Competencia Económica,
Ley Federal de Protección al Consumidor, Ley Orgánica de
Nacional Financiera y de la Ley Orgánica del Banco Na-
cional de Obras y Servicios Públicos, conforme a la si-
guiente

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación,1 la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo Capital
de los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes
de la Unión, pero con cambios fundamentales en su natu-
raleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y

su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que
fragua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie
o rango constitucional, pero que por su categoría, goza de
supremacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autono-
mía si finalmente su origen no se supedita al Estado de de-
recho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones -escribe von
Wright- presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2
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Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversos artículos del
Código de Comercio, Ley de Adquisiciones, Arrenda-
mientos y Servicios del Sector Público, Ley de Cámaras
Empresariales y sus Confederaciones, Ley Federal de
Competencia Económica, Ley Federal de Protección al
Consumidor, Ley Orgánica de Nacional Financiera y de
la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y Servi-
cios Públicos

Artículo Primero. Se reforman los artículos: 18 segundo
párrafo; 1070 primer párrafo; 1075 segundo párrafo, y
1268; Código de Comercio, para quedar como sigue:

Artículo 18. …

La operación del Registro Público de Comercio está a car-
go de la Secretaría de Economía, en adelante la Secretaria,
y de las autoridades responsables del Registro Público de

la Propiedad en los estados y en la Ciudad de México, en
términos de este Código y de los convenios de coordina-
ción que se suscriban conforme a lo dispuesto por el artí-
culo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. Para estos efectos existirán las oficinas del re-
gistro público de comercio en cada entidad federativa que
demande el tráfico mercantil. La Secretaria emitirá los li-
neamientos necesarios para la adecuada operación del Re-
gistro Público de Comercio, que deberán publicarse en el
Diario Oficial de la Federación.

Artículo 1070. Cuando se ignore el domicilio de la perso-
na que debe ser notificada, la primera notificación se hará
publicando la determinación respectiva tres veces consecu-
tivas en un periódico de circulación amplia y de cobertura
nacional y en un periódico local del estado o de la Ciudad
de México en que el comerciante deba ser demandado.

I. a V. …

…

Artículo 1075. …

Las notificaciones personales surten efectos al día siguien-
te del que se hayan practicado, y las demás surten al día si-
guiente, de aquel en que se hubieren hecho por boletín, ga-
ceta o periódico judicial, o fijado en los estrados de los
tribunales, al igual que las que se practiquen por correo o
telégrafo, cuando exista la constancia de haberse entregado
al interesado, y la de edictos al día siguiente de haberse he-
cho la última en el periódico oficial del estado o de la Ciu-
dad de México.

…

Artículo 1268. El presidente de la República, los secreta-
rios de estado, los titulares de los organismos públicos des-
centralizados o empresas de participación estatal mayorita-
ria, el gobernador del Banco de México, los senadores,
diputados, magistrados, jueces, generales con mando, las
primeras autoridades políticas de la Ciudad de México, no
están obligados a declarar, a solicitud de las partes, respec-
to al asunto de que conozcan o hayan conocido por virtud
de sus funciones. Solamente cuando el tribunal lo juzgue
indispensable para la investigación de la verdad, podrán ser
llamados a declarar. En este caso, y en cualquier otro, se
pedirá su declaración por oficio, y en esta forma lo rendi-
rán.
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Artículo Segundo. Se reforma la fracción IX del artículo
2 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios
del Sector Público, para quedar como sigue:

Artículo 2. … 

I. a VII. …

IX. Entidades federativas: los Estados de la Federación
y la Ciudad de México conforme al artículo 43 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

X. a XII. …

Artículo Tercero. Se reforman los artículos: 10, primer pá-
rrafo, y 14, fracción II, inciso f), de la Ley de Cámaras Em-
presariales y sus Confederaciones, para quedar como si-
gue:

Artículo 10. Las Cámaras de Comercio, Servicios y Turis-
mo tendrán una circunscripción Regional correspondiente
a uno o más municipios aledaños en una entidad federativa
y una o más de las demarcaciones territoriales de la Ciu-
dad de México, y estarán formadas por comerciantes,
prestadores de servicios y del sector turismo.

…

…

Artículo 14. … 

I. …

II. … 

a) a e) … 

f) Los industriales del grupo promotor se encuentren
ubicados en por lo menos el cincuenta por ciento de
los municipios o demarcaciones territoriales en la
Ciudad de México, de la circunscripción solicitada; 

g) a i) …

Artículo Cuarto. Se reforman los artículos: 3 fracción III;
95 párrafo segundo, y 117 párrafo primero de la Ley Fede-
ral de Competencia Económica, para quedar como sigue:

Artículo 3. …

I. a II. …

III. Autoridad Pública: Toda autoridad de la Federación,
de los Estados, de la Ciudad de México y de los Muni-
cipios, de sus entidades y dependencias, así como de sus
administraciones paraestatales y paramunicipales, fidei-
comisos públicos, instituciones y organismos autóno-
mos, y de cualquier otro ente público;

IV. a XV. …

Artículo 95. …

Cuando la Comisión tenga conocimiento de actos o normas
generales emitidas por un Estado, la Ciudad de México,
un Municipio, que puedan resultar contrarios a lo dispues-
to, entre otros, por los artículos 28 y 117, fracciones IV, V,
VI y VII de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos o que invadan facultades de la Federación, lo
hará del conocimiento del Titular del Ejecutivo Federal,
por conducto de su Consejero Jurídico, para que aquél, de
considerarlo pertinente, inicie una controversia constitu-
cional, o del órgano competente para que éste, de conside-
rarlo procedente, interponga una acción de inconstitucio-
nalidad.

…

…

…

Artículo 117. Quien comparezca a la Comisión, en el pri-
mer escrito o en la primera diligencia en que intervenga,
deberá designar domicilio para oír y recibir notificaciones
en la Ciudad de México o, en su caso, en el domicilio de
la delegación de la Comisión que corresponda, si en ella se
tramita alguno de los procedimientos de esta Ley.

…

…

Artículo Quinto. Se reforman los artículos: 6; 21; 23 frac-
ción III; 24 fracción XII, y 99 último párrafo de la Ley Fe-
deral de Protección al Consumidor, para quedar como si-
gue:
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Artículo 6.- Estarán obligados al cumplimiento de esta ley
los proveedores y los consumidores. Las entidades de las
administraciones públicas federal, estatal, municipal y del
gobierno de la Ciudad de México están obligadas en
cuanto tengan el carácter de proveedores o consumidores.

Artículo 21. El domicilio de la Procuraduría será la Ciudad
de México y establecerá delegaciones en todas las entida-
des federativas y la Cuidad de México. Los tribunales fe-
derales serán competentes para resolver todas las contro-
versias en que sea parte.

Artículo 23. …

I. a II. …

III. Los recursos que le aporten las dependencias y en-
tidades de la administración pública federal, estatal, mu-
nicipal y del gobierno de la Ciudad de México;

IV. a V. …

Artículo 24. …

I. a XI. …

XII. Celebrar convenios y acuerdos de colaboración con
autoridades federales, estatales, municipales, del go-
bierno de la Ciudad de México y entidades paraestata-
les en beneficio de los consumidores; así como acuerdos
interinstitucionales con otros países, de conformidad
con las leyes respectivas; 

XIII. a XXIV. …

Artículo 99 …

I. a VI. …

La Procuraduría podrá solicitar a las autoridades federa-
les, estatales, municipales o de la Ciudad de México
que le proporcionen los datos necesarios para identificar
y localizar al proveedor. Las autoridades antes señaladas
deberán contestar la solicitud dentro de los quince días
siguientes a la fecha de su presentación.

Artículo Sexto. Se reforman los párrafos primero y terce-
ro del artículo 7 de la Ley Orgánica de Nacional Financie-
ra, para quedar como sigue:

Artículo 7o. La Sociedad podrá ser depositaria de los títu-
los, valores o sumas en efectivo que tengan que hacerse por
o ante las autoridades administrativas, o judiciales de la Fe-
deración y por o ante las autoridades administrativas de la
Ciudad de México, así como de las sumas en efectivo, tí-
tulos o valores, que secuestren las autoridades judiciales o
administrativas de la Federación y aquellas que secuestren
las autoridades administrativas de la Ciudad de México.
Las autoridades mencionadas estarán obligadas a entregar
a la sociedad dichos bienes, en su indicado carácter de de-
positaria.

También podrán realizar en la Sociedad, los depósitos para
el otorgamiento de la suspensión del acto reclamado en el
juicio de amparo y, en general, los depósitos de garantía
que deban constituirse conforme a las disposiciones de las
leyes federales, y en su caso, de la Ciudad de México o
por órdenes o contratos de autoridades de la Federación, y
en su caso, de la Ciudad de México.

Artículo Séptimo. Se reforman los artículos 7, fracciones
IV y IX; 17, fracción II, y 34, primer párrafo, de la Ley Or-
gánica del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos,
para quedar como sigue:

Artículo 7o. …

I. a III. …

IV. Tomar a su cargo o garantizar las emisiones de va-
lores y de títulos de crédito en serie, emitidos o garanti-
zados por las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal, de la Ciudad de México, de
los estados y municipios y los que emita la propia So-
ciedad en el ejercicio de sus atribuciones fiduciarias,
previa autorización de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público;

V. a VIII. …

IX. Podrá actuar a solicitud de los gobiernos de la Ciu-
dad de México , de los Estados y Municipios, así como
de sus respectivas entidades paraestatales y paramunici-
pales, como agente financiero o como consejero técnico
en la planeación, financiamiento y ejecución de progra-
mas, proyectos y obras de servicios públicos o de inte-
rés social, relacionados con el objeto de la Sociedad;

X. a XII. …
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Artículo 17. …

I. …

II. Cinco consejeros de serie “B” de certificados de
aportación patrimonial, representados por tres Goberna-
dores o dos de éstos y el Jefe de Gobierno de la Ciudad
de México y dos Presidentes Municipales, que serán de-
signados de entre los Gobiernos de los Estados y Muni-
cipios.

III. …

…

…

Artículo 34.- La Sociedad contará con un Consejo Con-
sultivo Nacional que estará integrado por los 31 goberna-
dores de los Estados de la República Mexicana y por el Je-
fe de Gobierno de la Ciudad de México que tendrá por
objeto proponer al Consejo Directivo, a través del Director
General de la Sociedad, proyectos de financiamiento y pla-
nes de desarrollo regionales y estatales, así como conocer
los resultados y cumplimiento del programa financiero que
llevó a cabo la Sociedad en el ejercicio inmediato anterior.
Para tales efectos el Director General de la Sociedad pre-
sentará al Consejo Consultivo Nacional, en sesión, la in-
formación de referencia, dentro de los ciento veinte días si-
guientes al cierre de cada ejercicio.

…

…

…

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-
cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio de San Lázaro, en la Ciudad de México a 4 de octubre de
2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Se remite a la Comisión del Distrito Federal, para dic-
tamen.

LEY DE AGUAS NACIONALES

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley de
Aguas Nacionales, a cargo del diputado José Hernán Cor-
tés Berumen, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral
1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversos artículos de la Ley de Aguas Na-
cionales, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación,1 la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo Capital
de los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de
la Unión, pero con cambios fundamentales en su naturale-
za.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
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les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de su-
premacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía
si finalmente su origen no se supedita al Estado de derecho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones -escribe von
Wright- presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea

de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley de Aguas Nacionales

Artículo Único. Se reforman los artículos: 3, fracción
VIII; 7 Bis, fracción III; 9, fracciones I, VIII, X, XII, XV y
XLVII, del quinto párrafo; 12 Bis 4, párrafo segundo; 12
Bis 6, fracción XXIX; 13 Bis 3, fracción VII; 14 Bis, pá-
rrafo primero y fracción II del párrafo tercero, 14 Bis 5,
fracciones IV, VIII, XIII y XIV; 15, fracción II; 15 Bis, pá-
rrafos primero y segundo; 19 Bis, párrafo primero; 20, pá-
rrafos cuarto y séptimo; 22, párrafo segundo de la fracción
II del sexto párrafo; 32, párrafo primero; 33, fracción III
del párrafo segundo; 34 párrafo primero; 44 párrafos pri-
mero, segundo, tercero, cuarto, quinto y séptimo; 46, pá-
rrafo primero y fracciones II y IV; 61, párrafo segundo; 85,
párrafos primero y segundo; 88 Bis 1, párrafos segundo y
tercero; 91 Bis 2, fracción VI; 112, párrafo cuarto, 113 Bis
1, párrafo segundo; 117, y 118 Bis 2, fracción III, de la Ley
de Aguas Nacionales, para quedar como sigue:

Artículo 3. …

I. a VII Bis. …
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VIII. “Asignación”: Título que otorga el Ejecutivo Fe-
deral, a través de “la Comisión” o del Organismo de
Cuenca que corresponda, conforme a sus respectivas
competencias, para realizar la explotación, uso o apro-
vechamiento de las aguas nacionales, a los municipios,
a los estados, a la Ciudad de México, destinadas a los
servicios de agua con carácter público urbano o domés-
tico;

IX. a XLI. …

…

Artículo 7 Bis. …

I. a II. …

III. La descentralización y mejoramiento de la gestión
de los recursos hídricos con la participación de los esta-
dos, de la Ciudad de México y de los municipios;

IV. a XI. …

Artículo 9. …

…

…

a. a b. …

…

…

I. Fungir como la Autoridad en materia de la cantidad y
de la calidad de las aguas y su gestión en el territorio na-
cional y ejercer en consecuencia aquellas atribuciones
que conforme a la presente Ley corresponden a la auto-
ridad en materia hídrica, dentro del ámbito de la com-
petencia federal, con apego a la descentralización del
sector agua, excepto las que debe ejercer directamente
el Ejecutivo Federal o “la Secretaría” y las que estén ba-
jo la responsabilidad de los Gobiernos de los estados, de
la Ciudad de México o municipios;

II. a VII. …

VIII. Formular y aplicar lineamientos técnicos y admi-
nistrativos para jerarquizar inversiones en obras públi-

cas federales de infraestructura hídrica y contribuir
cuando le sea solicitado por estados, Ciudad de Méxi-
co y municipios, con lineamientos para la jerarquización
de sus inversiones en la materia;

IX. …

X. Apoyar, concesionar, contratar, convenir y normar
las obras de infraestructura hídrica que se realicen con
recursos totales o parciales de la federación o con su
aval o garantía, en coordinación con otras dependencias
y entidades federales, con el gobierno de la Ciudad de
México, con gobiernos de los estados que correspondan
y, por medio de éstos, con los gobiernos de los munici-
pios beneficiados con dichas obras, en los casos esta-
blecidos en la fracción anterior;

XI. …

XII. Participar en la concertación de créditos y otros
mecanismos financieros, incluso sobre la participación
de terceros en el financiamiento de obras y servicios,
que apoyen la construcción y el desarrollo de las obras
y servicios federales hidráulicos; igualmente podrá fo-
mentar y apoyar gestiones de crédito y otros mecanis-
mos financieros en favor de estados, Ciudad de Méxi-
co y municipios conforme a sus atribuciones y a
solicitud de parte;

XIII. a XXIV. …

XXV. Celebrar convenios de coordinación con la Fede-
ración, la Ciudad de México, estados, y a través de és-
tos, con los municipios y sus respectivas administracio-
nes públicas, así como de concertación con el sector
social y privado, y favorecer, en el ámbito de su compe-
tencia, en forma sistemática y con medidas específicas,
la descentralización de la gestión de los recursos hídri-
cos en términos de Ley;

XXVI. a XLVI. …

XLVII. Integrar el Sistema Nacional de Información so-
bre cantidad, calidad, usos y conservación del agua, con
la participación de los Organismos de Cuenca, en coor-
dinación con los gobiernos de los estados y de la Ciu-
dad de México y con los Consejos de Cuenca, y en con-
cordancia con la Ley Federal de Transparencia y Acceso
a la Información Pública Gubernamental;
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XLVIII. a LIV. ...

Artículo 12 Bis 4. …

Las disposiciones que se emitan para regular la integra-
ción, estructura, organización y funcionamiento de los Or-
ganismos de Cuenca, adicionales a las dispuestas en el pre-
sente Capítulo, respetando las capacidades y autonomía de
los órdenes de gobierno, estarán orientadas a contar en su
Consejo Consultivo para el consenso de decisiones, así co-
mo para la coordinación y concertación, con la participa-
ción de los representantes provenientes de los estados, de
la Ciudad de México, en su caso, y municipios compren-
didos dentro del ámbito territorial de competencia del Or-
ganismo de Cuenca; asimismo, dichas disposiciones se
orientarán a ampliar las facilidades de participación y asun-
ción de compromisos por parte de los usuarios de las aguas
nacionales de la cuenca o cuencas hidrológicas de que se
trate, así como de grupos organizados y representativos de
la sociedad.

Artículo 12 Bis 6. …

I. a XXVIII. …

XXIX. Integrar el Sistema Regional de Información so-
bre cantidad, calidad, usos y conservación del agua, en
coordinación con los gobiernos de los estados y de la
Ciudad de México cuando corresponda, y con los Con-
sejos de Cuenca, y en concordancia con lo dispuesto en
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública Gubernamental;

XXX. a XXXIII. …

Artículo 13 Bis 3. …

I. a VI. …

VII. Promover la coordinación y complementación de
las inversiones en materia hídrica que efectúen los go-
biernos de los estados, Ciudad de México y municipios
en el ámbito territorial de las subcuencas y acuíferos, y
apoyar las gestiones necesarias para lograr la concu-
rrencia de los recursos para la ejecución de las acciones
previstas en la programación hídrica;

VIII. a XXV. …

Artículo 14 Bis. “La Comisión”, conjuntamente con los
Gobiernos de los estados, de la Ciudad de México y de los
municipios, los organismos de cuenca, los consejos de
cuenca y el Consejo Consultivo del Agua, promoverá y fa-
cilitará la participación de la sociedad en la planeación, to-
ma de decisiones, ejecución, evaluación y vigilancia de la
política nacional hídrica.

…

…

I. …

II. Apoyará las organizaciones e iniciativas surgidas de
la participación pública, encaminadas a la mejor distri-
bución de tareas y responsabilidades entre el Estado -
entendido éste como la Federación, los estados, la Ciu-
dad de México, los municipios- y la sociedad, para
contribuir a la gestión integrada de los recursos hídri-
cos;

III. a V. …

Artículo 14 Bis 5. …

I. a III. …

IV. Los estados, Ciudad de México, municipios, conse-
jos de cuenca, organizaciones de usuarios y de la socie-
dad, organismos de cuenca y “la Comisión”, son ele-
mentos básicos en la descentralización de la gestión de
los recursos hídricos;

V. a VII. …

VIII. El Ejecutivo Federal fomentará la solidaridad en
materia de agua entre los estados, Ciudad de México ,
municipios, entre usuarios y entre organizaciones de la
sociedad, en las distintas porciones de las cuencas, sub-
cuencas y microcuencas, con el concurso de consejos y
organismos de cuenca;

IX. a XII. …

XIII. El Ejecutivo Federal promoverá que los estados,
la Ciudad de México y los municipios a través de sus
órganos competentes y arreglos institucionales que és-
tos determinen, se hagan responsables de la gestión de
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las aguas nacionales en cantidad y calidad que tengan
asignadas, concesionadas o bajo su administración y
custodia y de la prestación de los servicios hidráulicos;
el Ejecutivo Federal brindará facilidades y apoyo para la
creación o mejoramiento de órganos estatales compe-
tentes que posibiliten la instrumentación de lo dispues-
to en la presente fracción;

XIV. En particular, el Ejecutivo Federal establecerá las
medidas necesarias para mantener una adecuada calidad
del agua para consumo humano y con ello incidir en la
salud pública; para el mejor cumplimiento esta política,
se coordinará y solicitará los apoyos necesarios a los es-
tados, Ciudad de México y municipios;

XV. a XXII. …

…

Artículo 15. …

I. …

II. Programas Hídricos para cada una de las cuencas hi-
drológicas o grupos de cuencas hidrológicas en que se
constituyan Organismos de Cuenca y operen Consejos
de Cuenca, elaborados, consensuados e instrumentados
por éstos; en los casos de estados y Ciudad de México
que conforme a su marco jurídico desarrollen un pro-
grama hídrico estatal apoyado en la integración de la
programación local con participación de la sociedad or-
ganizada y autoridades locales, dichos programas serán
incorporados al proceso de programación hídrica por
cuencas y regiones hidrológicas;

III. a X. …

…

…

Artículo 15 Bis. La estructura, contenidos mínimos, orien-
tación, formas de participación de estados, Ciudad de Mé-
xico y municipios, así como de usuarios y sociedad, dispo-
siciones para el financiamiento conforme a las Autoridades
en la materia, y demás disposiciones referentes a la instru-
mentación, evaluación periódica, retroalimentación, per-
feccionamiento y conclusión de los programas y subpro-
gramas hídricos que competan al Ejecutivo Federal, así

como las disposiciones para la publicación periódica y los
medios de difusión de dichos programas y subprogramas, a
través de “la Comisión” y de los Organismos de Cuenca, se
establecerán en los reglamentos de esta Ley.

Los Gobiernos de los estados, de la Ciudad de México y
de los municipios conforme a su marco normativo, necesi-
dades y prioridades, podrán realizar programas hídricos en
su ámbito territorial y coordinarse con el Organismo de
Cuenca correspondiente, para su elaboración e instrumen-
tación, en los términos de lo que establece esta Ley, la Ley
de Planeación, y otras disposiciones legales aplicables, pa-
ra contribuir con la descentralización de la gestión de los
recursos hídricos.

…

Artículo 19 Bis. En tratándose de un asunto de seguridad
nacional y conforme a lo dispuesto en la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna-
mental, “la Comisión” será responsable, con el concurso de
los Organismos de Cuenca y con el apoyo que considere
necesario de los gobiernos de los estados, de la Ciudad de
México y de los municipios, así como de asociaciones de
usuarios y de particulares, de realizar periódica, sistemáti-
ca y prioritariamente los estudios y evaluaciones necesa-
rias para ampliar y profundizar el conocimiento acerca de
la ocurrencia del agua en el ciclo hidrológico, con el pro-
pósito de mejorar la información y los análisis sobre los re-
cursos hídricos, su comportamiento, sus fuentes diversas
superficiales y del subsuelo, su potencial y limitaciones, así
como las formas para su mejor gestión.

…

Artículo 20. …

…

…

La explotación, uso o aprovechamiento de aguas naciona-
les por dependencias y organismos descentralizados de la
administración pública federal, estatal o municipal, o la
Ciudad de México y sus organismos descentralizados se
realizará mediante concesión otorgada por el Ejecutivo Fe-
deral a través de “la Comisión” por medio de los Organis-
mos de Cuenca, o por ésta cuando así le competa, de acuer-
do con las reglas y condiciones que establece esta Ley y
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sus reglamentos. Cuando se trate de la prestación de los
servicios de agua con carácter público urbano o doméstico,
incluidos los procesos que estos servicios conllevan, la ex-
plotación, uso o aprovechamiento de aguas nacionales, se
realizará mediante asignación otorgada por el Ejecutivo
Federal a través de “la Comisión” por medio de los Orga-
nismos de Cuenca, o por ésta cuando así le competa, a los
municipios, a los estados o a la Ciudad de México en co-
rrespondencia con la Fracción VIII del Artículo 3 de la pre-
sente Ley. Los derechos amparados en las asignaciones no
podrán ser objeto de transmisión.

…

…

El Gobierno Federal podrá coordinarse con los gobiernos
de los estados y de la Ciudad de México, a través de con-
venios de colaboración administrativa y fiscal para la eje-
cución por parte de estos últimos, de determinados actos
administrativos y fiscales relacionados con el presente Tí-
tulo, en los términos de lo que establece esta Ley, la Ley de
Planeación, la Ley de Coordinación Fiscal y otras disposi-
ciones aplicables, para contribuir a la descentralización de
la administración del agua.

…

Artículo 22. …

…

…

…

…

…

I. …

II. …

Además de lo dispuesto anteriormente para el trámite de
títulos de concesión, los municipios, los estados Y la
Ciudad de México, en su caso, en su solicitud de asig-
nación presentarán ante “la Autoridad del Agua” lo si-
guiente:

a) a e) …

…

Artículo 32. En el Registro Público de Derechos de Agua
se llevará igualmente el registro nacional permanente, por
cuencas, regiones hidrológicas, estados, Ciudad de Méxi-
co y municipios de las obras de alumbramiento y de los
brotes de agua del subsuelo, para conocer el comporta-
miento de los acuíferos y, en su caso, regular su explota-
ción, uso o aprovechamiento.

…

Artículo 33. …

…

I. a II. …

III. La presentación ante el Registro Regional o Nacio-
nal, al tratarse de aquellos títulos que hubiese autoriza-
do “la Autoridad del Agua”, a través de acuerdos de ca-
rácter general que se expidan por región hidrológica,
cuenca hidrológica, estado o Ciudad de México, zona o
localidad, autorización que se otorgará solamente para
que se efectúen las transmisiones de los títulos respecti-
vos, dentro de una misma cuenca o acuífero. Los acuer-
dos referidos deberán publicarse en el Diario Oficial de
la Federación.

…

Artículo 34. “La Autoridad del Agua”, en los términos del
reglamento aplicable y mediante acuerdos de carácter re-
gional, por cuenca hidrológica, estado o Ciudad de Méxi-
co, zona o localidad, podrá autorizar las transmisiones de
los títulos respectivos, dentro de una misma cuenca hidro-
lógica o acuífero, mediando una solicitud fundada y moti-
vada siempre y cuando no se afecte el funcionamiento de
los sistemas hidrológicos y se respete la capacidad de car-
ga de los mismos.

…

…

…
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…

…

…

Artículo 44. La explotación, uso o aprovechamiento de
aguas nacionales superficiales o del subsuelo por parte de
los sistemas de la Ciudad de México, estatales o munici-
pales de agua potable y alcantarillado, se efectuarán me-
diante asignación que otorgue “la Autoridad del Agua”, en
los términos dispuestos por el Título Cuarto de esta Ley.

Las asignaciones de aguas nacionales a centros de pobla-
ción que se hubieran otorgado a los ayuntamientos, a los
estados, o a la Ciudad de México que administren los res-
pectivos sistemas de agua potable y alcantarillado, subsis-
tirán aun cuando estos sistemas sean administrados por en-
tidades paraestatales o paramunicipales, o se concesionen a
particulares por la autoridad competente.

Corresponde al municipio, a la Ciudad de México y, en
términos de Ley, al estado, así como a los organismos o
empresas que presten el servicio de agua potable y alcanta-
rillado, el tratamiento de las aguas residuales de uso públi-
co urbano, previa a su descarga a cuerpos receptores de
propiedad nacional, conforme a las Normas Oficiales Me-
xicanas respectivas o a las condiciones particulares de des-
carga que les determine “la Autoridad del Agua”.

En los títulos de asignación que se otorguen, se establece-
rá expresamente el volumen asignado para la prestación del
servicio público conforme a los datos que proporcionen los
municipios, los estados y la Ciudad de México, en su ca-
so.

Los títulos de asignación que otorgue “la Autoridad del
Agua” a los municipios, a los estados o a la Ciudad de
México en su caso para la prestación del servicio de
agua potable, tendrán por lo menos los mismos datos
que la solicitud y señalarán las causas de caducidad de
los derechos derivados de los mismos.

…

Los municipios, los estados y, en su caso, la Ciudad de
México, podrán convenir con los Organismos de Cuenca
con el concurso de “la Comisión”, el establecimiento de
sistemas regionales de tratamiento de las descargas de
aguas residuales que se hayan vertido a un cuerpo receptor

de propiedad nacional y su reúso, conforme a los estudios
que al efecto se realicen y en los cuales se prevea la parte
de los costos que deberá cubrir cada uno de los municipios,
de los estados y, en su caso, la Ciudad de México.

…

…

Artículo 46. “La Autoridad del Agua” podrá realizar en
forma parcial o total, previa celebración del acuerdo o con-
venio con los gobiernos de los estados o de la Ciudad de
México y, a través de éstos, con los gobiernos de los mu-
nicipios correspondientes, las obras de captación o almace-
namiento, conducción y, en su caso, tratamiento o potabili-
zación para el abastecimiento de agua, con los fondos
pertenecientes al erario federal o con fondos obtenidos con
aval o mediante cualquier otra forma de garantía otorgada
por la Federación, siempre y cuando se cumplan los si-
guientes requisitos:

I. …

II. Que los gobiernos de los estados, de la Ciudad de
México y de los municipios respectivos participen, en
su caso, con fondos e inversiones en la obra a construir,
y que se obtenga el financiamiento necesario;

III. …

IV. Que en su caso los estados, la Ciudad de México y
municipios respectivos, y sus entidades paraestatales o
paramunicipales, o personas morales que al efecto con-
traten, asuman el compromiso de operar, conservar,
mantener y rehabilitar la infraestructura hidráulica, y

V. …

…

Artículo 61. …

En el mismo supuesto, “la Comisión” emitirá la normativi-
dad para la construcción, conservación y mantenimiento de
las obras de infraestructura requeridas por las unidades de
riego, y podrá construirlas parcial o totalmente por medio
del Organismo de Cuenca competente o por sí, en los casos
previstos en la Fracción IX del Artículo 9 de la presente
Ley, previa concertación con los productores y, en su caso,
con la celebración previa del acuerdo o convenio con los
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gobiernos de los estados, de la Ciudad de México y de los
municipios correspondientes.

Artículo 85. En concordancia con las Fracciones VI y VII
del Artículo 7 de la presente Ley, es fundamental que la Fe-
deración, los estados, la Ciudad de México y los munici-
pios, a través de las instancias correspondientes, los usua-
rios del agua y las organizaciones de la sociedad, preserven
las condiciones ecológicas del régimen hidrológico, a tra-
vés de la promoción y ejecución de las medidas y acciones
necesarias para proteger y conservar la calidad del agua, en
los términos de Ley.

El Gobierno Federal podrá coordinarse con los gobiernos
de los estados y de la Ciudad de México para que estos úl-
timos ejecuten determinados actos administrativos relacio-
nados con la prevención y control de la contaminación de
las aguas y responsabilidad por el daño ambiental, en los
términos de lo que establece esta Ley y otros instrumentos
jurídicos aplicables, para contribuir a la descentralización
de la gestión de los recursos hídricos.

…

a. a b. …

Artículo 88 Bis 1. …

En localidades que carezcan de sistemas de alcantarillado
y saneamiento, las personas físicas o morales que en su
proceso o actividad productiva no utilicen como materia
prima substancias que generen en sus descargas de aguas
residuales metales pesados, cianuros o tóxicos y su volu-
men de descarga no exceda de 300 metros cúbicos men-
suales, y sean abastecidas de agua potable por sistemas
municipales, estatales o la Ciudad de México podrán lle-
var a cabo sus descargas de aguas residuales con sujeción
a las Normas Oficiales Mexicanas que al efecto se expidan
y mediante un aviso por escrito a “la Autoridad del Agua”.

El control de las descargas de aguas residuales a los siste-
mas de drenaje o alcantarillado urbano o municipal de los
centros de población, que se viertan a cuerpos receptores,
corresponde a los municipios, a los estados y a la Ciudad
de México.

…

…

…

…

Artículo 91 Bis. …

Los municipios, la Ciudad de México y en su caso, los es-
tados, deberán tratar sus aguas residuales, antes de descar-
garlas en un cuerpo receptor, conforme a las Normas Ofi-
ciales Mexicanas o a las condiciones particulares de
descarga que les determine “la Autoridad del Agua”, cuan-
do a ésta competa establecerlas.

…

Artículo 96 Bis 2. …

I. a V. …

VI. Sean necesarias para la ejecución de planes o pro-
gramas nacionales distintos de los hídricos, pero que
guarden relación con éstos, cuando la responsabilidad
de las obras corresponda al Ejecutivo Federal, conforme
a solicitud del estado o de la Ciudad de México en cu-
yo territorio se ubique, y

VII. …

Artículo 112. …

…

…

Esta obligación incluye a los bienes nacionales y sus servi-
cios que estén coordinados para administración de los co-
bros de derechos, con los gobiernos de los estados, Ciudad
de México o municipios en los términos de la Ley de Co-
ordinación Fiscal y la propia Ley Federal de Derechos.

Artículo 113 Bis 1. …

“La Comisión” y los Organismos de Cuenca podrán coor-
dinarse con los gobiernos de los estados y de la Ciudad de
México para que estos últimos ejecuten determinados ac-
tos administrativos relacionados con los bienes nacionales
al cargo de “la Comisión”, en los términos de lo que esta-
blece esta Ley y otros instrumentos jurídicos aplicables,
para contribuir a la descentralización de la gestión de los
bienes referidos.
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Artículo 117. …

Los estados la Ciudad de México, los municipios o en su
caso los particulares interesados en los terrenos a que se re-
fiere este Artículo, deberán presentar a “la Comisión” para
su aprobación el proyecto para realizar las obras de control
y las que sean necesarias para reducir o suprimir la zona fe-
deral.

“La Comisión” podrá convenir con los gobiernos de los es-
tados, la Ciudad de México o de los municipios, las cus-
todias, conservación y mantenimiento de las zonas federa-
les referidas en este Artículo. En el caso de los particulares
interesados, esto se realizará mediante subasta pública.

Artículo 118 Bis 2. …

I. a II. …

III. Promover ante las autoridades de protección civil y
seguridad pública de los gobiernos Federal, de los esta-
dos, de la Ciudad de México y de los municipios, la
adopción de medidas urgentes incluidas el aseguramien-
to de bienes, remoción o demolición de infraestructura,
con el objeto de proteger la vida y los bienes de las per-
sonas.

…

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-

cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio de San Lázaro, en la Ciudad de México, a 4 de octubre de
2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men.

LEY GENERAL DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General de Cultura Física y Deporte, a cargo del diputado
José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del
PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral 1,
fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversos artículos de la Ley General de
Cultura Física y Deporte, conforme a la siguiente,

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación1, la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo capital de
los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de la
Unión, pero con cambios fundamentales en su naturaleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.
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Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de su-
premacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía
si finalmente su origen no se supedita al estado de derecho.

“El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación
del derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es
un hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos
autores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones -escribe von
Wright- presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística”.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto éstas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite

legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley General de Cultura Física y Deporte

Artículo Único. Se reforman los artículos 1; 2, fracción II;
6; 7; 11 fracción II; 15; 16 fracción II; 30 fracciones III y
VIII; 32 primer párrafo; 33; 34 primer párrafo y fracción V;
35 primer párrafo y fracciones II y IV; 36 párrafos primero
y segundo; 37; 38; 39; 40; 41 primer párrafo y fracciones I
y XI; 42; 48 segundo párrafo; 51 fracciones III a V; 88 pá-
rrafos segundo y tercero; 89 primer párrafo; 93; 95; 98 Bis
segundo párrafo; 101; 105 primer párrafo; 111 fracción V;
119 segundo párrafo; 123; 137 primer párrafo; 139 sexto
párrafo, 140 fracción IV, y 142 segundo párrafo de la Ley
General de Cultura Física y Deporte, para quedar como si-
gue

Artículo 1. La presente ley es de orden público e interés
social y de observancia general en toda la República, re-
glamenta el derecho a la cultura física y el deporte recono-
cido en el artículo 4o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, correspondiendo su aplicación en
forma concurrente al Ejecutivo federal, por conducto de la
Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte, las autori-
dades estatales, de la Ciudad de México y las municipa-
les, así como los sectores social y privado, en los términos
que se prevén.

Artículo 2. Esta ley y su reglamento tienen por objeto es-
tablecer las bases generales para la distribución de compe-
tencias, la coordinación y colaboración entre la federación,
los estados, la Ciudad de México y los municipios en ma-
teria de cultura física y deporte, bajo el principio de con-
currencia previsto en el artículo 73, fracción XXIX-J de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como la participación de los sectores social y privado en
esta materia, con las siguientes finalidades generales:

I. …
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II. Elevar, por medio de la activación física, la cultura fí-
sica y el deporte, el nivel de vida social y cultural de los
habitantes en los estados, la Ciudad de México y los
municipios;

III. a XII. …

Artículo 6. La federación, los estados, la Ciudad de Mé-
xico, y los municipios, fomentarán la activación física, la
cultura física y el deporte en el ámbito de su competencia,
de conformidad con las bases de coordinación previstas en
esta ley, su reglamento y demás ordenamientos aplicables.

Artículo 7. La federación, los estados, la Ciudad de Mé-
xico, y los municipios, en el ámbito de sus respectivas
competencias, promoverán el adecuado ejercicio del dere-
cho de todos los mexicanos y las mexicanas a la cultura fí-
sica y a la práctica del deporte.

Artículo 11. …

I. … 

II. Los órganos estatales, de la Ciudad de México, y
municipales de cultura física y deporte;

III. a VII. …

…

Artículo 15. La actuación de la Administración Pública
Federal en el ámbito de la cultura física y del deporte, co-
rresponde y será ejercida directamente, por un organismo
público descentralizado de la Administración Pública Fe-
deral, que será el conductor de la política nacional en estas
materias y que se denominará, Comisión Nacional de Cul-
tura Física y Deporte, quien contará con personalidad jurí-
dica, patrimonio propio y domicilio en la Ciudad de Mé-
xico.

Artículo 16. …

I. …

II. Las aportaciones que en su caso, le realicen los go-
biernos estatales, de la Ciudad de México y de los mu-
nicipios, así como las entidades paraestatales;

III. a VI. …

Artículo 30. …

I. a II. …

III. Celebrar acuerdos, convenios, contratos y bases con
las autoridades de los estados, la Ciudad de México, y
los municipios a fin de promover, con la participación,
en su caso, de los sectores social y privado, las políticas,
acciones y programas tendientes a la promoción, fo-
mento, estímulo, incentivo y desarrollo de la cultura fí-
sica y el deporte en todas sus manifestaciones;

IV. a VII. …

VIII. Coordinar acciones con las dependencias y enti-
dades de la administración pública federal, los estados,
la Ciudad de México, los municipios y el sector social
y privado en lo relativo a investigación en ciencias y
técnicas en materia de cultura física y deporte;

IX. a XXX. …

Artículo 32. Cada entidad federativa, la Ciudad de Méxi-
co y los municipios podrán contar, de conformidad con sus
ordenamientos, con un órgano que en coordinación y cola-
boración con la Comisión Nacional de Cultura Física y
Deporte (Conade) promueva, estimule y fomente el desa-
rrollo de la cultura física y el deporte, estableciendo para
ello, sistemas de cultura física y deporte en sus respectivos
ámbitos de competencia.

…

…

…

Artículo 33. Los estados, la Ciudad de México y los mu-
nicipios, promoverán, y fomentarán el desarrollo de la ac-
tivación física, la cultura física y del deporte con los habi-
tantes de su territorio, conforme al ámbito de su
competencia y jurisdicción. 

Artículo 34. Corresponde a los estados y a la Ciudad de
México, en el ámbito de sus respectivas competencias de
conformidad con lo dispuesto en esta ley y lo que establez-
can las leyes locales en la materia, las siguientes atribucio-
nes:

I. a IV. …

Año II, Primer Periodo, 4 de octubre de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados368



V. Integrar el Sistema Estatal de Cultura Física y De-
porte, o en su caso, el Sistema de Cultura Física y De-
porte de la Ciudad de México, para promover y fo-
mentar el desarrollo de la cultura física y deporte;

VI. a VIII. …

Artículo 35. Los municipios y las delegaciones, en el caso
de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas
competencias y de conformidad con lo dispuesto en esta
Ley y las Leyes locales en la materia, tendrán las siguien-
tes atribuciones:

I. …

II. Diseñar y aplicar los instrumentos y programas esta-
tales, de la Ciudad de México y municipales en cultu-
ra física y deporte, acorde con los programas nacional,
estatales y regionales;

III. …

IV. Coordinarse con la Conade, los estados, la Ciudad
de México y con otros municipios para la promoción,
fomento y desarrollo de la cultura física y deporte;

V. a VII. …

Artículo 36. En el ejercicio de sus atribuciones, los esta-
dos, la Ciudad de México y los municipios, observarán las
disposiciones de esta ley, su reglamento y los demás orde-
namientos aplicables en la materia, nacional e internacio-
nales.

Los congresos de los estados, con apego a sus respectivas
constituciones y la Legislatura de la Ciudad de México,
expedirán los ordenamientos legales que sean necesarios
para regular las materias de su competencia previstas en
esta Ley, contemplando lo relacionado a estímulos fisca-
les y deducciones de impuestos.

…

Artículo 37. Los sistemas estatales, de la Ciudad de Mé-
xico y municipales otorgarán los registros a las asociacio-
nes y sociedades que los integren, verificando que cumplan
con los requisitos establecidos por el Sistema Nacional del
Deporte (Sinade) y en coordinación con el Registro Nacio-
nal de Cultura Física y Deporte, el registro a que se refiere

el párrafo anterior, será requisito indispensable para su in-
tegración al respectivo sistema.

Artículo 38. Los órganos estatales, de la Ciudad de Mé-
xico y municipales de cultura física y deporte se regirán
por sus propios ordenamientos, sin contravenir lo dispues-
to por la presente Ley, su Reglamento y las demás disposi-
ciones que de ella deriven, cumpliendo en todo momento
con cada una de las obligaciones que como integrantes del
Sinade les corresponde.

Artículo 39. Los sistemas estatales, de la Ciudad de Mé-
xico y municipales coordinarán sus actividades para apli-
car las políticas, planes y programas que en materia de ac-
tivación física, cultura física y deporte se adopten por el
Sinade.

Los órganos estatales, de la Ciudad de México y munici-
pales de cultura física y deporte publicarán su presupuesto,
programas determinados y sistemas de evaluación, en el
periódico oficial que corresponda.

Artículo 40. La administración pública federal a través de
la Conade, ejercerá las competencias que le son atribuidas
por esta ley, para ello, se coordinará con los estados, la
Ciudad de México y los municipios y, en su caso, concer-
tará acciones con el sector social y privado que puedan
afectar directa y manifiestamente los intereses generales de
la cultura física y el deporte en el ámbito nacional.

Artículo 41. Las autoridades competentes de la federación,
los estados, la Ciudad de México y los municipios, se co-
ordinarán entre sí o con instituciones del sector social y
privado para:

I. Establecer en sus respectivos ámbitos de competencia
los sistemas estatales, de la Ciudad de México y muni-
cipales de cultura física y deporte;

II. a X. …

XI. Las leyes de seguridad pública de las entidades fe-
derativas y de la Ciudad de México deberán establecer
lo conducente para la más eficaz prestación del servicio
de seguridad pública entre una entidad y sus municipios
o la Ciudad de México en los órganos políticos admi-
nistrativos en cada una de las demarcaciones territoria-
les, para garantizar el desarrollo pacífico de los eventos
deportivos, que se realicen en la jurisdicción estatal,
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municipal o en el caso de la Ciudad de México, Dele-
gacional, atendiendo a lo previsto en este artículo.

Artículo 42. La coordinación a que se refiere el artículo
anterior, se realizará conforme a las facultades concurren-
tes en los tres ámbitos de gobierno, a través de convenios
de coordinación, colaboración y concertación que celebren
las autoridades competentes de la Federación, los estados,
la Ciudad de México y los municipios entre sí o con ins-
tituciones del sector social y privado, de conformidad con
los procedimientos y requisitos que estén determinados en
el reglamento de la presente ley.

Artículo 48. …

Las personas físicas o morales que se encuentren en el su-
puesto previsto en el párrafo anterior, deberán cumplir con
las disposiciones de esta ley que le sean aplicables y de to-
dos aquellos ordenamientos que en materia de cultura físi-
ca y deporte dicten las autoridades federal, estatales, de la
Ciudad de México y municipales.

Artículo 51. …

I. a II. …

III. Colaborar con la administración pública de la fede-
ración, de los estados, de la Ciudad de México y de los
municipios en la formación de técnicos deportivos y en
la prevención, control y represión del uso de sustancias
y grupos farmacológicos prohibidos y métodos no re-
glamentarios en el deporte;

IV. Colaborar con la administración pública de la fede-
ración, de los estados, de la Ciudad de México y de los
municipios en el control, disminución y prevención de
la obesidad y las enfermedades que provoca;

V. Colaborar con la administración pública de la federa-
ción, de los estados, de la Ciudad de México y de los
municipios en la prevención de la violencia en el depor-
te y eventos o espectáculos públicos o privados en ma-
teria de activación física, cultura física o deporte;

VI. a VIII. …

Artículo 88. …

La federación, los estados, la Ciudad de México y los mu-
nicipios, se coordinarán, en el ámbito de sus respectivas

competencias, involucrando la participación de los sectores
social y privado, para realizar las acciones generales si-
guientes:

I. a VII. …

Los juegos tradicionales y autóctonos y la charrería se-
rán considerados como parte del patrimonio cultural de-
portivo del país y la federación, los estados, la Ciudad
de México y los municipios en el ámbito de sus respec-
tivas competencias deberán preservarlos, apoyarlos,
promoverlos, fomentarlos y estimularlos, celebrando
convenios de coordinación y colaboración entre ellos y
con las asociaciones deportivas nacionales y asociacio-
nes deportivas estatales, de la Ciudad de México, mu-
nicipales correspondientes.

Artículo 89. La Conade en coordinación con la Secretaría
de Educación Pública (SEP), los estados, la Ciudad de
México y los municipios planificará y promocionará el uso
óptimo de las instalaciones deportivas de carácter público,
para promover y fomentar entre la población en general la
práctica de actividades físicas y deportivas.

…

…

…

Artículo 93. La Conade coordinará con la SEP, los estados,
la Ciudad de México, los municipios y los sectores social
y privado el adecuado mantenimiento, conservación y uso
óptimo de las instalaciones de cultura física y deporte y
emitirá para ello los lineamientos correspondientes.

Artículo 95. En los términos de los convenios de coordi-
nación y colaboración respectivos, los gobiernos estatal, de
la Ciudad de México y municipales inscribirán sus insta-
laciones destinadas a la activación física, la cultura física y
deporte al Renade, previa solicitud de los responsables o
administradores de cualquier instalación de cultura física o
deporte, con la finalidad de contar con la información ac-
tualizada que permita la planeación nacional.

Artículo 98 Bis. …

Las autoridades municipales, o las correspondientes de la
Ciudad de México, serán competentes para verificar el
cumplimiento de la presente disposición.
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Artículo 101. La Conade participará en la elaboración de
programas de capacitación en actividades de activación fí-
sica, cultura física y deporte con las dependencias y enti-
dades de la administración pública federal, gobiernos de
las entidades federativas, de la Ciudad de México, y mu-
nicipales, organismos públicos, sociales y privados, nacio-
nales e internacionales para el establecimiento de escuelas
y centros de educación y capacitación para la formación de
profesionales y técnicos en ramas de la cultura física y el
deporte. En los citados programas, se deberá contemplar la
capacitación respecto a la atención de las personas con al-
gún tipo de discapacidad.

Artículo 105. Los deportistas integrantes del Sinade ten-
drán derecho a recibir atención médica. Para tal efecto, las
autoridades federales, estatales, de la Ciudad de México y
municipales promoverán los mecanismos de concertación
con las instituciones públicas o privadas que integren el
sector salud.

…

Artículo 111. …

I. a IV. …

V. Cooperar con los órganos estatales de cultura física y
deporte y, en su caso, con los municipales, de la Ciudad
de México y con el sector social y privado, en el desa-
rrollo de los planes de la actividad deportiva escolar y
universitaria, así como en los de construcción, mejora y
sostenimiento de instalaciones deportivas para el desa-
rrollo del deporte de alto rendimiento;

VI. a X. …

Artículo 119. …

La federación, los estados, la Ciudad de México y los mu-
nicipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, con
la participación de los sectores social y privado velarán por
la aplicación de la Convención Internacional contra el Do-
paje en el Deporte y los demás ordenamientos que resulten
aplicables.

Artículo 123. La Conade, conjuntamente con las autorida-
des federales, estatales, de la Ciudad de México y muni-
cipales, del sector salud y los integrantes del Sinade, pro-
moverá e impulsará las medidas de prevención y control
del uso de sustancias y de la práctica de los métodos refe-

ridos en el artículo 118 de la presente ley. Asimismo, reali-
zará informes y estudios sobre las causas y efectos del uso
de dichas sustancias.

Artículo 137. Las disposiciones previstas en este capítulo,
serán aplicables a todos los eventos deportivos, sin perjui-
cio de dar cumplimiento a otros ordenamientos, que en la
materia dicten la federación, los estados, la Ciudad de
México y los municipios.

…

Artículo 139. …

…

…

…

…

Para la ejecución de los acuerdos, políticas y acciones que
determine la comisión especial, en cada estado de la Repú-
blica Mexicana y en la Ciudad de México funcionará una
comisión local, encabezada por el titular del órgano estatal
o de la Ciudad de México en materia de cultura física y
deporte. Su funcionamiento, integración y organización se
establecerán en el reglamento de la presente ley será obli-
gación de las comisiones nacional y estatales, la elabora-
ción de un programa anual de trabajo para la Prevención de
la Violencia en Eventos Deportivos.

Artículo 140. …

I. a III. …

IV. Coadyuvar con las dependencias administrativas in-
volucradas en la realización de eventos deportivos, pro-
curadurías, áreas de seguridad pública y protección civil
de la federación, los estados, la Ciudad de México y los
municipios;

V. a XI. …

Artículo 142. …

I. …

II. …
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Con estricto respeto a las disposiciones y procedimien-
tos previstos en las leyes u ordenamientos en materia de
responsabilidades administrativas, civiles y penales
aplicables de carácter federal, estatal, de la Ciudad de
México y municipal, los asistentes o espectadores que
cometan actos que generen violencia u otras acciones
sancionables al interior o en las inmediaciones de los es-
pacios destinados a la realización de la cultura física, el
deporte y en las que se celebren eventos deportivos en
cualquiera de sus modalidades, serán sujetos a la aplica-
ción de la sanción correspondiente conforme a los orde-
namientos referidos por la autoridad competente.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-
cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de octubre de 2016.— Diputado
José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Se remite a la Comisión del Distrito Federal, para dic-
tamen.

LEY DE FOMENTO PARA LA LECTURA Y EL LIBRO,
LEY DEL INSTITUTO NACIONAL PARA LA
EVALUACIÓN DE LA EDUCACIÓN, LEY GENERAL
DE EDUCACIÓN, LEY GENERAL DEL SERVICIO
PROFESIONAL DOCENTE Y LEY ORGÁNICA DEL
INSTITUTO POLITÉCNICO NACIONAL

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de las leyes
de Fomento para la Lectura y el Libro, del Instituto Nacio-
nal para la Evaluación de la Educación, General de Educa-
ción, General del Servicio Profesional Docente y Orgánica

del Instituto Politécnico Nacional, a cargo del diputado Jo-
sé Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del
PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral
1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversos artículos de la Ley de Fomento
para la Lectura y el Libro, Ley del Instituto Nacional para
la Evaluación de la Educación, Ley General de Educación,
Ley General del Servicio Profesional Docente y la Ley Or-
gánica del Instituto Politécnico Nacional, conforme a la si-
guiente

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación1, la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo capital de
los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de la
Unión, pero con cambios fundamentales en su naturaleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo decimocuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.
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Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar el
lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la se-
guridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier estado
de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro siste-
ma, tiene una ratio fundamental para el estado de derecho,
pues busca que el gobernado tenga plena certeza de los ac-
tos de autoridad y de las reglas con que debe conducirse en
relación a los demás. Es pues, un principio que fragua, de-
limita, o perfecciona a otros de su misma especie o rango
constitucional, pero que por su categoría, goza de suprema-
cía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía si fi-
nalmente su origen no se supedita al estado de derecho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones –escribe Von
Wright– presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite

legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación derivada
de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el Diario
Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la Unidad
de Medida y Actualización a efecto de desvincular al sala-
rio mínimo del pago de diversas obligaciones.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman la Ley de Fomento pa-
ra la Lectura y el Libro, Ley del Instituto Nacional pa-
ra la Evaluación de la Educación, Ley General de Edu-
cación, Ley General del Servicio Profesional Docente y
la Ley Orgánica del Instituto Politécnico Nacional

Artículo Primero. Se reforman los artículos 3 segundo pá-
rrafo; 5, inciso d); 11, fracción V, y 14 penúltimo párrafo
de la Ley de Fomento para la Lectura y el Libro, para que-
dar como sigue:

Artículo 3. …

Ninguna autoridad federal, estatal, municipal o de la Ciu-
dad de México podrá prohibir, restringir ni obstaculizar la
creación, edición, producción, distribución, promoción o
difusión de libros y de las publicaciones periódicas.

Artículo 5. …

A. a C. …

D. Los gobiernos estatales, municipales y de la Ciudad de
México.

Artículo 11. …

I. a IV. …

V. Coadyuvar con instancias a nivel federal, estatal,
municipal y de la Ciudad de México, así como con
miembros de la iniciativa privada en acciones que ga-
ranticen el acceso de la población abierta a los libros a
través de diferentes medios gratuitos o pagados, como
bibliotecas, salas de lectura o librerías, y

VI. …

Artículo 14. …
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I. a V. …

Por acuerdo del Consejo se podrá convocar para partici-
par con carácter de invitado no permanente a los titula-
res de las Secretarías, Consejos e Institutos de Cultura
de las entidades federativas y la Ciudad de México o a
cualquier persona o institución pública o privada que se
considere necesario para el cumplimiento pleno de sus
funciones.

…

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 5, fracción I,
y 33, fracción V, de la Ley del Instituto Nacional para la
Evaluación de la Educación, para quedar como sigue:

Artículo 5. …

I. Autoridades educativas, a la Secretaría de Educación
Pública de la administración pública federal, a las co-
rrespondientes de los estados y la Ciudad de México y
de los municipios, así como a los organismos descentra-
lizados que emiten actos de autoridad en materia educa-
tiva, conforme a sus respectivas competencias;

II. a XII. …

Artículo 33. La designación de los integrantes de la junta
deberá recaer en personas que reúnan los requisitos si-
guientes:

I. a IV. …

V. No haber sido secretario de Estado, o subsecretario
de Estado, procurador general de la República, o procu-
rador general de Justicia de alguna entidad federativa,
senador, diputado federal o local, dirigente de un parti-
do o asociación política, religiosa o sindical, presidente
municipal, gobernador de algún estado o jefe de gobier-
no de la Ciudad de México, durante los tres años pre-
vios al día de su postulación, y

VI. …

Artículo Tercero. Se reforman los artículos 16, y 70 últi-
mo párrafo de la Ley General de Educación, para quedar
como sigue:

Artículo 16. Las atribuciones relativas a la educación ini-
cial, básica -incluyendo la indígena- y especial que los ar-

tículos 11, 13, 14 y demás señalan para las autoridades edu-
cativas locales en sus respectivas competencias, correspon-
derán, al gobierno de la Ciudad de México y a las enti-
dades que, en su caso, establezca; dichas autoridades
deberán observar lo dispuesto por la Ley General del Ser-
vicio Profesional Docente.

Los servicios de educación normal y demás para la forma-
ción de maestros de educación básica serán prestados, en la
Ciudad de México, por la secretaría.

El gobierno de la Ciudad de México concurrirá al finan-
ciamiento de los servicios educativos en la propia ciudad,
en términos de los artículos 25 y 27.

Artículo 70. …

…

a) a n) …

…

En la Ciudad de México los consejos se constituirán
por cada demarcación territorial.

Artículo Cuarto. Se reforma el artículo 3 de la Ley Gene-
ral del Servicio Profesional Docente, para quedar como si-
gue:

Artículo 3. Son sujetos del servicio que regula esta ley los
docentes, el personal con funciones de dirección y supervi-
sión en la Federación, los estados, la Ciudad de México y
municipios, así como los asesores técnico pedagógicos, en
la educación básica y media superior que imparta el Esta-
do.

Artículo Quinto. Se reforman los artículos 2 y 10 fracción
I de la Ley Orgánica del Instituto Politécnico Nacional, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 2. El Instituto Politécnico Nacional es un órgano
desconcentrado de la Secretaría de Educación Pública, cu-
ya orientación general corresponde al Estado; con domici-
lio en la Ciudad de México y representaciones en las en-
tidades de la república donde funcionen escuelas, centros y
unidades de enseñanza y de Investigación que dependan
del mismo.

Artículo 10. …
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I. La estación de televisión XEIPN Canal Once de la
Ciudad de México;

II. …

…

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-
cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio de San Lázaro, en la Ciudad de México, a 4 de octubre de
2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men.

LEY DE HIDROCARBUROS, LEY DE LA AGENCIA
NACIONAL DE SEGURIDAD INDUSTRIAL Y DE
PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE DEL SECTOR
HIDROCARBUROS, LEY DE LA COMISIÓN FEDE-
RAL DE ELECTRICIDAD, LEY DE LA INDUSTRIA
ELÉCTRICA, LEY DE LOS ÓRGANOS REGULADO-
RES COORDINADOS EN MATERIA ENERGÉTICA,
LEY DE PETRÓLEOS MEXICANOS Y LEY DE TRAN-
SICIÓN ENERGÉTICA

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de las leyes
de Hidrocarburos, de la Agencia Nacional de Seguridad In-
dustrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hi-
drocarburos, de la Comisión Federal de Electricidad, de la
Industria Eléctrica, de los Órganos Reguladores Coordina-
dos en Materia Energética, de Petróleos Mexicanos y de

Transición Energética, a cargo del diputado José Hernán
Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
6, numeral 1, fracción I, 76, numeral 1, fracción II, 77, nu-
meral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
presenta a consideración de esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman diversos artícu-
los de las Leyes de Hidrocarburos, de la Agencia Nacional
de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambien-
te del Sector Hidrocarburos, de la Comisión Federal de
Electricidad, de la Industria Eléctrica, de los Órganos Re-
guladores Coordinados en Materia Energética, de Petróle-
os Mexicanos, y de Transición Energética, conforme a la
siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación1 la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo capital de
los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de la
Unión, pero con cambios fundamentales en su naturaleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los poderes federa-
les, por ejemplo, con relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.
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Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de su-
premacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía
si finalmente su origen no se supedita al estado de derecho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones –escribe Von
Wright– presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite le-

gislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los sa-
larios mínimos vigentes en el Distrito Federal, éstos debe-
rán permanecer en tanto se expide la legislación derivada de
la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el Diario
Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la unidad
de medida y actualización a efecto de desvincular al salario
mínimo del pago de diversas obligaciones.

Por lo expuesto se somete a consideración de esta asamblea
el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversos artículos de las
Leyes de Hidrocarburos, de la Agencia Nacional de Se-
guridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente
del Sector Hidrocarburos, de la Comisión Federal de
Electricidad, de la Industria Eléctrica, de los Órganos
Reguladores Coordinados en Materia Energética, de
Petróleos Mexicanos, y de Transición Energética

Primero. Se reforma el tercer párrafo del artículo 96 de la
Ley de Hidrocarburos, para quedar como sigue:

Artículo 96. …

…

La federación, los gobiernos de los estados, de la Ciudad
de México, de los municipios y de las demarcaciones te-
rritoriales contribuirán al desarrollo de proyectos de ex-
ploración y extracción, así como de transporte y distribu-
ción por ductos y de almacenamiento, mediante
procedimientos y bases de coordinación que agilicen y ga-
ranticen el otorgamiento de los permisos y autorizaciones
en el ámbito de su competencia.

Segundo. Se reforma la fracción IV del artículo 30 de la
Ley de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de
Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos,
para quedar como sigue:

Artículo 30. …

I. a III. …

IV. No haber sido secretario o subsecretario de Estado,
procurador general de la República, senador, diputado
federal o local, gobernador de algún estado o jefe del
gobierno de la Ciudad de México, durante el año pre-
vio a su nombramiento;

Año II, Primer Periodo, 4 de octubre de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados376



V. a VI. …

Tercero. Se reforma el segundo párrafo del artículo 2 de
la Ley de la Comisión Federal de Electricidad, para quedar
como sigue:

Artículo 2. …

La Comisión Federal de Electricidad tendrá su domicilio
en la Ciudad de México, sin perjuicio de que para el de-
sarrollo de sus actividades pueda establecer domicilios
convencionales tanto en territorio nacional como en el ex-
tranjero.

Cuarto. Se reforma el tercer párrafo del artículo 71 de la
Ley de la Industria Eléctrica, para quedar como sigue:

Artículo 71. …

…

La federación, los gobiernos de los estados y de la Ciudad
de México, de los municipios y de las demarcaciones te-
rritoriales contribuirán al desarrollo de proyectos de gene-
ración, transmisión y distribución de energía eléctrica, me-
diante procedimientos y bases de coordinación que
agilicen y garanticen el otorgamiento de los permisos y au-
torizaciones en el ámbito de su competencia.

Quinto. Se reforma la fracción V del artículo 8 de la Ley
de los Órganos Reguladores Coordinados en Materia Ener-
gética, para quedar como sigue:

Artículo 8. …

I. a IV. …

V. No haber sido secretario o subsecretario de Estado,
procurador general de la República, senador, diputado
federal o local, gobernador de algún estado o jefe del
gobierno de la Ciudad de México, durante el año pre-
vio a su nombramiento; y

VI. …

…

Sexto. Se reforma el segundo párrafo del artículo 2 de la
Ley de Petróleos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 2. …

Petróleos Mexicanos tendrá su domicilio en la Ciudad de
México, sin perjuicio de que para el desarrollo de sus acti-
vidades pueda establecer domicilios convencionales, tanto
en territorio nacional como en el extranjero.

Séptimo. Se reforman la fracción V del artículo 19 y el ar-
tículo 47 de la Ley de Transición Energética, para quedar
como sigue:

Artículo 19. …

I. a IV. …

V. Realizar y coordinar estudios o investigaciones, con
la participación de las unidades administrativas y órga-
nos administrativos desconcentrados de la Secretaría, de
las dependencias de la Administración Pública Federal
competentes, de los gobiernos estatales, municipales o
de la Ciudad de México, así como de los sectores so-
cial y privado para

a) y b) …

VI. a X. …

Artículo 47. El Ejecutivo federal, los gobiernos de las en-
tidades federativas, de la Ciudad de México y de los mu-
nicipios podrán firmar convenios con los integrantes de la
industria eléctrica con objeto de que, de manera conjunta,
se lleve a cabo el financiamiento de proyectos de aprove-
chamiento de las energías limpias o de eficiencia energéti-
ca disponibles en su ámbito de competencia.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.
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2 Platas Pacheco, María del Carmen. “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico”, en revista Razonamiento Ju-
dicial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio Legislativo de San Lázaro. Ciudad de México, a 4 de octubre
de 2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Se remite a la Comisión del Distrito Federal, para dic-
tamen.

LEY DE MIGRACIÓN

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma los artículos 29 y 112 de la Ley de
Migración, a cargo del diputado José Hernán Cortés Beru-
men, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
6, numeral 1, fracción I, 76, numeral 1, fracción II, 77, nu-
meral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
presenta a consideración de esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma la Ley de Mi-
gración, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación1 la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo capital de
los Estados Unidos Mexicanos y sede de los poderes de la
Unión, pero con cambios fundamentales en su naturaleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los poderes federa-
les, por ejemplo, con relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de su-
premacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía
si finalmente su origen no se supedita al estado de derecho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones –escribe Von
Wright– presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.
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Es pues la intención de esta propuesta agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, éstos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
unidad de medida y actualización a efecto de desvincular al
salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Por lo expuesto se somete a consideración de esta asamblea
el siguiente

Proyecto de decreto por el que se reforma la Ley de Mi-
gración

Único. Se reforman los artículos 29, primer párrafo; y
112, primera fracción del primer párrafo y tercer párrafo,
de la Ley de Migración:

Artículo 29. Corresponde al Sistema Nacional para el De-
sarrollo Integral de la Familia, a los Sistemas Estatales DIF
y al de la Ciudad de México

I. a IV. …

Artículo 112. …

I. El Instituto procederá a canalizar de manera inmedia-
ta a la niña, niño o adolescente migrante no acompaña-
do al Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la
Familia, a los Sistemas Estatales DIF y de la Ciudad de
México, con objeto de privilegiar su estancia en lugares
donde se les proporcione la atención adecuada, mientras
se resuelve su situación migratoria y dará aviso al con-
sulado de su país.

Cuando por alguna circunstancia excepcional las niñas,
niños y adolescentes migrantes extranjeros no acompa-
ñados lleguen a ser alojados en una estación migratoria,

en tanto se les traslada a las instalaciones del Sistema
Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, a los
Sistemas Estatales DIF y de la Ciudad de México, de-
berá asignárseles en dicha estación un espacio específi-
co para su estadía distinto al del alojamiento de los adul-
tos. La autoridad deberá respetar en todo momento los
derechos de los niños, niñas y adolescentes migrantes
no acompañados previstos en el presente ordenamiento
y la legislación aplicables, dándose aviso inmediato a la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos y a las
comisiones estatales de derechos humanos, así como al
Comité Estatal del Sistema Nacional de Seguimiento y
Vigilancia de la Aplicación de los Derechos del Niño en
la entidad que corresponda, a efecto de que coadyuven
en la garantía y protección de sus derechos.

II. a VI. …

…

Tratándose de niña, niño o adolescente migrante nacio-
nal no acompañado, corresponderá al Sistema Nacional
para el Desarrollo Integral de la Familia, garantizar el
eficaz retorno asistido del menor con sus familiares
adultos, atendiéndose en todo momento el interés supe-
rior de la niña, niño y adolescente y su situación de vul-
nerabilidad, en coordinación y coadyuvancia con los
Sistemas Estatales DIF y de la Ciudad de México que
corresponda, considerando las causas de su migración:
reunificación familiar, en busca de empleo, violencia in-
trafamiliar, violencia e inseguridad social, entre otras.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco, María del Carmen. “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico”, en revista Razonamiento Ju-
dicial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio Legislativo de San Lázaro. Ciudad de México, a 4 de octubre
de 2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»
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El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men.

LEY DE VÍAS GENERALES DE COMUNICACIÓN

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma los artículos 7o., 118 y 127 de la
Ley de Vías Generales de Comunicación, a cargo del dipu-
tado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamenta-
rio del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral
1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversos artículos de la Ley de Vías Ge-
nerales de Comunicación, conforme a la siguiente,

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación1, la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo capital de
los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de la
Unión, pero con cambios fundamentales en su naturaleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo decimocuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que
fragua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie
o rango constitucional, pero que por su categoría, goza de
supremacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autono-
mía si finalmente su origen no se supedita al Estado de de-
recho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones –escribe Von
Wright– presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.
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Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley de Vías Generales de Comunicación

Artículo Único. Se reforman los artículos 7; 118 fracción
II, y 127 tercer párrafo de la Ley de Vías Generales de Co-
municación, para quedar como sigue:

Artículo 7o. Las vías generales de comunicación, los ser-
vicios públicos que en ellas se establezcan, los capitales y
empréstitos empleados en ellos, las acciones, bonos y obli-
gaciones emitidos por las empresas, no podrán ser objeto
de contribuciones de los estados, la Ciudad de México o
municipios.

Artículo 118. …

I. …

II. Las empresas que exploten tranvías o autotranspor-
tes de concesión federal, están obligadas a admitir, li-
bres de pasaje, a los mensajeros, carteros y a los miem-
bros de la policía federal y de la Ciudad de México que
viajen en el desempeño de sus servicios, de acuerdo con
las disposiciones reglamentarias.

…

Artículo 127. …

…

Las empresas y personas físicas autorizadas por los gobier-
nos de los estados y de la Ciudad de México, para operar

el transporte público de pasajeros sólo podrán prestar el
servicio y transitar en las vías de jurisdicción federal en los
términos de esta Ley, si previamente han garantizado su
responsabilidad por los riesgos que puedan sufrir los viaje-
ros que transporten.

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-
cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio de San Lázaro, en la Ciudad de México, a 4 de octubre de
2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Se remite a la Comisión del Distrito Federal, para dic-
tamen.
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LEY DEL INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES,
LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA Y LEY GENERAL
PARA LA IGUALDAD ENTRE MUJERES Y HOMBRES

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de las leyes
del Instituto Nacional de las Mujeres, General de Acceso
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y General pa-
ra la Igualdad entre Mujeres y Hombres, a cargo del dipu-
tado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamenta-
rio del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral
1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversos artículos de la Ley del Instituto
Nacional de las Mujeres, la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia, y la Ley General
para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, conforme a la
siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación1 la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo capital de
los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de la
Unión, pero con cambios fundamentales en su naturaleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con au-
tonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y su
organización política administrativa, habiendo la posibilidad
de darse su propia constitución política, con una forma de go-
bierno republicano, representativo, democrático y laico, que
tendrá mayor autonomía con los Poderes federales, por ejem-
plo, en relación a la designación y remoción de sus funciona-
rios.

El artículo decimocuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico

al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar el
lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la se-
guridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier estado
de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro siste-
ma, tiene una ratio fundamental para el estado de derecho,
pues busca que el gobernado tenga plena certeza de los ac-
tos de autoridad y de las reglas con que debe conducirse en
relación a los demás. Es pues, un principio que fragua, de-
limita, o perfecciona a otros de su misma especie o rango
constitucional, pero que por su categoría, goza de suprema-
cía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía si fi-
nalmente su origen no se supedita al estado de derecho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones –escribe Von
Wright– presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
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derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta Asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley del Instituto Nacional de las Mujeres, la Ley Gene-
ral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, y la Ley General para la Igualdad entre Mujeres
y Hombres

Artículo Primero. Se reforma la fracción XI del artículo 7
y el artículo 8 de la Ley del Instituto Nacional de las Mu-
jeres, para quedar como sigue:

Artículo 7. …

I. a X. …

XI. Establecer vínculos de colaboración con las Cáma-
ras de Diputados y de Senadores del H. Congreso de la
Unión, con los Congresos de los Estados y la Legislatu-
ra de la Ciudad de México para impulsar acciones le-
gislativas que garanticen el acceso equitativo y no dis-
criminatorio al desarrollo, y la tutela de sus derechos
humanos;

XII. a XXV. …

Artículo 8. Las oficinas centrales del Instituto Nacional de
las Mujeres tendrán su domicilio legal en la Ciudad de Mé-
xico.

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 1, primer pá-
rrafo; 2; 8, primer párrafo; 14, primer párrafo; 31, primer
párrafo; 35, primer párrafo; 40; 41, fracción IX; 42, frac-
ción IV; 48, fracción II, y 49, primer párrafo, de la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, para quedar como sigue:

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto establecer la
coordinación entre la Federación, las entidades federativas,
la Ciudad de México y los municipios para prevenir, san-
cionar y erradicar la violencia contra las mujeres, así como
los principios y modalidades para garantizar su acceso a
una vida libre de violencia que favorezca su desarrollo y
bienestar conforme a los principios de igualdad y de no dis-
criminación, así como para garantizar la democracia, el de-
sarrollo integral y sustentable que fortalezca la soberanía y
el régimen democrático establecidos en la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

…

Artículo 2. La federación, las entidades federativas, la
Ciudad de México y los municipios, en el ámbito de sus
respectivas competencias expedirán las normas legales y
tomarán las medidas presupuestales y administrativas co-
rrespondientes, para garantizar el derecho de las mujeres a
una vida libre de violencia, de conformidad con los trata-
dos internacionales en materia de derechos humanos de las
mujeres, ratificados por el Estado mexicano.

Artículo 8. Los modelos de atención, prevención y san-
ción que establezcan la federación, las entidades fede-
rativas, la Ciudad de México y los municipios, son el
conjunto de medidas y acciones para proteger a las víc-
timas de violencia familiar, como parte de la obligación
del Estado, de garantizar a las mujeres su seguridad y el
ejercicio pleno de sus derechos humanos. Para ello, de-
berán tomar en consideración:

I. a VI. …

Artículo 14. Las entidades federativas y la Ciudad de Mé-
xico, en función de sus atribuciones, tomarán en conside-
ración:

I. a IV. …

Artículo 31. Corresponderá a las autoridades federales, es-
tatales y de la Ciudad de México, en el ámbito de sus
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competencias, otorgar las órdenes emergentes y preventi-
vas de la presente ley, quienes tomarán en consideración:

I. a III. …

Artículo 35. La federación, las entidades federativas, la
Ciudad de México y los municipios, se coordinarán para
la integración y funcionamiento del Sistema, el cual tiene
por objeto la conjunción de esfuerzos, instrumentos, políti-
cas, servicios y acciones interinstitucionales para la pre-
vención, atención, sanción y erradicación de la violencia
contra las mujeres.

…

Artículo 40. La federación, las entidades federativas, la
Ciudad de México y los municipios, coadyuvarán para el
cumplimiento de los objetivos de esta ley de conformidad
con las competencias previstas en el presente ordenamien-
to y demás instrumentos legales aplicables.

Artículo 41. …

I. a VIII. …

IX. Garantizar una adecuada coordinación entre la fede-
ración, las entidades federativas, la Ciudad de México
y los municipios, con la finalidad de erradicar la violen-
cia contra las mujeres;

X. a XX. …

Artículo 42. …

I. a III. …

IV. Formular las bases para la coordinación entre las au-
toridades federales, locales, de la Ciudad de México y
municipales para la prevención, atención, sanción y
erradicación de la violencia contra las mujeres;

V. a XV. …

Artículo 48. …

I. …

II. Integrar las investigaciones promovidas por las de-
pendencias de la administración pública federal sobre
las causas, características y consecuencias de la violen-

cia en contra de las mujeres, así como la evaluación de
las medidas de prevención, atención y erradicación, y la
información derivada a cada una de las instituciones en-
cargadas de promover los derechos humanos de las mu-
jeres en las entidades federativas, la Ciudad de México
o municipios. Los resultados de dichas investigaciones
serán dados a conocer públicamente para tomar las me-
didas pertinentes hacia la erradicación de la violencia;

III. a X. …

Artículo 49. Corresponde a las entidades federativas y la
Ciudad de México, de conformidad con lo dispuesto por
esta ley y los ordenamientos locales aplicables en la mate-
ria:

I. a XXV. …

…

Artículo Tercero. Se reforman los artículos 7; 8; 14; 15
primer párrafo, fracciones I Bis y II; 23; 27 primer párrafo,
y 29 de la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y
Hombres, para quedar como sigue: 

Artículo 7. La federación, los estados, la Ciudad de Mé-
xico y los municipios ejercerán sus atribuciones en materia
de esta Ley de conformidad con la distribución de compe-
tencias previstas en la misma y en otros ordenamientos
aplicables a los tres órdenes de gobierno.

Artículo 8. La federación, los estados, la Ciudad de Mé-
xico y los municipios establecerán las bases de coordina-
ción para la integración y funcionamiento del Sistema Na-
cional para la Igualdad entre Mujeres y Hombres.

Artículo 14. Los congresos de los estados, con base en sus
respectivas Constituciones, y la Asamblea Legislativa de la
Ciudad de México, con arreglo a su Estatuto de Gobierno,
expedirán las disposiciones legales necesarias para promo-
ver los principios, políticas y objetivos que sobre la igual-
dad entre mujeres y hombres prevén la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y esta ley.

Artículo 15. Corresponde a las y los titulares de los go-
biernos estatales y de la Ciudad de México:

I. …
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I Bis. Incorporar en los presupuestos de egresos de la
entidad federativa y de la Ciudad de México, la asig-
nación de recursos para el cumplimiento de la política
local en materia de igualdad;

II. Crear y fortalecer los mecanismos institucionales de
promoción y procuración de la igualdad entre mujeres y
hombres, mediante las instancias administrativas que, se
ocupen del adelanto de las mujeres en los Estados y la
Ciudad de México;

III. a IV. …

Artículo 23. El Sistema Nacional para la Igualdad entre
Mujeres y Hombres, es el conjunto orgánico y articulado
de estructuras, relaciones funcionales, métodos y procedi-
mientos que establecen las dependencias y las entidades de
la Administración Pública Federal entre sí, con las organi-
zaciones de los diversos grupos sociales y con las autori-
dades de los Estados, la Ciudad de México y los Munici-
pios, a fin de efectuar acciones de común acuerdo
destinadas a la promoción y procuración de la igualdad en-
tre mujeres y hombres.

Artículo 27. Los gobiernos de los estados y de la Ciudad
de México coadyuvarán, en el ámbito de sus respectivas
competencias y en los términos de los acuerdos de coordi-
nación que celebren con el Instituto, en su caso, con las de-
pendencias o entidades de la Administración Pública Fede-
ral, a la consolidación y funcionamiento del Sistema
Nacional. Así mismo, planearán, organizarán y desarrolla-
rán en sus respectivas circunscripciones territoriales, siste-
mas estatales de igualdad entre mujeres y hombres, procu-
rando su participación programática en el Sistema
Nacional.

…

Artículo 29. El Programa Nacional para la Igualdad entre
Mujeres y Hombres será propuesto por el Instituto Nacio-
nal de las Mujeres y tomará en cuenta las necesidades de
los estados, la Ciudad de México y los municipios, así
como las particularidades de la desigualdad en cada región.
Este Programa deberá integrarse al Plan Nacional de Desa-
rrollo así como a los programas sectoriales, institucionales
y especiales a que se refiere la Ley de Planeación.

Los programas que elaboren los gobiernos de los estados y
la Ciudad de México, con visión de mediano y largo al-
cance, indicarán los objetivos, estrategias y líneas de ac-

ción prioritarias, tomando en cuenta los criterios e instru-
mentos de la política nacional de igualdad en congruencia
con los programas nacionales.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-

cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio de San Lázaro, en la Ciudad de México, a 4 de octubre de
2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men.

CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR, LEY DEL SERVICIO
MILITAR, LEY ORGÁNICA DEL EJÉRCITO Y LA
FUERZA AÉREA MEXICANOS Y LEY FEDERAL DE
ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma diversas disposiciones del Código
de Justicia Militar; y de las leyes del Servicio Militar, Or-
gánica del Ejército y la Fuerza Aérea Mexicanos y Federal
de Armas de Fuego y Explosivos, a cargo del diputado Jo-
sé Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del
PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral 1,
fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta sobe-
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ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversos artículos del Código de Justicia
Militar, la Ley del Servicio Militar, la Ley Orgánica del
Ejército y la Fuerza Aérea Mexicanos, y la Ley Federal de
Armas de Fuego y Explosivos, conforme a la siguiente,

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación1, la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo Capital
de los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de
la Unión, pero con cambios fundamentales en su naturale-
za.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El Artículo Décimo Cuarto Transitorio señala que a partir
de la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar el
lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la se-
guridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier estado
de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro siste-
ma, tiene una ratio fundamental para el estado de derecho,
pues busca que el gobernado tenga plena certeza de los ac-

tos de autoridad y de las reglas con que debe conducirse en
relación a los demás. Es pues, un principio que fragua, de-
limita, o perfecciona a otros de su misma especie o rango
constitucional, pero que por su categoría, goza de suprema-
cía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía si fi-
nalmente su origen no se supedita al Estado de derecho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones –escribe Von
Wright– presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de
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Decreto por el que se reforman diversos artículos del
Código de Justicia Militar, las Leyes del Servicio Mili-
tar, Orgánica del Ejército y la Fuerza Aérea Mexicanos,
y la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos

Artículo Primero. Se reforma el artículo 256, fracción III,
y 631 del Código de Justicia Militar, para quedar como si-
gue:

Artículo 526. …

I. y II. …

III. los documentos auténticos, libros de actas, estatu-
tos, registros y catastros que se hallen en los archivos
públicos o dependientes del gobierno federal o de los
particulares de los estados, de la Ciudad de México o
de la Baja California;

IV. a VI. …

Artículo 631. En la Guarnición de la Plaza de México,
Ciudad de México, los Consejos de Guerra conocerán de
todas las causas de su competencia, por riguroso turno, pa-
ra lo cual se llevará un libro de registro en dicha oficina.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 2o. de la Ley del
Servicio Militar, para quedar como sigue:

Artículo 2o. Los establecimientos educativos de la federa-
ción, los de la Ciudad de México y territorios federales,
los particulares incorporados y los de los estados cuando
estén sujetos al régimen de la coordinación federal, impar-
tirán instrucción militar conforme a los reglamentos y dis-
posiciones que, coordinados con la Secretaría de Educa-
ción Pública, expida la Secretaría de la Defensa Nacional,
la cual tendrá a su cargo este servicio y designará a los ins-
tructores. En todo caso se cuidará de que la instrucción de
este tipo que se imparta a las niñas, tienda a capacitarlas
para labores propias de su sexo y conexas con el servicio
militar.

…

Artículo Tercero. Se reforma la fracción III del artículo
174 de la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexi-
canos, para quedar como sigue:

Artículo 174. …

I. a II. …

III. Desempeñar actividades o empleos civiles en de-
pendencias del Ejecutivo de la Unión, de los gobiernos
de los estados, de la Ciudad de México, de los munici-
pios, en organismos descentralizados o empresas de par-
ticipación Estatal y otras Dependencias Públicas, siem-
pre que esas actividades o empleos requieran separarse
temporalmente del servicio de las Armas para estar en
aptitud legal de desempeñarlos.

…

Artículo Cuarto. Se reforman los artículos 3; 5; 11, tercer
párrafo; 18; 24 tercer párrafo; 52, primer párrafo, y 78, pri-
mer párrafo de la Ley Federal de Armas de Fuego y Ex-
plosivos, para quedar como sigue:

Artículo 3o. Las autoridades de los estados, de la Ciudad
de México y de los municipios, en sus correspondientes
ámbitos de competencia, tendrán la intervención que esta
Ley y su Reglamento señalan.

Artículo 5o. El Ejecutivo federal, los gobiernos de los es-
tados, de la Ciudad de México y los ayuntamientos, reali-
zarán campañas educativas permanentes que induzcan a re-
ducir la posesión, la portación y el uso de armas de
cualquier tipo. Por razones de interés público, sólo se auto-
rizará la publicidad de las armas deportivas para fines ci-
negéticos y de tiro, en los términos del Reglamento de es-
ta ley.

Artículo 11. …

a) a l) …

…

Las de este destino, mediante la justificación de la ne-
cesidad, podrán autorizarse por la Secretaría de la De-
fensa Nacional, individualmente o como corporación, a
quienes desempeñen empleos o cargos de la federación,
de la Ciudad de México, de los estados o de los muni-
cipios, así como a servidores públicos extranjeros en los
casos a que se refieren los artículos 28 y 28 Bis de esta
ley.
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Artículo 18. Los servidores públicos y jefes de los cuerpos
de policía federales, de la Ciudad de México, de los esta-
dos y de los municipios, están obligados a hacer la mani-
festación a que se refiere el artículo anterior.

Artículo 24. …

…

Los integrantes de las instituciones policiales, federales,
estatales, de la Ciudad de México y municipales, así como
de los servicios privados de seguridad, podrán portar armas
en los casos, condiciones y requisitos que establecen la
presente ley y las demás disposiciones legales aplicables.

Artículo 52. La Secretaría de la Defensa Nacional podrá
establecer, mediante disposiciones administrativas genera-
les, términos y condiciones relativos a la adquisición de ar-
mas y municiones que realicen las dependencias y entida-
des del Ejecutivo federal, de los estados, de la Ciudad de
México y de los municipios, así como los particulares pa-
ra los servicios de seguridad autorizados o para actividades
deportivas de tiro y cacería.

…

Artículo 78. La Secretaría de la Defensa Nacional, así co-
mo las demás autoridades federales, estatales, de la Ciu-
dad de México o municipales que desempeñen funciones
de seguridad, recogerán las armas, previa expedición obli-
gatoria del recibo correspondiente, a todas aquellas perso-
nas que las porten sin licencia, sin llevar ésta consigo, o a
quienes teniéndola, hayan hecho mal uso de las armas.

…

…

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-

cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio de San Lázaro, en la Ciudad de México, a 4 de octubre de
2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Se remite a la Comisión del Distrito Federal, para dic-
tamen.

LEY FEDERAL DE LAS ENTIDADES PARAESTATA-
LES, LEY DE ASOCIACIONES RELIGIOSAS Y CULTO
PÚBLICO, LEY DE EXPROPIACIÓN, LEY DE FIRMA
ELECTRÓNICA AVANZADA, LEY DE UNIONES DE
CRÉDITO, LEY DEL DIARIO OFICIAL DE LA FEDE-
RACIÓN Y GACETAS GUBERNAMENTALES, LEY
DEL SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA EN LA
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, LEY DEL
SISTEMA NACIONAL DE INFORMACIÓN ESTADÍS-
TICA Y GEOGRÁFICA, LEY GENERAL DE BIENES
NACIONALES, LEY GENERAL EN MATERIA DE DE-
LITOS ELECTORALES, LEY ORGÁNICA DE LA
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, LEY OR-
GÁNICA DE LA LOTERÍA NACIONAL PARA LA
ASISTENCIA PÚBLICA, LEY SOBRE DELITOS DE
IMPRENTA Y LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍ-
TICOS

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de las leyes
Federal de las Entidades Paraestatales, de Asociaciones
Religiosas y Culto Público, de Expropiación, de Firma
Electrónica Avanzada, de Uniones de Crédito, del Diario
Oficial de la Federación y Gacetas Gubernamentales, del
Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pú-
blica Federal, del Sistema Nacional de Información Esta-
dística y Geográfica, General de Bienes Nacionales, Gene-
ral en materia de Delitos Electorales, Orgánica de la
Administración Pública Federal, Orgánica de la Lotería
Nacional para la Asistencia Pública, sobre Delitos de Im-
prenta y General de Partidos Políticos, a cargo del diputado
José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del
PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
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nal de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral 1,
fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversos artículos de la Ley Federal de las
Entidades Paraestatales, la Ley de Asociaciones Religiosas
y Culto Público, la Ley de Expropiación, la Ley de Firma
Electrónica Avanzada, la Ley de Uniones de Crédito, la
Ley del Diario Oficial de la Federación y Gacetas Guber-
namentales, la Ley del Servicio Profesional de Carrera en
la Administración Pública Federal, la Ley del Sistema Na-
cional de Información Estadística y Geográfica, la Ley Ge-
neral de Bienes Nacionales, la Ley General en Materia de
Delitos Electorales, la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, la Ley Orgánica de la Lotería Nacional pa-
ra la Asistencia Pública, la Ley sobre Delitos de Imprenta
y Ley General de Partidos Políticos, conforme a la si-
guiente,

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación1, la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo capital de
los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de la
Unión, pero con cambios fundamentales en su naturaleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-

cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de su-
premacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía
si finalmente su origen no se supedita al estado de derecho.

“El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación
del derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es
un hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos
autores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones -escribe von
Wright- presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística”.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
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otras instancias, y en tanto éstas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman diversos artículos de las
siguientes leyes: Ley Federal de las Entidades Paraes-
tatales, Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público,
Ley de Expropiación, Ley de Firma Electrónica Avan-
zada, Ley de Uniones de Crédito, Ley del Diario Oficial
de la Federación y Gacetas Gubernamentales, Ley del
Servicio Profesional de Carrera en la Administración
Pública Federal, Ley del Sistema Nacional de Informa-
ción Estadística y Geográfica, Ley General de Bienes
Nacionales, Ley General en Materia de Delitos Electo-
rales, Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral, Ley Orgánica de la Lotería Nacional para la Asis-
tencia Pública, Ley sobre Delitos de Imprenta y Ley
General de Partidos Políticos

Artículo Primero. Se reforman los artículos: 7; 52, párra-
fo segundo; 58, fracción II, y 67 de la Ley Federal de las
Entidades Paraestatales, para quedar como sigue:

Artículo 7o. Las entidades paraestatales correspondientes
a la Ciudad de México quedarán sujetas a las disposicio-
nes de esta ley.

Artículo 52. …

Por lo que toca a la percepción de subsidios y transferen-
cias, los recibirá de la Tesorería de la Federación en los tér-
minos que se fijen en los presupuestos de egresos anuales
de la federación y de la Ciudad de México, debiendo ma-
nejarlos y administrarlos por sus propios órganos y sujetar-
se a los controles e informes respectivos de conformidad
con la legislación aplicable.

Artículo 58. …

I. …

II. Aprobar los programas y presupuestos de la entidad
paraestatal, así como sus modificaciones, en los térmi-
nos de la legislación aplicable. En lo tocante a los pre-
supuestos y a los programas financieros, con excepción
de aquellos incluidos en el Presupuesto de Egresos
Anual de la Federación o de la Ciudad de México, bas-
tará con la aprobación del órgano de gobierno respecti-
vo;

III. a XVII. …

Artículo 67. En aquellas empresas en las que participa la
administración pública federal con la suscripción de 25 por
ciento al 50 por ciento del capital, diversas a las señaladas
en el artículo 29 de esta ley, se vigilarán las inversiones de
la federación o, en su caso, de la Ciudad de México, a tra-
vés del comisario que se designe por la Secretaría de la
Función Pública y el ejercicio de los derechos respectivos
se hará por conducto de la dependencia correspondiente en
los términos del artículo 33 de esta ley.

Artículo Segundo. Se reforman los artículos: 22, párrafo
primero, y 25, párrafo primero, de la Ley de Asociaciones
Religiosas y Culto Público, para quedar como sigue:

Artículo 22. Para realizar actos religiosos de culto público
con carácter extraordinario fuera de los templos, los orga-
nizadores de los mismos deberán dar aviso previo a las au-
toridades federales, de la Ciudad de México, estatales o
municipales competentes, por lo menos quince días antes
de la fecha en que pretendan celebrarlos, el aviso deberá
indicar el lugar, fecha, hora del acto, así como el motivo
por el que éste se pretende celebrar.

…

Artículo 25. Corresponde al Poder Ejecutivo federal por
conducto de la Secretaría de Gobernación la aplicación de
esta ley. Las autoridades estatales y municipales, así como
las de la Ciudad de México, serán auxiliares de la federa-
ción en los términos previstos en este ordenamiento.

…

…
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Artículo Tercero. Se reforman los artículos: 20 Bis, y 21,
párrafo primero, de la Ley de Expropiación, para quedar
como sigue:

Artículo 20 Bis. El jefe del gobierno de la Ciudad de Mé-
xico, en los términos de esta ley, podrá declarar la expro-
piación, ocupación temporal, total o parcial, o la simple li-
mitación de los derechos de dominio, en los casos en que
se tienda a alcanzar un fin cuya realización competa al go-
bierno de la Ciudad de México conforme a sus atribucio-
nes y facultades constitucionales y legales.

La declaratoria se hará mediante el decreto que se publica-
rá en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México y será no-
tificada personalmente a los interesados. La notificación se
hará dentro de los quince días hábiles posteriores a la fecha
de publicación del decreto; en caso de que no pudiere noti-
ficarse personalmente, por ignorarse quiénes son las perso-
nas o su domicilio o localización, surtirá los mismos efec-
tos en una segunda publicación en la Gaceta Oficial de la
Ciudad de México, misma que deberá realizarse dentro de
los cinco días hábiles siguientes a la primera publicación.

La ley correspondiente de la Ciudad de México, señala-
rá la dependencia a la que corresponda tramitar el expe-
diente de expropiación, de ocupación temporal o de limita-
ción de dominio, la que conocerá del procedimiento a que
se refiere el artículo 2o. de esta ley.

Artículo 21. Esta ley es de carácter federal en los casos en
que se tienda a alcanzar un fin cuya realización competa a
la federación conforme a sus facultades constitucionales, y
de carácter local para la Ciudad de México.

…

Artículo Cuarto. Se reforma la fracción III del artículo 29
de la Ley de Firma Electrónica Avanzada, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 29. …

I. a II. …

III. Los gobiernos de las entidades federativas, los mu-
nicipios y las demarcaciones territoriales de la Ciu-
dad de México.

…

Artículo Quinto. Se reforman los siguientes artículos: 40,
fracciones I y II, y 98 Bis, fracción II, de la Ley de Unio-
nes de Crédito, para quedar como sigue:

Artículo 40. …

I. Recibir préstamos y créditos exclusivamente de sus
socios, de fondos privados de financiamiento e inver-
sión, de entidades financieras, de sociedades cuya acti-
vidad preponderante sea el otorgamiento de crédito, de
organismos descentralizados de los gobiernos federal,
estatales, municipales y de la Ciudad de México o de
entidades financieras del exterior, así como de sus pro-
veedores.

…

II. Recibir financiamientos de fondos aportados a fidei-
comisos constituidos por los gobiernos federal, estatales
y de la Ciudad de México, de conformidad con lo esta-
blecido en las reglas de operación que los mismos esta-
blezcan;

III a XXVIII….

Artículo 98 Bis. …

I. … 

II. No mantener adeudos vencidos con entidades finan-
cieras, sociedades cuya actividad preponderante sea el
otorgamiento de crédito, organismos descentralizados
de los gobiernos federal, estatales, municipales y de la
Ciudad de México, entidades financieras del exterior, o
fondos aportados a fideicomisos constituidos por los go-
biernos federal, estatales, de la Ciudad de México o
municipales, lo cual deberán demostrar con constancias
escritas de estos acreedores;

III. a IV. …

…

…

…

Artículo Sexto. Se reforman los artículos 5 y 8 de la Ley
del Diario Oficial de la Federación y gacetas gubernamen-
tales, para quedar como sigue:
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Artículo 5o. El Diario Oficial de la Federación se editará
en forma impresa y electrónica, en la Ciudad de México, y
será distribuido en todo el territorio nacional. Ambas edi-
ciones tendrán carácter oficial e idénticas características y
contenido.

Artículo 8o. El Diario Oficial de la Federación será distri-
buido gratuitamente en sus formatos impreso o electrónico
a los tres Poderes de la Unión. Los gobernadores de los es-
tados y el jefe del gobierno de la Ciudad de México, los de-
más Poderes estatales, alcaldías de la Ciudad de México
y ayuntamientos contarán con acceso universal y gratuito
al Diario Oficial de la Federación para estar en posibilidad
de cumplir y hacer cumplir las leyes federales.

Artículo Séptimo. Se reforma el artículo 43 de la Ley del
Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pú-
blica Federal, para quedar como sigue:

Artículo 43. Las dependencias, en apego a las disposicio-
nes que al efecto emita la secretaría, podrán celebrar con-
venios con autoridades federales, estatales, municipales y
de la Ciudad de México y organismos públicos o privados
para el intercambio de recursos humanos una vez cubiertos
los perfiles requeridos, con el fin de fortalecer el proceso
de desarrollo profesional de los servidores públicos de ca-
rrera y de ampliar sus experiencias.

Artículo Octavo. Se reforman los artículos: 6, primer pá-
rrafo; 14, inciso b) del segundo párrafo, y 65, fracción II,
de la Ley del Sistema Nacional de Información Estadística
y Geográfica, para quedar como sigue:

Artículo 6. La información de interés nacional será oficial
y de uso obligatorio para la federación, los estados, la Ciu-
dad de México y los municipios.

…

Artículo 14. …

I. a VI. …

…

a) …

b) Grupo Centro: Ciudad de México y estado de
México.

c) …

Artículo 65. …

I. …

II. El Congreso de la Unión, los gobiernos de los esta-
dos, la Ciudad de México, así como las autoridades
competentes para el levantamiento geodésico y para
realizar el registro de los límites territoriales, conforme
a las disposiciones aplicables, y

III. …

Artículo Noveno. Se reforman los siguientes artículos: 2
fracción V; 28 fracción XI; 29 fracción XIX; 48 párrafo se-
gundo; 59 fracción IV; 82 párrafo primero; 84 fracciones II
y X; 91; 99 fracciones II y VII; 106 último párrafo; 133 pá-
rrafo primero, y 137; 143 fracciones II, VI y XVII de la
Ley General de Bienes Nacionales, para quedar como si-
gue:

Artículo 2. …

I. a IV. …

V. Instituciones públicas: los órganos de los Poderes Le-
gislativo y Judicial de la Federación, de la Ciudad de
México y de los estados; las dependencias y entidades
de las administraciones públicas federal, del gobierno
de la Ciudad de México , estatales y municipales; la
Procuraduría General de la República; las unidades ad-
ministrativas de la Presidencia de la República, y las
instituciones de carácter federal o local con autonomía
otorgada por la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos o por las constituciones de los esta-
dos;

VI. a IX. …

Artículo 28. …

I. a X. …
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XI. Suscribir bases de colaboración y convenios con las
demás dependencias y con las entidades; convenios de
colaboración con los Poderes Legislativo y Judicial de
la Federación y con los órganos de carácter federal con
autonomía otorgada por la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; acuerdos de coordinación
con los gobiernos de la Ciudad de México, de los esta-
dos y de los municipios, y convenios de concertación
con personas físicas o morales de los sectores privado y
social, a fin de conjuntar recursos y esfuerzos para la
eficaz realización de las acciones que en materia inmo-
biliaria están a su cargo;

XII. a XIII. …

…

Artículo 29. …

I. a XVIII. …

XIX. Planear y ejecutar las obras de construcción, re-
construcción, rehabilitación, conservación y demolición
de los inmuebles federales compartidos por varias insti-
tuciones públicas y utilizados como oficinas administra-
tivas, y las demás que realice en dichos bienes el Go-
bierno Federal por sí o en cooperación con otros países,
con los gobiernos de los estados, los municipios y de la
Ciudad de México así como con entidades o con los
particulares;

XX. a XXII. …

Artículo 48. …

La secretaría en los acuerdos de coordinación que celebre
de manera general o especial con los gobiernos de los esta-
dos y de la Ciudad de México, instrumentará los meca-
nismos de comunicación entre el Registro Público de la
Propiedad Federal a su cargo y los registros públicos de la
propiedad de las entidades federativas para que agilicen la
inscripción y la expedición de constancias respecto de los
actos jurídicos a que se refiere el párrafo anterior.

Artículo 59. Están destinados a un servicio público, los si-
guientes inmuebles federales:

I. a III. …

IV. Los destinados al servicio de los gobiernos de los es-
tados, de la Ciudad de México y de los municipios o de
sus respectivas entidades paraestatales;

V. a VII. …

Artículo 82. Los gobiernos de los estados y de la Ciudad
de México, en auxilio de la Secretaría de Gobernación y de
la secretaría, podrán en los términos de los convenios de
colaboración o coordinación que celebren, ejercer las si-
guientes facultades en relación con los inmuebles federales
utilizados para fines religiosos y sus anexidades, con ex-
cepción de aquellos considerados como monumentos his-
tóricos o artísticos conforme a la ley de la materia o la de-
claratoria correspondiente:

I. a XI. …

Artículo 84. …

I. …

II. Permuta con las entidades; los gobiernos de los esta-
dos, de la Ciudad de México y de los municipios o con
sus respectivas entidades paraestatales, o con los parti-
culares, respecto de inmuebles que por su ubicación, ca-
racterísticas y aptitudes satisfagan necesidades de las
partes;

III. a IX. …

X. Donación a favor de los gobiernos de los estados, de
la Ciudad de México y de los municipios, o de sus res-
pectivas entidades paraestatales, a fin de que utilicen los
inmuebles en servicios públicos locales, fines educati-
vos o de asistencia social; para obtener fondos a efecto
de aplicarlos en el financiamiento, amortización o cons-
trucción de obras públicas, o para promover acciones de
interés general o de beneficio colectivo;

XI. a XV. …

…

…

…

…
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…

…

Artículo 91. En los casos en que el gobierno federal des-
centralice funciones o servicios a favor de los gobiernos de
los estados, de la Ciudad de México o de los municipios,
y determine la transmisión del dominio de los inmuebles
federales utilizados en la prestación de dichas funciones o
servicios, la secretaría procederá a celebrar los contratos de
donación o, en su caso, de cesión gratuita de derechos po-
sesorios.

Artículo 99. …

I. …

II. Donaciones de la federación a favor de los gobiernos
de los estados, de la Ciudad de México y de los muni-
cipios, y de sus respectivas entidades;

III. a VI. …

VII. Donaciones que realicen los gobiernos de los esta-
dos, de la Ciudad de México o de los municipios, o sus
respectivas entidades paraestatales, a favor de entida-
des, para la realización de las actividades propias de su
objeto;

VIII. a X. …

…

Artículo 106. …

I. a IV. …

…

En el caso de que sean ocupantes los Poderes Legislati-
vo y Judicial de la Federación, las dependencias y enti-
dades de las administraciones públicas de la Ciudad de
México, estatales y municipales o las instituciones de
carácter federal o local con autonomía otorgada por la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
o por las constituciones de los estados, para los efectos
previstos en las fracciones I y III del presente artículo,
dichas instituciones participarán con los recursos nece-

sarios en relación directa con el espacio que ocupen de
manera exclusiva en el inmueble de que se trate

Artículo 133. Las dependencias, la Procuraduría Gene-
ral de la República y las unidades administrativas de la
Presidencia de la República, con aprobación expresa de
su oficial mayor o equivalente, o del Comité de Bienes
Muebles, en su caso, podrán donar bienes muebles de
propiedad federal que estén a su servicio, cuando ya no
les sean útiles, a los estados, Cuidad de México, muni-
cipios, instituciones de salud, beneficencia o asistencia,
educativas o culturales, a quienes atiendan la prestación
de servicios sociales por encargo de las propias depen-
dencias, a beneficiarios de algún servicio asistencial pú-
blico, a las comunidades agrarias y ejidos y a entidades
que los necesiten para sus fines, siempre que el valor de
los bienes objeto de la donación, conforme al último pá-
rrafo de este artículo, no exceda del equivalente a diez
mil días de salario mínimo general vigente en el Distri-
to Federal. Dicha donación se realizará conforme al
procedimiento establecido en este capítulo.

…

…

…

Artículo 137. Las dependencias, la Procuraduría General
de la República y las unidades administrativas de la Presi-
dencia de la República, podrán otorgar bienes muebles en
comodato a entidades, a los gobiernos de la Ciudad de
México, de los estados y de los municipios, así como a ins-
tituciones de educación superior y asociaciones que no per-
sigan fines de lucro, siempre y cuando con ello se contri-
buya al cumplimiento de programas del Gobierno Federal,
lo que deberá ser objeto de acreditación y seguimiento por
parte de la institución de que se trate.

Artículo 143. …

I. …

II. El valor de los inmuebles respecto de los que la fe-
deración pretenda transmitir derechos de propiedad,
posesión o cualquier otro derecho real, mediante con-
tratos de compraventa, permuta, aportación, afectación
o cualquier otro autorizado por esta ley, salvo los casos
de donaciones a título gratuito de inmuebles a favor de
los gobiernos de los estados, de la Ciudad de México
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y de los municipios, así como de sus respectivas enti-
dades paraestatales;

III. a V. …

VI. El valor de los inmuebles donados por la federa-
ción a los gobiernos de los estados, de la Ciudad de
México y de los municipios, o a sus respectivas enti-
dades paraestatales, cuando aquéllos se vayan a enaje-
nar a título oneroso, salvo el caso de que la enajena-
ción tenga por objeto la regularización de la tenencia
de la tierra a favor de sus poseedores;

VII. a XVI. …

XVII. El valor de los inmuebles o el monto de la renta
cuando los pretendan adquirir o tomar en arrendamien-
to los gobiernos de los estados, de la Ciudad de Méxi-
co y de los municipios con cargo a recursos federales,
con excepción de las participaciones en impuestos fede-
rales, y

XVIII. …

…

Artículo Décimo. Se reforman los artículos 3 fracción V, y
5 de la Ley General en Materia de Delitos Electorales, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 3. …

I. a IV. ….

V. Servidor Público: La persona que desempeñe un em-
pleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la ad-
ministración pública federal o local centralizada, orga-
nismos descentralizados federales o locales, empresas
de participación estatal mayoritaria federales o locales,
organizaciones y sociedades asimiladas a éstas, fideico-
misos públicos federales o locales, en las legislaturas
federal o locales y en la Legislatura de la Ciudad de
México, en los poderes judiciales federal, estatales y de
la Ciudad de México, o que manejen recursos econó-
micos federales o locales, así como en los organismos a
los que la Constitución y las constituciones de las enti-
dades federativas otorguen autonomía.

Artículo 5. Tratándose de servidores públicos que cometan
cualquiera de los delitos previstos en esta ley, se les im-
pondrá, además de la sanción correspondiente en el tipo
penal de que se trate, la inhabilitación para ocupar un em-
pleo, cargo o comisión en el servicio público federal, local,
municipal o de los órganos político-administrativos de las
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, de
dos a seis años y, en su caso, la destitución del cargo.

Artículo Undécimo. Se reforman los siguientes artículos:
39 fracción II; 43 fracción II, y 43 Bis párrafo primero de
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 39. …

I. …

II. Crear y administrar establecimientos de salubri-
dad, de asistencia pública y de terapia social en cual-
quier lugar del territorio nacional y organizar la asis-
tencia pública en la Ciudad de México;

III. a XXIV. …

Artículo 43. …

I. …

II. Someter a consideración y, en su caso, firma del pre-
sidente de la República todos los proyectos de iniciati-
vas de leyes y decretos que se presenten al Congreso de
la Unión o a una de sus Cámaras, así como a la Legis-
latura de la Ciudad de México y darle opinión sobre
dichos proyectos;

III a XII …

Artículo 43 Bis. Las dependencias de la administración
pública federal enviarán a la Consejería Jurídica del Ejecu-
tivo Federal los proyectos de iniciativas de leyes o decre-
tos a ser sometidos al Congreso de la Unión, a una de sus
cámaras o a la Legislatura de la Ciudad de México, por
lo menos con un mes de anticipación a la fecha en que se
pretendan presentar, salvo en los casos de las iniciativas de
ley de ingresos y proyecto de presupuesto de egresos de la
Federación, y en aquellos otros de notoria urgencia a juicio
del presidente de la República. Estos últimos serán someti-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 4 de octubre de 2016395



dos al titular del Poder Ejecutivo Federal por conducto de
la Consejería Jurídica.

…

Artículo Duodécimo. Se reforma el artículo 1 de la Ley
Orgánica de la Lotería Nacional para la Asistencia Pública,
para quedar como sigue:

Artículo 1o. La Lotería Nacional para la Asistencia Públi-
ca es un organismo descentralizado de la administración
pública federal, con personalidad jurídica y patrimonio
propios y domicilio en la Ciudad de México.

Artículo Décimo Tercero. Se reforman los siguientes artí-
culos 33, fracciones V y VI, y 36 de la Ley sobre Delitos
de Imprenta, para quedar como sigue:

Artículo 33. …

I. a IV …

V. Con la pena de tres meses de arresto a un año de pri-
sión y multa de cincuenta a quinientos pesos, las injurias
a los secretarios del despacho, al procurador general de
la República o a los directores de los departamentos fe-
derales, a los gobernadores y al jefe del gobierno de la
Ciudad de México, en el acto de ejercer sus funciones
o con motivo de ellas, o a los tribunales, legislaturas y
gobernadores de los estados, a éstos con motivo de sus
funciones;

VI. Con arresto de uno a seis meses y multa de cin-
cuenta a trescientos pesos, las injurias a un magistrado
de la Suprema Corte, a un magistrado de circuito o de la
Ciudad de México o de los estados, juez de distrito o
del orden común ya sea de la Ciudad de México o de
los estados, a un individuo del Poder Legislativo federal
o de los estados, o a un general o coronel, en el acto de
ejercer sus funciones o con motivo de ellas, o contra
cualquier otro cuerpo público colegiado distinto de los
mencionados en las fracciones anteriores ya sean de la
federación o de los estados. Si la injuria se verificare en
una sesión del Congreso o en una audiencia de un tribu-
nal, o se hiciere a los generales o coroneles en una pa-
rada militar o estando al frente de sus fuerzas, la pena
será de dos meses de arresto a dos años de prisión y
multa de doscientos a dos mil pesos;

VII. a IX. …

Artículo 36. Esta ley será obligatoria en la Ciudad de Mé-
xico y territorios, en lo que concierne a los delitos del or-
den común previstos en ella, y en toda la República por lo
que toca a los delitos de la competencia de los tribunales
federales. 

Artículo Décimo Cuarto. Se reforman los siguientes artí-
culos; 9 numeral 1 inciso c); 10 numeral 2 inciso c); 11 nu-
meral 1; 13 numeral 1 inciso a) e inciso b) fracción I; 15
numeral 1 incisos b) y c); 30 numeral 1 incisos e) y k); 54
numeral 1 incisos b) y c); 67 numeral 1 incisos a) y b), y
87 numeral 2; 94 numeral 1 incisos b) y c), de la Ley Ge-
neral de Partidos Políticos, para quedar como sigue:

Artículo 9.

1. …

a) a b)…

c) Verificar que la legislatura de la entidad federativa se
integre con diputados electos, según los principios de
mayoría relativa y de representación proporcional, en
los términos que señalen sus leyes. En ningún caso, un
partido político podrá contar con un número de dipu-
tados por ambos principios que representen un porcen-
taje del total de la Legislatura que exceda en ocho pun-
tos su porcentaje de votación emitida. Esta norma no se
aplicará al partido político que por sus triunfos en dis-
tritos uninominales obtenga un porcentaje de curules del
total de la Legislatura, superior a la suma del porcenta-
je de su votación emitida más el ocho por ciento. Para
reconocer y garantizar la representación y pluralidad de
las fuerzas políticas que contiendan en la entidad fede-
rativa, la asignación de diputados locales y diputados de
Legislatura de la Ciudad de México de representación
proporcional, se realizará conforme a lo siguiente:

I. a III. …

d) …

Artículo 10.

1. …

2. …
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a) a b) …

c) Tratándose de partidos políticos locales, contar con
militantes en cuando menos dos terceras partes de los
municipios de la entidad o de las demarcaciones terri-
toriales de la Ciudad de México; los cuales deberán
contar con credencial para votar en dichos municipios o
demarcaciones; bajo ninguna circunstancia, el número
total de sus militantes en la entidad podrá ser inferior al
0.26 por ciento del padrón electoral que haya sido utili-
zado en la elección local ordinaria inmediata anterior a
la presentación de la solicitud de que se trate.

Artículo 11.

1. La organización de ciudadanos que pretenda constituir-
se en partido político para obtener su registro ante el insti-
tuto deberá, tratándose de partidos políticos nacionales, o
ante el organismo público local que corresponda, en el ca-
so de partidos políticos locales informar tal propósito a la
autoridad que corresponda en el mes de enero del año si-
guiente al de la elección de presidente de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en el caso de registro nacional, o de go-
bernador o jefe de gobierno de la Ciudad de México,
tratándose de registro local.

2. …

Artículo 13.

1. …

a) La celebración, por lo menos en dos terceras partes
de los distritos electorales locales, o bien, de los muni-
cipios o de las demarcaciones territoriales de la Ciu-
dad de México, según sea el caso, de una asamblea en
presencia de un funcionario del organismo público local
competente, quien certificará:

I. a III. …

b) …

I. Que asistieron los delegados propietarios o suplentes,
elegidos en las asambleas distritales, municipales o de
las demarcaciones territoriales de la Ciudad de Mé-
xico, según sea el caso;

II. a V. …

Artículo 15.

1. …

a) …

b) Las listas nominales de afiliados por entidades, dis-
tritos electorales, municipios o demarcaciones territo-
riales de la Ciudad de México según sea el caso, a que
se refieren los artículos 12 y 13 de esta Ley. Esta infor-
mación deberá presentarse en archivos en medio digital,
y

c) Las actas de las asambleas celebradas en las entida-
des federativas, distritos electorales, municipios o de-
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, se-
gún sea el caso, y la de su asamblea nacional o local
constitutiva, correspondiente.

Artículo 30.

1. …

a) a d) …

e) El directorio de sus órganos nacionales, estatales, mu-
nicipales, de la Ciudad de México y, en su caso, regio-
nales, delegacionales y distritales;

f) a j)…

k) Los montos de financiamiento público otorgados en
cualquier modalidad, a sus órganos nacionales, estata-
les, municipales y de la Ciudad de México durante los
últimos cinco años y hasta el mes más reciente, así co-
mo los descuentos correspondientes a sanciones;

l) a t) …

Artículo 54.

1. …

…

b) Las dependencias, entidades u organismos de la ad-
ministración pública federal, estatal o municipal, cen-
tralizada o paraestatal, y los órganos de gobierno de la
Ciudad de México.
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c) Los organismos autónomos federales, estatales y de
la Ciudad de México.

d) a g) …

2. …

Artículo 67.

1. …

a) En el de contribuciones, incluyendo tasas adicionales
que establezcan los estados o la Ciudad de México, so-
bre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento,
adicionales que se establezcan sobre la propiedad, divi-
sión, consolidación, traslación y mejora, así como los
que tengan por base el cambio de valor de los inmue-
bles, y

b) De los impuestos y derechos que establezcan los es-
tados, los municipios o la Ciudad de México por la
prestación de los servicios públicos.

Artículo 87.

1. …

2. Los partidos políticos nacionales y locales podrán for-
mar coaliciones para las elecciones de Gobernador, dipu-
tados a las legislaturas locales de mayoría relativa y ayun-
tamientos, así como de Jefe de Gobierno, diputados a la
Asamblea Legislativa de mayoría relativa y los titulares de
los órganos político-administrativos de las demarcaciones
territoriales de la Ciudad de México.

3. a 15. …

Artículo 94.

1. …

a) …

b) No obtener en la elección ordinaria inmediata ante-
rior, por lo menos el tres por ciento de la votación váli-
da emitida en alguna de las elecciones para diputados,
senadores o presidente de los Estados Unidos Mexica-
nos, tratándose de partidos políticos nacionales, y de go-
bernador, diputados a las legislaturas locales y ayunta-

mientos, así como de jefe de gobierno, diputados a la
Asamblea Legislativa y los titulares de los órganos po-
lítico-administrativos de las demarcaciones territoria-
les de la Ciudad de México, tratándose de un partido
político local;

c) No obtener por lo menos el tres por ciento de la vota-
ción válida emitida en alguna de las elecciones federa-
les ordinarias para diputados, senadores o presidente de
los Estados Unidos Mexicanos, tratándose de un partido
político nacional, o de gobernador, diputados a las le-
gislaturas locales y ayuntamientos, así como de jefe de
gobierno, diputados a la Asamblea Legislativa y los ti-
tulares de los órganos político-administrativos de las
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México,
tratándose de un partido político local, si participa coa-
ligado;

d) a g) …

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-

cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de octubre de 2016.— Diputado
José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men.
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LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma los artículos 17 y 40 de la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social, a cargo del diputado José Her-
nán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
6, numeral 1, fracción I, 76, numeral 1, fracción II, 77, nu-
meral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
presenta a consideración de esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman diversos artícu-
los de la Ley General de Desarrollo Social, conforme a la
siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación1 la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo capital de
los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de la
Unión, pero con cambios fundamentales en su naturaleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con au-
tonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y su or-
ganización política administrativa, habiendo la posibilidad de
darse su propia constitución política, con una forma de go-
bierno republicano, representativo, democrático y laico, que
tendrá mayor autonomía con los poderes federales, por ejem-
plo, con relación a la designación y remoción de sus funcio-
narios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de
supremacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autono-
mía si finalmente su origen no se supedita al estado de de-
recho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones –escribe Von
Wright– presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que
implican.

Es pues la intención de esta propuesta agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
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Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, éstos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
unidad de medida y actualización a efecto de desvincular al
salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Por lo expuesto se somete a consideración de esta asamblea
el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley General de Desarrollo Social

Único. Se reforman los artículos 17 y 40 de la Ley Gene-
ral de Desarrollo Social, para quedar como sigue:

Artículo 17. Los municipios serán los principales ejecuto-
res de los programas, recursos y acciones federales de de-
sarrollo social, de acuerdo con las reglas de operación que
para el efecto emita el Ejecutivo federal, excepto en los ca-
sos expresamente asignados, legal o administrativamente, a
una dependencia, entidad u organismo federal, estatal o de
la Ciudad de México.

Artículo 40. En el ámbito de sus atribuciones y en con-
gruencia con las disposiciones de esta ley las legislaturas
de los estados, la legislatura de la Ciudad de México y
los municipios emitirán normas en materia de desarrollo
social, tomando en cuenta sus particularidades.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco, María del Carmen. “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico”, en revista Razonamiento Ju-
dicial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio Legislativo de San Lázaro en la Ciudad de México, a 4 de oc-
tubre de 2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Se remite a la Comisión del Distrito Federal, para dic-
tamen.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA
PROTECCIÓN AL AMBIENTE, LEY GENERAL DE
DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE, LEY
GENERAL DE VIDA SILVESTRE Y LEY GENERAL
PARA LA PREVENCIÓN Y GESTIÓN INTEGRAL DE
LOS RESIDUOS

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de las leyes
Generales del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, de Desarrollo Forestal Sustentable, de Vida Silves-
tre, y para la Prevención y Gestión Integral de los Resi-
duos, a cargo del diputado José Hernán Cortés Berumen,
del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los estados
Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral
1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presento a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversos artículos de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, Ley Ge-
neral de Desarrollo Forestal Sustentable, Ley General de
Vida Silvestre y Ley General para la Prevención y Gestión
Integral de los Residuos, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
federación,1 la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo capital de
los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de la
Unión, pero con cambios fundamentales en su naturaleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
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ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de su-
premacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía
si finalmente su origen no se supedita al estado de derecho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones -escribe von
Wright- presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,

cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, Ley General de Desarrollo Forestal Susten-
table, Ley General de Vida Silvestre y Ley General pa-
ra la Prevención y Gestión Integral de los Residuos

Artículo Primero. Se reforman los artículos 1, fracción
VIII; 4, párrafo primero, 5, fracción XIII; 9; 10; 11, párra-
fos primero y tercero; 12, párrafo primero y fracción IX;
13; 20 Bis2; 20 Bis4, párrafo primero; 20 Bis5, párrafo pri-
mero, y fracción V; 21, párrafo primero; 23, fracciones VI
y X; 32; 33 párrafo primero; 35 Bis2; 38 Bis2; 46, último
párrafo; 56; 56 Bis párrafo cuarto; 63, párrafo tercero; 64
Bis1 párrafo primero; 65 párrafo primero; 67 párrafo pri-
mero; 77; 77 Bis fracción IV; 87 Bis 2 párrafo primero; 89
fracción VII; 109 Bis párrafo primero; 112 párrafo prime-
ro; 119 Bis párrafo primero; 126; 133; 137 párrafo prime-
ro; 149; 159 Bis párrafo cuarto, y 159 Bis 3 párrafo prime-
ro de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 1o. …
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I. a VII. …

VIII. El ejercicio de las atribuciones que en materia am-
biental corresponde a la federación, los estados, la Ciu-
dad de México y los municipios, bajo el principio de
concurrencia previsto en el artículo 73 fracción XXIX -
G de la Constitución;

IX. a X. …

…

Artículo 4o. La federación, los estados, la Ciudad de Mé-
xico y los municipios ejercerán sus atribuciones en materia
de preservación y restauración del equilibrio ecológico y la
protección al ambiente, de conformidad con la distribución
de competencias prevista en esta ley y en otros ordena-
mientos legales.

…

Artículo 5o. …

I. a XII. …

XIII. El fomento de la aplicación de tecnologías, equi-
pos y procesos que reduzcan las emisiones y descargas
contaminantes provenientes de cualquier tipo de fuente,
en coordinación con las autoridades de los estados, la
Ciudad de México y los municipios; así como el esta-
blecimiento de las disposiciones que deberán observar-
se para el aprovechamiento sustentable de los energéti-
cos;

XIV. a XXII. …

Artículo 9o. Corresponden al gobierno de la Ciudad de
México, en materia de preservación del equilibrio ecológi-
co y la protección al ambiente, conforme a las disposicio-
nes legales que expida la Legislatura de la Ciudad de
México las facultades a que se refieren los artículos 7o. y
8o. de esta ley.

Artículo 10. Los Congresos de los estados, con arreglo a
sus respectivas constituciones y la Legislatura de la Ciu-
dad de México expedirán las disposiciones legales que se-
an necesarias para regular las materias de su competencia
previstas en esta Ley. Los ayuntamientos, por su parte, dic-
tarán los bandos de policía y buen gobierno, los reglamen-
tos, circulares y disposiciones administrativas que corres-

pondan, para que en sus respectivas circunscripciones, se
cumplan las previsiones del presente ordenamiento.

En el ejercicio de sus atribuciones, los estados, la Ciudad
de México y los municipios, observarán las disposiciones
de esta Ley y las que de ella se deriven.

Artículo 11. La federación, por conducto de la Secretaría,
podrá suscribir convenios o acuerdos de coordinación, con
el objeto de que los gobiernos de la Ciudad de México o
de los estados, con la participación, en su caso, de sus mu-
nicipios, asuman las siguientes facultades, en el ámbito de
su jurisdicción territorial: 

I. a IX. …

…

En contra de los actos que emitan los gobiernos de la
Ciudad de México o de los estados y, en su caso, de sus
municipios, en ejercicio de las facultades que asuman de
conformidad con este precepto respecto de los particu-
lares, procederán los recursos y medios de defensa esta-
blecidos en el Capítulo V del Título Sexto de esta Ley.

Artículo 12. Para los efectos del artículo anterior, los con-
venios o acuerdos de coordinación que celebre la federa-
ción, por conducto de la Secretaría, con los gobiernos de la
Ciudad de México o de los estados, con la participación,
en su caso, de sus municipios, deberán sujetarse a las si-
guientes bases: 

I. a VIII. … 

IX. Para efectos en el otorgamiento de los permisos o
autorizaciones en materia de impacto ambiental que co-
rrespondan a la Ciudad de México, los estados, o en su
caso, los municipios, deberán seguirse los mismos pro-
cedimientos establecidos en la sección V de la presente
Ley, además de lo que establezcan las disposiciones le-
gales y normativas locales correspondientes;

X. …

…

…

Artículo 13. Los estados podrán suscribir entre sí y con el
gobierno de la Ciudad de México, en su caso, convenios o
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acuerdos de coordinación y colaboración administrativa,
con el propósito de atender y resolver problemas ambien-
tales comunes y ejercer sus atribuciones a través de las ins-
tancias que al efecto determinen, atendiendo a lo dispuesto
en las leyes locales que resulten aplicables. Las mismas fa-
cultades podrán ejercer los municipios entre sí, aunque per-
tenezcan a entidades federativas diferentes, de conformi-
dad con lo que establezcan las leyes señaladas.

Artículo 20 Bis 2. Los gobiernos de los estados y de la
Ciudad de México en los términos de las leyes locales
aplicables, podrán formular y expedir programas de orde-
namiento ecológico regional, que abarquen la totalidad o
una parte del territorio de una entidad federativa.

Cuando una región ecológica se ubique en el territorio de
dos o más entidades federativas, el Gobierno Federal, el de
los estados y municipios respectivos, y en su caso el de la
Ciudad de México, en el ámbito de sus competencias, po-
drán formular un programa de ordenamiento ecológico re-
gional. Para tal efecto, la federación celebrará los acuerdos o
convenios de coordinación procedentes con los gobiernos
locales involucrados.

Cuando un programa de ordenamiento ecológico regional
incluya un área natural protegida, competencia de la fede-
ración, o parte de ella, el programa deberá ser elaborado y
aprobado en forma conjunta por la Secretaría y los gobier-
nos de los estados, la Ciudad de México y municipios en
que se ubique, según corresponda.

Artículo 20 Bis 4. Los programas de ordenamiento ecoló-
gico local serán expedidos por las autoridades municipales,
y en su caso de la Ciudad de México, de conformidad con
las leyes locales en materia ambiental, y tendrán por obje-
to:

I. a III. …

Artículo 20 Bis 5. Los procedimientos bajo los cuales se-
rán formulados, aprobados, expedidos, evaluados y modi-
ficados los programas de ordenamiento ecológico local, se-
rán determinados en las leyes estatales o de la Ciudad de
México en la materia, conforme a las siguientes bases:

I. a IV. …

V. Cuando un programa de ordenamiento ecológico lo-
cal incluya un área natural protegida, competencia de la
federación, o parte de ella, el programa será elaborado y

aprobado en forma conjunta por la Secretaría y los Go-
biernos de los estados, de la Ciudad de México y de los
municipios, según corresponda;

VI. a VIII. …

Artículo 21. La federación, los estados y la Ciudad de
México, en el ámbito de sus respectivas competencias, di-
señarán, desarrollarán y aplicarán instrumentos económi-
cos que incentiven el cumplimiento de los objetivos de la
política ambiental, y mediante los cuales se buscará:

I. a V. …

Artículo 23. …

I. a V. …

VI. Las autoridades de la federación, los estados, la
Ciudad de México y los municipios, en la esfera de su
competencia, promoverán la utilización de instrumentos
económicos, fiscales y financieros de política urbana y
ambiental, para inducir conductas compatibles con la
protección y restauración del medio ambiente y con un
desarrollo urbano sustentable;

VII. a IX. …

X. Las autoridades de la federación, los estados, la Ciu-
dad de México y los municipios, en la esfera de su
competencia, deberán de evitar los asentamientos hu-
manos en zonas donde las poblaciones se expongan al
riesgo de desastres por impactos adversos del cambio
climático.

Artículo 32. En el caso de que un plan o programa parcial
de desarrollo urbano o de ordenamiento ecológico del te-
rritorio incluyan obras o actividades de las señaladas en el
artículo 28 de esta Ley, las autoridades competentes de los
estados, la Ciudad de México o los municipios, deberán
presentar dichos planes o programas a la Secretaría, con el
propósito de que ésta emita la autorización que en materia
de impacto ambiental corresponda, respecto del conjunto
de obras o actividades que se prevean realizar en un área
determinada, en los términos previstos en el artículo 31 de
esta ley.

Artículo 33. Tratándose de las obras y actividades a que se
refieren las fracciones IV, VIII, IX y XI del artículo 28, la
Secretaría notificará a los gobiernos estatales y municipa-
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les o de la Ciudad de México, según corresponda, que ha
recibido la manifestación de impacto ambiental respectiva,
a fin de que éstos manifiesten lo que a su derecho conven-
ga.

…

Artículo 35 Bis 2. El impacto ambiental que pudiesen oca-
sionar las obras o actividades no comprendidas en el artí-
culo 28 será evaluado por las autoridades de la Ciudad de
México o de los estados, con la participación de los muni-
cipios respectivos, cuando por su ubicación, dimensiones o
características produzcan impactos ambientales significati-
vos sobre el medio ambiente, y estén expresamente señala-
dos en la legislación ambiental estatal. En estos casos, la
evaluación de impacto ambiental se podrá efectuar dentro
de los procedimientos de autorización de uso del suelo,
construcciones, fraccionamientos, u otros que establezcan
las leyes estatales y las disposiciones que de ella se deri-
ven. Dichos ordenamientos proveerán lo necesario a fin de
hacer compatibles la política ambiental con la de desarro-
llo urbano y de evitar la duplicidad innecesaria de procedi-
mientos administrativos en la materia.

Artículo 38 Bis 2. Los estados y la Ciudad de México po-
drán establecer sistemas de autorregulación y auditorías
ambientales en los ámbitos de sus respectivas competen-
cias.

Artículo 46. …

I a XI. …

…

Los Gobiernos de los estados y de la Ciudad de México,
en los términos que señale la legislación local en la mate-
ria, podrán establecer parques, reservas estatales y demás
categorías de manejo que establezca la legislación local en
la materia, ya sea que reúnan alguna de las características
señaladas en las fracciones I a VIII y XI del presente artí-
culo o que tengan características propias de acuerdo a las
particularidades de cada entidad federativa. Dichas áreas
naturales protegidas no podrán establecerse en zonas pre-
viamente declaradas como áreas naturales protegidas com-
petencia de la federación, salvo que se trate de las señala-
das en la fracción VI de este artículo.

Artículo 56. Las autoridades de los estados y de la Ciudad
de México, podrán promover ante el Gobierno Federal, el

reconocimiento de las áreas naturales protegidas que con-
forme a su legislación establezcan, con el propósito de
compatibilizar los regímenes de protección correspondien-
tes.

Artículo 56 Bis. …

…

…

El Consejo podrá invitar a sus sesiones a representantes de
los gobiernos de los estados de la Ciudad de México y de
los municipios, cuando se traten asuntos relacionados con
áreas naturales protegidas de competencia federal que se
encuentren dentro de su territorio. Asimismo, podrá invitar
a representantes de ejidos, comunidades, propietarios, po-
seedores y en general a cualquier persona cuya participa-
ción sea necesaria conforme al asunto que en cada caso se
trate.

Artículo 63. …

…

La Secretaría promoverá que las autoridades Federales, Es-
tatales, Municipales y de la Ciudad de México , dentro del
ámbito de su competencia, en los términos que establezcan
las disposiciones jurídicas aplicables y, en su caso, los pro-
gramas de manejo, den prioridad a los programas de regu-
larización de la tenencia de la tierra en las áreas naturales
protegidas de competencia federal.

…

Artículo 64 Bis 1. La federación, los estados, la Ciudad
de México y los municipios, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias, podrán otorgar a los propietarios, pose-
edores, organizaciones sociales, públicas o privadas, pue-
blos indígenas, y demás personas interesadas, concesiones,
permisos o autorizaciones para la realización de obras o ac-
tividades en las áreas naturales protegidas; de conformidad
con lo que establece esta Ley, la declaratoria y el programa
de manejo correspondientes.

…

Artículo 65. La Secretaría formulará, dentro del plazo de
un año contado a partir de la publicación de la declaratoria
respectiva en el Diario Oficial de la federación, el progra-

Año II, Primer Periodo, 4 de octubre de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados404



ma de manejo del área natural protegida de que se trate,
dando participación a los habitantes, propietarios y posee-
dores de los predios en ella incluidos, a las demás depen-
dencias competentes, los gobiernos estatales, municipales
y de la Ciudad de México, en su caso, así como a organi-
zaciones sociales, públicas o privadas, y demás personas
interesadas.

…

Artículo 67. La Secretaría podrá, una vez que se cuente
con el programa de manejo respectivo, otorgar a los go-
biernos de los estados, de los municipios y de la Ciudad de
México, así como a ejidos, comunidades agrarias, pueblos
indígenas, grupos y organizaciones sociales, y empresaria-
les y demás personas físicas o morales interesadas, la ad-
ministración de las áreas naturales protegidas a que se re-
fieren las fracciones I a VIII del artículo 46 de esta Ley.
Para tal efecto, se deberán suscribir los acuerdos o conve-
nios que conforme a la legislación aplicable procedan.

…

…

Artículo 77. Las Dependencias de la Administración Pú-
blica Federal, los gobiernos de los estados, de la Ciudad
de México y de los municipios, deberán considerar en sus
programas y acciones que afecten el territorio de un área
natural protegida de competencia federal, así como en el
otorgamiento de permisos, concesiones y autorizaciones
para obras o actividades que se desarrollen en dichas áreas,
las previsiones contenidas en la presente Ley, los regla-
mentos, normas oficiales mexicanas que se expidan en la
materia, en los decretos por los que se establezcan las áreas
naturales protegidas y en los programas de manejo respec-
tivos.

Artículo 77 Bis. …

I. a III. …

IV. Las áreas destinadas voluntariamente a la conserva-
ción se administrarán por su propietario y se manejarán
conforme a la estrategia de manejo definida en el certi-
ficado. Cuando dichas áreas se ubiquen dentro del polí-
gono de otras áreas naturales protegidas previamente
declaradas como tales por la federación, el Gobierno de
la Ciudad de México, los estados y los municipios, la

estrategia de manejo observará lo dispuesto en las de-
claratorias y los programas de manejo correspondientes.

…

Artículo 87 Bis 2. El Gobierno Federal, los gobiernos de
los estados, de la Ciudad de México y de los municipios,
en el ámbito de sus respectivas competencias, regularán el
trato digno y respetuoso que deberá darse a los animales.

…

Artículo 89. …

I. a VI. …

VII. Las previsiones contenidas en el programa director
para el desarrollo urbano de la Ciudad de México res-
pecto de la política de reuso de aguas;

VIII. a XII. …

Artículo 109 Bis. La Secretaría, los estados, la Ciudad de
México y los municipios, deberán integrar un registro de
emisiones y transferencia de contaminantes al aire, agua,
suelo y subsuelo, materiales y residuos de su competencia,
así como de aquellas sustancias que determine la autoridad
correspondiente. La información del registro se integrará
con los datos y documentos contenidos en las autorizacio-
nes, cédulas, informes, reportes, licencias, permisos y con-
cesiones que en materia ambiental se tramiten ante la Se-
cretaría, o autoridad competente del gobierno de la Ciudad
de México, de los estados, y en su caso, de los municipios. 

…

…

Artículo 112. En materia de prevención y control de la
contaminación atmosférica, los gobiernos de los estados,
de la Ciudad de México y de los municipios, de confor-
midad con la distribución de atribuciones establecida en los
artículos 7º., 8º. y 9º. de esta Ley, así como con la legisla-
ción local en la materia:

I. a XII. …

Artículo 119 Bis. En materia de prevención y control de la
contaminación del agua, corresponde a los gobiernos de los
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estados y de los municipios, por sí o a través de sus orga-
nismos públicos que administren el agua, así como al de la
Ciudad de México de conformidad con la distribución de
competencias establecida en esta Ley y conforme lo dis-
pongan sus leyes locales en la materia:

I. a IV. …

Artículo 126. Los equipos de tratamiento de las aguas re-
siduales de origen urbano que diseñen, operen o adminis-
tren los municipios, las autoridades estatales, o la Ciudad
de México deberán cumplir con las normas oficiales mexi-
canas que al efecto se expidan.

Artículo 133. La Secretaría, con la participación que en su
caso corresponda a la Secretaría de Salud conforme a otros
ordenamientos legales, realizará un sistemático y perma-
nente monitoreo de la calidad de las aguas, para detectar la
presencia de contaminantes o exceso de desechos orgáni-
cos y aplicar las medidas que procedan. En los casos de
aguas de jurisdicción local se coordinará con las autorida-
des de los estados, la Ciudad de México y los municipios.

Artículo 137. Queda sujeto a la autorización de los muni-
cipios o de la Ciudad de México, conforme a sus leyes lo-
cales en la materia y a las normas oficiales mexicanas que
resulten aplicables, el funcionamiento de los sistemas de
recolección, almacenamiento, transporte, alojamiento, reu-
so, tratamiento y disposición final de residuos sólidos mu-
nicipales.

…

Artículo 149. Los estados y la Ciudad de México regula-
rán la realización de actividades que no sean consideradas
altamente riesgosas, cuando éstas afecten el equilibrio de
los ecosistemas o el ambiente dentro de la circunscripción
territorial correspondiente, de conformidad con las normas
oficiales mexicanas que resulten aplicables.

La legislación local definirá las bases a fin de que la fede-
ración, los estados, la Ciudad de México y los municipios,
coordinen sus acciones respecto de las actividades a que se
refiere este precepto.

Artículo 159 Bis. …

…

…

Los estados, los municipios y la Ciudad de México, parti-
ciparán con la Secretaría en la integración del Sistema Na-
cional de Información Ambiental y de Recursos Naturales.

Artículo 159 Bis 3. Toda persona tendrá derecho a que la
Secretaría, los estados, la Ciudad de México y los munici-
pios pongan a su disposición la información ambiental que
les soliciten, en los términos previstos por esta Ley. En su
caso, los gastos que se generen, correrán por cuenta del so-
licitante.

…

…

Articulo Segundo. Se reforman los artículos 1; 2 fracción
IV; 5; 9 fracción IV; 11; 12 fracción XVI; 14; 22 fracción
XIII; 24 párrafo primero; 25 párrafo primero; 54 párrafo
segundo; 128 párrafos sexto y séptimo;143 fracción I; 147
párrafo primero, y 154 de la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable, para quedar como sigue:

Artículo 1. La presente Ley es Reglamentaria del Artículo
27 de la Constitución Política de los estados Unidos Mexi-
canos, sus disposiciones son de orden e interés público y de
observancia general en todo el territorio nacional, y tiene
por objeto regular y fomentar la conservación, protección,
restauración, producción, ordenación, el cultivo, manejo y
aprovechamiento de los ecosistemas forestales del país y
sus recursos, así como distribuir las competencias que en
materia forestal correspondan a la federación, los estados,
la Ciudad de México y los municipios, bajo el principio
de concurrencia previsto en el artículo 73, fracción XXIX,
inciso G, de la Constitución Política de los estados Unidos
Mexicanos, con el fin de propiciar el desarrollo forestal
sustentable. Cuando se trate de recursos forestales cuya
propiedad corresponda a los pueblos y comunidades indí-
genas se observará lo dispuesto por el artículo 2 de la
Constitución Política de los estados Unidos Mexicanos.

Artículo 2. …

I. a III. …

IV. Promover la organización, capacidad operativa, in-
tegralidad y profesionalización de las instituciones pú-
blicas de la federación, estados, Ciudad de México y
municipios, para el desarrollo forestal sustentable, y
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V. a VI …

Artículo 5. La propiedad de los recursos forestales com-
prendidos dentro del territorio nacional corresponde a los
ejidos, las comunidades, pueblos y comunidades indígenas,
personas físicas o morales, la federación, los estados, Ciu-
dad de México y los municipios que sean propietarios de
los terrenos donde aquéllos se ubiquen. Los procedimien-
tos establecidos por esta Ley no alterarán el régimen de
propiedad de dichos terrenos.

Artículo 9. …

I. a III. …

IV. Los gobernadores de las entidades federativas y el
jefe de gobierno de la Ciudad de México;

V. a VII. …

…

…

Artículo 11. La federación, los estados, la Ciudad de Mé-
xico y los municipios ejercerán sus atribuciones en materia
forestal de conformidad con la distribución de competen-
cias prevista en esta Ley y en otros ordenamientos legales.

Artículo 12. …

I. a XV. …

XVI. Coordinar las acciones de prevención y combate
de incendios forestales, así como elaborar y aplicar el
Programa Nacional de Prevención de Incendios Fores-
tales, con la participación que corresponda a los estados,
Ciudad de México, municipios y al Sistema Nacional
de Protección Civil;

XVII. a XXI. …

Artículo 14. Los Congresos de los estados, con arreglo a
sus respectivas Constituciones y la Legislatura de la Ciu-
dad de México con arreglo a su Constitución, expedirán
las disposiciones legales que sean necesarias para regular
las materias de su competencia previstas en esta Ley.

Artículo 22. …

…

I. a XII. …

XIII. Coordinarse con las dependencias o entidades de
la federación, estados, Ciudad de México, municipios,
a fin de que el desarrollo forestal sustentable obedezca
a políticas y criterios integradores, para lo cual podrá
suscribir los acuerdos y convenios que sean necesarios;

XIV. a XIX. …

Artículo 24. La federación, a través de la Secretaría y de la
Comisión, podrá suscribir convenios o acuerdos de coordi-
nación, con el objeto de que los gobiernos de la Ciudad de
México o de los estados, con la participación, en su caso, de
municipios, en el ámbito territorial de su competencia asu-
man las siguientes funciones:

I. a XI. …

Artículo 25. En la celebración de convenios o acuerdos de
coordinación, se tomará en consideración que los gobier-
nos de los estados, de la Ciudad de México y de los mu-
nicipios en su caso, cuenten con los medios necesarios, el
personal capacitado, los recursos materiales y financieros,
así como la estructura institucional específica para el desa-
rrollo de las funciones que soliciten asumir.

…

Artículo 54. …

El Registro buscará asimismo la coordinación necesaria
con los registros públicos de la propiedad, establecidos por
los gobiernos de los estados, la Ciudad de México o por
los municipios en su caso, a fin de que éstos den parte a
aquél de los actos que realicen y se relacionen con cual-
quiera de los enunciados en el artículo 51.

Artículo 128. …

I. a III. …

…

…
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…

…

Dichos decretos se publicarán en dos ocasiones en el
Diario Oficial de la federación y, por una sola vez, en
los diarios de mayor circulación de los estados de la fe-
deración y la Ciudad de México, donde se ubiquen los
terrenos y recursos forestales vedados.

Las dependencias y entidades de la administración pú-
blica federal y, en su caso, las de los gobiernos de los es-
tados de la federación, de la Ciudad de México y de los
municipios, en los términos de los acuerdos y convenios
que se celebren, prestarán su colaboración para que se
cumpla con lo que señalen las vedas forestales.

Artículo 143…

I. Las aportaciones que efectúen los gobiernos federal,
estatales, de la Ciudad de México y municipales;

II. a IX. 

…

…

Artículo 147. La comisión en coordinación con las depen-
dencias competentes de la administración pública federal y
las correspondientes de los estados y la Ciudad de Méxi-
co, organizaciones e instituciones públicas, privadas y so-
ciales, realizará en materia de cultura forestal las siguien-
tes acciones:

I. a IX. …

Artículo 154. La Comisión para la realización de las acti-
vidades previstas en este capítulo, promoverá la creación
de empresas para el aprovechamiento forestal sustentable,
la conservación de las cuencas hídricas, la forestación y la
reforestación, para lo cual deberá coordinarse con las de-
pendencias de la administración pública federal competen-
tes y con los gobiernos de los estados de la federación, de
la Ciudad de México y de los municipios, con el objeto de
apoyar las labores del sector social y privado en esta mate-
ria.

Artículo Tercero. Se reforman los artículos: 6; 7 párrafo
primero y fracción III; 8; 9 último párrafo; 10 párrafo pri-
mero; 11 párrafo primero y tercero, y 16 párrafo tercero de
la Ley General de Vida Silvestre, para quedar como sigue:

Artículo 6. El diseño y la aplicación de la política nacio-
nal en materia de vida silvestre y su hábitat corresponde-
rán, en sus respectivos ámbitos de competencia, a los mu-
nicipios, a los gobiernos de los estados y de la Ciudad de
México, así como al Gobierno Federal.

Artículo 7. La concurrencia de los municipios, de los go-
biernos de los estados y de la Ciudad de México y del go-
bierno federal, en materia de vida silvestre, se establece pa-
ra:

I. a II. …

III. Reconocer a los gobiernos estatales y de la Ciudad
de México atribuciones para ejecutar dentro de su terri-
torio las acciones relativas al cumplimiento de los line-
amientos de la política nacional en materia de vida sil-
vestre y su hábitat;

IV. a V. …

Artículo 8. Los municipios, los gobiernos de los estados y
de la Ciudad de México así como el gobierno federal ejer-
cerán sus atribuciones en materia de conservación y apro-
vechamiento sustentable de la vida silvestre, de conformi-
dad con lo previsto en los siguientes artículos.

Artículo 9. …

I. a XXI. …

…

…

Las atribuciones establecidas en las fracciones VIII, XI,
XII, XIV, XVI, XIX, XX y XXI serán transferibles a los
estados y a la Ciudad de México, en los términos y a
través del procedimiento establecido en la presente Ley.

Artículo 10. Corresponde a los estados y a la Ciudad de
México de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y en
las demás disposiciones aplicables, ejercer las siguientes
facultades:
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I. a XI. …

Artículo 11. La federación, por conducto de la Secretaría,
podrá suscribir convenios o acuerdos de coordinación, con
el objeto de que los gobiernos de la Ciudad de México o
de los estados, con la participación, en su caso, de sus mu-
nicipios, asuman las siguientes facultades, en el ámbito de
su jurisdicción territorial:

I. a X. …

…

En contra de los actos que emitan los gobiernos de la
Ciudad de México o de los estados y, en su caso, de sus
municipios, en ejercicio de las facultades que asuman de
conformidad con este precepto respecto de los particu-
lares, procederán los recursos y medios de defensa esta-
blecidos en el Capítulo V del Título Sexto de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente

Artículo 16. …

…

Los órganos técnicos consultivos a los que se refiere este
artículo estarán integrados por representantes de la Secre-
taría; de otras dependencias y entidades de la Administra-
ción Pública Federal, así como de representantes de los go-
biernos de los municipios, de los estados y de la Ciudad
de México involucrados en cada caso; de instituciones aca-
démicas y centros de investigación; de agrupaciones de
productores y empresarios; de organizaciones no guberna-
mentales y de otros organismos de carácter social y priva-
do, así como por personas físicas de conocimiento probado
en la materia, de conformidad con lo establecido en el re-
glamento.

…

…

Artículo Cuarto. Se reforman los artículos 9, párrafo se-
gundo, y 11 de la Ley General para la Prevención y Ges-
tión Integral de los Residuos, para quedar como sigue:

Artículo 9. …

I. a XXI. …

Los congresos de los estados, con arreglo a sus respec-
tivas constituciones y la legislatura de la Ciudad de
México, expedirán las disposiciones legales que sean
necesarias para regular las materias de su competencia
previstas en esta Ley.

…

Artículo 11. Corresponde al gobierno de la Ciudad de
México, ejercer las facultades y obligaciones que este or-
denamiento confiere a las entidades federativas y a los mu-
nicipios.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la federación.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-
cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio Legislativo de San Lázaro. Ciudad de México, a 4 de octubre
de 2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, 
NIÑOS YADOLESCENTES Y DE LA LEY GENERAL DE
PRESTACIÓN DE SERVICIOS PARA LA ATENCIÓN,
CUIDADO Y DESARROLLO INTEGRAL INFANTIL

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma diversos artículos de las leyes Ge-
nerales de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; y
de Prestación de Servicios para la Atención, Cuidado y De-
sarrollo Integral Infantil, a cargo del diputado José Hernán
Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del PAN
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El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral
1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presento a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversos artículos de la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y de la Ley Ge-
neral de Prestación de Servicios para la Atención, Cuidado
y Desarrollo Integral Infantil, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación,1 la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo Capital
de los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de
la Unión, pero con cambios fundamentales en su naturaleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con au-
tonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y su or-
ganización política administrativa, habiendo la posibilidad de
darse su propia constitución política, con una forma de go-
bierno republicano, representativo, democrático y laico, que
tendrá mayor autonomía con los Poderes federales, por ejem-
plo, en relación a la designación y remoción de sus funciona-
rios.

El Artículo Décimo Cuarto Transitorio señala que a partir
de la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar el
lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la se-
guridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier estado
de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro siste-
ma, tiene una ratio fundamental para el estado de derecho,
pues busca que el gobernado tenga plena certeza de los ac-
tos de autoridad y de las reglas con que debe conducirse en
relación a los demás. Es pues, un principio que fragua, de-
limita, o perfecciona a otros de su misma especie o rango
constitucional, pero que por su categoría, goza de suprema-
cía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía si fi-
nalmente su origen no se supedita al Estado de derecho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones -escribe von
Wright- presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a los
gobernados, el realizar el cambio legislativo material, cierra
el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio de posi-
bles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea de buena
o mala fe, y contribuye al cambio cultural que implican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite le-
gislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los sa-
larios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos debe-
rán permanecer en tanto se expide la legislación derivada de
la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el Diario
Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la Unidad
de Medida y Actualización a efecto de desvincular al sala-
rio mínimo del pago de diversas obligaciones.
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Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes y de la Ley General de Prestación de Servicios
para la Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infan-
til

Artículo Primero. Se reforman los artículos 1 fracción IV;
2 cuarto y quinto párrafos; 3 primer párrafo; 8; 10 tercer
párrafo; 13 tercer párrafo; 14 segundo párrafo; 19 segundo
párrafo; 22 cuarto párrafo; 24 primer párrafo; 25 cuarto pá-
rrafo; 30 fracción V; 37 primer párrafo; 40; primer párrafo;
42; 44; 47 primer párrafo; 48 primer párrafo; 50 primer pá-
rrafo; 51; 52; 54 primer y tercer párrafos; 55 primer párra-
fo; 57 tercer párrafo; 59 segundo párrafo; 61; 62 primer pá-
rrafo; 63 segundo párrafo; 64 primer párrafo; 65 primer
párrafo; 66; 72; 79; 83 primer párrafo; 84 primer párrafo;
86 primer párrafo; 102; 106 segundo párrafo; 107; 114 pri-
mer párrafo; 120 fracción II; 124 segundo párrafo; 125 pá-
rrafo segundo fracciones IX y X; 126; 127 penúltimo pá-
rrafo; 137 segundo párrafo; 139 segundo y tercer párrafos,
y 141 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo 1. …

I. a III. …

IV. Establecer los principios rectores y criterios que
orientarán la política nacional en materia de derechos de
niñas, niños y adolescentes, así como las facultades,
competencias, concurrencia y bases de coordinación en-
tre la Federación, las entidades federativas, los munici-
pios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de
México; y la actuación de los Poderes Legislativo y Ju-
dicial, y los organismos constitucionales autónomos, y

V. …

Artículo 2. …

I. a III. …

…

…

Las autoridades de la Federación, de las entidades fede-
rativas, de los municipios y de las demarcaciones terri-
toriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus
competencias, deberán incorporar en sus proyectos de
presupuesto la asignación de recursos que permitan dar
cumplimiento a las acciones establecidas por la presen-
te Ley.

La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, los
Congresos locales y la Legislatura de la Ciudad de Mé-
xico, establecerán en sus respectivos presupuestos, los re-
cursos que permitan dar cumplimiento a las acciones esta-
blecidas por la presente Ley.

Artículo 3. La Federación, las entidades federativas, los
municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad
de México, en el ámbito de sus respectivas competencias,
concurrirán en el cumplimiento del objeto de esta Ley, pa-
ra el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de políti-
cas públicas en materia de ejercicio, respeto, protección y
promoción de los derechos de niñas, niños y adolescentes,
así como para garantizar su máximo bienestar posible pri-
vilegiando su interés superior a través de medidas estructu-
rales, legales, administrativas y presupuestales.

…

Artículo 8. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas
competencias, impulsarán la cultura de respeto, promoción
y protección de derechos de niñas, niños y adolescentes,
basada en los principios rectores de esta Ley.

Artículo 10. …

Las autoridades federales, de las entidades federativas, mu-
nicipales y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad
de México, en el ámbito de sus respectivas competencias,
adoptarán medidas de protección especial de derechos de
niñas, niños y adolescentes que se encuentren en situación
de vulnerabilidad por circunstancias específicas de carácter
socioeconómico, alimentario, psicológico, físico, discapa-
cidad, identidad cultural, origen étnico o nacional, situa-
ción migratoria o apatridia, o bien, relacionadas con aspec-
tos de género, preferencia sexual, creencias religiosas o
prácticas culturales, u otros que restrinjan o limiten el ejer-
cicio de sus derechos.
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Artículo 13. …

…

Las autoridades federales, de las entidades federativas, mu-
nicipales y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad
de México, en el ámbito de sus respectivas competencias,
adoptarán las medidas necesarias para garantizar estos de-
rechos a todas las niñas, niños y adolescentes sin discrimi-
nación de ningún tipo o condición.

Artículo 14. …

Las autoridades de la Federación, de las entidades federa-
tivas, municipales y de las demarcaciones territoriales de
la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas
competencias, deberán llevar a cabo las acciones necesa-
rias para garantizar el desarrollo y prevenir cualquier con-
ducta que atente contra su supervivencia, así como para in-
vestigar y sancionar efectivamente los actos de privación
de la vida.

Artículo 19. …

I. a IV. …

Las autoridades federales, de las entidades federativas,
municipales y de las demarcaciones territoriales de la
Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas
competencias, deberán colaborar en la búsqueda, locali-
zación y obtención de la información necesaria para
acreditar o restablecer la identidad de niñas, niños y
adolescentes.

…

…

…

Artículo 22. …

…

…

Las autoridades federales, de las entidades federativas, mu-
nicipales y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad
de México, en el ámbito de sus respectivas competencias,
están obligadas a establecer políticas de fortalecimiento fa-

miliar para evitar la separación de niñas, niños y adoles-
centes de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guar-
da y custodia.

Artículo 24. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas
competencias, establecerán las normas y los mecanismos
necesarios para facilitar la localización y reunificación de la
familia de niñas, niños y adolescentes, cuando hayan sido
privados de ella, siempre y cuando no sea contrario a su in-
terés superior.

…

…

Artículo 25. …

…

…

Cuando una niña, niño o adolescente sea trasladado o rete-
nido ilícitamente en territorio nacional, o haya sido trasla-
dado legalmente pero retenido ilícitamente, las autoridades
federales, de las entidades federativas, municipales y de las
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México , en el
ámbito de sus respectivas competencias, estarán obligadas
a coadyuvar en su localización, a través de los programas
para la búsqueda, localización y recuperación, así como en
la adopción de todas las medidas necesarias para prevenir
que sufran mayores daños y en la sustanciación de los pro-
cedimientos de urgencia necesarios para garantizar su res-
titución inmediata, cuando la misma resulte procedente
conforme a los tratados internacionales en materia de sus-
tracción de menores.

Artículo 30. …

I. a IV. …

V. Las autoridades federales, de las entidades federati-
vas, municipales y de las demarcaciones territoriales de
la Ciudad de México en el ámbito de sus respectivas
competencias, velarán porque en los procesos de adop-
ción se respeten las normas que los rijan.

Artículo 37. Las autoridades de la Federación, de las enti-
dades federativas, de los municipios y de las demarcacio-
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nes territoriales de la Ciudad de México para garantizar la
igualdad sustantiva deberán:

I. a VI. …

Artículo 40. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas
competencias, están obligadas a adoptar medidas y a reali-
zar las acciones afirmativas necesarias para garantizar a ni-
ñas, niños y adolescentes la igualdad sustantiva, de oportu-
nidades y el derecho a la no discriminación.

…

…

Artículo 42. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas
competencias, adoptarán medidas para la eliminación de
usos, costumbres, prácticas culturales o prejuicios que
atenten contra la igualdad de niñas, niños y adolescentes
por razón de género o que promuevan cualquier tipo de dis-
criminación, atendiendo al interés superior de la niñez.

Artículo 44. Corresponde a quienes ejerzan la patria po-
testad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adoles-
centes, la obligación primordial de proporcionar, dentro de
sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de
vida suficientes para su sano desarrollo. Las autoridades
federales, de las entidades federativas, municipales y de las
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el
ámbito de sus respectivas competencias, coadyuvarán a di-
cho fin mediante la adopción de las medidas apropiadas.

Artículo 47. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas
competencias, están obligadas a tomar las medidas necesa-
rias para prevenir, atender y sancionar los casos en que ni-
ñas, niños o adolescentes se vean afectados por:

I. a VII. …

…

…

Artículo 48. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México en el ámbito de sus respectivas
competencias, están obligadas a adoptar las medidas apro-
piadas para promover la recuperación física y psicológica
y la restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes
para lograr el pleno ejercicio de sus derechos y garantizar
su reincorporación a la vida cotidiana.

…

Artículo 50. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a
disfrutar del más alto nivel posible de salud, así como a re-
cibir la prestación de servicios de atención médica gratuita
y de calidad de conformidad con la legislación aplicable,
con el fin de prevenir, proteger y restaurar su salud. Las au-
toridades federales, de las entidades federativas, municipa-
les y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de
México , en el ámbito de sus respectivas competencias, en
relación con los derechos de niñas, niños y adolescentes, se
coordinarán a fin de:

I. a XVIII. …

…

…

Artículo 51. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México en el ámbito de sus respectivas
competencias y de conformidad con las disposiciones apli-
cables, deberán garantizar el derecho a la seguridad social.

Artículo 52. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México en el ámbito de sus respectivas
competencias, deben desarrollar políticas para fortalecer la
salud materno infantil y aumentar la esperanza de vida.

Artículo 54. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México en el ámbito de sus respectivas
competencias, están obligadas a implementar medidas de
nivelación, de inclusión y Acciones afirmativas en térmi-
nos de las disposiciones aplicables considerando los prin-
cipios de participación e inclusión plenas y efectivas en la
sociedad, respeto por la diferencia y la aceptación de las
personas con discapacidad como parte de la diversidad y la
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condición humanas, respeto a la evolución de las faculta-
des de niñas, niños y adolescentes con discapacidad y de su
derecho a preservar su identidad.

…

Las autoridades federales, de las entidades federativas, mu-
nicipales y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad
de México, en el ámbito de sus respectivas competencias,
están obligadas a realizar lo necesario para fomentar la in-
clusión social y deberán establecer el diseño universal de
accesibilidad de niñas, niños y adolescentes con discapaci-
dad, en términos de la legislación aplicable. Además del di-
seño universal, se deberá dotar a las instalaciones que
ofrezcan trámites y servicios a niñas, niños y adolescentes
con discapacidad, de señalización en Braille y formatos ac-
cesibles de fácil lectura y comprensión. Asimismo, procu-
rarán ofrecer otras medidas de asistencia e intermediarios.

…

…

Artículo 55. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México en el ámbito de sus respectivas
competencias, realizarán acciones a fin de sensibilizar a la
sociedad, incluso a nivel familiar, para que tome mayor
conciencia respecto de las niñas, niños y adolescentes con
discapacidad y fomentar el respeto a sus derechos y digni-
dad, así como combatir los estereotipos y prejuicios res-
pecto de su discapacidad.

…

I. a V. …

…

Artículo 57. …

…

Las autoridades federales, de las entidades federativas,
municipales y de las demarcaciones territoriales de la Ciu-
dad de México, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias garantizarán la consecución de una educación de cali-
dad y la igualdad sustantiva en el acceso y permanencia en
la misma, para lo cual deberán:

I. a XXI. …

…

Artículo 59. …

Para efectos del párrafo anterior, las autoridades federales,
de las entidades federativas, municipales y de las demarca-
ciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito
de sus respectivas competencias, y las instituciones acadé-
micas se coordinarán para:

I. a III. …

Artículo 61. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México en el ámbito de sus respectivas
competencias, están obligadas a garantizar el derecho de
niñas, niños y adolescentes al descanso y el esparcimiento
y a fomentar oportunidades apropiadas, en condiciones de
igualdad, para su participación en actividades culturales,
artísticas y deportivas dentro de su comunidad.

Artículo 62. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a
la libertad de convicciones éticas, pensamiento, concien-
cia, religión y cultura. Las autoridades federales, de las en-
tidades federativas, municipales y de las demarcaciones te-
rritoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus
respectivas competencias garantizarán este derecho en el
marco del Estado laico.

…

Artículo 63. …

Las autoridades federales, de las entidades federativas, mu-
nicipales y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad
de México, en el ámbito de sus respectivas competencias,
estarán obligados a establecer políticas tendentes a garanti-
zar la promoción, difusión y protección de la diversidad de
las expresiones culturales, regionales y universales, entre
niñas, niños y adolescentes.

…

Artículo 64. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México en el ámbito de sus respectivas
competencias deberán garantizar el derecho de niñas, niños
y adolescentes a expresar su opinión libremente, así como
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a buscar, recibir y difundir información e ideas de todo ti-
po y por cualquier medio, sin más limitaciones que las es-
tablecidas en el artículo 6o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

…

…

…

Artículo 65. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho al
libre acceso a la información. Las autoridades federales, de
las entidades federativas, municipales y de las demarcacio-
nes territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de
sus respectivas competencias promoverán la difusión de
información y material que tengan por finalidad asegurar
su bienestar social y ético, así como su desarrollo cultural
y salud física y mental.

…

Artículo 66. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México en el ámbito de sus respectivas
competencias, promoverán mecanismos para la protección
de los intereses de niñas, niños y adolescentes respecto de
los riesgos derivados del acceso a medios de comunicación
y uso de sistemas de información que afecten o impidan
objetivamente su desarrollo integral.

Artículo 72. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México en el ámbito de sus respectivas
competencias, están obligados a disponer e implementar
los mecanismos que garanticen la participación permanen-
te y activa de niñas, niños y adolescentes en las decisiones
que se toman en los ámbitos familiar, escolar, social, co-
munitario o cualquier otro en el que se desarrollen.

Artículo 79. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México en el ámbito de sus respectivas
competencias, garantizarán la protección de la identidad e
intimidad de niñas, niños y adolescentes que sean víctimas,
ofendidos, testigos o que estén relacionados de cualquier
manera en la comisión de un delito, a fin de evitar su iden-
tificación pública. La misma protección se otorgará a ado-
lescentes a quienes se les atribuya la realización o partici-

pación en un delito, conforme a la legislación aplicable en
la materia.

Artículo 83. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México, que sustancien procedimientos
de carácter jurisdiccional o administrativo o que realicen
cualquier acto de autoridad en los que estén relacionados
niñas, niños o adolescentes, de conformidad con su edad,
desarrollo evolutivo, cognoscitivo y grado de madurez es-
tarán obligadas a observar, cuando menos a:

I. a XIII. …

Artículo 84. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México en el ámbito de sus respectivas
competencias, garantizarán que niñas y niños a quienes se
atribuya la comisión o participación en un hecho que la ley
señale como delito se les reconozca que están exentos de
responsabilidad penal y garantizarán que no serán privados
de la libertad ni sujetos a procedimiento alguno, sino que
serán únicamente sujetos a la asistencia social con el fin de
restituirles, en su caso, en el ejercicio de sus derechos.

…

Artículo 86. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México en el ámbito de sus respectivas
competencias, garantizarán que en los procedimientos ju-
risdiccionales en que estén relacionadas niñas, niños o ado-
lescentes como probables víctimas del delito o testigos, de
conformidad con su edad, desarrollo evolutivo, cognosciti-
vo y grado de madurez, tengan al menos los siguientes de-
rechos:

I. a VI. …

Artículo 102. Las autoridades federales, de las entidades
federativas, municipales y de las demarcaciones territoria-
les de la Ciudad de México en el ámbito de sus respecti-
vas competencias están obligadas a proporcionar asistencia
médica, psicológica y atención preventiva integrada a la
salud, así como un traductor o intérprete en caso de ser  ne-
cesario, asesoría jurídica y orientación social a quienes
ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de ni-
ñas, niños y adolescentes o personas que los tengan bajo su
responsabilidad, en cuanto a las obligaciones que estable-
cen esta Ley y demás disposiciones aplicables.
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Artículo 106. …

Las autoridades federales, de las entidades federativas, las
municipales y de las demarcaciones de la Ciudad de Mé-
xico garantizarán que en cualquier procedimiento jurisdic-
cional o administrativo se dé intervención a la Procuradu-
ría de Protección competente para que ejerza la
representación coadyuvante, de conformidad con lo dis-
puesto en esta Ley y en las demás disposiciones aplicables.

…

…

…

Artículo 107. Las autoridades federales, de las entidades
federativas, municipales y de las demarcaciones territoria-
les de la Ciudad de México en términos de lo dispuesto
por esta Ley, la Ley General de Salud y la Ley de Asisten-
cia Social, establecerán, en el ámbito de sus respectivas
competencias, los requisitos para autorizar, registrar, certi-
ficar y supervisar los centros de asistencia social, a fin de
garantizar el cumplimiento de los derechos de niñas, niños
y adolescentes privados de cuidado parental o familiar,
atendidos en dichos centros.

Artículo 114. Las autoridades federales, de las entidades
federativas, municipales, de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México y de los organismos constitucio-
nales autónomos, en el ámbito de su competencia, deberán
establecer y garantizar el cumplimiento de la política na-
cional en materia de derechos de niñas, niños y adolescen-
tes.

…

Artículo 120. …

I. …

II. Impulsar la cooperación y coordinación de las auto-
ridades federales, de las entidades federativas, munici-
pales y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad
de México en el ámbito de sus respectivas competen-
cias en materia de protección y restitución de derechos
de niñas, niños y adolescentes para establecer los meca-
nismos necesarios para ello;

III. a V. …

Artículo 124. …

I. a V. …

Las leyes de las entidades federativas establecerán las
medidas necesarias que permitan la desconcentración
regional de las Procuradurías de Protección, a efecto de
que logren la mayor presencia y cobertura posible en los
municipios y, en el caso de la Ciudad de México en sus
demarcaciones territoriales.

Artículo 125. …

…

I. a VIII. …

IX. Asegurar la colaboración y coordinación entre la fe-
deración, las entidades federativas, los municipios y las
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México,
para la formulación, ejecución e instrumentación de po-
líticas, programas, estrategias y acciones en materia de
protección y ejercicio de los derechos de niñas, niños y
adolescentes con la participación de los sectores públi-
co, social y privado así como de niñas, niños y adoles-
centes;

X. Hacer efectiva la concurrencia, vinculación y con-
gruencia de los programas y acciones de los gobiernos
federal, de las entidades federativas, de los municipios y
de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de Mé-
xico, con los objetivos, estrategias y prioridades de la
política pública nacional de protección de los derechos
de niñas, niños y adolescentes;

XI. a XVIII. …

Artículo 126. La coordinación en un marco de respeto a
las atribuciones entre las instancias de la Federación, las
entidades federativas, los municipios las demarcaciones te-
rritoriales de la Ciudad de México, será el eje del Sistema
Nacional de Protección Integral.

Artículo 127. …

A. …

B. …

C. …
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D. …

…

…

…

El Presidente del Sistema podrá invitar a las sesiones res-
pectivas a representantes de otras dependencias y entidades
de la Administración Pública Federal, de los órganos con
autonomía constitucional, de los gobiernos de las entidades
federativas, de los municipios de las demarcaciones terri-
toriales de la Ciudad de México, según la naturaleza de
los asuntos a tratar quienes intervendrán con voz pero sin
voto.

…

Artículo 137. …

I. a XXI. …

Las leyes de las entidades federativas determinarán la
forma y términos en que los Sistemas municipales par-
ticiparán en el Sistema Local de Protección y, en el ca-
so de la Ciudad de México, la forma de participación
de las demarcaciones territoriales.

Artículo 139. …

Las mismas disposiciones de este artículo serán aplicables
a las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México
en la Constitución Política de la Ciudad de México.

La instancia a que se refiere el presente artículo coordina-
rá a los servidores públicos municipales o de las demarca-
ciones territoriales de la Ciudad de México, cuando en la
operación, verificación y supervisión de las funciones y
servicios que les corresponden, detecten casos de violación
a los derechos contenidos en la presente Ley, a efecto de
que se dé vista a la Procuraduría de Protección competen-
te de forma inmediata.

…

Artículo 141. Las autoridades federales, de las entidades
federativas, municipales y de las demarcaciones territoria-
les de la Ciudad de México en el ámbito de sus respecti-

vas competencias, a través del Sistema Nacional de Pro-
tección Integral, así como los sectores privado y social,
participarán en la elaboración y ejecución del Programa
Nacional, el cual deberá ser acorde con el Plan Nacional de
Desarrollo y con la presente Ley.

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 1; 2; 3; 11
primer párrafo, 15; 21 fracción VI; 22 primer párrafo; 23
primer párrafo y fracción X; 31 fracción II; 36; 39 fracción
III; 42; 50 primer párrafo; 56; 60; 63 primer párrafo y frac-
ción II, y 74 de la Ley General de Prestación de Servicios
para la Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil,
para quedar como sigue:

Artículo 1. La presente Ley es de orden público, interés
social y observancia general en el territorio nacional y tie-
ne por objeto establecer la concurrencia entre la Federa-
ción, los Estados, los Municipios, la Ciudad de México y
las alcaldías de sus demarcaciones territoriales, así como
la participación de los sectores privado y social, en materia
de prestación de servicios para la atención, cuidado y de-
sarrollo integral infantil, garantizando el acceso de niñas y
niños a dichos servicios en condiciones de igualdad, cali-
dad, calidez, seguridad y protección adecuadas, que pro-
muevan el ejercicio pleno de sus derechos.

Artículo 2. La aplicación de esta Ley corresponde al Eje-
cutivo Federal por conducto de sus dependencias y entida-
des, a los Poderes Ejecutivos de los Estados, de la Ciudad
de México y las alcaldías de sus demarcaciones territoria-
les y de los Municipios, así como a los Poderes Federales
Legislativo y Judicial y órganos constitucionales autóno-
mos, en el ámbito de sus respectivas competencias.

Artículo 4. Las disposiciones relativas a la prestación de
servicios para la atención, cuidado y desarrollo integral
infantil que se emitan por parte de la Federación, los Es-
tados, los Municipios, la Ciudad de México y las alcal-
días de sus demarcaciones territoriales, en el ámbito de
sus respectivas competencias, deberán ajustarse a la pre-
sente Ley.

Artículo 11. El Ejecutivo Federal por conducto de sus de-
pendencias y entidades, los Poderes Ejecutivos de los Es-
tados, de la Ciudad de México y las alcaldías de sus de-
marcaciones territoriales y los Municipios garantizarán, en
el ámbito de sus competencias, que la prestación de los ser-
vicios para la atención, cuidado y desarrollo integral infan-
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til se oriente a lograr la observancia y ejercicio de los si-
guientes derechos de niñas y niños:

I. a IX. …

Artículo 15. La prestación de los servicios para la aten-
ción, cuidado y desarrollo integral infantil cuando esté a
cargo de las dependencias y entidades federales, estatales,
de la Ciudad de México o de los municipios, podrán otor-
garla por sí mismos o a través de las personas del sector so-
cial o privado que cuenten con los requisitos y la autoriza-
ción correspondientes. Se deberá garantizar el efectivo
cumplimiento de los derechos laborales y de las prestacio-
nes de seguridad social que deriven de éstos, en materia de
atención, cuidado y desarrollo integral infantil.

Artículo 21.- …

I. a V. …

VI. Asesorar a los gobiernos locales, municipales o, en
su caso, a la Ciudad de México y las alcaldías de sus
demarcaciones territoriales que lo soliciten, en la elabo-
ración y ejecución de sus respectivos programas;

VII. a XI. …

Artículo 22. Corresponde a los Titulares de los Poderes
Ejecutivos de los Estados y de la Ciudad de México de
conformidad con lo dispuesto en esta Ley y la legislación
local en la materia, las siguientes atribuciones:

I. a XV. …

Artículo 23. Corresponde a los Municipios y a las alcaldí-
as de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de Mé-
xico, en el ámbito de su competencia y de conformidad con
lo dispuesto en esta Ley y las leyes estatales en la materia,
las siguientes atribuciones:

I. a IX. …

X. Decretar las medidas precautorias necesarias a los
Centros de Atención autorizados por el municipio y la
demarcación territorial de la Ciudad de México corres-
pondiente en cualquier modalidad o tipo;

XI. a XIII. …

Artículo 31. …

I. …

II. Impulsar la coordinación interinstitucional a nivel fe-
deral, local, municipal y en su caso, de la Ciudad de
México y los órganos político-administrativos de sus
demarcaciones territoriales, así como la concertación de
acciones entre los sectores público, social y privado;

III. a XII. …

Artículo 36. Las autoridades federales, estatales, munici-
pales y, en su caso, la que se determine respecto de la Ciu-
dad de México y los órganos político-administrativos de
sus demarcaciones territoriales, competente para emitir la
autorización a que se refiere el Capítulo IX de esta Ley,
procederá a inscribirlos en el registro nacional o estatal, se-
gún corresponda. Dichos registros deberán actualizarse ca-
da seis meses.

Artículo 39. …

I. a II. …

III. Mixta: Aquélla en que la Federación o los Estados
o los Municipios o la Ciudad de México y las alcaldí-
as de sus demarcaciones territoriales o en su conjunto,
participan en el financiamiento, instalación o adminis-
tración con instituciones sociales o privadas.

Artículo 42.- Los Centros de Atención deberán contar con
instalaciones hidráulicas, eléctricas, de gas, equipos portá-
tiles y fijos contra incendios, de intercomunicación y espe-
ciales, de acuerdo con los reglamentos establecidos por la
Federación, las entidades federativas y la Ciudad de Mé-
xico, observando en todo momento la clasificación de ries-
gos establecidos en las Normas Oficiales Mexicanas para
tal efecto. Ningún establecimiento que por su naturaleza
ponga en riesgo la integridad física y emocional de niñas y
niños y demás personas que concurran a los Centros de
Atención, podrá estar ubicado a una distancia menor a cin-
cuenta metros.

Artículo 50. La Federación, los Estados, Municipios, la
Ciudad de México y las alcaldías de sus demarcaciones
territoriales, en el ámbito de sus respectivas competencias
y conforme lo determine el Reglamento, otorgarán las au-
torizaciones respectivas a los Centros de Atención cuando

Año II, Primer Periodo, 4 de octubre de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados418



los interesados cumplan las disposiciones que señala esta
Ley y los requisitos siguientes:

I. a XII. …

Artículo 56. La Federación, los Estados, Municipios, la
Ciudad de México y las alcaldías de sus demarcaciones
territoriales determinarán conforme a la Modalidad y Tipo
de atención, las competencias, capacitación y aptitudes con
las que deberá contar el personal que pretenda laborar en
los Centros de Atención. De igual forma, determinará los
tipos de exámenes a los que deberá someterse dicho perso-
nal, a fin de garantizar la salud, la educación, la seguridad
y la integridad física y psicológica de niñas y niños.

Artículo 60. La Federación, los Estados, los Municipios,
la Ciudad de México y las alcaldías de sus demarcacio-
nes territoriales promoverán las acciones desarrolladas por
los particulares en la consecución del objeto de la presente
Ley.

Artículo 63. El Consejo, en coordinación con los gobier-
nos de las entidades federativas, de la Ciudad de México
y las alcaldías de sus demarcaciones territoriales y, en su
caso, los municipios, implementarán el Programa Integral
de Supervisión, Acompañamiento, Monitoreo y Evalua-
ción del funcionamiento, el cual tendrá los siguientes obje-
tivos:

I. …

II. Establecer, en el marco de la coordinación entre de-
pendencias y entidades federales, con las autoridades
competentes de los gobiernos de las entidades federati-
vas, de la Ciudad de México y las alcaldías de sus de-
marcaciones territoriales y, en su caso, de los munici-
pios, los mecanismos de colaboración técnico operativa
para lograr una vigilancia efectiva del cumplimiento de
la presente Ley y de la normatividad que regula los ser-
vicios;

III. a IV. …

Artículo 74. En caso de que las violaciones a los preceptos
de esta Ley, sus reglamentos y disposiciones que de ella
emanen, se realicen por servidores públicos de las entida-
des federativas, de las alcaldías de las demarcaciones te-
rritoriales de la Ciudad de México o de los municipios,
serán sancionados en los términos de las leyes estatales vi-

gentes, sin perjuicio de las penas que correspondan cuando
sean constitutivas de delitos.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-

cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio de San Lázaro, en la Ciudad de México, a 4 de octubre de
2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Se remite a la Comisión del Distrito Federal, para dic-
tamen.

LEY PARA EL DESARROLLO DE LA COMPETITIVI-
DAD DE LA MICRO, PEQUEÑAY MEDIANA EMPRESA
Y LEY PARA IMPULSAR EL INCREMENTO SOSTE-
NIDO DE LA PRODUCTIVIDAD Y LA COMPETITIVI-
DAD DE LA ECONOMÍA NACIONAL

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de las leyes
para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pe-
queña y Mediana Empresa, y para Impulsar el Incremento
Sostenido de la Productividad y la Competitividad de la
Economía Nacional, a cargo del diputado José Hernán Cor-
tés Berumen, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral
1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
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mara de Diputados, presenta a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversos artículos de la Ley para el Desa-
rrollo de la Competitividad de la Micro Pequeña y Media-
na Empresa y de la Ley para Impulsar el Incremento Sos-
tenido de la Productividad y la Competitividad de la
Economía Nacional, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación,1 la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo Capital
de los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de
la Unión, pero con cambios fundamentales en su naturale-
za.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-

recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que
fragua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie
o rango constitucional, pero que por su categoría, goza de
supremacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autono-
mía si finalmente su origen no se supedita al Estado de de-
recho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones -escribe von
Wright- presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de
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Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Mi-
cro, Pequeña y Mediana Empresa y de la Ley para Im-
pulsar el Incremento Sostenido de la Productividad y la
Competitividad de la Economía Nacional

Artículo Primero. Se reforman los Artículos: 2 primer pá-
rrafo; 3 fracciones V, VII, XII y XVI; 4 inciso b) de la frac-
ción I; 8; 10 fracción I, II, IX del primer párrafo y segundo
párrafo; 12 fracciones III y IV; 13 primer párrafo y la frac-
ción II; 18 fracción XIV del primer párrafo; 21; 23; 24 pri-
mer, tercer y cuarto párrafos; 25 segundo párrafo, y 26
fracción III, de la Ley para el Desarrollo de la Competiti-
vidad de la Micro Pequeña y Mediana Empresa, para que-
dar como sigue:

Artículo 2. La autoridad encargada de la aplicación de es-
ta Ley es la Secretaría de Economía quien, en el ámbito de
su competencia, celebrará convenios para establecer los
procedimientos de coordinación en materia de apoyo a la
micro, pequeña y mediana empresa, entre las Autoridades
Federales, Estatales, de la Ciudad de México y Municipa-
les, para propiciar la planeación del desarrollo integral de
cada Entidad Federativa, de la Ciudad de México y de los
Municipios, en congruencia con la planeación nacional.

…

…

Artículo 3. …

I. a IV. …

V. Sector Público: Dependencias y entidades de la Ad-
ministración Pública Federal, Estatal y Municipal, así
como de la Ciudad de México;

VI. …

VII. Organizaciones Empresariales: Las Cámaras Em-
presariales y sus Confederaciones en su carácter de or-
ganismos de interés público; así como las asociaciones,
instituciones y agrupamientos que representen a las
MIPYMES como interlocutores ante la Federación, las
Entidades Federativas, la Ciudad de México y los Mu-
nicipios;

VIII. a XI. …

XII. Programas: Esquemas para la ejecución de accio-
nes y participación de la Federación, las Entidades Fe-
derativas, de la Ciudad de México y de los Municipios; 

XIII a XV. …

XVI. Consejo Estatal: El Consejo que en cada Entidad
Federativa o en la Ciudad de México se establezca pa-
ra la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana
Empresa, y

XVII. …

Artículo 4. …

I. …

a) …

b) Las bases para la participación de la Federación, de
las Entidades Federativas, de la Ciudad de México, de
los Municipios y de los Sectores para el desarrollo de las
MIPYMES;

c) a d) …

II. …

Artículo 8. Los esquemas a que se refiere el artículo ante-
rior, podrán ser acordados con los Organismos Empresa-
riales, los Gobiernos de las Entidades Federativas, de la
Ciudad de México y de los Municipios, así como con en-
tidades financieras.

Artículo 10. …

I. Propiciar la participación y toma de decisiones de las
Entidades Federativas, de la Ciudad de México y de
los Municipios, en un marco de federalismo económico; 

II. Procurar esquemas de apoyo a las MIPYMES a tra-
vés de la concurrencia de recursos de la Federación, de
las Entidades Federativas, de la Ciudad de México y de
los Municipios, así como de los Sectores;

III. a VIII. …

IX. Promover que las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal y sus delegaciones en
las Entidades Federativas y en la Ciudad de México
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realicen la planeación de sus adquisiciones de bienes,
contratación de servicios y realización de obra pública
para destinarlas a la Mipymes de manera gradual, hasta
alcanzar un mínimo del 35%, conforme a la normativa
aplicable.

Con el objeto de lograr la coordinación efectiva de los pro-
gramas de fomento a las MIPYMES y lograr una mayor
efectividad en la aplicación de los recursos, en las Entida-
des Federativas donde exista el Consejo Estatal todos los
convenios serán firmados por el gobierno estatal o de la
Ciudad de México en donde no existan, la Secretaría po-
drá firmar los convenios de manera directa con los Muni-
cipios y los Sectores.

Artículo 12. …

I. a II. …

III. Promover con las Entidades Federativas, la Ciudad
de México y con los Municipios, la celebración de con-
venios para coordinar las acciones e instrumentos de
apoyo a las MIPYMES de conformidad con los objeti-
vos de la presente Ley;

IV. Evaluar de manera conjunta con las Entidades Fede-
rativas, la Ciudad de México y con los Municipios, los
resultados de los convenios a que se refiere el inciso an-
terior para formular nuevas acciones. Lo anterior, sin
perjuicio de las facultades de las autoridades competen-
tes en la materia;

V. a X. …

Artículo 13. La Secretaría promoverá la participación de
las Entidades Federativas, de la Ciudad de México y de
los Municipios, a través de los convenios que celebre para
la consecución de los objetivos de la presente Ley, de
acuerdo a lo siguiente:

I. …

II. La celebración de acuerdos con las dependencias y
entidades de la Administración Pública Federal, las En-
tidades Federativas, la Ciudad de México, los Munici-
pios o grupos de Municipios, para una promoción coor-
dinada de las acciones de fomento para la
competitividad de las MIPYMES, que desarrollen las
propuestas regionales y la concurrencia de Programas y
proyectos;

III. a VI. …

Artículo 18. …

I. a XIII. …

XIV. El Director General del Consejo Nacional de Cien-
cia y Tecnología; XIV. Seis representantes de los Secre-
tarios de Desarrollo Económico o su equivalente en la
Ciudad de México y en las Entidades Federativas;

XV. a XXII. …

…

…

…

Artículo 21. El domicilio del Consejo será en la Ciudad
de México y sesionará en las instalaciones de la Secretaría,
siempre que éste no acuerde una sede alterna.

Artículo 23. En cada Entidad Federativa y en la Ciudad
de México se podrá conformar un Consejo Estatal para la
Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa,
que estudiará y propondrá en el ámbito regional, estatal y
municipal, medidas de apoyo para el desarrollo de la com-
petitividad de las MIPYMES a través del análisis de las
propuestas surgidas del sector público y de los Sectores.

Artículo 24. El Consejo Estatal será presidido por el se-
cretario de desarrollo económico o su equivalente en cada
Entidad Federativa o Ciudad de México, quien informará
periódicamente al Consejo los resultados obtenidos en el
desarrollo de sus actividades.

…

El Consejo Estatal contará con un secretario técnico, que
será el delegado de la Secretaría en la Ciudad de México
o en la Entidad Federativa de que se trate, quien tendrá la
función de dar seguimiento a los acuerdos que de él ema-
nen, así como apoyar al secretario técnico del Consejo pa-
ra coordinar acciones con el Consejo Estatal.

Por cada uno de los miembros propietarios se deberá nom-
brar un suplente, en el caso del Gobierno Estatal o de la
Ciudad de México, deberá tener al menos un nivel jerár-
quico inferior inmediato al del propietario.
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Artículo 25. …

El Consejo Estatal podrá invitar a participar en las sesio-
nes, con voz pero sin voto, a las distintas dependencias, en-
tidades, Municipios, y en el caso de la Ciudad de México
a sus demarcaciones territoriales, así como también a es-
pecialistas en los temas a discusión.

Artículo 26. …

I. a II. …

III. Discutir y analizar las propuestas que realicen los
Municipios, y en el caso de la Ciudad de México sus
demarcaciones territoriales, y los Sectores para el de-
sarrollo y cumplimiento de los objetivos de esta Ley.

Artículo Segundo. Se reforman los artículos: 2; 3 fracción
XIV; 11, fracción VII, y 14, fracción III, de la Ley para Im-
pulsar el Incremento Sostenido de la Productividad y la
Competitividad de la Economía Nacional, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 2. El Ejecutivo Federal implementará los elemen-
tos a que se refiere el artículo anterior a través de la for-
mulación e instrumentación de una política nacional de fo-
mento económico, en concertación con los sectores
privado y social, así como en coordinación con las entida-
des federativas, con la participación que corresponda a sus
municipios y demarcaciones territoriales de la Ciudad de
México y, en su caso, con los órganos autónomos, en el
ámbito de sus respectivas competencias.

Artículo 3. …

I. a XIII. …

XIV. Establecer los mecanismos institucionales y de co-
ordinación, para acordar compromisos e indicadores de
desempeño, por parte de las dependencias y entidades,
órganos autónomos, entidades federativas, con la parti-
cipación que corresponda a sus municipios y demarca-
ciones territoriales de la Ciudad de México , y los re-
presentantes de los emprendedores, los trabajadores y
las instituciones educativas y de investigación en las
que se realice investigación aplicada a la planta produc-
tiva, con el fin de materializar y cumplir con los objeti-
vos, estrategias, metas y acciones que se adopten en el
marco del Comité Nacional de Productividad.

Artículo 11. …

I. a VI. …

VII. Proponer esquemas de coordinación y suscribir
convenios con las dependencias y entidades; entidades
federativas, con la participación que corresponda a sus
municipios y demarcaciones territoriales de la Ciudad
de México; órganos autónomos, y las Comisiones Esta-
tales de Productividad, respecto al diseño, ejecución y
evaluación de políticas, programas, reglas de operación,
proyectos y cambios regulatorios, necesarios para po-
tenciar la productividad y competitividad de la econo-
mía nacional o de un sector o región específicos;

VIII. a XVII. …

Artículo 14. …

…

I. a II. …

III. Los gobiernos de las entidades federativas, los mu-
nicipios y demarcaciones territoriales de la Ciudad de
México , así como las Comisiones Estatales de Produc-
tividad, según lo dispuesto en los convenios de coordi-
nación que se suscriban para tal efecto, de conformidad
con el artículo 11, fracción VII, de esta Ley, y

IV. …

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-

cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio de San Lázaro, en la Ciudad de México, a 4 de octubre de
2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»
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El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men.

El diputado Ramón Villagómez Guerrero (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Sonido en la curul del diputado Ramón Villagómez Gue-
rrero. ¿Con qué objeto, diputado?

El diputado Ramón Villagómez Guerrero (desde la cu-
rul): Señor presidente, con el objeto, a nombre de los dipu-
tados del Grupo Parlamentario del PRI, especialmente los
que representamos al estado de Nuevo León, quiero expre-
sar nuestro más sentido pésame a los familiares y amigos
del empresario regiomontano Guillermo Zambrano Loza-
no, acaecido el jueves de la semana pasada. Rogamos a
Dios por su pronta resignación a todos sus familiares.

Fue un empresario que puso muy en alto el nombre de Mé-
xico y el nombre de Nuevo León, dando empleo y trabajo
a mucha gente de todo el estado y de toda la República.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputado. Nos unimos a sus expresiones.

LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene el uso de la tribuna, hasta por cinco minutos, la dipu-
tada Ana María Boone Godoy, del Grupo Parlamentario del
PRI, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona un Capítulo V Bis a la Ley General para la Inclu-
sión de las Personas con Discapacidad.

La diputada Ana María Boone Godoy: Con su permiso,
diputado presidente. La inclusión de las personas con dis-
capacidad es un tema que nos debe motivar, preocupar y
ocupar en crear siempre más y mejores políticas públicas
que garantice la igualdad de todas y todos los mexicanos,
mitigando las adversidades y permitiéndole a todas y a to-
dos las mismas oportunidades de desarrollo, de ejercer sus
derechos y de vivir en sociedad.

Hoy quiero atraer la atención de esta legislatura al asunto
del transporte privado en materia de discapacidad. Actual-

mente muchos establecimientos han instruido lugares de
estacionamiento especiales que permitan estar en proximi-
dad de los accesos más cercanos, desafortunadamente estos
no siempre son respetados, lo cual da lugar a abuso por par-
te de personas que no los necesitan, neutralizando de ma-
nera total estas medidas de inclusión.

Como una medida para solucionar esto, existen placas ve-
hiculares especiales, las cuales distinguen a los vehículos
que usualmente transportan personas con discapacidad, sea
de su propiedad o de familiares cercanos, y si bien estas
han tenido cierta efectividad, como medida presentan tam-
bién algunas deficiencias que vienen a perjudicar al final a
las personas con incapacidad.

La más grande de estas deficiencias es que confina a la per-
sona con discapacidad al uso de un solo vehículo, ya que la
placa se asigna a un vehículo no a la persona, lo cual es
completamente ajeno al marco internacional de derechos
humanos, ya que vincula al ejercicio del derecho de una
persona a contar con una cosa específica.

Es por esto que como legisladores y como sociedad esta-
mos obligados a analizar nuevas medidas que les permitan
a las personas que lo necesitan acceder a la tutela de los de-
rechos de movilidad urbana de forma más rápida y accesi-
ble.

Un ejemplo de estos son los llamados afiches o corbatines
de discapacidad, denominados en inglés handycap placard,
y que consisten en tarjetones que se adjuntan a los vehícu-
los cuando transportan a una persona con discapacidad, los
cuales son emitidos por la autoridad en materia de control
vehicular junto con un aval del médico que diagnostica el
tipo de incapacidad y la temporalidad de la misma.

Los afiches vehiculares de discapacidad han demostrado
un gran éxito en países como los Estados Unidos, ya que se
asignan a la persona, no al vehículo, por lo que le permiten
abordar cualquier automóvil sin necesidad de preocuparse
por perder sus derechos de estacionamiento especial.

Además, permiten el uso de la medida a personas con in-
capacidad temporal, toda vez que los requisitos de plaqueo
para discapacidad en su mayoría requieren que éste sea de
grado permanente.

Por último, al asignarse a una persona y no un vehículo,
impiden que vehículos con plaqueo especial, pero que no
están transportando en ese momento a la persona con dis-
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capacidad abusen de derechos que en realidad no les co-
rresponden.

La iniciativa que hoy pongo a consideración de esta Cáma-
ra propone incorporar a nuestra Ley General para la Inclu-
sión de Personas con Discapacidad un nuevo capítulo que
contenga la creación de la figura de afiches vehiculares de
discapacidad, para que estos sean expedidos por las autori-
dades locales de control vehicular y garanticen la plenitud
de derechos de inclusión para las personas que lo necesi-
tan.

Compañeras y compañeros diputados, México se ha carac-
terizado por ser un país de leyes vanguardistas, hoy pido su
respaldo para que esta iniciativa se convierta en una reali-
dad, actualizando nuestras medidas de inclusión y benefi-
ciando así a las personas que más lo necesitan. Muchas
gracias. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que adiciona el capítulo V Bis a la Ley General
para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, a car-
go de la diputada Ana María Boone Godoy, del Grupo Par-
lamentario del PRI

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, 6o., fracción I, del Reglamento de la Cámara
de Diputados y demás disposiciones jurídicas aplicables, la
que suscribe, diputada Ana María Boone Godoy, integran-
te del Grupo Parlamentario del PRI de la LXIII Legislatu-
ra, someto a consideración de esta honorable soberanía la
siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona un nuevo capítulo V Bis a la Ley General para la
Inclusión de Personas con Discapacidad, con base en la si-
guiente:

Exposición de Motivos

La inclusión de las personas con discapacidad es un tema
que nos debe motivar, preocupar y ocupar en crear siempre
más y mejores políticas públicas que garanticen la igualdad
jurídica, política, cultural y social de todas y todos los me-
xicanos, mitigando las adversidades y permitiéndole a to-
das y a todos las mismas oportunidades de desarrollarse, de
ejercer sus derechos y de vivir en sociedad.

Actualmente, mucho se ha logrado en la lucha por el reco-
nocimiento de los derechos de las personas con discapaci-
dad, sin embargo, esta es una lucha social que aún cuenta
con muchos pendientes en todas las áreas, y que debe ocu-

parnos a todos como sociedad, el buscar más y mejores
medidas para unirnos como mexicanas y mexicanos, en
igualdad de condiciones y posibilidades.

Habiendo dicho esto, quiero atraer la atención de esta Le-
gislatura al asunto del transporte privado en materia de dis-
capacidad; actualmente, muchos negocios, escuelas, hospi-
tales, oficinas de gobierno y establecimientos diversos han
reforzado las medidas de inclusión al crear lugares de esta-
cionamiento para discapacitados, que les permita estar en
proximidad de los accesos más cercanos, para evitar el ma-
yor desgaste físico posible.

Estos accesos, desafortunadamente, no siempre son respe-
tados a plenitud, y esto origina que el objetivo que busca-
ban se pierda completamente, dando lugar a abuso por par-
te de personas que no los necesitan de verdad, y
neutralizando de manera total la intención de este tipo de
medidas de inclusión.

Como una medida para solucionar esto, las entidades fede-
rativas han diseñado placas vehiculares especiales, las cua-
les sirvan para colocarse en los vehículos que usualmente
transportan personas con discapacidad, sea de su propiedad
o de familiares cercanos, y si bien estas han tenido cierta
efectividad, como medida presentan también algunas defi-
ciencias que vienen a perjudicar al final a las personas con
incapacidad.

En primer lugar, al ser la política de control vehicular y
plaqueo un tema eminentemente local, esto genera en la
práctica 32 figuras de placas especiales para discapacidad,
con distinta gama de precio, requisitos, vigencia, y aplica-
ción, lo cual opera en contra de la movilidad de las perso-
nas con discapacidad, puesto que no existe un solo marco
uniforme que les permita hacer garantes sus derechos.

El siguiente ejemplo, es para el caso de empatar el surgi-
miento de la incapacidad y el momento del plaqueo: la in-
capacidad puede ocasionarse por un accidente o una enfer-
medad, de manera fortuita y sin preverse, y en caso de que
la persona ya haya realizado el trámite más reciente de pla-
queo, se vería en la necesidad de hacer de nueva cuenta el
trámite, pagando una doble tributación para adquirir la
nueva lamina.

Como último ejemplo, confina a la persona con discapaci-
dad al uso de un solo vehículo, impidiéndole hacer uso de
sus derechos en caso de verse en la necesidad de subirse a
distinto móvil, puesto que las placas son únicas para cada
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vehículo específico, y en caso de un incidente que le impi-
da usar su automóvil, se vería obligado a prescindir volun-
tariamente de sus derechos de movilidad.

Estos escenarios son solo un ejemplo de las complicacio-
nes comunes de las personas con discapacidad en un tema
que para todos es quizá bastante común, y nos obligan, en
aras del principio de inclusión, a analizar nuevas medidas
que le permitan a las personas que lo necesitan, acceder a
la tutela de los derechos de movilidad urbana de forma más
rápida y accesible.

Un ejemplo de estos son los llamados afiches o corbatines
de discapacidad, denominados en inglés “handicap pla-
card”, y que consisten en señaladores que se adjuntan a los
vehículos cuando transportan a una persona con discapaci-
dad, los cuales son emitidos por la autoridad en materia de
control vehicular junto con un aval del médico que diag-
nostica el tipo de incapacidad y la temporalidad de la mis-
ma.

Los afiches vehiculares de discapacidad han demostrado
un gran éxito en países como los Estados Unidos, ya que:

1) Se asignan a la persona, no al vehículo, por lo que le
permiten abordar cualquier automóvil sin necesidad de
preocuparse por perder sus derechos de estacionamien-
to especial.

2) Permiten el uso de la medida a personas con incapa-
cidad temporal, toda vez que los requisitos de plaqueo
para discapacidad, en su mayoría, requieren que esta sea
de grado permanente.

3) Al asignarse a una persona y no a un vehículo, impi-
den que vehículos con plaqueo especial pero que no es-
tén transportando en ese momento a la persona con dis-
capacidad abusen de derechos que en realidad no les
corresponden.

La iniciativa que hoy pongo a consideración de esta Cáma-
ra, propone incorporar a nuestra Ley General para la Inclu-
sión de Personas con Discapacidad la creación de afiches
vehiculares de discapacidad, los sean expedidos por las au-
toridades locales de control vehicular, y garanticen la ple-
nitud de derechos de inclusión para las personas que los ne-
cesitan.

Para este concepto, los afiches vehiculares de discapacidad
funcionaran de la siguiente manera:

a) Los afiches se expedirán en las oficinas de la autori-
dad de control vehicular, a aquella persona cuya condi-
ción lo amerite según diagnóstico de un médico. En el
diagnóstico deberá obrar el tipo de discapacidad y la
temporalidad de esta, así como el nombre del médico y
su cédula profesional. 

b) El diseño de los afiches podrá variar por Entidad Fe-
derativa, pero deberá constar, indudablemente y en su
parte visible, con los siguientes elementos de manera
clara: logotipo universal de discapacidad, número de fo-
lio y fecha de vigencia.

c) El número de folio servirá como identificador del afi-
che, el cual deberá de ser único y formar parte de un re-
gistro de la autoridad en control vehicular, el cual cuen-
te con los datos de identificación de la persona con
discapacidad a quien le fue expedido, el tipo de disca-
pacidad, la vigencia del afiche, así como del médico tra-
tante y su cédula profesional.

d) Los datos de identificación de la persona con disca-
pacidad deberán de obrar en la parte no visible del afi-
che, a fin de servir de identificación para las autoridades
en materia de vialidad que soliciten confirmación de la
persona que lo amerita.

e) El afiche se expedirá a cualquier persona cuya condi-
ción lo amerite tenga o no automóvil propio, sin embar-
go en caso de contar con automóvil propio, deberá de
informarlo para hacer las adecuaciones en el siguiente
plaqueo.

f) Los afiches tendrán una vigencia no mayor a tres me-
ses en el caso de incapacidad temporal, o de un año en
caso que esta sea permanente.

g) El costo de los afiches será determinado por cada au-
toridad de control vehicular, pero el mismo deberá de
ser tan económico como sea posible.

Con esta nueva figura, se busca fortalecer la política de in-
clusión, y tener así una sociedad más justa para todas y para
todos.

Es por todo lo anteriormente expuesto, que me permito so-
meter a la consideración de esta H. Cámara de Diputados
la presente iniciativa con proyecto de 
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Decreto que adiciona un nuevo capítulo V Bis, a la Ley
General para la Inclusión de Personas con Discapaci-
dad 

Único. Se adiciona un nuevo capítulo V Bis a la Ley Ge-
neral para la Inclusión de Personas con Discapacidad, para
quedar como sigue: 

Capítulo V Bis
Transporte privado

Artículo 20 Bis.- Los Gobiernos de los Estados, a través
de sus órganos encargados del control vehicular, crea-
rán afiches vehiculares de discapacidad, que garanticen
el acceso de las personas con discapacidad a los estacio-
namientos designados y a cualquier otro derecho de
movilidad urbana.

Artículo 20 Ter.- Los afiches vehiculares de discapaci-
dad funcionarán de la siguiente manera:

a) Los afiches se expedirán en las oficinas de la auto-
ridad de control vehicular, a aquella persona cuya
condición lo amerite según diagnóstico de un médi-
co. En el diagnóstico deberá obrar el tipo de disca-
pacidad y la temporalidad de esta, así como el nom-
bre del médico y su cédula profesional. 

b) El diseño de los afiches podrá variar por Entidad
Federativa, pero deberá constar, indudablemente y
en su parte visible, con los siguientes elementos de
manera clara: logotipo universal de discapacidad,
número de folio y fecha de vigencia.

c) El número de folio servirá como identificador del
afiche, el cual deberá de ser único y formar parte de
un registro de la autoridad en control vehicular, el
cual cuente con los datos de identificación de la per-
sona con discapacidad a quien le fue expedido, el ti-
po de discapacidad, la vigencia del afiche, así como
del médico tratante y su cédula profesional.

d) Los datos de identificación de la persona con dis-
capacidad deberán de obrar en la parte no visible del
afiche, a fin de servir de identificación para las auto-
ridades en materia de vialidad que soliciten confir-
mación de la persona que lo amerita.

e) El afiche se expedirá a cualquier persona cuya
condición lo amerite tenga o no automóvil propio, sin

embargo en caso de contar con automóvil propio, de-
berá de informarlo para hacer las adecuaciones en el
siguiente plaqueo.

f) Los afiches tendrán una vigencia no mayor a tres
meses en el caso de incapacidad temporal, o de un
año en caso que esta sea permanente.

g) El costo de los afiches será determinado por cada
autoridad de control vehicular, pero el mismo debe-
rá de ser tan económico como sea posible.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a los 60 días de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de septiembre de 2016.— Di-
putadas y diputados: Ana María Boone Godoy, Delia Guerrero Coro-
nado, Fabiola Guerrero Aguilar, Flor Estela Rentería Medina, Noemí
Zoila Guzmán Lagunes, Timoteo Villa Ramírez (rúbricas).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputada Boone Godoy. Túrnese a la Comisión
de Atención a Grupos Vulnerables para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado Santiago
Taboada Cortina, del Grupo Parlamentario del PAN, para
presentar la iniciativa con proyecto de decreto que adicio-
na un artículo 190 Bis a la Ley del Impuesto Sobre la Ren-
ta.

El diputado Santiago Taboada Cortina: Con tu venia,
diputado presidente. Es una necesidad del Estado el impul-
so al sector cultural y las industrias creativas, con la finali-
dad de generar las condiciones que le permitan a la socie-
dad cubrir su derecho de acceso a la cultura y al disfrute de
los bienes y servicios culturales que presta el Estado mexi-
cano.

El gobierno federal ha hecho énfasis que uno de sus intere-
ses primordiales es que todos los mexicanos tengan acceso
a la cultura.
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Desde el mismo Ejecutivo fue presentada una iniciativa
con objeto de crear una secretaría, una iniciativa que este
pleno de esta Cámara de Diputados modificó y aprobó por
unanimidad. Le dimos al gobierno federal la posibilidad de
tener una Secretaría de Cultura y lo que esperábamos a
cambio es que esa Secretaría de Cultura viniera robusteci-
da con un presupuesto que pudiera atender las necesidades
del sector cultural.

Este proyecto de presupuesto de egresos trajo una reduc-
ción de aproximadamente 30 por ciento para el sector cul-
tural. Es decir, no solamente esta Cámara de Diputados ac-
tuó en responsabilidad dándole una Secretaría de Cultura
que era necesaria para desarrollar el sector, y a cambio re-
cibió un proyecto de presupuesto con reducciones, sin
atender las necesidades que en esta tribuna se dijo que se
iban a atender con esta Secretaría de Cultura.

No solamente hubo una reducción como en algunas secre-
tarías, sino programas que afectan el desarrollo de los esta-
dos y municipios del país. Más de mil 200 millones de pe-
sos fueron sacados de este proyecto de presupuesto que
impacta a los institutos y secretarías de cultura de otros es-
tados de la República.

Es, insisto, un sinsentido el que se haya llevado a cabo es-
te consenso en la Cámara de Diputados y en la Cámara de
Senadores, y no viniera con acompañamiento presupues-
tal. Pero estamos haciendo hoy aquí una propuesta, una
propuesta del como sí podemos darle recursos al sector
cultural.

Esta propuesta es que a través de un estímulo fiscal, a tra-
vés de incorporar un artículo 190 Bis, se les dé a las demás
disciplinas artísticas –porque ya lo tiene el cine, porque ya
lo tiene el teatro– la posibilidad de que a través de una em-
presa privada, a través de una persona física, una persona
moral, a través de deducir sus impuestos, una parte de sus
impuestos pueda ser destinada a proyectos culturales en es-
te país.

Insisto, queremos no solamente decirle al Estado que nece-
sitamos de ellos para desarrollar cultura, necesitamos tam-
bién que el Estado dé las oportunidades para que la inicia-
tiva privada, para que las personas físicas o morales
también participen en el desarrollo cultural del Estado.

Estamos haciendo este planteamiento de una incorporación
de un artículo 190 Bis, para que 200 millones de pesos se

puedan dar en estímulos fiscales, para que el sector cultu-
ral tenga un desarrollo y no se detenga por este proyecto
que tiene al Ejecutivo federal realmente muy preocupado.

No solamente a los estados y a los municipios, sino a las
organizaciones no gubernamentales que también son parte
fundamental en el desarrollo cultural de nuestro país. In-
sisto, es crear este estímulo fiscal que llamaremos Efiarte
para que realmente les demos los mecanismos a estos sec-
tores culturales de que sigan avanzando, de que sigan in-
novando, e insisto el porqué de la contradicción, derivado
del mal desempeño de nuestra nación en los juegos olímpi-
cos de hace algunos meses.

El Ejecutivo federal sí hizo un planteamiento para crear un
estímulo fiscal de apoyo al deporte, del cual nosotros esta-
mos completamente de acuerdo, pero, ¿por qué esperar al
fracaso? ¿Por qué esperar a las malas decisiones para dar-
le un estímulo fiscal a la cultura? La cultura, e insisto, te-
nemos un muy buen ejemplo con el estímulo fiscal al cine
y al teatro que ha dado grandes resultados, por qué no dar-
lo a otras disciplinas artísticas.

Queremos hacer de esta oportunidad, de este lamentable
proyecto de presupuesto que tenemos en el sector la posi-
bilidad de que también las personas físicas y morales co-
adyuven y participen en el desarrollo cultural de este país.
Es cuanto, diputado presidente.

«Iniciativa que adiciona el artículo 190 Bis a la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta, a cargo del diputado Santiago Ta-
boada Cortina, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado Santiago Taboada Cortina, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal en la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión y con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 62, numeral 2, y
77, numeral 1 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración del pleno de esta honorable asam-
blea, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman y adicionan los artículos 189 y 190 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, para otorgar el estímulo
fiscal a proyectos de inversión en la producción de artes
plásticas, danza, obras literarias y música nacionales, al te-
nor de la siguiente
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Exposición de Motivos

No hay dudas respecto a la responsabilidad que tiene el Es-
tado mexicano de impulsar el sector cultural y las indus-
trias creativas en el país, generando incentivos y estrategias
que colaboren a la inclusión de la ciudadanía en la toma de
decisiones y el acceso a los servicios y bienes culturales
que presta el estado. Lo anterior, en apego a las disposicio-
nes del artículo 4o. constitucional, que en su párrafo nove-
no, establece:

“Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al
disfrute de los bienes y servicios que presta el estado en
la materia, así como el ejercicio de sus derechos cultu-
rales. El estado promoverá los medios para la difusión y
desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad cul-
tural en todas sus manifestaciones y expresiones con
pleno respeto a la libertad creativa. La ley establecerá
los mecanismos para el acceso y participación a cual-
quier manifestación cultural”.

El artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales (PIDESC) establece que las
naciones deben reconocer el derecho de las personas a:

a) Participar en la vida cultural;

b) Gozar de los beneficios del progreso científico y de
sus aplicaciones;

c) Beneficiarse de la protección de los intereses morales
y materiales que le correspondan por razón de las pro-
ducciones científicas, literarias o artísticas de que sea
autora.

Cabe mencionar que con la creación de la Secretaría de
Cultura, que sustituyó al Consejo Nacional para la Cultura
y las Artes (Conaculta), se dio un paso sin precedentes pa-
ra el fortalecimiento de la cultura nacional y en el esfuerzo
por asegurar el acceso a los bienes y servicios culturales
que ofrece el estado.

El ahora sector cultural, en el ejercicio fiscal de 2016 reci-
bió un presupuesto de 15 mil 254 millones de pesos, sin
embargo en el paquete económico para el ejercicio de 2017
se contempla un presupuesto de 10 mil 928 millones de pe-
sos (sin considerar el Programa Anual de Proyectos Cultu-
rales de la honorable Cámara de Diputados, que ascendió
en 2016 a 2 mil 54 millones), lo cual representa una dismi-

nución de más de 30 por ciento con respecto al presupues-
to aprobado el presente ejercicio.

Sin embargo se deben tomar acciones dirigidas a apoyar a
las industrias culturales y a facilitar el acceso a las artes pa-
ra aquellos sectores que se encuentran en situación de vul-
nerabilidad, al tiempo que se genere un ambiente de inclu-
sión cultural, ya que la cultura ha sido muchas veces
menospreciada en su esencia como elemento necesario pa-
ra el pleno desarrollo de las personas y las comunidades.

La cultura representa un eje fundamental para el desarrollo
y la superación de la pobreza, al ser, valga la expresión la
más transversal de las políticas públicas. Por tanto, como
presidente de la Comisión de Cultura y Cinematografía de
la Cámara de Diputados, me resulta obligatorio armonizar
la legislación vigente para contribuir a garantizar el impul-
so de la cultura como agente de cambio social y de desa-
rrollo, además de fortalecer la visión de ésta como un me-
dio de superación de la pobreza y al mismo tiempo como
un agente facilitador de la asimilación de principios y va-
lores.

Un antecedente que motiva la presente iniciativa es la soli-
citud realizada por la comunidad teatral en 2010 al Con-
greso de la Unión con el objeto de establecer un estímulo
fiscal al teatro mexicano, para que los contribuyentes se
encontraran en posibilidad de destinar hasta 10 por ciento
de su pago por concepto de impuesto sobre la renta a la
producción de una obra teatral.

Además, fue también una propuesta complementaria la de
considerar como proyecto de inversión en la producción te-
atral nacional, aquellas inversiones destinadas específica-
mente al montaje de obras dramáticas a través de un pro-
ceso que conjuga la creación y realización teatral, además
de los recursos materiales, financieros y humanos necesa-
rios para dicho objeto.

Dicha propuesta dio origen a una iniciativa con el objeto de
adicionar el entonces artículo 226 Bis de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta vigente hasta 2012, para otorgar el
estímulo fiscal a proyectos de inversión en la producción
teatral nacional, sujeto a los porcentajes y condiciones que
el artículo referido establecía, cuyo dictamen fue aprobado
y publicado el 19 de noviembre de 2010, entrando en vigor
el 1 de enero de 2011, de conformidad con su transitorio
único.
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Con ese antecedente en mente, en 2011, las comunidades
artísticas de danza, música, literatura y artes plásticas, así
como funcionarios del Conaculta, tuvieron acercamiento
con los integrantes de la Comisión de Cultura de la Cáma-
ra de Diputados de la LXI Legislatura, con la intención de
solicitar que el artículo 226 Bis de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, referente al estímulo fiscal que apoya al tea-
tro, fuese reformado y adicionado con un estímulo que
contemplara también a los proyectos de inversión en la
producción de artes plásticas, danza, obras literarias y mú-
sica.

Es importante mencionar que en el paquete económico pa-
ra el ejercicio fiscal de 2017, se incluye la propuesta de cre-
ar un estímulo fiscal consistente en otorgar un crédito fis-
cal aplicable contra el impuesto sobre la renta, por las
aportaciones que realicen los contribuyentes a proyectos de
inversión en infraestructura e instalaciones deportivas alta-
mente especializadas, así como a programas diseñados pa-
ra el desarrollo, entrenamiento y competencia de atletas
mexicanos de alto rendimiento; esta propuesta contempla-
da por el Ejecutivo federal en el paquete económico de
2017 se contempla con un monto máximo a distribuir de
500 millones de pesos, limitado a 20 millones de pesos por
contribuyente.

Si bien es necesario contribuir al fortalecimiento del de-
porte nacional, es necesario apoyar a todos aquellos ámbi-
tos que fortalezcan el desarrollo social, y reitero que la cul-
tura es un componente fundamental para llevar a cabo la
reconstrucción de nuestro tejido social.

De esta forma, la presente iniciativa pretende adicionar un
artículo 190 Bis a la Ley del ISR, para incluir un estímulo
fiscal que comprende la aplicación de un crédito fiscal pa-
ra que los contribuyentes puedan destinar hasta 10 por
ciento de su pago por concepto de impuesto sobre la renta
en el ejercicio a los proyectos de inversión en la produc-
ción de artes plásticas, danza, obras literarias y música.

Considerando pertinente establecer el monto total del estí-
mulo a distribuir en 200 millones de pesos por ejercicio fis-
cal para la producción de artes plásticas, danza, obras lite-
rarias y música nacionales, toda vez que ha sido un
estímulo fiscal que ha mostrado su efectividad para el im-
pulso de la producción cinematográfica y teatral en el país.

Tomando en consideración lo anteriormente expuesto y
con la propuesta más austera de la historia para el sector

cultural del país incluida en el Proyecto de Presupuesto de
Egresos para el ejercicio fiscal de 2017, es que me permi-
to presentar esta iniciativa que demás otorgaría un sentido
de pluralidad en lo que respecta a las manifestaciones cul-
turales en el país, y por supuesto brindar los apoyos y estí-
mulos económicos que colaboren para fortalecer y proteger
a las comunidades artísticas nacionales.

La presente iniciativa se fundamenta en los artículos 71,
fracción II; 73, fracción XXIX, inciso ñ de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 6o.,
numeral 1, fracción I; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados.

Con base en lo anteriormente expuesto, someto a la consi-
deración de esta honorable soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de 

Decreto por el que se adiciona un artículo 190 Bis a la
Ley del Impuesto sobre la Renta

Artículo Primero. Se adiciona el artículo 190 Bis a la Ley
del Impuesto sobre la Renta para quedar como sigue:

Artículo 190 Bis. Se otorga un estímulo fiscal a los contri-
buyentes del impuesto sobre la renta, consistente en aplicar
un crédito fiscal equivalente al monto que, en el ejercicio
fiscal del que se trate, aporten a proyectos de inversión en
la producción nacional de artes plásticas, danza, obras lite-
rarias y música, contra el impuesto sobre la renta del ejer-
cicio y de los pagos provisionales del mismo ejercicio, cau-
sado en el ejercicio en el que se determine el crédito. Este
crédito fiscal no será acumulable para efectos del impues-
to sobre la renta. En ningún caso el estímulo podrá exceder
de 10 por ciento del impuesto sobre la renta causado en el
ejercicio inmediato anterior al de su aplicación.

Cuando el crédito a que se refiere el párrafo anterior sea
mayor al impuesto sobre la renta causado en el ejercicio en
el que se aplique el estímulo, los contribuyentes podrán
aplicar la diferencia que resulte contra el impuesto sobre la
renta causado en los diez ejercicios siguientes hasta ago-
tarla.

Para los efectos de este artículo se considerarán como pro-
yectos de inversión en la producción nacional de artes plás-
ticas, danza, obras literarias y música, las inversiones en te-
rritorio nacional, destinadas específicamente a la
producción de artes plásticas, danza, obras literarias y mú-
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sica a través de un proceso en el que se conjugan la crea-
ción y realización artística, así como los recursos humanos,
materiales y financieros necesarios para dicho objeto.

Para la aplicación del estímulo fiscal a que se refiere el pre-
sente artículo, se estará a lo siguiente:

I. Se creará un comité interinstitucional que estará for-
mado por un representante de Secretaría de Cultura, uno
del Instituto Nacional de Bellas Artes y Literatura y uno
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, quien
presidirá el comité y tendrá voto de calidad.

II. El monto total del estímulo fiscal a distribuir entre
los aspirantes del beneficio no excederá de 200 millones
de pesos por cada ejercicio fiscal ni de 5 millones de pe-
sos por cada contribuyente y proyecto de inversión en la
producción nacional de artes plásticas, danza, obras li-
terarias y música.

III. El comité interinstitucional a que se refiere la frac-
ción I de este artículo publicará a más tardar el último
día de febrero de cada ejercicio fiscal, el monto del es-
tímulo fiscal distribuido durante el ejercicio anterior, así
como los contribuyentes beneficiados y los proyectos
por los cuales fueron merecedores de dicho beneficio.

IV. Los contribuyentes deberán cumplir lo dispuesto en
las reglas generales que para el otorgamiento del estí-
mulo publique el comité interinstitucional a que se re-
fiere la fracción I de este artículo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de septiembre de 2016.—
Diputados y diputadas: Santiago Taboada Cortina, Brenda Veláz-
quez Valdez, Emilio Enrique Salazar Farías, Jacqueline Nava Mouett,
Jesús Antonio López Rodríguez, Jesús Sesma Suárez, Jorge López
Martín, Jorge Ramos Hernández, José Hernán Cortés Berumen, José
Máximo García López, Karina Padilla Avila, Luis de León Martínez
Sánchez, Luis Gilberto Marrón Agustín, Luz Argelia Paniagua Figue-
roa, María del Rosario Rodríguez Rubio, María Guadalupe Murguía
Gutiérrez, Pedro Garza Treviño, Ricardo Del Rivero Martínez, Rocío
Matesanz Santamaría, Víctor Ernesto Ibarra Montoya (rúbricas).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputado Taboada Cortina. Túrnese a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra por cinco minutos, la diputada María Eli-
da Castelán Mondragón, del Grupo Parlamentario del
PRD, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 14 y adiciona un artículo 15-E a la Ley
Federal del Trabajo.

La diputada María Elida Castelán Mondragón: Con su
venia, diputado presidente. Compañeros legisladores, pre-
sento ante esta soberanía la siguiente iniciativa que tiene
por objeto garantizar los derechos a la seguridad social, al
trabajo digno de las y los trabajadores subcontratados por
empresas que evitan hacerse cargo de sus derechos labora-
les.

La seguridad social es un derecho social conquistado por
los trabajadores que vienen de cubrir las necesidades bási-
cas de ellos y sus familias en materia de salud, vejez, reti-
ro, etcétera. Viene acompañada de diversos documentos,
tratados y acuerdos internacionales que se crean con la in-
tención de vivir una estabilidad para la clase trabajadora
que hasta entonces les demandaba cubrir a los trabajadores.

Más adelante se instaura o se tiene como figura reconocida
en el artículo 123 constitucional donde se marca breve-
mente cómo había de regirse, creando también leyes suple-
torias como la Ley Federal del Trabajo y la Ley del Segu-
ro Social que entran a reforzar y complementar las
relaciones laborales entre trabajadores y patrones media-
dos por los contratos colectivos, individuales e incluso ver-
bales donde se estipulan las cláusulas que regirán la rela-
ción laboral, además de las obligaciones y derechos
contraídos por ambas partes, creando así una sana y me-
diada relación laboral; esto, con la intención de evolucio-
nar hacia una serie de leyes y reformas que hasta hoy en día
siguen vigentes.

Cerca de 23 millones de mexicanos, la mitad de la pobla-
ción económicamente activa del país que forman 45.5 mi-
llones de personas carecen de prestaciones sociales, según
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datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía; asi-
mismo, apenas el 43 por ciento de las mujeres ocupadas
cuentan con protección estando la mayor parte de ellas lo-
calizadas en el servicio social 27.6 por ciento. 

Los sectores que más prestaciones sociales ofrecen vaca-
ciones, pagos extraordinarios, bonos de transporte, vales
para alimentos y seguro médico a los empleados son la in-
dustria, el comercio, los restaurantes, los servicios sociales
y las instituciones gubernamentales.

En el sector agropecuario, el 94 por ciento de las mujeres y
el 95.6 por ciento de los varones carecen de seguro médi-
co. Curiosamente un acusado contraste existe entre hom-
bres y mujeres en el sector de la construcción con el 67.7
por ciento de ellas cubiertas por seguro médico, mientras
únicamente el 18 por ciento de los varones lo tienen.

La problemática existe en México sobre los alcances de los
servicios prestados en materia de seguridad social. Hasta el
día de hoy hace referencia a una incorrecta aplicación en
cuanto a trabajadores y sus beneficiarios, porque pueden
acceder al servicio de la seguridad social.

Existen distintas maneras para ser beneficiado por la segu-
ridad social. Por ejemplo, cuando eres contratado por una
empresa, se inscribe al trabajador al IMSS, que es el más
común o a algún otro prestador de servicios sociales públi-
co o privado. Otra manera es contratar los servicios por su
propia cuenta.

En el primero de los casos el trabajador se encuentra cu-
bierto casi en su mayoría por prestaciones de ley y seguri-
dad social con limitación de tratamiento de algunas enfer-
medades que requieren atención médica especializada y
algunos otros limitantes.

Para el segundo supuesto, que es el de los trabajadores con-
tratados por intermediarios, el escenario es totalmente di-
ferente ya que la contratación de servicios de salud corren
por su cuenta, que en su mayoría representan algunos cos-
tos, por lo tanto generan un desgaste económico y reducen
la posibilidad de generar algún ahorro para un futuro retiro
laboral.

En relación al artículo 3o., de la Ley Federal del Trabajo,
se menciona que el trabajo es un derecho y no un artículo
de comercio, por lo que no debería sujetarse a que los tra-
bajadores de planta gocen de todas las prestaciones de ley

y los trabajadores contratados por intermediarios outsour-
cing carezcan de ello.

Las prestaciones de ley no están a negociación de que al-
gunos trabajadores les correspondan y a otros no. De ahí
nace la necesidad de crear las condiciones laborales ópti-
mas a través de reformas claras e incluyentes que garanti-
cen un mejor bienestar social de salud y económico para
trabajadores y sus familias, que al encontrarse reconocidos
y amparados para la normativa correspondiente, serán un
gran motor y avance para las leyes mexicanas en materia
laboral y de seguridad social, colocando en el ámbito de
vanguardia reconocimiento de instrucción de prestaciones
de ley para los sectores de trabajadores que cuentan con re-
zago y en relación a sus prestaciones y beneficios que les
pertenecen por ley.

Es por lo anterior que presentamos esta iniciativa por la
que reformamos diversos ordenamientos de la Ley Federal
del Trabajo, para garantizar efectivamente los derechos la-
borales de los trabajadores, a quienes continuamente y de
manera arbitraria se violan las garantías que les confiere la
Constitución para un trabajo y vida digna.

Por lo antes expuesto y fundado le solicito que se inserte
íntegramente la presente iniciativa en el Diario de los De-
bates. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 14 y adiciona el 15 E a
la Ley Federal del Trabajo, a cargo de la diputada María
Elida Castelán Mondragón, del Grupo Parlamentario del
PRD

Planteamiento del problema

La Seguridad Social nace en Alemania, en la época del
Canciller Otto von Bismark, con la Ley del Seguro de En-
fermedad, en 1883.

La expresión “Seguridad Social” se populariza a partir de
su uso por primera vez en una ley en Estados Unidos, con-
cretamente en la Social Security Act de 1935. Posterior-
mente, el concepto es ampliado por sir William Beveridge
en el llamado Informe Beveridge (Social Insurance and
Allied Services Report) de 1942 con las prestaciones de sa-
lud y la constitución del National Health Service (Servicio
Nacional de Salud, en español) británico en 1948.
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Japón antes de la Segunda Guerra Mundial es uno de los
principales impulsores mundiales de la seguridad social,
creando el Ministerio de Sanidad, Trabajo y Bienestar y su
propio sistema de pensiones e incapacidad. La Seguridad
Social entonces viene de la necesidad de cubrir las necesi-
dades básicas de los trabajadores en materia de salud, ve-
jez, retiro etc. Viene acompañada de diversos documentos,
tratados y acuerdos internacionales que se crean con la in-
tención de vivir una estabilidad para la clase trabajadora
que hasta entonces les demandaba cubrir a los trabajado-
res. Más adelante se instaura o se tiene como figura reco-
nocida en el art 123 Constitucional donde se marca breve-
mente como había de regirse, creando también leyes
supletorias como la Ley Federal del Trabajo y la Ley del
Seguro Social que entran a reforzar y complementar las re-
laciones laborales entre trabajadores y patrones, mediados
por los contratos colectivos, individuales e incluso verba-
les donde se estipulan las cláusulas que regirán la relación
laboral, además de las obligaciones y derechos contraídos
por ambas partes creando así una sana y mediada relación
laboral, esto con la intención de evolucionar hacia una se-
rie de leyes y reformas que hasta hoy en día siguen vigen-
tes.

Cerca de 23 millones de mexicanos, la mitad de la Pobla-
ción Económicamente Activa (PEA) del país, que forman
45,5 millones de personas, carece de prestaciones sociales
según datos del Instituto Nacional Estadística y Geografía.

Asimismo, apenas el 43% de las mujeres ocupadas cuentan
con protección, estando la mayor parte de ellas localizada
en los servicios sociales (27,6%).

Los sectores que más prestaciones sociales ofrecen (vaca-
ciones, pagas extraordinarias, bonos de transporte, vales
para alimentos y seguro médico) a los empleados son la in-
dustria, el comercio, los restaurantes, los servicios sociales
y las instituciones gubernamentales.

En el sector agropecuario, el 94% de las mujeres y el
95,6% de los varones carecen de seguro médico.

Curiosamente, un acusado contraste existe entre hombres y
mujeres en el sector de la construcción, con el 67,7% de
ellas cubiertas por seguro médico mientras únicamente el
18% de los varones lo tiene.

Estos datos nos muestran un panorama amplio de que tan
alejados estamos para lograr una perfecta igualdad y equi-
dad en cuanto a seguridad social y prestaciones de ley pa-

ra los trabajadores. A esto hay que sumarle la falta de le-
gislación en la materia, existen en la actualidad en la Ley
Federal del Trabajo artículos que apenas reconocen la figu-
ra de los trabajadores contratados bajo el régimen de sub-
contratación, sin embargo dejan un gran vacío en cuanto a
la cobertura de prestaciones que por ley deberían corres-
ponder también a los trabajadores contratados bajo ese ré-
gimen.

De ahí nace la necesidad de crear las condiciones laborales
optimas a través de reformas claras e incluyentes que ga-
ranticen un mejor bienestar social, de salud y económico
para trabajadores y sus familias, que al encontrarse reco-
nocidos y amparados bajo la normativa correspondiente,
serán un gran motor y avance para las leyes mexicanas en
materia laboral y de seguridad social colocando en el ám-
bito de vanguardia, reconocimiento e inclusión de presta-
ciones de ley para los sectores de trabajadores que cuentan
con rezago en relación a sus prestaciones y beneficios que
les pertenecen por ley.

Sin embargo el desarrollo y crecimiento mundial así como
las necesidades a las que se enfrenta el hombre se da a la
tarea de buscar o crear nuevas modalidades laborales que
necesitan ser consideradas, reguladas y sobre todo que
cuenten con una perfecta equidad e igualdad en cuanto am-
biente de trabajo, prestaciones de ley y reconocimiento;
hasta el día de hoy aún existen lagunas legales o falta de le-
yes que logren insertar y considerar a las nuevas formas en
que se desarrollan las actividades laborales que cumplan
con los requerimientos mínimos y de ley que les generen
vidas dignas para el trabajador y sus familias, un salario
justo y un seguro para el momento en que se encuentren en
el supuesto para retirarse y contar con los medios suficien-
tes y de salud para enfrentar su vejez.

En pleno siglo XXI existen trabajadores que no gozan de
una seguridad social y prestaciones de ley adecuada y dig-
na entre los cuales podemos mencionar específicamente a
los que son contratados por intermediarios (outsourcing).

Argumentos

La problemática existente en México sobre los alcances de
los servicios prestados en materia de seguridad social has-
ta el día de hoy hace referencia a una incorrecta aplicación
en cuanto a trabajadores y sus beneficiarios que pueden ac-
ceder al servicio de la seguridad social. Existen distintas
maneras para ser beneficiado por la seguridad social, por
ejemplo cuando eres contratado por una empresa se inscri-
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be al trabajador al IMSS que es el más común, o algún otro
prestador de servicios sociales público o privado, otra ma-
nera es contratar los servicios por su propia cuenta; en el
primero de los casos el trabajador se encuentra cubierto ca-
si en su mayoría por prestaciones de Ley y Seguridad So-
cial con limitación de tratamiento de algunas enfermedades
que requieren atención médica  especializada y algunos
otros limitantes, para el segundo supuesto que es el de los
trabajadores contratados por intermediarios el escenario es
totalmente diferente ya que la contratación de servicios de
salud corren por su cuenta, que en su mayoría representan
altos costos y por lo tanto generan un desgaste económico
y reducen la posibilidad de generar algún ahorro para un
futuro retiro laboral.

En relación al artículo 3 de la Ley Federal del Trabajo se
menciona que el trabajo es un derecho y no un artículo de
comercio, por lo que no debería sujetarse a que los trabaja-
dores de planta gocen de todas las prestaciones de Ley y
los trabajadores contratados por intermediarios (outsour-
cing) carezcan de ellas; las prestaciones de ley no están a
negociación de que a algunos trabajadores les correspon-
dan y a otros no.

El reconocimiento de prestaciones de Ley como la Seguri-
dad Social para este tipo de trabajadores es casi nula al
igual que la legislación en la materia y la existente no ga-
rantiza prestaciones que faciliten o cubran las necesidades
básicas de un trabajador. Existen en la actualidad en la Ley
Federal del Trabajo artículos que apenas reconocen la figu-
ra de los trabajadores contratados bajo el régimen de sub-
contratación, sin embargo dejan un gran vacío en cuanto a
la cobertura de prestaciones que por ley deberían corres-
ponder también a los trabajadores contratados bajo ese ré-
gimen.

De ahí nace la necesidad de crear las condiciones laborales
óptimas a través de reformas claras e incluyentes que ga-
ranticen un mejor bienestar social, de salud y económico
para trabajadores y sus familias, que al encontrarse reco-
nocidos y amparados bajo la normativa correspondiente,
serán un gran motor y avance para las leyes mexicanas en
materia laboral y de seguridad social colocando en el ám-
bito de vanguardia, reconocimiento e inclusión de presta-
ciones de ley para los sectores de trabajadores que cuentan
con rezago en relación a sus prestaciones y beneficios que
les pertenecen por ley.

Existen en la actualidad una serie de variaciones por las
cuales se contrata o requieren los servicios profesionales o

laborales de una persona por los cuales solo se les retribuye
lo concerniente a los servicios prestados, por tiempo deter-
minado, dejando de lado todas las prestaciones de las cua-
les son beneficiados los trabajadores de planta, dentro de
ellas las más importantes son la seguridad social y el fondo
de pensión para el retiro, que son los pilares para que un
trabajador tenga un colchón cómodo cuando llegue el tiem-
po de jubilarse o retirarse de la actividad laboral tenga los
medios suficientes para cubrir sus necesidades prioritarias.

Con la incorporación de trabajadores contratados bajo el
régimen de subcontratación a Seguridad Social se estaría
cumpliendo y cubriendo tantos aspectos que hoy reclaman
este tipo de trabajadores como el seguro de enfermedades
y maternidad, ya que son los que más porcentaje represen-
tan en cuanto a requerimiento en instituciones médicas co-
mo el IMSS; Seguro de invalidez y vida que son los que
garantizan una forma decorosa de vivir para los familiares
directos en caso de que el trabajador perdiera la vida o se
encuentre imposibilitado de continuar trabajando de mane-
ra permanente; el seguro de retiro que es el que sin duda re-
presenta un colchón y de gran ayuda para los trabajadores
en retiro al no generar un cargo económico extra para sus
familiares; otras como el servicio de guarderías entre otras
como la prevención de enfermedades, educación sobre
buena alimentación y trabajo comunitario.

Los casos mencionados  que padecen de prestaciones como
la seguridad social son los trabajadores contratados por
medio de empresas intermediarias o contratistas (outsour-
cing) que es cuando la empresa para la que trabajas direc-
tamente necesita gente pero no quiere complicarse con tan-
to tramite, pagos, antigüedad, posibles demandas en
Conciliación y Arbitraje, o que requerirá incrementar su
personal en ciertos períodos pero disminuirlo en otros, o no
quiere que sean partícipes de sus utilidades o cualquier otro
motivo. O sea, no quiere complicaciones nique el trabaja-
dor genere derechos. Entonces esa empresa contratará una
“empresa externa” que será intermediario y para todos los
efectos será el patrón de los trabajadores que se contraten. 

Una de las grandes obligaciones de los patrones con sus co-
laboradores es afiliarlos a alguna institución que les brinde
la Seguridad Social. Es de ahí que la relación que se crea
de los patrones con empresas de colocación.

En el primer caso de trabajadores contratados por outsour-
cing, la relación de trabajo nace de la necesidad de perso-
nal para ciertas actividades del proceso productivo, ya sea
dentro o fuera de la empresa contratante, generando una
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ganancia tanto al patrón y así a la empresa intermediaria, y
el trabajador expuesto a riesgos de trabajo que no serán cu-
biertos ya que no existe una protección de seguridad social.

La empresa entonces recurre a la contratación por “out-
sourcing” llamado también “renta de personal” o “personal
por administración”, es decir, la “empresa externa” cobra-
rá un porcentaje del salario de los trabajadores para darles
prestaciones y parte del cobro será su ganancia.

Aquí una frase de miles de trabajadores mexicanos que de-
ben sujetarse a falta expresa de regulación laboral “Es me-
jor tener trabajo que no tenerlo, dinero es dinero”. Son las
tendencias que hay en el mercado laboral desde hace varios
años para acá.

Un caso muy marcado lo es también el de las personas que
son sujetas al régimen de asimilados a salarios, este régi-
men es para aquellas personas físicas que prestan servi-
cios profesionales a personas físicas o morales, pero que
optan por tributar en este régimen ya que de esta mane-
ra pagarán un solo impuesto, el ISR, como si fueran traba-
jadores asalariados, es decir, mediante las retenciones que
les realicen sus empleadores y en este caso también se aho-
rrarán la obligación de tener que entregar recibos por ho-
norarios a las personas que les presten los servicios, así
como tampoco deberán realizar el cálculo del Impuesto al
Valor Agregado. No serán considerados como trabajadores
y por lo tanto los empleadores de estos asimilados no tie-
nen la obligación de proporcionarles seguridad social ni las
prestaciones que establece la ley.

Como podemos ver los casos señalados anteriormente ca-
recen principalmente de seguridad social y demás presta-
ciones de ley; pero si pagan un impuesto (ISR).

O sea que si se les aplica un impuesto y es obligatorio y
descontado de su salario pero no pueden garantizarles las
prestaciones de ley como la Seguridad Social.

Existe entonces la interrogativa de porque no se encuentran
incluidas las personas que son contratadas bajo las anterio-
res supuestos ya que si vamos a un tema de fondo tanto los
trabajadores de planta, los de outsourcing, freelance y asi-
milados a salarios todos reciben un sueldo, honorarios, re-
tribución que son definidos como la entrega de dinero lí-
quido a cambio de determinado trabajo u acción laboral,
todos estos encuadran en el supuesto de ser considerados
como personas en primer lugar, después trabajadores regi-

dos por la relación laboral con un determinado patrón, for-
malizado a través de un contrato y regulado por las leyes
pertinentes que son las que necesitan ser reformadas para
así garantizar las prestaciones requeridas para una vida dig-
na y decorosa y un retiro favorable para el trabajador y su
familia.

Ahora bien, esta propuesta no representaría una carga o im-
pacto presupuestal a las finanzas públicas.

En el artículo 4 de la Ley del Seguro Social se enuncia que
el Seguro social y por consiguiente la seguridad social son
un servicio público de carácter nacional por lo que no cua-
dra entonces por qué limitar a un sector de trabajadores el
poder acceder o ser beneficiados de una manera directa de
la protección que ofrece la seguridad social.

Ahora si revisamos el artículo 2 de la misma Ley trata so-
bre la finalidad del seguro social en la cual establece ga-
rantizar el derecho a la salud, asistencia médica, la protec-
ción de los medios de subsistencia y los servicios sociales
necesarios para el bienestar individual y colectivo.

En este orden de ideas debemos entender como servicio
público la definición que nos da la Real Academia Españo-
la enfocándose a la actividad encaminada por la adminis-
tración, bajo un cierto control y regulación de esta, por una
organización, especializada o no, y destinada a satisfacer
las necesidades de la colectividad. Si entendemos como
servicio público medios que utilizamos a diario como el
transporte, luz, agua potable, y ahora hablando de la segu-
ridad social donde se define como un servicio público en-
cuadra totalmente, por lo que considero que debería de be-
neficiarse a todo el sector trabajador, o todo aquel que
preste una actividad laboral y reciba el beneficio mediante
el pago en dinero con la seguridad social, logrando así te-
ner un adecuado retiro laboral, mejorando la calidad de vi-
da y contribuyendo a un crecimiento a nivel país luchando
contra los altos índices de rezago en materia de seguridad
social.

Podemos hablar de que existe igualdad en cuanto a la opor-
tunidad de poder desempeñar cualquier actividad laboral y
la retribución de un salario a cambio de su trabajo presta-
do; pero no existe equidad ya que las personas contratadas
por outsourcing, freelance o asimilados a salarios no son
beneficiadas en un cien por ciento por las prestaciones de
ley, incluidas dentro de ellas la seguridad social.
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Fundamento legal

La suscrita, diputada María Elida Castelán Mondragón del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados;
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, y 77 del reglamento
de la Cámara de Diputados, someto a consideración del
pleno de la honorable Cámara de Diputados el siguiente
proyecto de

Decreto por el que se adiciona al artículo 14 y su frac-
ción I, de la Ley Federal del Trabajo; y se adiciona el
artículo 15 E

Artículo 14. Las personas físicas y personas morales que
utilicen intermediarios para la contratación de trabajadores
serán responsables de las obligaciones que deriven de esta
Ley y de los servicios prestados.

Los trabajadores tendrán los derechos siguientes:

I. Prestarán sus servicios en las mismas condiciones de
trabajo, y tendrán las mismas prestaciones de Ley que
corresponden a los trabajadores que ejecuten trabajos si-
milares

Artículo 15 E. Se celebrará contrato por escrito entre la
empresa contratista y el trabajador.

La empresa contratista garantizará al trabajador la Se-
guridad Social y demás prestaciones que puedan apli-
carse conforme a ley.

Transitorio

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a 20 de sep-
tiembre de 2016.— Diputada María Elida Castelán Mondragón (rú-
brica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputada Elida Castelán. Túrnese a la Comi-
sión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen.

LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERE-
CHOS HUMANOS

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra, por cinco minutos, para presentar dos ini-
ciativas en una sola intervención, el diputado Cesáreo Jor-
ge Márquez Alvarado, y en representación de diputados in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 393 de la Ley General de Salud,
y 6o. de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos.

El diputado Cesáreo Jorge Márquez Alvarado: Con su
permiso, diputado presidente, y con el permiso de la asam-
blea.

El artículo 4o. constitucional establece el derecho funda-
mental a la salud, imponiendo al Estado mexicano la obli-
gación de otorgarla. La Constitución determina que será la
ley quien definirá las bases y modalidades para acceso a los
servicios de salud. En la práctica, la regulación legislativa
resulta insuficiente para garantizar la efectiva protección
de los derechos de todos aquellos ciudadanos que acuden a
clínicas y hospitales públicos.

Es necesaria la creación de medidas idóneas que garanticen
el libre y pleno derecho a través de mecanismos adecuados
y oportunos que permitan presentar quejas, investigarlas y
resolverlas, con el objetivo de inhibir conductas antiprofe-
sionales, técnicas indebidas o aquellas que violen los dere-
chos de los usuarios de los servicios de salud.

El presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos, al presentar el informe de actividades del año 2015,
manifestó que el sector salud es quien más quejas tuvo res-
pecto a presuntas violaciones de derechos humanos con un
total de 3 mil 70 quejas, equivalente al 30.7 por ciento del
total de quejas recibidas por este organismo.

Ante esta grave problemática el Estado mexicano tiene la
obligación de adoptar las medidas necesarias para hacer
efectivo el derecho a la protección a la salud, y tal y como
se establece en la Convención Americana sobre Derechos
Humanos y en similares términos en el Pacto Internacional
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

Además, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha
sostenido que los estados deben crear mecanismos adecua-
dos para presentar, investigar, resolver quejas y esclarecer
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procedimientos disciplinarios apropiados para casos de
conducta profesional indebida o de violación de derechos
de los pacientes.

Es por ello que propongo la iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se adiciona un tercer párrafo al artículo 393
de la Ley General de Salud, y la fracción XV Bis al artícu-
lo 6o. de la Ley de la Comisión Nacional de Derechos Hu-
manos, con la cual se determina que en los hospitales que
presten servicios públicos, servicios a derechohabientes de
instituciones públicas, de seguridad social y en los que se
presten servicios sociales se establezcan oficinas de la Co-
misión Nacional de Derechos Humanos y de los organis-
mos de protección de los derechos humanos de las entida-
des federativas, según corresponda por razones de
competencia para dar atención adecuada, permanente e in-
mediata en la recepción y trámite de quejas que los usua-
rios interpongan en relación con los servicios de salud que
ahí se prestan, así como para realizar la supervisión de la
adecuada prestación de dichos servicios.

En lo referente a la segunda iniciativa que hoy presento es
importante señalar que, de acuerdo a la Secretaría de Salud,
el 30 por ciento del total de muertes por accidentes de trán-
sito se debe al consumo excesivo de alcohol. Es evidente
entonces que el consumo nocivo del alcohol es un proble-
ma de salud pública.

Por ello, la Organización Mundial de Salud ha manifesta-
do que compete a los países la responsabilidad principal de
formular, aplicar, vigilar y evaluar políticas públicas para
disminuir el consumo nocivo de alcohol. Entre esas prácti-
cas y políticas se recomienda promulgar normas apropia-
das sobre la conducción de vehículos en estado de ebrie-
dad.

Hoy, a quienes conducen vehículos de motor con un alto
consumo de alcohol, solo se le sanciona administrativa-
mente o con multas, con arrestos por un espacio temporal
o breve. Por lo que es pertinente responder a esa proble-
mática con normas jurídicas que inhiban el consumo exce-
sivo del alcohol combinado con la conducción de vehícu-
los automotores.

La mejor manera de hacerlo es empleando la norma penal
por contener sanciones más severas y tener entre sus fines
la prevención general, prevención que en este tema resulta
de suma utilidad, pues se trata de salvar vidas, evitar gra-
ves traumatismos físicos y psicológicos, y otros padeci-

mientos, no solo de las personas directamente involucra-
das, sino también de sus familiares, de sus seres queridos o
de terceros afectados.

Con base en lo anterior presento la iniciativa con proyecto
de decreto por el que se adiciona el capítulo octavo, artícu-
los 483 y 484 al título décimo octavo de la Ley General de
Salud, con la cual se considera delito el conducir vehículos
automotores teniendo un elevado consumo de alcohol; es
decir, no a cualquier grado de consumo, sino solo aquel que
evidentemente represente un grave riesgo para la salud pú-
blica por estar íntimamente relacionado con muertes y se-
rios traumatismos ocasionados en los percances automovi-
lísticos, un grado tal de intoxicación que física y
mentalmente hace muy difícil o imposible conservar el
control adecuado de un vehículo sin riesgos para el con-
ductor o para otros.

Si no actuamos en este sentido seguirán aconteciendo con
desgracia, sobre todo para nuestra juventud, más hechos
que lamentar y que incluso podrían incrementarse en los
años venideros.

Por lo antes expuesto, no tengo duda que las dos iniciativas
presentadas tendrán el invaluable respaldo de esta honora-
ble asamblea. Es cuanto. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma los artículos 393 de la Ley General
de Salud y 6o. de la Ley de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos, suscrita por el diputado Cesáreo Jorge
Márquez Alvarado e integrantes del Grupo Parlamentario
del PVEM

Quienes suscriben, diputado Cesáreo Jorge Márquez Alva-
rado y diputados federales del Partido Verde Ecologista de
México, en la LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77, nu-
meral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
sometemos a la consideración de esta soberanía, la presen-
te iniciativa con proyecto de decreto por el que se adi-
ciona un tercer párrafo al artículo 393 de la Ley Gene-
ral de Salud y se adiciona una fracción XV Bis al
artículo 6o. de la Ley de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos, al tenor del siguiente
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Planteamiento del Problema

El párrafo cuarto del artículo 4o. constitucional establece el
derecho fundamental de la salud, imponiendo al Estado
mexicano la correlativa obligación de su protección.

Asimismo, la Constitución determina que será la ley, en es-
te caso la Ley General de Salud, la que definirá las bases y
modalidades para el acceso a los servicios de salud.

En ese sentido, es cierto que dicha ley establece, en su ar-
tículo 2o., fracciones III y V, que entre las finalidades del
derecho a la protección de la salud están la protección y el
acrecentamiento de los valores para la creación, conserva-
ción y disfrute de las condiciones de salud, así como de los
servicios de salud que satisfagan eficaz y oportunamente
las necesidades de la población.

También es cierto que la citada Ley, en su artículo 3o.,
fracciones I, III y VII, establece que es materia de salubri-
dad general la vigilancia y seguimiento de la prestación de
los servicios de salud y del ejercicio de las actividades pro-
fesionales, técnicas y auxiliares para la salud; correspon-
diendo al Sistema Nacional de Salud proporcionar los ser-
vicios de salud a toda la población y mejorar la calidad de
los mismos.

Sin embargo, tomando en cuenta que uno de esos servicios
de salud es la atención médica, y concretamente la que se
proporciona en los hospitales que prestan servicios públi-
cos a la población general, servicios a derechohabientes de
instituciones públicas de seguridad social y los que prestan
servicios sociales, que en muchos casos corresponderá a
atención de urgencia o de padecimientos de alta compleji-
dad, necesario resulta advertir que la vigilancia sobre la
adecuada prestación de esos servicios, en tiempo real, es
decir, en el momento en que los usuarios están requiriendo
de los mismos, no está suficientemente controlada.

Motivo por el cual, en esta iniciativa se determina que en
dichos hospitales se encontrarán oficinas de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos y de los organismos de
protección de los derechos humanos de las entidades fede-
rativas, según corresponda por razones de competencia,
para dar atención adecuada, permanente e inmediata en la
recepción y trámite a las quejas que los usuarios interpon-
gan en relación con los servicios de salud que ahí se pres-
tan, así como para realizar la supervisión en la adecuada
prestación de dichos servicios, procurando que la orienta-

ción y atención respectivas, a los usuarios, sea en condi-
ciones mínimas compatibles con su dignidad.

Argumentación

En efecto, se observa que de acuerdo a los numerales 45,
48 y 393 de la Ley General de Salud, corresponde a la Se-
cretaría de Salud vigilar el funcionamiento de ese tipo de
establecimientos y, conjuntamente con los gobiernos de
las entidades federativas en el ámbito de sus respectivas
competencias, la vigilancia del ejercicio de los profesio-
nales, técnicos y auxiliares en la prestación de los servi-
cios de salud correspondientes.

Incluso, el artículo 469 de la Ley en análisis tipifica como
delitos algunas conductas de desatención grave por parte
de un profesional, técnico o auxiliar de la atención médica.

No obstante, tal regulación legislativa, en la práctica, re-
sulta insuficiente para garantizar la efectiva protección de
la salud de los usuarios que acuden a dichos hospitales. 

Es decir, por virtud de los artículos 1.1, 4.1 y 5.1 de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos, los Estados
parte, como el nuestro, tienen la obligación, no sólo de res-
petar los derechos de la vida y a la integridad personal, re-
lacionados íntimamente con el de la salud, sino también a
garantizar su libre y pleno ejercicio. En términos simila-
res se pronuncia el Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales en sus artículos 2.1 y 12.

De todo lo expuesto, se puede concluir que en la norma
Constitucional y legal se establecen disposiciones para res-
petar y proteger el acceso a los servicios de salud que se
prestan en dichos hospitales; pero sigue siendo necesaria la
creación de medidas idóneas para garantizar, en la reali-
dad, el libre y pleno ejercicio de ese derecho, a través de
mecanismos adecuados y, sobre todo, oportunos, para pre-
sentar, investigar y resolver quejas, con el objeto de inhibir
conductas profesionales o técnicas indebidas o aquellas
que violen los derechos de los usuarios de esos servicios.

Para entender lo anterior, es preciso advertir que si bien es
cierto el orden jurídico prevé procedimientos para sancio-
nar administrativamente e, incluso, penalmente, a los pres-
tadores de tales servicios que incurran en faltas a sus fun-
ciones, también lo es que esos mecanismos resultan
ineficaces para garantizar, por parte del Estado, un servicio
adecuado, oportuno y de calidad en los servicios de salud,
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pues requieren tiempo y recursos humanos y materiales
con los que los usuarios, por lo general, no cuentan, ade-
más de que en todo caso los perjuicios del mal servicio
quedan consumados con efectos, no en pocos casos, irre-
parables.

Además, no hay que perder de vista que en dichos estable-
cimientos, entre otros servicios, se presta atención médica
de urgencia y para casos graves, por lo que el Estado, al rea-
lizar esfuerzos para garantizar el acceso efectivo y de cali-
dad de esos servicios, está protegiendo el derecho a la salud,
salvando vidas y satisfaciendo eficaz y oportunamente las
necesidades de la población en materia del derecho funda-
mental de la salud.

Es decir, no es congruente ni lógico que siendo la presta-
ción de ese tipo de servicios de salud un tema tan delicado
e importante para la creación, conservación y disfrute de
las condiciones de salud, se confíe el correcto funciona-
miento de los mismos a procedimientos tardados, en algu-
nos casos costosos y, sobre todo, ineficaces.

Ante ello, no es de extrañar que la Comisión Nacional de
Derechos Humanos se haya pronunciado, por conducto de
sus últimos dos presidentes, en el sentido de que el Sector
Salud es el que más viola los derechos humanos, ante mi-
les de quejas sobre omisiones en el otorgamiento de aten-
ción médica, negligencia médica, trámites deficientes y por
omisión en el suministro de medicamentos. 

Es cierto que algunos de esos problemas son de índole pre-
supuestal, pero en otros obedecen más bien a la defectuosa
organización y coordinación en dichos hospitales o a la fal-
ta o deficiente atención médica por parte del personal del
sector salud.

Por tanto, en esta iniciativa se determina, mediante la adi-
ción de un tercer párrafo al artículo 393 de la Ley General
de Salud y de la fracción XV Bis del artículo 6o. de la Ley
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, que en
los hospitales que presten servicios públicos a la población
general, servicios a derechohabientes de instituciones pú-
blicas de seguridad social y en los que se presten servicios
sociales, se encontrarán oficinas de la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos y de los organismos de protec-
ción de los derechos humanos de las entidades federativas,
según corresponda por razones de competencia, para dar
atención adecuada, permanente e inmediata en la recepción
y trámite a las quejas que los usuarios interpongan en rela-
ción con los servicios de salud que ahí se prestan, así como

para realizar la supervisión en la adecuada prestación de di-
chos servicios, procurando que la orientación y atención
respectivas, a los usuarios, sea en condiciones mínimas
compatibles con su dignidad.

Ahora bien, se atribuye tal función a la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos y a los organismos de protección
de los derechos humanos de las entidades federativas, por
ser los organismos del Estado con especialización en la
protección de los derechos humanos, además de que se es-
tablece que dichas oficinas de atención se encuentren en
los citados hospitales pues, por regla general, los usuarios
tendrán mayor necesidad del auxilio de las mismas en cir-
cunstancias en las que dicho apoyo debe ser inmediato an-
te una inminente y grave violación a su derecho de protec-
ción de la salud, con posibles daños irreparables; de ahí la
necesidad de que dichas oficinas se encuentren en real y
efectivo alcance y servicio de los usuarios.

Precisándose que se exige la atención permanente de esas
oficinas, para que los usuarios puedan acceder a ellas en
cualquier día y a cualquier hora, para así cumplirse los fi-
nes propuestos.

Por último, se debe señalar que ésta medida se considera
un mecanismo idóneo para garantizar, de manera efectiva,
el libre y pleno ejercicio del derecho a la salud, sobre todo
en casos graves y urgentes, pues por lo general a ese tipo
de hospitales se canalizan tales casos.

Fundamento Legal

Ante esta grave problemática en materia de salubridad ge-
neral, el Estado mexicano tiene la obligación de adoptar las
medidas legislativas necesarias para hacer efectivo el dere-
cho a la protección de la salud, tal y como se establece en
el artículo 2o. de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, y en similares términos en el artículo 2.1 del
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales.

Para mayor precisión, debe decirse que la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos ha sostenido en diversos ca-
sos,1 que el derecho a la vida y a la integridad personal no
sólo implican que el Estado debe respetarlos (obligación
negativa), sino que, además, requiere que el Estado adopte
todas las medidas o mecanismos apropiados para ga-
rantizarlos (obligación positiva), adoptando una conducta
gubernamental que asegure la existencia, en la realidad,
de una eficaz garantía del libre y pleno ejercicio de esos de-
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rechos; procurando a las personas las condiciones mínimas
compatibles con su dignidad; además de que el Estado es
responsable de regular, fiscalizar y supervisar la prestación
de los servicios de salud para lograr una efectiva protec-
ción de los derechos de la vida y a la integridad personal;
que la falta de atención médica adecuada puede conllevar a
la vulneración del derecho a la integridad personal y que
los servicios de salud deben ser de buena calidad.

En ese sentido, dicho Tribunal de corte Internacional con-
cluye que los Estados deben crear mecanismos adecua-
dos para presentar, investigar y resolver quejas y esta-
blecer procedimientos disciplinarios apropiados para
casos de conducta profesional indebida o de violación
de derechos de los pacientes.

Estimándose que existe idoneidad en la medida adoptada
por ésta iniciativa, pues la facultad de dichas oficinas de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos y de los or-
ganismos de protección de los derechos humanos de las en-
tidades federativas, para conocer de quejas sobre violación
a derechos humanos, formular recomendaciones públicas,
para presentar denuncias penales y quejas ante las autori-
dades respectivas, e incluso para que la primera pueda in-
vestigar hechos que constituyan violaciones graves de de-
rechos humanos, emana de los artículos 1o., 4o., párrafo
cuarto y 102, apartado B, constitucionales; además de que
sus procedimientos son rápidos y sencillos, evitando la
dilación de las comunicaciones escritas y procuran la
inmediata solución del conflicto planteado, en términos
de los artículos 4o. y 6o., fracción VI, de la Ley de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración de
esta honorable asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se adiciona un tercer párrafo al ar-
tículo 393 de la Ley General de Salud y se adiciona una
fracción XV Bis al artículo 6o. de la Ley de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos

Artículo Primero. Se adiciona un tercer párrafo al artícu-
lo 393 de la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Ley General de Salud

Título Décimo Séptimo
Vigilancia Sanitaria

Capítulo Único

Artículo 393. Corresponde a la Secretaría de Salud y a los
gobiernos de las entidades federativas, en el ámbito de sus
respectivas competencias, la vigilancia del cumplimiento
de esta Ley y demás disposiciones que se dicten con base
en ella.

La participación de las autoridades municipales y de las au-
toridades de las comunidades indígenas, estará determina-
da por los convenios que celebren con los gobiernos de las
respectivas entidades federativas y por lo que dispongan
los ordenamientos locales.

En los hospitales que presten servicios públicos a la po-
blación general, servicios a derechohabientes de institu-
ciones públicas de seguridad social y en los que se pres-
ten servicios sociales, se encontrarán oficinas de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos y de los
organismos de protección de los derechos humanos de
las entidades federativas, según corresponda por razo-
nes de competencia, para dar atención adecuada, per-
manente e inmediata en la recepción y trámite a las
quejas que los usuarios interpongan en relación con los
servicios de salud que ahí se prestan, así como para rea-
lizar la supervisión en la adecuada prestación de dichos
servicios, procurando que la orientación y atención res-
pectivas, a los usuarios, sea en condiciones mínimas
compatibles con su dignidad.

Artículo Segundo. Se adiciona una fracción XV Bis al ar-
tículo 6o. de la Ley de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos, para quedar como sigue:
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Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos

Título II
Integración de la Comisión Nacional de 

Derechos Humanos

Capítulo I
De la Integración y Facultades 

de la Comisión Nacional

Artículo 6o. La Comisión Nacional tendrá las siguientes
atribuciones:

I. a XVI. (…)

XV Bis. En los hospitales que presten servicios pú-
blicos a la población general, servicios a derechoha-
bientes de instituciones públicas de seguridad social
y en los que se presten servicios sociales, se encon-
trarán oficinas de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos, según le corresponda por razones de
competencia, para dar atención adecuada, perma-
nente e inmediata en la recepción y trámite a las que-
jas que los usuarios interpongan en relación con los
servicios de salud que ahí se prestan, así como para
realizar la supervisión en la adecuada prestación de
dichos servicios, procurando que la orientación y
atención respectivas, a los usuarios, sea en condicio-
nes mínimas compatibles con su dignidad.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Dentro de los 180 días naturales a la entrada en
vigor del presente decreto, la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos y los organismos de protección de los
derechos humanos de las entidades federativas, en el ámbi-
to de sus respectivas competencias, deberán contar con las
oficinas de atención a los usuarios de los servicios de salud
en los hospitales a que se refiere el párrafo tercero del artí-
culo 393 de la Ley General de Salud.

Tercero. La federación y las entidades federativas, en su
ámbito de competencia respectivo, proveerán los recursos
humanos, materiales y financieros que requiera la imple-
mentación del presente decreto, conforme a sus presupues-
tos autorizados.

Nota:

1 Caso “Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay; caso Arta-
via Murillo y otros vs. Costa Rica; caso González Lluy y otros vs.
Ecuador; caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa vs. Paraguay y ca-
so Vera Vera y otra vs. Ecuador.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de septiembre de
2016.— Diputados: Cesáreo Jorge Márquez Alvarado, Jesús Sesma
Suárez (rubricas).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputado Jorge Márquez. Túrnese a las Comi-
siones Unidas de Salud y de Derechos Humanos, para
dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

El diputado Cesáreo Jorge Márquez Alvarado: «Inicia-
tiva que reforma y adiciona los artículos 483 y 484 de la
Ley General de Salud, suscrita por el diputado Cesáreo Jor-
ge Márquez Alvarado e integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del PVEM

Quienes suscriben, diputado Cesáreo Jorge Márquez Alva-
rado y diputados federales del Partido Verde Ecologista de
México, en la LXIII Legislatura del Honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77,
numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, sometemos a la consideración de esta soberanía, la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona un Capítulo VIII, artículos 483 y 484, al Título
Décimo Octavo de la Ley General de Salud, al tenor del si-
guiente

Planteamiento del problema

En México, de acuerdo a datos del Inegi,1 tan sólo entre
2012 y 2014, se produjeron 13,317 accidentes de tránsito
fatales.

Si se concatena ese dato con el hecho de que de acuerdo a
la Secretaría de Salud, el 30% del total de muertes por ac-
cidentes de tránsito se debe al consumo excesivo de alco-
hol, aunado a factores como no usar cinturón de seguridad

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 4 de octubre de 2016441



y el incremento de la velocidad,2 se puede concluir que, en
ese período, el exceso en el consumo de alcohol, vinculado
a los hechos de tránsito, produjo 3,995 defunciones aproxi-
madamente. Cifra que lógicamente ha de elevarse, al tomar
en consideración que, desgraciadamente, en ocasiones, en
un accidente de tránsito fallece más de una persona.

Y si bien esos datos son los que de manera más severa re-
velan lo trascendente de este fenómeno causado por la
combinación entre el consumo excesivo de alcohol y la
conducción de vehículos automotores, es lógico que existe
otro tipo de afectaciones humanas y materiales derivadas
de este grave problema para la salud pública.

La Organización Panamericana de la Salud,3 considera
que, entre las cinco razones cruciales para considerar al al-
cohol como una urgente prioridad de salud pública en las
Américas, se encuentran las muertes relacionadas con el al-
cohol y el hecho de que éste es el principal factor de ries-
go para la carga de la morbilidad en la Región; además, en-
tre el 20 y el 50% de las fatalidades en accidentes de
tránsito están relacionadas con el alcohol; siendo éste el
quinto factor de riesgo más importante en lo que respecta a
muertes prematuras y discapacidades en el mundo.

Es evidente entonces, que el uso nocivo del alcohol es un
problema de salud pública, pues según cifras de la Orga-
nización Mundial de la Salud,4 cada año se producen 3.3
millones de muertes en el mundo debido al consumo noci-
vo del alcohol y el 5.1% de la carga mundial de morbilidad
y lesiones es atribuible al consumo del alcohol. Además,
dicho consumo provoca defunción y discapacidad a una
edad temprana, pues del grupo etario de entre 20 a 39 años,
un 25% de las defunciones son atribuibles al consumo del
alcohol. Por ende, dicha Organización estima que ésta pro-
blemática conlleva una pesada carga social y económica
para la sociedad.

Entre los factores que influyen en el grave problema de sa-
lud pública que representa el consumo excesivo de alcohol
en conjunción con los accidentes de tránsito terrestre, es-
tán los ambientales, los cuales a su vez incluyen la cul-
tura y los niveles de aplicación y cumplimiento de polí-
ticas públicas pertinentes.

Por ello, la Organización Mundial de la salud5 ha ma-
nifestado que compete a los países la responsabilidad
principal de formular, aplicar, vigilar y evaluar políti-
cas públicas para disminuir el consumo nocivo de alco-
hol. Entre esas políticas, se recomienda promulgar normas

apropiadas sobre la conducción de vehículos en estado de
ebriedad.

En consecuencia, queda de manifiesto que las defunciones,
morbilidad y lesiones provocadas por el consumo excesivo
de alcohol, cuando se une a la conducción de vehículos de
motor, es un problema grave de salud pública y correspon-
de al Estado aplicar políticas públicas pertinentes para sal-
var vidas y prevenir otros serios problemas vinculados con
éste fenómeno, dando así respuesta a la resolución de 2010
de la Asamblea Mundial de la Salud, por la que se insta a
los países para fortalecer las respuestas nacionales a los
problemas de salud pública causados por dicho consumo.

Argumentos que la sustentan

Esta iniciativa pretende aplicar una política en materia de
salubridad general tendente a inhibir ese grave problema.
Pero no es suficiente una respuesta ligera a ese fenómeno
tan perjudicial para la sociedad, más bien requiere ser de-
cidida, responsable y pertinente. Decidida por parte de los
órganos del Estado, responsable con la sociedad que exige
de sus autoridades respuestas eficientes a los problemas
que la aquejan y, pertinente, para inhibir tan dañino fenó-
meno.

Como se ha dicho, uno de los factores que influyen en el
consumo nocivo del alcohol es la cultura. Que los consu-
midores sepan que conducir vehículos de motor con un
consumo excesivo, sólo se sanciona administrativamente,
con multas, o en el peor de los casos con breves arrestos,
sin que se les pueda privar de la respectiva licencia por un
espacio temporal considerable, se traduce en una concien-
cia colectiva de saber que tal hecho, sólo conlleva a una in-
fracción administrativa, pero no constituye una grave
transgresión social, que puede ocasionar serios problemas
de salud, sociales y económicos.

Por ello, es pertinente responder a esa problemática con
normas jurídicas que inhiban el consumo excesivo del al-
cohol combinado con la conducción de vehículos automo-
tores. Y la mejor manera de hacerlo es empleando la norma
penal, por contener sanciones más severas y tener, entre
sus fines, la prevención general, prevención que en éste te-
ma resulta de suma utilidad, pues se trata de salvar vidas,
evitar graves traumatismos, físicos y psicológicos, y otros
padecimientos, no sólo de las personas directamente invo-
lucradas en los hechos de tránsito, sino también de sus fa-
miliares, seres queridos y terceros afectados. Si no actua-
mos en ese sentido, seguirán aconteciendo, con desgracia
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sobre todo para nuestra juventud, más hechos que lamentar
y que incluso podrían incrementarse en los años venideros.

Con ésta iniciativa se eleva a delito, mediante la adición de
dos artículos a la Ley General de Salud, la conducta anti-
social de conducir vehículos automotores teniendo un ele-
vado consumo de alcohol. Es decir, no cualquier grado de
consumo, sino sólo aquel que evidentemente represente un
grave riesgo para la salud pública, por estar íntimamente
relacionado con muertes y serios traumatismos ocasiona-
dos en los percances automovilísticos. 

Un grado tal de intoxicación que física y mentalmente ha-
ce muy difícil o imposible conservar el control adecuado
de un vehículo sin riesgos para el conductor o para otros.

Al respecto, es necesario aclarar que para determinar el
grado de consumo se utiliza el término alcoholemia, que es
la concentración de alcohol presente en la sangre, que se
expresa en forma de masa por unidad de volumen, expre-
sándose en miligramos por 100 mililitros y se suele calcu-
lar a partir de una medición realizada en el aire aspirado.6

Ahora bien, de acuerdo a la Guía de Práctica Clínica GPC,7

cuando se detecta una cantidad de alcohol de entre 150 a
200 miligramos en un decilitro de sangre, se está en pre-
sencia de una intoxicación etílica aguda, con características
de marcha inestable, disminución de capacidad de aten-
ción, estando muy intoxicadas el 50% de las personas en
ese estado, con ataxia o dificultad en la coordinación de
movimientos y un grave deterioro mental y físico; y cuan-
do se detecta en cantidad de entre 200 y 300 miligramos en
un decilitro se presentan, además, náuseas, diplopía o fe-
nómeno de ver dobles los objetos y alteraciones en el esta-
do mental.

Entonces, a efecto de inhibir la conducción de automotores
en esas condiciones riesgosas para el mismo conductor y
para terceras personas, se sanciona como delito, a través de
la adición de un Capítulo VIII, Artículos 483, al Título Dé-
cimo Octavo de la Ley General de Salud, el conducir vehí-
culos de motor encontrándose con una tasa de alcohol en
aire espirado superior a 300 miligramos por 100 mililitros,
con una pena de prisión de tres meses a dos años y multa
de 50 a 150 días, además de la suspensión del derecho a
conducir vehículos de motor por una duración de entre tres
meses y dos años y, en su caso, la aplicación del trata-
miento curativo que determine el Juzgador que no podrá
exceder de la duración de la sanción privativa de libertad.

Tomando en cuenta la importancia de los bienes jurídicos
que se pretenden proteger con la tipificación de esa con-
ducta, como lo es la vida e integridad de las personas, prin-
cipalmente, necesario entonces resulta la prevención de ese
tipo de conductas, por lo que en caso de segunda condena
por hechos de la misma naturaleza, el límite máximo de la
suspensión del derecho a conducir vehículos a motor será
de tres años. Y en caso de una tercera condena, las penas
serán prisión de uno a cinco años y multa de 100 a 300 dí-
as, además de la suspensión del derecho a conducir vehí-
culos de motor por una duración de entre uno a cinco años
y, en su caso, la aplicación del tratamiento curativo que de-
termine el Juzgador que no podrá exceder de la duración de
la sanción privativa de libertad.

Estos incrementos en los parámetros de la punibilidad no
violentan el paradigma constitucional del derecho penal
del acto, pues el mismo prohíbe a los jueces, en la indivi-
dualización de la pena, tomar en cuenta antecedentes del
sujeto, pero no impide al legislador utilizar esas valoracio-
nes como criterio para elevar el parámetro de punibilidad,
esto de conformidad con la Jurisprudencia 1ª/J. 80/2013, de
la Décima Época.

Asimismo, a efecto de hacer viable la obtención de las
pruebas pertinentes para determinar si se incurre o no en ta-
les conductas, se adiciona el Artículo 484 al Capítulo VIII
propuesto en el Título Décimo Octavo de la Ley General
de Salud, para sancionar al conductor que requerido por un
agente de la autoridad se negare a someterse a las pruebas
legalmente establecidas para la comprobación de las tasas
de alcoholemia, con penas de prisión de tres meses a un
año y multa de 50 a 100 días, así como suspensión del de-
recho de conducir vehículos de motor por una duración de
entre tres meses y un año.

No obsta a lo anterior la excluyente del delito prevista en el
artículo 15, fracción VII, del Código Penal Federal, y en sus
correlativos de las legislaciones estatales, que elimina el ca-
rácter delictivo a aquellas conductas desplegadas encontrán-
dose su autor en un estado de inconsciencia respecto a lo ilí-
cito de su actuar; pues esa misma excluyente encuentra
excepción en lo que en doctrina se conoce como acto libre
en su causa; es decir, que se puede reprochar penalmente al
sujeto que se colocó libremente en un estado, por ejemplo, de
intoxicación etílica, y en ese estado actualiza la conducta tí-
pica.

Por último, por tratarse de delitos que se establecen como
resultado de una política para afrontar un grave problema
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de salud pública, se agregan al listado de delitos previstos
en la Ley General de Salud que, por ser una ley expedida
por el Congreso de la Unión, es de la competencia de las
autoridades federales; sin embargo, de los artículos 4o., pá-
rrafo cuarto, 73, fracción XIX, último párrafo, Constitucio-
nales, se desprende que en las materias concurrentes serán
las leyes federales las que establecerán los supuestos en
que las autoridades del fuero común podrán conocer y re-
solver sobre delitos federales.

Como consecuencia de ello, se determina que serán com-
petentes las autoridades de las entidades federativas para
investigar y sancionar tales conductas, siempre y cuando
no se actualice alguno de los siguientes supuestos:

a) Que el Ministerio Público de la Federación prevenga
en el conocimiento del asunto, o

b) Que el Ministerio Público de la Federación solicite al
del fuero común la remisión de la investigación.

En éstos supuestos la autoridad federal tendrá competencia
para investigar y sancionar dichos delitos. Para efecto de lo
dispuesto en el inciso b), bastará con que el Ministerio Pú-
blico de la Federación solicite a la autoridad competente de
la entidad federativa, le remita la investigación correspon-
diente. Las diligencias desahogadas hasta ese momento por
las autoridades locales gozarán de plena validez.

Si hubiese detenidos, la remisión se hará sin demora y se
observarán las disposiciones relativas a la retención minis-
terial por flagrancia.

Cuando el Ministerio Público de la Federación conozca de
dichos delitos podrá remitir al Ministerio Público del fuero
común la investigación.

Fundamento legal

Como se ha dicho, el problema en análisis representa ser de
salud pública; concretamente, la Ley General de Salud, en
su artículo 3°, establece que es materia de salubridad ge-
neral la prevención de accidentes y de la discapacidad, la
prevención de enfermedades derivadas del alcoholismo y
la protección de la salud de terceros y de la sociedad fren-
te al uso nocivo del alcohol.

Luego entonces, la competencia del Congreso de la Unión
para conocer de ésta iniciativa se fundamenta en los artícu-

los 4°, párrafo cuarto, y 73, fracción XVI, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, que le
otorgan facultades para dictar leyes en materia de salubri-
dad general, como lo es la Ley General de Salud, además
de establecerse que ésta materia será de competencia con-
currente.

Por tanto, al tratarse de una iniciativa para tipificar un de-
lito que se establece como resultado de una política para
afrontar un grave problema de salubridad general, se agre-
ga al listado de delitos previstos en la Ley General de Sa-
lud.

Por lo aquí expuesto, someto a la consideración de esta ho-
norable asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona un Capítulo VIII, artícu-
los 483 y 484, al Título Décimo Octavo de la Ley Gene-
ral de Salud

Artículo Único. Se adiciona un Capítulo VIII, Artículos
483 y 484, al Título Décimo Octavo de la Ley General de
Salud, para quedar como sigue:

Ley General de Salud

Título Décimo Octavo
Medidas de Seguridad, Sanciones y Delitos

Capítulo VIII
Delitos de Peligro Contra la Salud en 

Materia de Seguridad Vial

Artículo 483. A quien conduzca vehículos de motor en-
contrándose con una tasa de alcohol en aire espirado
superior a 300 miligramos por 100 mililitros, se le im-
pondrá de tres meses a dos años de prisión y multa de
50 a 150 días, además de la suspensión del derecho a
conducir vehículos de motor por una duración de entre
tres meses y dos años y, en su caso, la aplicación del tra-
tamiento curativo que determine el Juzgador que no
podrá exceder de la duración de la sanción privativa de
libertad. 

En caso de segunda condena por hechos de la misma
naturaleza, además de las penas de prisión y multa ya
indicadas en el párrafo que antecede, se impondrá la
suspensión del derecho a conducir vehículos de motor
por una duración de entre tres meses y tres años y, en
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su caso, la aplicación del tratamiento curativo que de-
termine el Juzgador que no podrá exceder de la dura-
ción de la sanción privativa de libertad.

En caso de una tercera condena por hechos de la misma
naturaleza, los límites de punibilidad aplicables serán
prisión de uno a cinco años y multa de 100 a 300 días,
además de la suspensión del derecho a conducir vehícu-
los de motor por una duración de entre uno a cinco años
y, en su caso, la aplicación del tratamiento curativo que
determine el Juzgador que no podrá exceder de la du-
ración de la sanción privativa de libertad.”

Artículo 484. Se impondrá prisión de tres meses a un
año y multa de 50 a 100 días, al conductor que requeri-
do por un agente de la autoridad se negare a someterse
a las pruebas legalmente establecidas para la compro-
bación de las tasas de alcoholemia.

De los delitos a que se refieren el presente artículo y el
que le antecede, serán competentes las autoridades de
las entidades federativas para investigar y sancionar ta-
les conductas, siempre y cuando no se actualice alguno
de los siguientes supuestos:

a) Que el Ministerio Público de la Federación pre-
venga en el conocimiento del asunto, o

b) Que el Ministerio Público de la Federación solici-
te al del fuero común la remisión de la investigación.

En éstos supuestos la autoridad federal tendrá compe-
tencia para investigar y sancionar dichos delitos. Para
efecto de lo dispuesto en el inciso b), bastará con que el
Ministerio Público de la Federación solicite a la autori-
dad competente de la entidad federativa, le remita la in-
vestigación correspondiente. Las diligencias desahoga-
das hasta ese momento por las autoridades locales
gozarán de plena validez.

Si hubiese detenidos, la remisión se hará sin demora y
se observarán las disposiciones relativas a la retención
ministerial por flagrancia.

Cuando el Ministerio Público de la Federación conozca
de dichos delitos podrá remitir al Ministerio Público del
fuero común la investigación.

Artículo Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas:

1 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Banco de Información,
Accidentes de tránsito fatales, Nacional,  www3.inegi.org.mx./siste-
mas/biinegi/

2 Secretaría de Salud, Prensa, “30 por ciento de muertes por acciden-
tes en la vía pública se debe al consumo de alcohol”, https://www.
gob.mx/salud/prensa/

3 Organización Panamericana de la Salud, Oficina Regional de la Or-
ganización Mundial de la Salud, “Alcohol y Salud Pública en las Amé-
ricas”, www.who.int/substance_abuse/publications/alcohol_public_
health_americas_spanish.pdf.

4 Organización Mundial de la Salud, Alcohol, Centro de prensa,
www.who.int/mediacentre/factsheets/fs349/es/

5 Ídem.

6 World Health Organization, “Glosario de términos de alcohol y dro-
gas”, www.who.int/substance_abuse//terminology/lexicon/_alcohol_
drugs_spanish.pdf

7 Gobierno federal, “Guía de Práctica Clínica gpc, Diagnóstico y Tra-
tamiento de la Intoxicación aguda por alcohol etílico en adultos en el
segundo y tercer nivel de atención”, www.cenetec.salud.gob.mx/des-
cargas/gpc/CatalogoMaestro/ISSSTE_256_13_INSTOXICACIÓNE-
TILICA/ISSSTE_256_13_RR.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 27 días del mes de
septiembre de 2016.— Diputados: Cesáreo Jorge Márquez Alvara-
do, Jesús Sesma Suárez (rúbricas).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.
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LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMI-
NISTRATIVAS

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra hasta por cinco minutos para presentar dos
iniciativas en una sola intervención, el diputado Juan Ro-
mero Tenorio, del Grupo Parlamentario de Morena. Una
iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas
disposiciones de la Ley General de Responsabilidades Ad-
ministrativas, e iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma los artículos 111, 112 y 113, y adiciona un artículo
113 Bis, a la Ley del Impuesto sobre la Renta.

El diputado Juan Romero Tenorio: Con venia de la Me-
sa Directiva. Compañeros diputados y diputadas, la prime-
ra iniciativa versa sobre reforma a la Ley de Responsabili-
dad Administrativa, centrándome en una propuesta que
modifica sus artículos 55, 56, 58, 61 y 69, en torno al con-
flicto de intereses por el uso de datos y de información al
que se allega el servidor público.

Estamos proponiendo reformar el artículo 55 de la Ley Ge-
neral de Responsabilidad Administrativa, con el objeto de
especificar las conductas implicadas en la utilización inde-
bida de la información y documentación que al servidor
público por sí o por interpósita persona, sustraiga, destru-
ya, oculte, utilice, inutilice o comparta con terceros y que
se encuentren bajo su custodia, o a la cual tenga acceso o
conocimiento en virtud de su empleo, cargo o comisión,
con fines distintos a los establecidos en la ley.

En el derecho sancionador administrativo se aplican los
principios de ius puniendi, hay que especificar la conducta
en una forma clara y precisa para determinar la responsa-
bilidad administrativa. 

Aunado a ello, proponemos en el artículo 56 que la infor-
mación a la que se allega un servidor público le impide
ocupar un cargo derivado de su función en cualquier sec-
tor, público o privado, en donde tenga uso de esta informa-
ción.

De un año elevamos el impedimento para desempeñarse en
cualquier cargo de dirección en el sector privado a cinco
años. ¿Qué motiva esta situación? Ernesto Zedillo terminó
su gobierno en el 2000 y en 2001 fue contratado por la fe-
rroviaria Union Pacific Corp.

Zedillo fue el responsable de todo el andamiaje para la pri-
vatización de Ferrocarriles Nacionales. Un año después de

que deja su cargo se convierte en uno de los principales
asesores de esta compañía.

Hay ejemplos varios en la administración pública, donde
servidores públicos brincan del sector público al sector pri-
vado, beneficiándose del uso indebido de información a la
cual se allegaron como servidores públicos. Por eso propo-
nemos aumentar el impedimento de un año a cinco años en
el artículo 56.

Modificamos también el artículo 61, 58, con el objeto de
que esta información a la que se allega el servidor público
implica una responsabilidad específica.

Es conocido en muchas situaciones de investigación de la
delincuencia organizada la filtración de información o el
extravío o pérdida de expedientes, o pruebas que se inte-
gran en el propio expediente.

Tenemos que poner un alto al uso indebido de la informa-
ción pública y la forma correcta de hacerla es especificar la
conducta que debe sancionarse en la Ley de Responsabili-
dad Administrativa.

La segunda iniciativa va en torno a recuperar el sistema de
pequeños contribuyentes, los Repecos. La información que
nos da el Sistema de Administración Tributaria acredita
que el régimen de incorporación fiscal no ha sido el ade-
cuado para incorporar a los pequeños contribuyentes en la
formalidad hacendaria, no ha sido el adecuado para que el
pequeño contribuyente tenga facilidades para incorporarse
como contribuyente en el sistema nacional.

Estamos proponiendo una reforma que garantice condicio-
nes más viables al pequeño contribuyente que no sea una
carga administrativa adicional a su precaria economía, sino
que facilite su incorporación a un régimen fiscal, en donde
él encuentre objetivamente beneficios y donde él encuentre
objetivamente procedimientos sencillos que le permitan
cumplir con sus obligaciones tributarias.

El régimen opcional que se propone operará sobre base de
efectivo. Es decir, se acumula el ingreso y se deducen los
gastos conforme a las operaciones que efectivamente se co-
bran o se pagan.

La propuesta simplifica y reduce la carga administrativa
asociada al cumplimiento tributario de las empresas con
menor capacidad administrativa y elimina la necesidad de
realizar ajustes anuales por inflación.
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El límite de ingresos de 5 millones de pesos anuales esta-
blecido para participar en el régimen es consistente con el
límite que existe para las SAS y garantiza que los benefi-
cios sean recibidos por los micronegocios, mientras que las
empresas de mayor escala, las cuales cuentan con mayor
capacidad administrativa, seguirán permaneciendo en el ré-
gimen general del ISR.

Los invito a revisar la propuesta que se presenta de ambas
iniciativas. Una, abona a la transparencia y a la rendición
de cuentas y limita el uso indebido de información pública.
Y la segunda, recupera procedimientos factibles y viables
para los pequeños contribuyentes. Es cuanto, señor presi-
dente.

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General de Responsabilidades Administrativas, a cargo del
diputado Juan Romero Tenorio, del Grupo Parlamentario
de Morena

El que suscribe, Juan Romero Tenorio, diputado federal de
la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión e
integrante del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-
mento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, y los artículos 6,
numeral 1 , fracción I; 76, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
los artículos 55, 56, 58, 68 y se adiciona un párrafo tercero
al 69, todos de la Ley General de Responsabilidad Admi-
nistrativa, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El día 18 de julio de 2016, se publicó en el Diario Oficial
de la Federación la Ley General de Responsabilidades Ad-
ministrativas. De la revisión de la misma y de los alcances
que se determinan a las faltas administrativas calificadas
como graves, resulta necesario precisar las conductas de
servidores públicos en el uso indebido de información pú-
blica y del posible conflicto de intereses.

En las teorías de la transparencia y rendición de cuentas, se
vincula el conflicto de intereses con la corrupción. Expli-
cando a esta última como “una conducta que se desvía de
los deberes formales de un cargo público, como conse-
cuencia de un beneficio que mira a un interés privado (per-
sonal, de la familia próxima o de una camarilla privada),
sea pecuniario o de estatus, o viola alguna regla sobre el

ejercicio de ciertas formas de influencia que atiende a inte-
reses privados”.1

Sin partimos de la idea básica que el conflicto de intereses,
buscado o aceptado, es una forma de corrupción, en la que
el interés que domina no es legítimo y es capaz de subor-
dinar la capacidad o decisión del operador de la ley o fun-
ción pública, en beneficio de un interés particular o priva-
do, por encima del interés público o particular legítimo, es
exigible que en el marco de la Ley General de Responsabi-
lidades Administrativas, se determine su sanción como fal-
ta grave de los servidores públicos.

El conflicto de interés no solo se presenta en la ganancia o
riqueza indebida, también se presenta en asuntos en los que
se determina la legalidad de los actos de los servidores pú-
blicos en el desempeño de sus funciones. En forma parti-
cular interesa el uso de la información a la que se accede
en el desempeño del encargo o función pública, misma que
puede ser utilizada en beneficio del propio servidor públi-
co o de terceros al margen de la finalidad que la ley deter-
mina en función del interés público o de particulares con-
forme a la ley.

La Ley General de Víctimas,2 contempla el principio de
máxima protección, entendido como la obligación de cual-
quier autoridad de los tres órdenes de gobierno de velar por
la aplicación más amplia de medidas de protección a la dig-
nidad, libertad, seguridad y demás derechos de las víctimas
del delito y de violaciones a los derechos humanos.

Principio que se vulnera al permitir la “infiltración” o “de-
saparición” de información derivada de las investigaciones
ministeriales. Por lo que es pertinente y urgente determinar
la responsabilidad de servidores públicos que en el desem-
peño de su función, por sí o interpósita persona, sustraiga,
destruya, oculte, utilice, inutilice o comparta con terceros
información o documentación que se encuentre bajo su
custodia o a la cual tenga acceso, o de la que tenga conoci-
miento en virtud de su empleo, cargo o comisión, con fines
distintos a los establecidos en la ley.

La sanción como falta grave del uso indebido de informa-
ción por parte de servidores públicos, se propone para que
independientemente de la sanción penal, se pueda emitir
una sanción administrativa, con el objeto de inhibir con-
ductas ilícitas e ilegales en el desempeño de la función pú-
blica.
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La sanción en el uso indebido de información pública por
parte del servidor público o de un particular que se benefi-
cie de ésta, no solo tiene un carácter sustantivo, sino ade-
más procedimental, al permitir la denuncia de este acto ile-
gal y sujetarlos a un procedimiento de tipo administrativo,
en el cual se garantiza su derecho al debido proceso.3 Se
propone reformar el artículo 55 de la Ley General de Res-
ponsabilidad Administrativa con el objeto de especificar
las conductas implicadas en la utilización indebida de la in-
formación y documentación que el servidor público, por sí
o interpósita persona, sustraiga, destruya, oculte, utilice,
inutilice o comparta con terceros que se encuentre bajo su
custodia o a la cual tenga acceso, o de la que tenga conoci-
miento en virtud de su empleo, cargo o comisión, con fines
distintos a los establecidos en la ley.

Asimismo, se propone reformar el artículo 56 de la Ley
General de Responsabilidad Administrativa ampliar el pla-
zo para determinar la responsabilidad del servidor público,
en el uso indebido de información pública, del término de
un año, como lo prevé la ley vigente, a cinco años, una vez
se haya retirado del empleo, cargo o comisión. Con ello se
pone freno a la práctica de Servidores Públicos que acce-
den a información gubernamental y se incorporan a empre-
sas vinculadas con la materia del desempeño de la función
pública.

Se señala como ejemplo a Ernesto Zedillo, presidente de
México de 1994 al 2000, a quien en febrero de 2001 la fe-
rroviaria Union Pacific Corp., propietaria de 26 por ciento
de Ferrocarril Mexicano, lo convirtió en el miembro nú-
mero 14 del directorio de la empresa. Misma que en un co-
municado de su presidente Dick Davidson, subrayó lo si-
guiente: “Su vasto conocimiento de temas económicos y
comerciales ayudarán a guiar nuestra estrategia de creci-
miento en toda nuestra red de ferrocarriles en los próximos
años”. Recordando que gracias al proceso de privatización
emprendido por la administración del presidente Ernesto
Zedillo, Union Pacific Corp., pudo extender sus operacio-
nes al sur de la frontera mediante su participación en la se-
gunda de las tres empresas ferroviarias troncales mexica-
nas, que tan sólo en el 2000 realizó operaciones por 850
millones de dólares. Que a mediados de 1997, Union Paci-
fic concretó una asociación con Grupo México, encabeza-
do por el empresario Alberto Bailleres, y la constructora
Ingenieros Civiles Asociados (ICA), para participar en la
segunda licitación más importante del sistema ferroviario
nacional, el Ferrocarril Pacífico Norte, al que luego rebau-
tizaron como Ferrocarril Mexicano (Ferromex). La conce-

sión es por 50 años, más una prórroga por un lapso similar.
En la sociedad Grupo México participó con el 74 por cien-
to, mientras que las otras dos empresas asumieron el 13 por
ciento cada una. Sin embargo, en abril de 1999, derivado
de problemas económicos, ICA vendió su participación de
13 por ciento a Union Pacific.4

La red de Ferromex está integrada por las líneas México-
Irapuato-Ciudad Juárez, Irapuato-Guadalajara-Manzanillo,
Guadalajara-Nogales-Mexicali, Torreón-Monterrey-Tam-
pico y Chihuahua-Pacífico. En total tiene una longitud de
8 mil 100 kilómetros y una flota de 459 locomotoras y 12
mil 600 vagones.

Otro ejemplo lo da el ex director de Petróleos Mexicanos
(Pemex) Adrián Lajous quien es nombrado como director
general de Pemex, por el presidente Ernesto Zedillo en
1994, cargo al que renuncia el 14 de diciembre de 1999.
Posteriormente fue designado asesor del presidente Zedillo
para asuntos petroleros internacionales hasta el fin del se-
xenio. En el sector privado, Lajous fue asesor senior en
energía de McKinsey & Company (2001-2011) y miembro
del Consejo de Administración de Schlumberger Limited
(2002-2014).

“El exdirector de Pemex pertenece al consejo o direc-
ción de al menos ocho empresas que han logrado con-
tratos por más de 72 mil millones de pesos”. “Schlum-
berger tiene en exclusividad la concesión de tomar,
procesar y analizar los registros geofísicos de cada pozo
que se perfore, con lo que dispone de primera mano, de
la información fundamental para calcular reservas de hi-
drocarburos de los países”. De acuerdo con la revista
Forbes, en 2011 Lajous obtuvo ganancias anuales por su
participación en dos de estas compañías por 571 mil 867
dólares. Las empresas asociadas con exfuncionarios del
sector energético están insertas hasta la médula de Pe-
mex. Sin que aún se apruebe una reforma constitucio-
nal, algunas de estas compañías consiguieron contratos
que les permiten acceder a información de la petrolera,
considerada por especialistas como un activo tan valio-
so como las reservas. Se ubican en áreas estratégicas del
sector energético, como la industrial, termoeléctrica, pe-
troquímica, de almacenamiento y transporte por tan-
ques. Entre las contratistas “consentidas” de Pemex hay
cinco que entraron al círculo de la información privile-
giada: la consultora McKinsey and Company, la empre-
sa de servicios Schlumberger, la minera y acerera Ter-
nium, la fabricante Trinity Industries y la proveedora de
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petroquímicos Beta. Todas tienen algo en común. En sus
consejos directivos ha figurado el exdirector de Pemex
de 1994 a 1999, Adrián Lajous Vargas”.5

También ex secretario de Energía Luis Téllez se encuentra
en este supuesto. Fue Secretario de Energía durante el go-
bierno de Ernesto Zedillo y Secretario de Comunicaciones
y Transportes en el de Felipe Calderón Hinojosa, hasta el 3
de marzo de 2009 y desde el 5 de mayo de 2009 es Presi-
dente del Consejo y Director General del Grupo BMV, pro-
pietario de la Bolsa Mexicana de Valores. Ha presidido o
ha sido consejero de empresas como Desc y Carlyle Group:
“Para inicios de 2006, el funcionario era también conseje-
ro de la empresa Sempra Energy y dueño de un paquete de
acciones. Después de haber asumido el cargo titular de la
SCT, el 20 de junio de 2007 firmó el decreto que habilita
como puerto de altura y cabotaje en Ensenada, el lugar
donde Sempra Energy tiene ubicada su regasificadora.
Cuando Téllez dejó la dependencia, la empresa en cuestión
volvió a verse beneficiada por las acciones que el funcio-
nario realizó. Aunado a esto, a Téllez se le recompensó
otorgándole la dirigencia de la Bolsa Mexicana de Valores
(BMV), al tiempo que fue nombrado director de la junta
corporativa de administración de Sempra Energy. Lo ante-
rior derivó en que dicha empresa se hiciera “poseedora” de
un puerto, que a pesar de lo establecido en la normatividad
mexicana, controlan el espacio como propio, decidiendo
qué es lo que entra y sale de ahí; todo esto gracias a la con-
cesión otorgada por Luis Téllez cuando fungía como se-
cretario de Energía con Ernesto Zedillo”6

A los anteriores se une Georgina Yamile Kessel Martínez,
quien fue secretaria de Energía durante el gobierno del pre-
sidente Felipe Calderón Hinojosa, y se integró como vocal
en el Consejo de Administración de Iberdrola España el 24
de abril de 2013, apenas cinco meses después de haber de-
jado su cargo en la administración pública. Este corporati-
vo internacional, en 2010, durante la visita de Felipe Cal-
derón a España, el presidente de Iberdrola, Ignacio
Sánchez Galán, le agradeció sus esfuerzos por los cambios
en la regulación y le pidió que resolviera los “pequeños es-
collos” para seguir construyendo parques eólicos en Oaxa-
ca, pese a la oposición de los habitantes.7

Asimismo, se ha visto favorecida con la obtención de con-
tratos millonarios por parte de la CFE. En 2012, recibió 43
mil 422 millones 854 mil 800 pesos, según lo reveló la Au-
ditoría Superior de la Federación (ASF). En 2014, obtuvo
mil millones de euros derivados de los contratos para cons-
truir infraestructura y en 2016 ganó una licitación por 400

millones de dólares para construir la central de ciclo com-
binado del Noroeste, en Sinaloa. Por otra parte, Felipe Cal-
derón Hinojosa, es consejero independiente de la empresa
Avangrid, filial de la multinacional energética Iberdrola.
Empleado indirecto de una de las empresas que más se han
beneficiado con la privatización de la electricidad en Mé-
xico. Incorporándose tres años y medio después de haber
sido presidente de México.8

Si bien se aclaró que “las operaciones de Avangrid se cir-
cunscriben al mercado americano de energía y no tiene ni
ha tenido ninguna participación en México”, la empresa
Avangrid pertenece en un. 81.5 por ciento a Iberdrola, la
empresa española que durante el sexenio del Presidente Fe-
lipe Calderón se convirtió en la principal generadora de
energía eléctrica privada en México. Esta multinacional
aumentó considerablemente sus ganancias al desplazar a la
Comisión Federal de Electricidad (CFE) en la venta de
energía eléctrica a las grandes empresas, después de que el
gobierno de Felipe Calderón le permitió modificar sus per-
misos originales para transformarse de productor indepen-
diente en auto abastecedor. El contrato original establecía
que Iberdrola estaba obligada a suministrar energía duran-
te 25 años exclusivamente a la CFE, pero el cambio le con-
cedió la posibilidad de aumentar su capacidad en la gene-
ración de energía y convertirse en proveedor de
electricidad de grandes empresas como Cervecería Mocte-
zuma, Cuauhtémoc, Chedraui, Sigma Alimentos, Soriana,
Kimberly Clark (de Claudio X. González) y Nissan.

Para hacer posible la sanción administrativa del conflicto
de intereses derivado de la función pública vinculada con
información obtenida en la investigación o desahogo pro-
cesal de carácter administrativo o penal, así como la res-
ponsabilidad de particulares vinculados las faltas señaladas
como graves, sé propone modificar los artículos 55, 56, 58,
68 Y adicionar un párrafo tercero al artículo 69, todos de la
Ley General de Responsabilidad Administrativa, en los
términos siguientes:
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Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi cali-
dad de diputado federal integrante del Grupo Parlamenta-
rio de Morena en la LXIII Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en los artículos 71.II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 6.1.I, 77.1 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, presento ante esta
soberanía la iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos los artícu-
los 55, 56, 58, 68 y se adiciona un párrafo tercero al 69,
todos de la Ley General de Responsabilidades Adminis-
trativas

Primero. Se reforman los artículos se reforman los artícu-
los los artículos 55, 56, 58 y 68 de la Ley General de Res-
ponsabilidad Administrativa, para quedar como sigue:

Artículo 55. Incurrirá en utilización indebida de informa-
ción el servidor público que por sí o interpósita persona
sustraiga, destruya, oculte, utilice, inutilice o comparta
con terceros información o documentación que se en-
cuentre bajo su custodia o a la cual tenga acceso, o de la
que tenga conocimiento en virtud de su empleo, cargo o
comisión, con fines distintos a los establecidos en la ley;
así como el que adquiera para sí o para las personas a que
se refiere el artículo 52 de esta Ley, bienes inmuebles,
muebles y valores que pudieren incrementar su valor o, en
general, que mejoren sus condiciones, así como obtener
cualquier uso, ventaja o beneficio privado, como resultado
de información privilegiada de la cual haya tenido conoci-
miento.

Artículo 56. Para efectos del artículo anterior, se conside-
ra información privilegiada la que obtenga el servidor pú-
blico con motivo de sus funciones y que no sea del domi-
nio público. La restricción prevista en el artículo anterior
será aplicable inclusive cuando el servidor público se haya
retirado del empleo, cargo o comisión, hasta por un plazo
de cinco años.

Artículo 58. Incurre en actuación bajo Conflicto de Interés
el servidor público que intervenga por motivo de su em-
pleo, cargo o comisión en cualquier forma, por sí o inter-
pósita persona, en el conocimiento, la atención, investi-
gación, tramitación o resolución de asuntos en los que
tenga Conflicto de Interés o impedimento legal.

Al tener información o conocimiento de los asuntos men-
cionados en el párrafo anterior, el servidor público avisará
tal situación al jefe inmediato o al órgano que determine las
disposiciones aplicables de los entes públicos, solicitando
sea excusado de participar en cualquier forma en la aten-
ción, tramitación o resolución de los mismos.

Será obligación del jefe inmediato determinar y comuni-
carle al servidor público, a más tardar 48 horas antes del
plazo establecido para atender el asunto en cuestión, los ca-
sos en que no sea posible abstenerse de intervenir en los
asuntos, así como establecer instrucciones por escrito para
el conocimiento, la atención, investigación, tramitación o
resolución imparcial y objetiva de dichos asuntos.

Artículo 61. Cometerá tráfico de influencias el servidor
público que utilice la posición que su empleo, cargo o co-
misión le confiere para:

I. Inducir a que otro servidor público efectúe, retra-
se u omita realizar algún acto de su competencia, pa-
ra generar cualquier beneficio, provecho o ventaja
para sí o para alguna de las personas a que se refie-
re el artículo 52 de esta Ley.

II. Inducir a que otro servidor público incurrirá en
utilización indebida de información a que se refiere
el artículo 55 de esta Ley.

Segundo. Se adiciona un párrafo tercero al artículo 69 de
la Ley General de Responsabilidad Administrativa, para
quedar como sigue:

Artículo 69. …

…

También incurrirá en utilización indebida de informa-
ción pública, el particular que por sí o por interpósita
persona haga uso o aproveche la información propor-
cionada por el servidor público en los términos del artí-
culo 55 de esta Ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.
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1 Argandoña Antonio. Conflicto de intereses: el punto de vista ético.
Presentado la XII Conferencia anual de Ética, Economía y Dirección
Úbeda, 3 y 4 de junio de 2004. Desde: https://www.researchgate.net/
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de septiembre de 2015.—
Diputados y diputadas: Juan Romero Tenorio, Alicia Barrientos Pan-
toja, Araceli Damián González, Blanca Margarita Cuata Domínguez,
Blandina Ramos Ramírez, Delfina Gómez Álvarez, Guadalupe Her-
nández Correa, María Antonia Cárdenas Mariscal, María Chávez Gar-
cía, Mariana Trejo Flores, Mario Ariel Juárez Rodríguez, Patricia Ele-
na Aceves Pastrana, Roberto Guzmán Jacobo, Rogerio Castro
Vázquez, Sandra Luz Falcón Venegas (rúbricas).» 

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Túrnese a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El diputado Juan Romero Tenorio: «Iniciativa que refor-
ma los artículos 111 a 113 y adiciona el 113 Bis a la Ley
del Impuesto Sobre la Renta, a cargo del diputado Juan Ro-
mero Tenorio, del Grupo Parlamentario de Morena

Quien suscribe, Juan Romero Tenorio, en su carácter de
diputado federal de la LXIII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, perteneciente al Grupo Parlamenta-
rio de Morena, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como por el artículo 6,
párrafo 1, fracción I, y 77 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a la consideración de esta soberanía la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artícu-
los 111, 112 y 113  y adiciona un artículo 113 bis a la Ley
del Impuesto Sobre la Renta, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa retoma parte de las diversas pro-
puestas legislativas que se han presentado desde la reforma
fiscal de 2013, con el objetivo de reestablecer el marco
normativo que permita a las personas físicas que realizan
actividades empresariales, recuperar su carácter de contri-
buyentes con baja capacidad administrativa y económica,
el cual estaba integrado en el régimen de Pequeños Contri-
buyentes (Repecos), en los artículos 137 y 138, de la Ley
que fue abrogada en 2013.

I. De los contribuyentes menores a los Pequeños Con-
tribuyentes

Conviene recordar que fue en 1998 cuando entró en vigor
la reforma a la Ley del Impuesto Sobre la Renta, que pro-
puso cambios a los artículos 119-M; 119-N, primer párra-
fo; 119-Ñ; 119-O, primer y tercer, párrafos; y la denomina-
ción de la Sección III, del Capítulo VI, del Título IV, para
quedar como “Del Régimen de Pequeños Contribuyentes”.
Como señaló el entonces Diputado Marcelo Ebrard, el pro-
pósito de esa reforma promovida por el Ejecutivo fue, en-
tre otros, el de establecer un nuevo régimen de Pequeños
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Contribuyentes para simplificar y uniformar los diversos
regímenes que se aplicaban para personas físicas con acti-
vidades empresariales.

De acuerdo con esa reforma, las personas físicas, “contri-
buyentes que se dediquen a actividades agrícolas, ganade-
ras, pesqueras o silvícolas, de autotransporte de carga o pa-
sajeros, así como a las artesanales, podrán optar por pagar
el impuesto sobre la renta en los términos establecidos en
la nueva Sección, siempre que los ingresos propios de su
actividad empresarial y los intereses obtenidos en el año de
calendario anterior, no hubieran excedido de
$2’233,824.00”.

Por otra parte, en realidad el régimen de Pequeños Contri-
buyentes no era algo totalmente novedoso. Siguió al de
Contribuyentes Menores, que tuvo vigencia hasta el 31 de
diciembre de 1997, cuando se aprobó la decisión de dero-
gar los artículos 115, 115-B, 115-C, 116 y 117, para perso-
nas físicas cuyos ingresos anuales, incluyendo intereses,
fueren inferiores a $ 2,233,824.00.

Sólo que esa reforma no incluía en las facilidades fiscales
a los vendedores de mercancías de uso generalizado al pú-
blico en general, quienes habían quedado fuera de la nor-
ma. De ahí que el Diputado Marcelo Ebrard presentó una
iniciativa que señalaba la necesidad de incluir a los “loca-
tarios de mercados públicos, tianguistas y otros comercian-
tes que realizan ventas al menudeo y que cumplen una la-
bor fundamental en la cadena de distribución de una gran
variedad de productos básicos para el consumo de las fa-
milias mexicanas; aportan un complemento decisivo al in-
greso familiar y pagan sus impuestos bajo el régimen de
contribuyentes menores”.

Además, señalaba el legislador, la unificación de regíme-
nes que establecía la Ley aprobada a finales de 1997, al pa-
sar de “Contribuyentes Menores” a “Pequeños Contribu-
yentes”, se tradujo en un incremento desmesurado en su
carga fiscal, que en un escenario económico desfavorable
para su operación incrementó sus costos y los indujo a la
informalidad. 

Fue entonces que con el fin de proteger el esquema de los
comerciantes de menores ingresos y tomando en cuenta sus
propuestas, Ebrard también propuso incrementar el piso de
ingresos exentos a 12 salarios mínimos y una tabla en el ar-
tículo 119-N, con 8 rangos de ingresos anuales con tasas
específicas para cada uno. Así, se establecieron tasas mar-

ginales progresivas, como en el resto de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta (ISR). Esta iniciativa fue aprobada
por mayoría y publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 29 de mayo de 1998.

II. De los Pequeños Contribuyentes al régimen de in-
corporación fiscal

La ubicación del régimen de Pequeños Contribuyentes en
la Ley del ISR cambió a otros artículos terminando su ci-
clo en los artículos del 137 al 140, con un tope de 2 millo-
nes de pesos. Vale mencionar que los Pequeños Contribu-
yentes también tributaban de acuerdo al numeral 2-C de la
Ley del Impuesto al Valor Agregado y el artículo 17 de la
Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única, que ya fue
abrogado. Como parte de las facilidades que se les otorga-
ron durante la vigencia del régimen, podían cumplir con
sus obligaciones mediante el pago de una cuota fija en la
tesorería o secretaría de finanzas, de la entidad federativa
donde los contribuyentes de este régimen obtenían sus in-
gresos. 

El régimen prevaleció con algunos cambios hasta 2013,
cuando el gobierno de Peña Nieto presentó su iniciativa de
reforma a la Ley del Impuesto Sobre la Renta. De acuerdo
con la exposición de motivos con la que el Ejecutivo pre-
sentó su iniciativa para sustituir al régimen de Pequeños
Contribuyentes por el de Incorporación Fiscal, argumenta-
ba que el primero se diseñó como un esquema simplifica-
do que facilitaba el cumplimiento de las obligaciones fis-
cales, por lo que a esos contribuyentes se les dejaba
exentos de conservar comprobantes de sus proveedores y
de emitir facturas de sus ventas.

Desde la visión de la autoridad, esa facilidad propició el
rompimiento de la cadena de comprobación fiscal, dando
lugar a espacios para la evasión y la elusión fiscales. Por
ejemplo, señaló el ejecutivo, esas facilidades habían sido
aprovechadas por algunos contribuyentes que indebida-
mente tributaban como Repecos, cuando en realidad la es-
cala de sus operaciones era mayor. También, apuntó, se dan
casos de contribuyentes del régimen general que interac-
tuaban con Repecos, que aprovechaban las menores obli-
gaciones de comprobación fiscal de éstos, para reducir el
pago de sus propios impuestos.

Por su parte, un estudio de la Procuraduría de la Defensa
del Contribuyente, Prodecon, argumentó que también se
habían descubierto Repecos que “dividían” la percepción
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de sus ingresos entre otros sujetos y así lo declaraban ante
las autoridades fiscales, disminuyendo la suma de los im-
puestos en comparación con sus impuestos correspondien-
tes al ingreso global. Además, agregaba, hay quienes fran-
camente evadían el pago de sus impuestos y no hacían
declaraciones. A lo anterior se suman, como es de suponer,
los millones de trabajadores independientes, quienes ni si-
quiera están en el Registro Federal de Contribuyentes.

Es importante recordar que la iniciativa de Ley del Im-
puesto Sobre la Renta de 2013 era más ambiciosa en lo re-
lativo a terminar con regímenes especiales. El Ejecutivo
consideraba que la facilidad en el cumplimiento del pago
de impuestos representaba un factor esencial para que los
negocios que se van creando en una economía, particular-
mente los de menor escala, se incorporen de inmediato a la
formalidad en la esfera tributaria y por ello, propuso una
serie de cambios que implicaban la desaparición del régi-
men simplificado en el campo, del régimen cooperativista
y del Régimen de Pequeños Contribuyentes, en este último
caso, para sustituir los diversos regímenes fiscales aplica-
bles a las personas físicas con actividades empresariales
por un solo régimen, el Régimen de Incorporación para
quienes obtuvieran ingresos por un millón de pesos.

En la discusión sobre esa reforma hacendaria promovida
por el Ejecutivo, se logró rescatar al régimen simplificado
para el campo y el régimen cooperativista, pero no se con-
tó con la fuerza para frenar la propuesta del Ejecutivo de
imponer el Régimen de Incorporación Fiscal (RIF). 

Según la propuesta presidencial, el Régimen de Incorpora-
ción pretendía que las personas físicas con actividades em-
presariales del sector servicios tuvieran facilidades para el
cumplimiento de sus obligaciones fiscales. 

Entre las características del Régimen de Incorporación Fis-
cal es que las empresas se ven obligadas a transitar al régi-
men general, ya sea porque rebasan el tope establecido, que
en las negociaciones se elevó a 2 millones de pesos, arriba
del cual deben contribuir en el régimen general o porque
establecía un límite de su permanencia en el régimen sim-
plificado por un plazo que se amplió a 10 años. Para con-
vencerlos de las bondades de tributar en el nuevo régimen,
también les ofreció incorporarlos a servicios de seguridad
social. Además, la propuesta del Ejecutivo imponía una se-
rie de obligaciones normativas que resultaban muy com-
plejas para ser administradas por los Pequeños Contribu-
yentes.

Por todo ello, la simplificación ofrecida no era sostenible.

Lo cierto es que, como se ha señalado, en el transcurso de
los últimos tiempos hemos sido testigos de la persistente
inconformidad que expresa el sector de personas físicas y
micro empresarios que en la Ley del Impuesto Sobre la
Renta vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, tributaron
de acuerdo con los artículos 137, 138, 139 y 140, corres-
pondiente al Régimen de Pequeños Contribuyentes (Repe-
co).

Ese sector, que tiene una extendida participación en el pe-
queño comercio, en los mercados públicos y en microne-
gocios dedicados a diversas actividades de transformación
y servicios es, como en todas las economías, una actividad
muy importante para resolver la necesidad de hacer llegar
mercancías, bienes y servicios a los consumidores finales.

Son personas físicas y micronegocios que se caracterizan
por disponer de poco capital, tecnología y bajos niveles de
operación. La administración que llevan de sus operacio-
nes no es muy compleja y, en muchos casos, apoyarse en
terceros para llevar la contabilidad de sus negocios les pue-
de significar un costo que puede consumir sus márgenes.
Además, en la mayoría de los casos sus empleados o res-
ponsables son personas de su propia familia en sus tiempos
disponibles y, salvo excepciones, sus posibilidades de de-
sarrollo son muy limitadas porque operan en entornos que
no generan una demanda fuerte, porque se ubican en zonas
marginadas o de poca capacidad económica. 

Estas son algunas de las muchas razones que justifican la
necesidad de ofrecer a este sector un trato distinto como
contribuyentes, como lo hacen en otras economías, no sólo
como un reconocimiento a que son diferentes, sino para
ayudarlos a crecer, para tener posibilidades de evaluar su
comportamiento, sus fortalezas y debilidades y para apro-
vechar sus limitados requisitos de inversión para generar
empleo.

En México, desde la aprobación del Régimen de Pequeños
Contribuyentes en 1998, éste registró reformas que signifi-
caron una mejor relación entre contribuyentes y autorida-
des, en un proceso que en términos generales estaba propi-
ciando una progresiva regularización, hacia la formalidad
de sectores que de otra manera tenderían de plano a la in-
formalidad.  

Desafortunadamente se impuso la reforma de 2013 que,
como argumentó el Ejecutivo, tenía el propósito de evitar
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que contribuyentes con mayor capacidad económica se
aprovecharan de las facilidades del Régimen de Pequeños
Contribuyentes; sólo que en lugar de fiscalizar a esas em-
presas evasoras, en 2013 se propuso reducir las facilidades
y crear el Régimen de Incorporación Fiscal, que abarca los
artículos 111, 112 y 113 de la nueva Ley de Impuestos So-
bre la Renta para 2014. 

Esa reforma provocó complicaciones para este sector que
declaraba bajo el Régimen de Pequeños Contribuyentes.
Mismos, que han señalado lo siguiente:

• Aunque en los años en que se ha aplicado el RIF la ta-
sa del Impuesto Sobre la Renta que se aplica a los Pe-
queños Contribuyentes ha sido reducida, están obliga-
dos a presentar información sobre ingresos, egresos y
proveedores, la cual implica un alto costo administrati-
vo. Lejos de facilitar y establecer reglas accesibles para
que el contribuyente cumpla sus obligaciones, se impo-
nen más requisitos y sanciones, aunque en estos años no
se han aplicado.

• El Régimen de Pequeños Contribuyentes dejó de ser
un régimen de transición en función del tamaño de las
operaciones del negocio, como lo hacen muchas econo-
mías en el mundo, y en México se convirtió en un régi-
men de transición temporal de 10 años, al término del
cual deberán tributar conforme al régimen general de
Personas Físicas con Actividades Empresariales y Pro-
fesionales.

• La sola intención de cambiar el esquema tributario a
los Repecos e incorporar al esquema fiscal a millones de
mexicanos que operan en la economía informal, obligó
a los sistemas del Servicio de Administración Tributaria
a ampliar los plazos para presentar las declaraciones bi-
mestrales, decisión a la que siguieron otras, prolongan-
do las facilidades y mejorando la posibilidad de cumplir
sus obligaciones fiscales desde cualquier sistema de
cómputo. 

• No obstante, la posibilidad de aprovechar los recursos
informáticos para reducir costos administrativos tanto
para la Secretaría de Hacienda y Crédito Público como
para los contribuyentes en general y en particular de los
Pequeños Contribuyentes, como un instrumento opcio-
nal hacia la modernización de sus negocios, no se ha
convertido en un beneficio que aumente la eficiencia,
sino en un trámite complejo, tortuoso, obligatorio y ca-

ro debido a los esquemas de validación, a los formatos
utilizados por Hacienda y las sanciones, por lo que se
obliga a los pequeños negocios y a las personas físicas
a depender de terceros, encareciendo su administración
para cumplir con sus obligaciones fiscales. 

• A eso se agrega que es muy baja la penetración de los
sistemas informáticos en el país. Según el Módulo de
Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la Información
en los Hogares 2013 del INEGI, sólo 49.4 millones de
personas son usuarios de una computadora y 46.0 mi-
llones utilizan Internet en el país, por lo que un alto por-
centaje de Pequeños Contribuyentes no tienen acceso a
esos equipos y tampoco está entre sus posibilidades ad-
quirirlos. 

• Asimismo, los conocidos Repecos deben hacer frente
a una competencia brutal de las tiendas de conveniencia
que disponen de financiamiento directo por parte de sus
empresas matrices y a diferencia de los Repecos tienen
mayor variedad de mercancías, tienen empleados a los
que sobreexplotan para trabajarlas las 24 horas del día
los 365 días del año y sus márgenes de utilidad son ma-
yores.  

Todo ello sin considerar las condiciones en las que deben
operar los Repecos, tomando en cuenta que en desde la
aprobación de la reforma en 2013, la economía nacional
entró en una etapa de grave desaceleración. 

La consecuencia fue la generación de una ola de temor en-
tre quienes conformaban el Régimen de Pequeños Contri-
buyentes, con su núcleo en los mercados públicos y reci-
cladores, grupos que hasta 2013 había venido acordando
con las autoridades hacendarias una relación constructiva
orientada a mantenerse en la formalidad. Para ellos, las me-
didas incluidas en la nueva Ley del Impuesto Sobre la Ren-
ta se han convertido en fuente de incertidumbre.

Eso se expresó en 2014 en manifestaciones en los estados
de Morelos, Tabasco, Querétaro, Aguascalientes, Campe-
che, Veracruz Distrito Federal, en una dinámica en la que
persiste el riesgo de desbordarse, si no se le atiende ade-
cuadamente. Por lo pronto, aunque se mantiene vigente el
Régimen de Consolidación Fiscal, como espada de Damo-
cles sobre los micronegocios, para frenar las movilizacio-
nes las autoridades del SAT decidieron dar facilidades fis-
cales que de plano trastocan el sentido del Régimen de
Incorporación Fiscal.

Año II, Primer Periodo, 4 de octubre de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados456



En buena medida, en lo referente al Régimen de Incorpora-
ción Fiscal, el Ejecutivo ejerció la atribución que le confie-
re el artículo 39 del Código Fiscal de la Federación,1 y sua-
vizó la aplicación de la reforma, lo que frenó las
manifestaciones de los Pequeños Contribuyentes, que en di-
ferentes reuniones con el ex jefe del Servicio de Adminis-
tración Tributaria, Maestro Aristóteles Núñez, los represen-
tantes de los Repecos insistieron en la necesidad de regresar
al régimen anterior.

En paralelo, se tiene, en el ámbito Judicial, el amparo defi-
nitivo logrado por Repecos en contra de la aplicación del
Régimen de Incorporación Fiscal. Además, cabe recordar
que hay jurisprudencia que ya reconoce las particularida-
des del Régimen de Pequeños Contribuyentes.

En el ámbito del Legislativo es necesario promover la dic-
taminación de las iniciativas que se dejaron precluir y pun-
tos de acuerdo sobre el tema, en un esfuerzo que debe to-
mar en cuenta que desde la LXII legislatura se presentaron
varias: de la Diputada Margarita Licea González y los
diputados de la fracción parlamentaria del PAN, así como
el punto de acuerdo que propuso la misma diputada; el
punto de acuerdo del diputado José Francisco Coronato
Rodríguez y diputados del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano; la iniciativa de los senadores Martín
Orozco Sandoval y Fernando Torres Graciano, y por su-
puesto la iniciativa y el punto de acuerdo que suscribieron
los diputados Alliet Mariana Bautista Bravo y Silvano
Blanco Deaquino, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, con el propósito de buscar la
mejor solución a la problemática de los Repecos.

A los que debemos agregar las iniciativas de esta LXIII Le-
gislatura. 

III. Simplificación para pequeñas empresas

No obstante la negativa del gobierno de Enrique Peña Nie-
to para retomar el régimen de Pequeños Contribuyentes, en
el paquete económico para 2017 el Ejecutivo retomó la ne-
cesidad de simplificar la administración de la carga tribu-
taria de las microempresas que, dice, de acuerdo con la in-
formación del Censo Económico 2014 que publica el
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), re-
presentan el 97.4 por ciento de las empresas del país y ge-
neran el 50 por ciento del empleo en el país, por lo que, se-
ñala, constituyen un segmento estratégico.

El Ejecutivo explica que un importante número de estos
micronegocios realizan sus actividades productivas organi-
zadas bajo algún tipo de estructura corporativa o societaria,
debiendo cumplir con sus obligaciones para fines del ISR
en el régimen general de las personas morales. 

Y argumenta “En su mayoría, los beneficios otorgados
consisten principalmente en facilidades de carácter admi-
nistrativo, las cuales incentivan el cumplimiento de las
obligaciones fiscales por parte de los contribuyentes, como
puede ser el diferimiento en el pago de los impuestos, exi-
mirlos de presentar determinada información, establecer
momentos de acumulación de sus ingresos considerando su
operación cotidiana, tributar a través de terceros y, en ca-
sos excepcionales, se han establecido tasas de impuesto re-
ducidas o incluso exenciones de impuesto en sectores alta-
mente prioritarios como son las actividades agrícolas,
silvícolas, ganaderas y pesqueras”. Y precisa que “en todos
los casos la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha con-
siderado que estas distinciones no violan el principio de
equidad tributaria, pues las mismas reconocen situaciones
objetivamente distintas entre los contribuyentes”. 

Agrega que al cumplir con las mismas obligaciones tribu-
tarias que las empresas de mayor escala, asumen costos ad-
ministrativos significativos. Por esa razón se propone un
esquema alternativo para personas morales con ingresos
anuales de hasta 5 millones de pesos y de reducida capaci-
dad administrativa, que facilite el cálculo de sus obligacio-
nes, sin que implique un menor pago de impuestos ni se de-
biliten los elementos en materia de control y vigilancia por
parte de las autoridades fiscales.

Conforme a lo anterior, se propone establecer un esquema
de tributación opcional con las siguientes características:

• El régimen opcional operará sobre base de efectivo, es
decir, se acumula el ingreso y deducen los gastos confor-
me las operaciones que efectivamente se cobren o pa-
guen.  El sistema de base de efectivo, aplicable actual-
mente a las personas físicas o morales pertenecientes a
sectores prioritarios de la economía, permite que la acu-
mulación de los ingresos y deducción de las erogaciones
ocurra hasta que efectivamente se perciben y se paguen.
Por eso, reconociendo la importancia de estas micro em-
presas en la generación de un número significativo de
fuentes de empleo, considera oportuno apoyar a las ya
existentes y a las de nueva creación, otorgándoles la op-
ción de que acumulen sus ingresos y determinen la base
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gravable del impuesto sobre la renta mediante el sistema
de base de efectivo y no mediante el sistema de base en
devengado. 

• Con esta medida se simplifica y se reduce la carga ad-
ministrativa asociada al cumplimiento tributario de las
empresas con menor capacidad administrativa y elimina
la necesidad de realizar ajustes anuales por inflación. 

• Los contribuyentes de baja escala ya que no tendrán
que esperar a la enajenación de sus mercancías para po-
der deducir el costo de lo vendido, sino conforme se ad-
quieran. 

• En materia de inversiones se aplicará la depreciación
en línea recta por la adquisición de activos.

• Para facilitar el cumplimiento de los participantes en
este esquema simplificado, el SAT diseñará una aplica-
ción similar a “Mis Cuentas”, que ayudará a las empre-
sas de menor escala a llevar su contabilidad y realizar
los cálculos para el pago de impuestos.

• El límite de ingresos de 5 millones de pesos anuales
establecido para participar en el régimen es consistente
con el límite existente para las SAS y garantiza que los
beneficios sean recibidos por los micronegocios, mien-
tras que las empresas de mayor escala, las cuales cuen-
tan con mayor capacidad administrativa, permanecerán
en el régimen general del ISR.

Para prevenir abusos se propone impedir la participación
en el nuevo esquema a empresas que realizan operaciones
con partes relacionadas o que forman parte de un grupo
corporativo, y se establece que sus socios no pueden ser ac-
cionistas con control de otras empresas que tributen bajo el
régimen de personas morales. En congruencia con lo ante-
rior, no podrán acceder a esta opción: (i) las personas mo-
rales que tengan uno o varios socios, accionistas o inte-
grantes que participen en otras sociedades mercantiles,
cuando dichas personas físicas tengan el control de la so-
ciedad o de su administración; (ii) cuando sean partes rela-
cionadas; (iii) cuando se realicen actividades a través de fi-
deicomiso o las asociaciones en participación, y (iv)
cuando tributen en el régimen opcional para grupo de so-
ciedades. 

No está de más señalar que, de ese conjunto de observa-
ciones al reconocimiento pleno de las características de los
Repecos, sólo hay un paso. 

IV. Situación actual del Régimen de incorporación fis-
cal

Utilizando los mismos argumentos del Ejecutivo en su ini-
ciativa para 2017, en la mayoría de las economías se reco-
noce la necesidad de establecer esquemas que faciliten el
cumplimiento de las obligaciones fiscales en general y más
en aquellos contribuyentes –pequeños comercios, micro-
empresas, profesionistas independientes, pequeños produc-
tores– que por su tamaño, por lo reducido de sus inversio-
nes y de sus operaciones, requieren que se apliquen
medidas para facilitarles su operación.

Al respecto, en la propuesta original del Ejecutivo de 2013
se advertía que “una comparación de los esquemas aplica-
dos a Pequeños Contribuyentes en distintos países refleja
que el límite de 2 millones de pesos es muy amplio, lo que
fomenta el enanismo fiscal al ser aprovechado por unida-
des económicas con mayor capacidad contributiva”.

Conviene mencionar el “Estudio de Evasión Fiscal en el
Régimen de Pequeños Contribuyentes”, disponible en la
página del Servicio de Administración Tributaria, hace una
revisión de los esquemas simplificados en diferentes paí-
ses. Aunque no establece una relación entre los niveles de
ingreso medio en cada una de esas economías, con los lí-
mites de ingresos máximos para recibir los beneficios de
un esquema de ese tipo, se observa que, efectivamente, con
los ejemplos que analiza, el tope de 2 millones de pesos
anuales vigentes en México supera a la mayoría de los es-
quemas revisados, incluso en países como Estados Unidos
y Canadá. No obstante, en el caso de España se advierte
que el esquema aplica para rangos de 8 a 10 millones de
pesos (aplicando un tipo de cambio de 13 pesos por dólar
vigente en ese año), muy superior al que se propone en Mé-
xico.

Más que tomarlo como una referencia concluyente para
afirmar que el tope en el caso de México es muy amplio, en
la revisión realizada por ese estudio se confirma la inten-
ción de la mayoría de las autoridades hacendarias de esta-
blecer sistemas fiscales que otorguen un trato diferente pa-
ra quienes por sus condiciones de operación y por las
restricciones que les impone el contexto, no están en posi-
bilidades de cubrir los costos de una contabilidad muy
compleja, a lo que se suma que su dispersión y número
complicaría y encarecería de manera sensible la adminis-
tración de la recaudación de esos recursos, distrayendo la
posibilidad de mejorar la recaudación en el caso de los me-
dianos y grandes contribuyentes.
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De hecho, no se puede dejar de lado el reconocimiento im-
plícito del Ejecutivo en 2013, en el sentido de que el pro-
pósito del RIF es identificar a los proveedores que utilizan
a los Pequeños Contribuyentes para evadir impuestos. Es-
to es, el SAT suponía que el RIF permitiría aprovechar la
información de millones de Pequeños Contribuyentes, pa-
ra fiscalizar a las decenas de miles de empresas, para no au-
ditarlas directamente. Suponía que era más fácil fiscalizar
millones de microcuentas que establecer una buena fiscali-
zación de medianas y grandes. Hasta ahora no han resuel-
to la dificultad de la masificación de información.

Cabe señalar que de acuerdo con los Indicadores de Re-
caudación contenidos en los Informes sobre la Situación
Económica, las Finanzas Públicas y la Deuda Pública de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), entre
2003 y 2013 la recaudación del ISR en personas morales y
físicas creció a una tasa media anual de 6.4 por ciento en
términos reales, pasando de 322,421.6 millones de pesos
corrientes en 2003 a 906,839.2 millones de pesos en 2013.

Por su parte, la aportación de las personas físicas o mora-
les que obtienen ingresos inferiores a 5 millones de pesos
anuales, Repecos o no Repecos, en 2013 sumó 58 mil
704.6 millones de pesos corrientes, que representaron 6.5
por ciento de la recaudación en ese año. Tomando en cuen-
ta la información de Hacienda, la aportación de ese grupo
de contribuyentes tuvo una tasa de crecimiento promedio
anual, en términos reales, de 0.2 por ciento, la menor en el
conjunto y su participación en la recaudación del ISR cayó
de 11.8 por ciento en 2003, a 6.5 por ciento en 2014.

Sin embargo, eso no se puede atribuir a un esfuerzo de eva-
sión por parte de los Pequeños Contribuyentes y en gene-
ral de quienes tienen ingresos inferiores a cinco millones
de pesos, sino a las dificultades que han debido atravesar
los sectores más vulnerables de la economía nacional, en el
contexto de una política pública que propicia la concentra-
ción del ingreso, al tiempo que erosiona las condiciones de
operación y de sobrevivencia en la formalidad, de los tra-
bajadores independientes y los micronegocios.

Cabe recordar que entre 2003 y 2013 el producto interno
bruto (PIB) del país tuvo un crecimiento promedio anual,
en términos reales, de apenas 2.6 por ciento, en tanto que
el PIB per cápita lo hizo a una tasa media anual de sólo 1.3
por ciento. El problema está en que esas cifras se refieren
a los promedios, por lo que a ese mínimo crecimiento se
debe añadir un intenso proceso de concentración del ingre-
so, de modo que, las cifras más recientes del Consejo Na-
cional de Evaluación (Coneval) nos informan que entre
2008 y 2012 la población en condiciones de pobreza en el
país creció de 49.5 millones de personas a 53.2 millones de
mexicanos.

Por eso no se puede esperar que la aportación de los secto-
res con ingresos inferiores a cinco millones de pesos crez-
ca al mismo ritmo que los estratos de ingresos más altos.
Por ejemplo, según la información de Hacienda, la contri-
bución de los que obtuvieron entre 5.1 y 20 millones de pe-
sos creció a una tasa media anual en términos reales de 5.2
por ciento. El estrato de 20.1 a 100 millones de pesos lo hi-
zo a un ritmo de 7.4 por ciento y así los demás.

Además, la información de la Secretaría de Hacienda de-
muestra la dificultad por la que atraviesan los diferentes
sectores de contribuyentes y la misma autoridad para lograr
un mayor porcentaje de cumplimiento de obligaciones fis-
cales.

Por ejemplo, según los informes trimestrales, en 2003 esta-
ban dados de alta 530 mil 602 personas morales, pero sólo
presentaron declaración de ISR 171 mil 851, es decir, ape-
nas 32.4 por ciento de los contribuyentes obligados.

En los años siguientes el total de contribuyentes personas
morales creció progresivamente, hasta llegar a 1.59 millo-
nes. Y el porcentaje de personas morales que presentó de-
claración aumentó hasta alcanzar un máximo de 62.8 por
ciento en 2005; a partir de ese año, aunque aumentó un po-
co el número de personas morales que presentaron declara-
ción, se estancó debajo de los 500,000, por lo que el por-
centaje de las que presentaron declaración respecto al total
de las personas morales disminuyó continuamente, hasta
quedar en sólo 30.3 por ciento.

Sin duda, para las autoridades y para los legisladores ese
comportamiento debería ser motivo de preocupación, ya
que del universo de millón 599 mil 267 personas morales,
contribuyentes activos registrados, reportadas por la Secre-
taría de Hacienda en 2013, sólo presentaron declaración
484 mil 318 empresas.
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Probablemente muchas de esas personas morales son em-
presas fracasadas, que no lograron mantenerse en opera-
ción. Sin embargo, lo burocratizado que están los trámites
para darse de alta o para darse de baja, propician que la
misma autoridad no tenga claridad acerca de cómo mejorar
la recaudación.

Algo semejante ocurre con las personas físicas con activi-
dad empresarial, en las que el informe trimestral afirma
que pasaron de 5.2 millones en 2003, a 7.3 millones en
2013; sin embargo, las persona físicas que presentaron de-
claración, después de alcanzar un máximo de 2.4 millones
en 2005, comenzó a descender, hasta llegar a 1.4 millones
en 2013. Así, la participación de las personas físicas con
actividad empresarial que presentaron declaración, pasaron
de representar un máximo de 22.8 por ciento en 2003, a
16.5 por ciento en 2013.

Como se observa, hay una gran desvinculación entre el
universo de contribuyentes que administra Hacienda y la
realidad de quienes pueden presentar declaración en el con-
texto de la actual política económica.

Y eso es más grave cuando se analizan otras cifras del sec-
tor hacendario, como el dato de que la declaración del IVA
del sector manufacturero en 2013, donde hay 130 mil 563
personas morales registradas, fue negativa en 84 mil 769
millones de pesos, que es una cifra muy llamativa porque
no significa que hayan dejado de pagar, sino que el fisco
les pagó a ellos.

Nuevamente, eso es consecuencia de una política que ha
destruido la planta productiva nacional que abastecía al
mercado interno, en tanto que la que opera es la manufac-
tura trasnacional dedicada a exportar, por lo cual reciben
devolución de impuestos. Esto debe preocupar mucho más
que el hecho de que los 8.5 millones de potenciales Repe-
cos, que identificó el estudio mencionado anteriormente,
que si cumplieran con el 100 por ciento de su contribución
aportarían 71 mil 537 millones de pesos. ¿Cómo hacer pa-
ra inducirlos a confiar y cubrir sus impuestos?

Esto demuestra, como ya señalamos, que en realidad el
problema de la recaudación y de responsabilidad fiscal no
se localiza en los Repecos, y sí, más bien, urge un cambio
en la administración fiscal, para facilitar el pago de im-
puestos, para inducir a la formalidad, pero con estrategias
claras, no como la reforma laboral que erosiona el mundo
laboral formal, o con la política comercial, que legitima la
competencia desleal del exterior y destruye la capacidad
productiva del país.

Asimismo, es necesario mejorar la calidad de la informa-
ción fiscal, porque esta que analizamos en esta iniciativa,
demuestra que aún es necesario mejorar el conocimiento
del universo de contribuyentes, eliminar duplicidades y
diseñar políticas que permitan fortalecer la actividad eco-
nómica y con ello la recaudación.

De hecho, los resultados de la reforma en el caso del Régi-
men de Incorporación Fiscal son realmente pírricos. De
acuerdo con el informe trimestral de la SHCP, a junio de
2016 se tiene un universo de 4 millones 623 mil cuentas, de
los cuales se recaudaron 2 mil 453 millones de pesos. De
ese total, 11.7% o 286 millones de pesos se captaron por
ISR; 2 mil 141 millones de pesos o 87.3% fueron por IVA
y el resto por IEPS. 

El problema está en que esa recaudación tuvo como con-
trapartida estímulos fiscales por 16 mil 461 millones de pe-
sos, de los cuales 12 mil 380 millones de pesos fueron por
ISR; 3 mil 852 millones por IVA y el resto por IEPS. 

Es decir, el régimen impuesto en 2013 se basa más en el
otorgamiento de estímulos fiscales que en un aumento de
la recaudación neta del grupo de contribuyentes que se es-
peraba incorporar a la formalidad. 

V. Descripción de la iniciativa

La iniciativa que se pone a consideración reforma los artí-
culos 111 y 112 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta que
se refiere al Régimen de Incorporación Fiscal. En la refor-
ma que se propone buscamos facilitar el registro del pe-
queño contribuyente ante la autoridad fiscal, mediante el
uso de documentos oficiales como la CURP.

Se propone también, a partir de las propuestas de los pro-
pios Pequeños Contribuyentes, el cumplimiento de lo dis-
puesto en el artículo 29 del Código Fiscal de la Federación,
en el sentido de llevar el registro de entradas y salidas, uti-
lizando el medio o la tecnología que les resulte más senci-
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llo para cumplir sus obligaciones. Para ellos llevar la con-
tabilidad en un libro de ingresos y egresos y un detalle de
las inversiones que se realizan es un elemento de informa-
ción que es una garantía para la autoridad.

Asimismo contempla la posibilidad de emitir facturas im-
presas o electrónicas, también en función de su accesibili-
dad a los diferentes esquema tecnológicos, con el propósi-
to de que el cliente tenga la posibilidad de hacerlo
deducible. Cabe recordar lo que establece actualmente el
Artículo 29 –A del Código Fiscal de la Federación:

Artículo 29-A. Los comprobantes fiscales digitales a que
se refiere el artículo 29 de este Código, deberán contener
los siguientes requisitos:

I. La clave del registro federal de contribuyentes de
quien los expida y el régimen fiscal en que tributen con-
forme a la Ley del Impuesto sobre la Renta. Tratándose
de contribuyentes que tengan más de un local o estable-
cimiento, se deberá señalar el domicilio del local o esta-
blecimiento en el que se expidan los comprobantes fis-
cales.

II. El número de folio y el sello digital del Servicio de
Administración Tributaria, referidos en la fracción IV,
incisos b) y c) del artículo 29 de este Código, así como
el sello digital del contribuyente que lo expide.

III. El lugar y fecha de expedición.

Posibilidad de pagar con efectivo las compras que realicen
los pequeños negocios, por un monto de hasta 10 mil pe-
sos, conservando la factura correspondiente, pero sin caer
en la obligación de bancarizar sus pagos con tarjeta o che-
que, a menos que así convenga al contribuyente.

La iniciativa considera la posibilidad de deducir hasta 40
salarios mínimos al bimestre, en semejanza a lo aplicado
en el régimen simplificado, así como seis salarios mínimos,
para la creación de nuevos empleos. En cuanto al tope de
referencia, los 6 millones de pesos corresponden a la cifra
redondeada de los 2 millones establecidos en 1997, a cifras
actualizadas desde enero de ese año a agosto de 2015.

Se elimina la definitividad de las declaraciones para estos
contribuyentes, para mantener abierta la posibilidad de ha-
cer declaraciones correctivas, a la autocorrección, y evitar
multas que eliminen sus posibilidades de mantenerse en

operación. También se elimina la condición de que los Pe-
queños Contribuyentes no cuenten con título profesional.

Se incluye la posibilidad de que el domicilio fiscal sea el
lugar en el que el contribuyente realice su actividad gene-
radora de ingresos, y no su domicilio particular, lo que ge-
nera incertidumbre y rechazo a la obligación que pretende
imponer la autoridad hacendaria.

Finalmente, se propone la aplicación de una tasa fija para
el facilitar el cumplimiento de pago.

Comparativo de la propuesta de reforma en comparación
con el régimen de incorporación fiscal y la Sección III de-
rogada.
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Por lo antes expuesto y con fundamento en las disposicio-
nes invocadas en el proemio, someto a consideración de es-
ta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma los artículos 111, 112 y 113 y se
adiciona un artículo 113 bis de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta

Primero. Se reforman los artículos 111, 112 y 113 y se adi-
ciona un inciso VI a la fracción I del artículo 111 y un ar-
tículo 113 bis de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, para
quedar como sigue:

Artículo 111. Los contribuyentes personas físicas o mora-
les, que realicen actividades empresariales de producción,
enajenación y adquisición de bienes y servicios o bien, que
enajenen a título oneroso bienes muebles o inmuebles o
presten servicios de cualquier índole, pagarán el impuesto
sobre la renta en los términos y condiciones establecidos en
esta Sección, excepto aquéllos cuyos ingresos propios por
la actividad empresarial o profesional obtenidos durante el
ejercicio fiscal inmediato anterior, hubieran excedido de la
cantidad de cinco millones de pesos.

...

...

...

…

I. Los socios o trabajadores de personas morales con
fines lucrativos o cuando sean partes relacionadas en
los términos del artículo 90 de esta Ley. También esta-
rán limitadas a tributar en los términos del régimen
fiscal regulado en esta Sección, quienes obtengan in-
gresos a que se refiere este Capítulo por concepto de
comisión, mediación, agencia, representación, corre-

duría, consignación, distribución o espectáculos pú-
blicos, así como aquellas personas que de conformi-
dad con el artículo antes citado se encuentren vincu-
ladas con personas que hubieran tributado en los
términos de esta Sección, a excepción de los siguientes:

…

…

…

…

II. a V. …

VI. Quienes cumplan con los requisitos establecidos pa-
ra tributar en esta Sección y obtengan más del veinte por
ciento de sus ingresos por la enajenación de mercancías
de procedencia extranjera, podrán optar por pagar el im-
puesto en los términos de la misma, siempre que apli-
quen una tasa del 20% al monto que resulte de disminuir
al ingreso obtenido por la enajenación de dichas mer-
cancías

Los contribuyentes a que se refiere el inciso VI, deberán
conservar la documentación comprobatoria de la adquisi-
ción de la mercancía de procedencia extranjera, misma que
deberá reunir los requisitos establecidos en el artículo 29-
A del Código Fiscal de la Federación.

Las autoridades fiscales, en el ejercicio de sus facultades
de comprobación, podrán estimar que menos del veinte por
ciento de los ingresos del contribuyente provienen de la en-
ajenación de mercancías de procedencia extranjera, cuando
observen que la mercancía que se encuentra en el inventa-
rio de dicho contribuyente valuado al valor de precio de
venta, es de procedencia nacional en el ochenta por ciento
o más.
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Los contribuyentes a que se refiere este artículo, calcularán
y enterarán el impuesto en forma bimestral, el cual tendrá
el carácter de pago definitivo, a más tardar el día 17 de los
meses de marzo, mayo, julio, septiembre, noviembre y ene-
ro del año siguiente. Los contribuyentes que paguen el im-
puesto en los términos de esta Sección, calcularán el im-
puesto que les corresponda en los términos de la misma,
aplicando la tasa del 2% a la diferencia que resulte de
disminuir al total de los ingresos que obtengan en el bi-
mestre en efectivo, en bienes o en servicios, un monto
equivalente a cuatro veces el salario mínimo general del
área geográfica del contribuyente elevado al bimestre.
Los ingresos que deriven de la realización de cualquier
tipo de operaciones en crédito se considerarán para
efectos del pago del impuesto sobre la renta cuando se-
an debidamente cobrados en efectivo, en bienes o en
servicios.

En el supuesto en que los contribuyentes efectúen los pa-
gos del impuesto sobre la renta en una temporalidad di-
versa a la expresada en el párrafo anterior, previo cum-
plimiento de las formalidades que establece esta Ley,
los ingresos y la disminución que les corresponda en los
términos del párrafo anterior deberán multiplicarse por el
número de meses al que corresponda el pago.

Se deroga

Para los efectos de la participación de los trabajadores en
las utilidades de las empresas, la renta gravable a que se
refiere el inciso e) de la fracción IX del artículo 123 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y el artículo 120 de la Ley Federal del Trabajo, se-
rá la cantidad que resulte de multiplicar por el factor de
7.35 el impuesto sobre la renta que resulte a cargo del
contribuyente.

el caso que se generen nuevos empleos se otorgará una
deducción adicional de seis (6) salarios mínimos vigen-
tes, por cada uno de los empleos generados.

Se deroga

Se deroga

Se deroga

Se deroga

Se deroga

Se deroga

Se deroga

Se deroga

Se deroga

Se deroga 

La cantidad límite a la que los contribuyentes deberán
sujetarse para poder realizar el pago del impuesto so-
bre la renta en los términos y condiciones descritos en
esta sección, se actualizará anualmente de conformidad
con el Índice Nacional de Precios al Consumidor que
emita el Instituto Nacional de Estadística y Geografía.

Artículo 112. ...

I. Solicitar su inscripción en el Registro Federal de Con-
tribuyentes con la identificación oficial, su Clave Úni-
ca de Registro de Población (CURP) y un compro-
bante de domicilio donde haya radicado en los
últimos seis meses. Presentar ante las autoridades
fiscales a más tardar el 31 de marzo del ejercicio en
el que comiencen a pagar el impuesto conforme a es-
ta Sección o dentro del primer mes siguiente al de
inicio de operaciones el aviso correspondiente. Asi-
mismo, cuando dejen de pagar el impuesto conforme
a esta Sección, deberán presentar el aviso correspon-
diente ante las autoridades fiscales, dentro del mes
siguiente a la fecha en que se dé dicho supuesto.

II. ...

III. Registrar en un libro de ingresos y egresos o en su
caso en los medios o sistemas electrónicos, los ingresos,
egresos, inversiones y deducciones del ejercicio corres-
pondiente. 

IV. Entregar a sus clientes comprobantes fiscales. Para
estos efectos los contribuyentes podrán expedir dichos
comprobantes en forma impresa o por vía electrónica,
con la posibilidad de utilizar para ello la herramien-
ta electrónica de servicio de generación gratuita de fac-
tura electrónica que se encuentra en la página de Inter-
net del Servicio de Administración Tributaria. En los
casos en que los contribuyentes utilicen máquinas re-
gistradoras de comprobación fiscal, podrán expedir
como comprobantes, Fiscales la copia de la parte de
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los registros de auditoría de dichas máquinas en la
que aparezca el importe de la operación de que se
trate.

,,,

V. Efectuar el pago de las erogaciones relativas a sus
compras o inversiones en mercancías, equipo o servi-
cios, cuyo importe sea superior a $10,000.00, me-
diante cheque, tarjeta de crédito, débito o de servi-
cios de transferencia electrónica  de fondos.
Conservar comprobantes que reúnan requisitos fis-
cales, por las compras de bienes nuevos de activo fi-
jo que usen en su negocio cuando el precio sea supe-
rior a $2,000.00.

…

…

VI. Presentar a más tardar el día 17 del mes inmediato
posterior a aquel al que corresponda el pago del im-
puesto sobre la renta, mediante declaraciones bimes-
trales en las que se determinará y pagará el importe
de la citada contribución en los términos y condicio-
nes establecidos en el artículo 111 de esta Ley. Los
pagos bimestrales a que se refiere esta fracción, ten-
drán el carácter de definitivos o en su caso pago pro-
visional, si se llegara a requerir una declaración
complementaria.

Los pagos a que se refiere esta fracción se enterarán
ante las oficinas autorizadas de la entidad federativa
en la cual el contribuyente obtenga sus ingresos,
siempre y cuando dicha entidad federativa tenga ce-
lebrado un convenio de coordinación para adminis-
trar el impuesto materia de esta Ley, y en los térmi-
nos y condiciones establecidos en esta sección. En el
supuesto en que la entidad federativa en donde per-
ciba sus ingresos el contribuyente no celebre el cita-
do convenio de coordinación, o bien, haya llegado el
término del mismo, los pagos correspondientes del
impuesto materia de esta ley se realizarán ante las
oficinas autorizadas por las autoridades fiscales fe-
derales.

Los contribuyentes que tributen en los términos de
esta Sección, y que tengan su domicilio fiscal en po-
blaciones o en zonas rurales, sin servicios de Inter-

net, podrán ser liberados de cumplir con la obliga-
ción de presentar declaraciones, y realizar el registro
de sus operaciones a través de Internet o en medios
electrónicos, siempre que cumplan con los requisitos
que las autoridades fiscales señalen mediante reglas
de carácter general.

El Servicio de Administración Tributaria, y en su ca-
so, las entidades federativas con las que medie con-
venio de coordinación para la administración de la
contribución materia de esta Ley, podrán ampliar
los periodos de pago a períodos trimestrales, cuatri-
mestrales o semestralmente, teniendo en cuenta la
rama de la actividad económica, así como la circuns-
cripción territorial de los contribuyentes.

Las entidades federativas con las que la Federación
celebre convenio de coordinación para la adminis-
tración del impuesto en los términos establecidos en
esta Sección, podrán estimar el ingreso gravable del
contribuyente y determinar las cuotas fijas para el
cobro del impuesto respectivo.

VII. Tratándose de las erogaciones por concepto de
salarios, los contribuyentes deberán efectuar las reten-
ciones en los términos del Capítulo I del Título IV de
esta Ley, conforme a las disposiciones previstas en la
misma y en su Reglamento, y efectuar bimestralmen-
te, los días 17 del mes inmediato posterior al término
del bimestre, el entero por concepto del impuesto so-
bre la renta de sus trabajadores conjuntamente con la
declaración bimestral que corresponda. Para el cálcu-
lo de la retención bimestral a que hace referencia esta
fracción, deberá aplicarse la tasa del artículo 111 de
esta Ley.

Se deroga

Se deroga

…

No podrán declarar en los términos de esta sección, los
contribuyentes cuyos ingresos propios de la actividad
empresarial adicionados de los intereses, obtenidos por
el contribuyente en el periodo transcurrido desde el ini-
cio del ejercicio y hasta el mes de que se trate, excedan
de la cantidad señalada en el primer párrafo del artícu-
lo de esta Ley.
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Tampoco podrán pagar el impuesto conforme a esta
Sección, los contribuyentes que hubieran tributado en
los términos de las Sección I de este Capítulo, salvo que
hubieran tributado en la mencionada Sección hasta por
los dos ejercicios inmediatos anteriores, siempre que és-
tos hubieran comprendido el ejercicio de inicio de acti-
vidades y el siguiente, y que sus ingresos en cada uno de
dichos ejercicios no hubiesen excedido de la cantidad
señalada en el párrafo primero del artículo 111 de esta
Ley.

Los contribuyentes a que se refiere el párrafo anterior, con-
tinuarán |llevando la contabilidad de conformidad con el
Código Fiscal de la Federación, su Reglamento y el Regla-
mento de esta Ley, durante el primer ejercicio en que se
ejerza la opción a que se refiere el párrafo anterior. Cuan-
do los ingresos en el primer semestre del ejercicio en el
que ejerzan la opción sean superiores a la cantidad lí-
mite señalada en el primer párrafo del artículo 111 de
esta Ley dividida entre dos, dejarán de tributar en tér-
minos de esta Sección y pagarán el impuesto conforme
a las Sección I del presente Capítulo, debiendo efectuar
el entero de los pagos provisionales que le hubieran co-
rrespondido conforme a esta última Sección, con la ac-
tualización y recargos correspondientes al impuesto de-
terminado en cada uno de los pagos.

Los contribuyentes a que se refiere el segundo párrafo de
esta fracción que en el primer semestre no rebasen el lími-
te de ingresos a que se refiere el párrafo anterior y obten-
gan en el ejercicio ingresos superiores a la cantidad señala-
da en el primer párrafo del artículo 111 de esta Ley,
pagarán el impuesto del ejercicio de acuerdo a lo estableci-
do en las Sección I de este Capítulo, pudiendo acreditar
contra el impuesto que resulte a su cargo, los pagos que por
el mismo ejercicio, hubieran realizado en los términos de
esta Sección. Adicionalmente, deberán pagar la actualiza-
ción y recargos correspondientes a la diferencia entre los
pagos provisionales que les hubieran correspondido en tér-
minos de las Sección I de este Capítulo y los pagos que se
hayan efectuado conforme a esta Sección III; en este caso
no podrán volver a tributar en esta Sección.

Artículo 113. Cuando los contribuyentes enajenen a título
oneroso la totalidad de la negociación, activos, gastos y
cargos diferidos, el adquirente no podrá ser sujeto del
Régimen de regulado en esta Sección, y en consecuen-
cia, deberá enterar el impuesto con apego al régimen
que le corresponda en atención a la naturaleza y la fi-

nalidad de la actividad empresarial o profesional que
desarrolle.

…

…

Artículo 113 Bis. Los contribuyentes personas físicas que
perciban ingresos por concepto de cualesquiera de los ra-
mos de seguro que componen el esquema integral de segu-
ridad social, así como los beneficiarios de los programas de
salud, asistencia y desarrollo social que implemente la Fe-
deración en coordinación con las administraciones de las
entidades federativas, municipales, del Distrito Federal y
de aquellas zonas en que el Estado mexicano ejerza su ju-
risdicción federal, podrán ser sujetos del Régimen que re-
gula esta Sección, siempre y cuando el conjunto de los in-
gresos que perciban por cualesquiera de las actividades
empresariales o profesionales que realicen no rebase de la
cantidad señalada en el párrafo primero del artículo 111 de
esta Ley. Asimismo, podrán optar por tributar de conformi-
dad con este párrafo los contribuyentes que perciban ingre-
sos de los comprendidos en el Título IV, Capítulo I, frac-
ciones I, II, IV, V, VI y VII, de esta Ley, siempre y cuando
estos ingresos no rebasen el monto de cuatrocientos mil pe-
sos anuales.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 1 de ene-
ro de 2017.

Segundo. A la entrada en vigor de este decreto, quedan sin
materia las sanciones impuestas a partir del ejercicio fiscal
de 2014, resultante de la aplicación de los artículos refor-
mados por el presente decreto. Quienes han tributado en
los términos de los artículos reformados por este decreto y
con la aplicación de la reforma registren saldo a su favor,
podrán solicitar acreditarlo en las declaraciones de los si-
guientes bimestres.

Nota:

1 Artículo 39. El Ejecutivo Federal mediante resoluciones de carácter
general podrá:

I.  Condonar o eximir, total o parcialmente, el pago de contribuciones
y sus accesorios, autorizar su pago a plazo, diferido o en parcialidades,
cuando se haya afectado o trate de impedir que se afecte la situación de

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 4 de octubre de 2016479



algún lugar o región del país, una rama de actividad, la producción o
venta de productos, o la realización de una actividad, así como en ca-
sos de catástrofes sufridas por fenómenos meteorológicos, plagas o
epidemias.

Sin que las facultades otorgadas en esta fracción puedan entenderse re-
feridas a los casos en que la afectación o posible afectación a una de-
terminada rama de la industria obedezca a lo dispuesto en una Ley Tri-
butaria Federal o Tratado Internacional.

II.  Dictar las medidas relacionadas con la administración, control, for-
ma de pago y procedimientos señalados en las leyes fiscales, sin variar
las disposiciones relacionadas con el sujeto, el objeto, la base, la cuo-
ta, la tasa o la tarifa de los gravámenes, las infracciones o las sancio-
nes de las mismas, a fin de facilitar el cumplimiento de las obligacio-
nes de los contribuyentes.

III.  Conceder subsidios o estímulos fiscales.

Las resoluciones que conforme a este Artículo dicte el Ejecutivo Fede-
ral, deberán señalar las contribuciones a que se refieren, salvo que se
trate de estímulos fiscales, así como, el monto o proporción de los be-
neficios, plazos que se concedan y los requisitos que deban cumplirse
por los beneficiados.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de octubre de 2016.— Dipu-
tados y diputadas:  Juan Romero Tenorio, Alicia Barrientos Pantoja,
Araceli Damián González, Blanca Margarita Cuata Domínguez, Delfi-
na Gómez Álvarez, Guadalupe Hernández Correa, Irma Rebeca López
López, María Antonia Cárdenas Mariscal, María Chávez García, Ma-
riana Trejo Flores, Mario Ariel Juárez Rodríguez, Patricia Elena Ace-
ves Pastrana, Roberto Guzmán Jacobo, Rogerio Castro Vázquez, San-
dra Luz Falcón Venegas (rúbricas).» 

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.
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